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SENADO DE PUERTO RICO 
DIARIO DE SESIONES 

PROCEDIMIENTOS Y DEBATES DE LA  
VIGÉSIMA ASAMBLEA LEGISLATIVA 

TERCERA SESION ORDINARIA 
                        AÑO 2026 

VOL. LXXIV San Juan, Puerto Rico Viernes, 19 de junio de 2026 Núm. 44 

A la una y tres minutos de la tarde (1:03 p.m.) de este día viernes, 19 de junio de 2026, el 
Senado reanuda sus trabajos bajo la Presidencia del señor Thomas Rivera Schatz. 
 
 

ASISTENCIA 
 
 
Senadores: 

Ada M. Álvarez Conde, Jamie Barlucea Rodríguez, Luis Daniel Colón La Santa, José Luis 
Dalmau Santiago, Adrián González Costa, Marially González Huertas, Héctor Gabriel González López, 
Marissa Jiménez Santoni, Gregorio Matías Rosario, Eliezer Molina Pérez, Juan Oscar Morales Rodríguez 
Rodríguez, Nitza Moran Trinidad, Migdalia Padilla Alvelo, Wilmer Reyes Berríos, Carmelo J. Ríos 
Santiago, Joanne M. Rodríguez Veve, Karen Michelle Román Rodríguez, Jeison Rosa Ramos, Héctor 
Joaquín Sánchez Álvarez, María de L. Santiago Negrón, José A. Santiago Rivera, Rafael Santos Ortiz, 
Roxanna I. Soto Aguilú, Wanda M. Soto Tolentino, Ángel Toledo López y Thomas Rivera Schatz, 
Presidente. 
Senadores ausentes y excusados: 

Luis Javier Hernández Ortiz y Brenda Pérez Soto. 
 

SR. PRESIDENTE: Se reanudan los trabajos del Senado de Puerto Rico. Hoy es viernes, 19 
de junio a la una y tres minutos de la tarde (1:03 pm). 

SR. MATÍAS ROSARIO: Señor Presidente, solicitamos dar comienzo con el Orden de los 
Asuntos. 

SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, así se acuerda.  
SR. MATÍAS ROSARIO: La invocación estará realizada por el pastor Marcos Rivera, director 

del Ministerio MARC en el pueblo de Vega Baja. 
 

INVOCACIÓN Y/O REFLEXIÓN 
 

El pastor Marcos Rivera, director del Ministerio MARC del pueblo Vega Baja, procede con la 
Invocación: 
 

PASTOR RIVERA: Dios me los bendiga a todos.  Gracias por este honor que nos dan de poder 
estar aquí, yo soy el pastor Marcos Rivera, del Ministerio Buen Samaritano MARC, vengo en 
representación de sesenta y ocho (68) municipios que buscan alimento en Ministerio MARC, ochenta 
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y cuatro mil seiscientas treinta y cuatro (84,634) personas que posiblemente, no sé si tienen 
conocimiento desde el Senado sale una gran ayuda para que hoy podamos celebrar que ochenta y 
cuatro mil seiscientas treinta y cuatro (84,634) personas. reciban alimento en diferentes lugares de 
Puerto Rico.  Entre ellos, dieciocho mil cuatrocientos veintinueve (18,429) adultos mayores y nueve 
mil ciento sesenta y seis (9,166) menores de edad.  Se reparte alimento en un programa de cinco (5) 
programas de Ministerio MARC, que reciben alimentos en diferentes partes de Puerto Rico y gracias 
le doy a ustedes por la ayuda que nos han dado y por permitir que la gente tuviera la oportunidad de 
ir al único restaurante a la carta gratis en Puerto Rico y comieran completamente gratis con todo el 
derecho que merece el ser humano y especialmente mi gente puertorriqueña. 

La Palabra de Dios afirma en el libro Pirmera de Crónicas, Capítulo 4, Versículo 10:  En medio 
de una descendencia aparece una pregunta, una petición que se le hace a Dios, de un hombre llamado 
Jabes, no tenemos más información sobre él, pero Jabes dice: “Si Dios me diera bendición y 
ensanchare mi territorio y tu mano estuviera con nosotros para que no tengamos daño y nos libres del 
mal”.  Y dice que se otorgó a Jabes esa petición. 

Santiago, Capítulo 1, versículo 5, nos da la oportunidad a todos los que estamos aquí; diciendo 
que, “El que esté falto de sabiduría, pídale a Dios el cual la da en abundancia y sin reproche”.  

Y yo meditaba en la noche sobre esta porción bíblica.  Pero yo en esta ocasión le pido a Dios 
que le dé a ustedes y a su familia bendición.  Que Dios ensanche su territorio y que su mano esté con 
ustedes y su familia, para que no haya daño y los libre del mal.  Y la Biblia me da la oportunidad 
también, pedirle a Dios en esta mañana que Dios les dé a ustedes sabiduría. 

La Biblia dice, que si alguien que esté falto de alguna sabiduría, en cualquier dirección de 
determinaciones que tengamos que tomar, la tengan, que la reciban, Dios la da en abundancia y sin 
reproche. 

Padre Celestial, Jesús Amado, en esta hermosa tarde, gracias por el honor de poder presentar 
a esta Asamblea Legislativa, Señor, yo te pido que a todos tú les des Bendición, yo te pido que a todos 
Tú ensanches su territorio y que tu mano nunca falte para que les libre del mal.  

Tú conoces las decisiones que tienen que ser tomadas.  Tú conoces Dios, las circunstancias 
que atraviesan, es posible que haya falta de sabiduría en algunos conocimientos de decisiones que hay 
que tomar.  Señor, dale en abundancia, dale en abundancia a cada uno de ellos.  Yo te pido que Tú 
traigas sobre ellos sabiduría, conocimiento, que Tú les des la estrategia para para llevar a cabo hacia 
adelante este país, Puerto Rico. 

Yo te pido todas estas cosas, en lo que más representa al Padre, el amor, porque Dios es amor.  
Y yo te lo pido Dios, en lo más que caracteriza a Cristo el Salvador, la Gracia, el favor no merecido, 
es por tu Gracia lo pedimos Dios.  Y yo te lo pido, amado Rey, en lo más que caracteriza el Espíritu 
Santo, la comunión, la amistad profunda con el Espíritu. 

En el nombre de la comunión del Espíritu Santo, te pido todas estas cosas. 
Amén y Amén.  Dios me los bendiga. 

- - - - 
 

SR. MATÍAS ROSARIO: Señor Presidente, para que se autorice a la Comisión de Desarrollo 
Económico, Pequeños Negocios, Banca, Comercio, Seguros y Cooperativismo a continuar con 
Reunión Ejecutiva en el Salón de Mujeres Ilustres. 

SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, así se acuerda.  
SR. MATÍAS ROSARIO: Próximo asunto.  
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APROBACIÓN DEL ACTA DE LA SESIÓN ANTERIOR 

 
SR. MATÍAS ROSARIO: Señor Presidente, para que se apruebe el Acta correspondiente a la 

Sesión del jueves, 11 de junio del 2026; y del lunes, 15 de junio del 2026. 
(Queda pendiente de aprobación el Acta correspondiente a la Sesión Especial del 18 de junio 

de 2026). 
SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, se aprueba. 
SR. MATÍAS ROSARIO: Próximo asunto.  

 
PETICIONES DE TURNOS INICIALES AL PRESIDENTE 

 
(El señor Molina Pérez, las señoras Álvarez Conde y Santiago Negrón; los señores Toledo 

López y Matías Rosario, solicitan Turnos Iniciales al Presidente). 
 

SR. PRESIDENTE: Compañero Molina Pérez, compañera Álvarez, compañera Santiago 
Negrón, compañero Toledo, compañero Matías Rosario. 

Compañero Molina Pérez, su turno. 
SR. MOLINA PÉREZ: Muchas gracias, señor Presidente. 
Ayer el tribunal en Aguadilla anuló el permiso que había otorgado la Autoridad de Carreteras 

para el desarrollo de un paseo de bicicletas en Rincón.  Desde aquí del Senado se hizo un trabajo 
durísimo, para poder obtener una información que se había ocultado en conjunto con una lucha 
ambiental de un montón de personas que se unieron para acabar con este abuso y este crimen ambiental 
que ocurría en Rincón una vez más. 

Ante eso recuerdo, que el Alcalde nos llamó títeres, el Alcalde de Rincón.  Hoy queda 
evidenciado que el títere es usted.  El Secretario de la Autoridad de Carreteras, cuando este servidor 
le solicitó de por qué habían otorgado un permiso ocultando información ambiental, con un deslinde 
de veintisiete (27) años, sus palabras fueron nos va a salir más caro si detenemos el proyecto ahora.  
Yo le advertí, deténgalo ahora, y no lo quiso hacer.  Ahí arrestaron creo que más de siete (7) personas, 
sobre siete (7) personas, hasta el Departamento de la Familia le enviaron y una vez más el pueblo ha 
triunfado, ahora la Autoridad de Carreteras va a tener que enfrentar lo que no quisieron hacer desde el 
día uno (1). 

Ha sido una victoria más con mucho sacrificio y por alguna razón, por algún motivo se le ha 
subestimado a las personas del Oeste, probablemente por como hablamos, por como vestimos, pero 
esto ha sido una gran lección una vez más, que no importa las apariencias de las personas para nada, 
al contrario, lo que importa es el amor y la voluntad que le tengan a su país y allí vivimos otro ejemplo 
más, allí hay personas de todas las ideologías, la ponen a un lado y luchan por el medioambiente.  

Yo quería estar allí hoy, no pude, estamos aquí, pero a todos nuestros compañeros allá, les 
agradecemos por lo que han hecho, no se detengan nunca, jamás se detengan, una vez más fueron con 
los permisos en mano, con policías a hacer los arrestos y con el Estado en contra de los individuos que 
levantan la voz, simplemente por preservar las zonas que nos hacen felices.  Un ejemplo más de que 
se puede, quisiéramos que algún día se replicara eso por todo el país, estamos viendo que allá las 
personas se levantan con un alto grado de conciencia, que comienzan a hablar con propiedad, 
entienden ya los temas, conocen lo que son los bienes de dominio público.  

Dicho eso, ayer fueron unas personas y se lo voy a decir directo a la gata persa, tenga mucho 
cuidado sobre lo que habla del intereses del Senado, porque los intereses de sus clientes, ni de los 
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cabilderos van por encima del bienestar de mi país, como mismo dije hace poco aquí una petición, que 
se le ordenara el Departamento de Justicia, que hiciera una investigación sobre un e-mail, que 
supuestamente a nombre de este servidor, se empeñaba una investigación contra ASG, como mismo 
publicó el Secretario del DDEC, que lo hacían también utilizando el nombre del Presidente del Senado 
y otras personas más.  Vieron que se los dije, yo se los dije, y obsérvenla ahora, siempre era la misma.  
Apercibido está señor Domenech, con nosotros usted no va a inventar, ni usted, ni Politank, ni los 
apartamentos en Washington.  Cualquier queja o duda que tenga, venga al Senado y tráigala. 

Son nuestras palabras, señor Presidente. 
SR. PRESIDENTE: Compañera Álvarez Conde. 
SRA. ÁLVAREZ CONDE: En el día de hoy quiero hacer un mensaje que retumba este 

Capitolio, pero las personas que nos vean en vivo nos vean luego, porque hay una frase que ha surgido 
esta semana, que creo que es importante resaltar y atacar.  Y es la frase de “Bienvenido a la política”.  
Y yo creo que es importante que miremos a nuestro alrededor y aunque aquí hay gente que lleva un 
montón de tiempo, también la mayoría de mis compañeros son como yo, senadores nuevos que ocupan 
estas sillas.  Tan reciente como en la Comisión Total del miércoles, una compañera también nueva en 
su primer término tuvo que denunciar una acusación, hizo una acusación por una persecución o una 
amenaza que tuvo que enfrentar un empleado. 

En esta semana, qué vemos, no solamente la amenaza de “Bienvenido a la política”, sino el 
concepto de la represalia donde una vez dices algo y denuncias, entonces denuncias tú.  El timming 
peor no pudo ser o mejor para delinear que el mensaje ¿cuál es?, tú lo haces, yo lo hago o tú lo haces 
peor que yo, entonces es un reto estar en la política, definitivamente y el reto es que si eres íntegro, o 
si quieres hacer las cosas bien, siempre hay que estar vigilante y lo dije en una entrevista y lo repito, 
uno tiene que estar pendiente, porque quieren hacer caer a los buenos, quieren que te contamines, 
puedes recibir las llamadas, puedes tener la presión, pero hay que tener valentía y aquellos que tienen 
la valentía de aspirar de estar aquí, no pueden intimidarse.  

Realmente ese es el mensaje que quiere mostrarle a la gente, que sigan los de siempre, que 
sigan los que tienen malas intenciones, que sigan los apadrinados o apadrinadas, que siga la gente que 
tiene contratos o deberes o intereses, deuda, no puede ser el mensaje que le demos al país, no es el que 
merece ni mi generación, ni los que estuvieron, ni los que vienen. 

Si no eres del grupo quizás poco a poco te sacan, si eres íntegro tienes más peleas, pero hay 
que pedirle a Dios la fuerza para aguantar ese embate y si uno y siempre lo he dicho en mi caso, la 
reputación si fuera una tarjeta de crédito, yo quisiera tener esa empírica alta.  

Y es momento de organizarse, pero como hice la crítica o hice el anuncio de lo que tiene que 
ver con “Bienvenido a la política”, ¿qué vamos a hacer?  Pues este es el momento de educarse, de 
organizarse, de usted evaluar quién aspira y eso aplica a todos, desde el que es independiente hasta el 
que está en un partido político.  Porque también hubo gente que simplemente le cerró la puerta a ver 
a cualquier candidato bajo una insignia y eso es algo que nos ha afectado también, porque existimos.  

Una insignia representa un ideal a la que se afilia un grupo de personas, pero no hay insignia 
que sea perfecta y se ensalza de acuerdo a las personas que tienen debajo de esa columna, usted o lo 
arregla o la daña, y lamentablemente lo que estamos viendo hoy son peleas que están haciendo que se 
vea cómo se degrada la imagen que quisieran llevar con ese ideal. 

Así que yo me niego a pensar y quiero darle un mensaje al que vea esto ahora o luego, no 
podemos permitir que por lo que está pasando ahora en Puerto Rico haya gente que desista de aspirar.  
No podemos permitir que haya gente decente que estudia, que yo no sé si quizás fueron uno de los 
ocho mil (8,000) resumé que no hemos visto, gente decente que quizás quería aportar, o gente que lo 
está pensando que se quite, porque piense que el precio a pagar de ser servidor público o funcionario 



Viernes, 19 de junio de 2026  Núm. 44 
 
 

19192 

público o electo es que te carpetean y estén pendientes a que caigas o que siempre tienes que ser de 
una forma porque si no, no cabes aquí. 

Así que a toda persona que me ve, que me escucha más allá de Ada Álvarez, organícese, 
edúquese en la política, participe y no dejemos que nos roben a Puerto Rico la misma gente de siempre 
que roba, porque hemos tenido Gobiernos desastrosos en momentos desastrosos.  Nos tocaron con 
María y pasó lo de los suministros, nos pasó con lo del COVID y la Gobernadora está ahora mismo 
acusada, aunque la hayan exonerado.  Y, ahora mismo lo que vemos son malas noticias y no se puede 
permitir.  Eso no es decir, “Bienvenido a la política”.  

Esas son mis palabras.  
SR. PRESIDENTE: Compañera Santiago Negrón. 
SRA. SANTIAGO NEGRÓN: Estamos ya en la segunda mitad del mes de junio y hace apenas 

unos días, quinientos (500) estudiantes y sus familias, recibieron la noticia de que la Escuela Privada 
subvencionada con fondos públicos, conocida como LEAP Steam Forestry University en Trujillo Alto, 
no va a abrir sus puertas y no los pueden recibir, según se había estipulado en agosto del próximo 
semestre. 

Este es uno de los muchos incidentes que involucra a las escuelas que operan bajo la sombrilla 
de esta entidad privada LEAP.  En un momento sus docentes dejaron de recibir los pagos 
oportunamente, otra de sus escuelas en Arecibo estuvo funcionando en un sitio que no tenía 
electricidad, funcionaba con generaciones, con generadores para gran perjuicio de la comunidad en la 
que estaban afectadas por el ruido y las emanaciones, pero lo que esto, lo de Trujillo Alto palidece, 
deja pálido a esas otras instancias. 

Esta escuela privada pagada con fondos públicos había propuesto comenzar a operar sin tener 
un edificio.  No es que le faltaran maestros por nombrar, no es que no tuviera el equipo suficiente, no 
es que hubiera algo que tuvieran que ajustar a último momento, no tenían escuela, una escuela 
inexistente ni un salón, nada ni siquiera los vagones los que funcionaron en un momento.  Y el 
Departamento de Educación no había hecho absolutamente nada y ahora hay quinientos (500) niños 
y niñas que no tienen una escuela para matricularse cuando comience el próximo semestre. 

Y ese es otro fracaso de la privatización en este caso.  La privatización de la educación que 
permite que estas entidades comerciales funcionen con unas condiciones privilegiadas.  Porque esas 
Escuelas Alianzas pagadas con el dinero del Pueblo de Puerto Rico en el Presupuesto de Puerto Rico 
de este año hay cuarenta y cuatro (44) millones destinados para ello. 

Esas Escuelas Alianza tiene criterios de selección, allí no entra todo el mundo, tienen un tope 
de estudiantes por salón. Yo recuerdo cuando…  

Yo he presentado ya por tres (3) cuatrienios, medidas para establecer un máximo de estudiantes 
por salón, nunca progresan.  Cuando se dio el debate aquí el cuatrienio pasado con la Mayoría del 
Partido Popular, parecía que yo estaba proponiendo el fin de la civilización occidental, pero esas 
escuelas privadas que pagamos con el dinero de los puertorriqueños y puertorriqueñas esas sí tienen 
un tope de estudiantes por salón, lo que no ha conseguido, no ha sido suficiente para que obtengan 
buenas calificaciones.  

En la mínima evaluación que ha hecho el Departamento de Educación de estas escuelas su 
funcionamiento ha resultado ser deficiente, con todo a su favor.  

Entonces, hay que preguntarse, ¿cómo es que funciona eso de las Escuelas Alianza?  Que de 
pronto hay una escuela que puede abrir y no tiene ni siquiera un espacio físico donde recibir a sus 
estudiantes. 

Y recordemos, cada dólar de esos cuarenta y cuatro (44) millones que se le da a un proyecto 
fracasado como el de LEAP de Trujillo Alto, es un dólar que se le niega a la Ramón Power aquí en 
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San Juan o a la Albert Einstein, donde estuve hace poco viendo el Taller de Ebanistería, bendito, me 
decía con una gran pena el profesor de que sus estudiantes, pues se graduarán con su grado vocacional, 
pero a ver cómo trabajarán en algún taller, porque hace tanto tiempo que el Departamento no invierte 
ni un chavo, que la maquinaria que tienen allí no existe ningún taller moderno de Ebanistería.  O la 
Escuela José Julián Acosta, que tenemos aquí al lado, donde decir que llueve y no escampa.  No es 
decir simplemente una metáfora es que literalmente no acaban de solucionar el tema de goteras que 
afecta a una escuela que recibe a los estudiantes más talentosos en Artes Escénicas que tiene nuestro 
archipiélago.  

A ellos se les niega el dinero.  A las escuelas privadas que son un proyecto fracasado se le 
regalan cuarenta y cuatro (44) millones y luego resulta que nadie se había dado cuenta que esa escuela 
no existe, que no tiene dónde abrir.  

Entonces, ahora el emplazamiento tiene que ser, me parece al Departamento de Educación, 
porque los contratos funcionan de lado y lado.  Y una escuela que prometió abrir, que recibió dinero 
por abrir que no abre tiene que ser penalizada.  Esa carta constitutiva de esa Escuela Alianza tiene que 
ser cancelada, porque si no va a ser extender la cultura de la impunidad, no ya en beneficio de las 
personas que hemos visto que se privilegian con los escándalos que están ocupando la primera plana 
de los periódicos todos los días, sino en perjuicio de nuestra población más vulnerabilizada, que son 
los niños y niñas que necesitan asistir a una escuela del sistema público. 

SR. PRESIDENTE: Compañero Portavoz. 
SR. MATÍAS ROSARIO: Voy a declinar el turno, señor Presidente.  
SR. PRESIDENTE: Bien.  
Próximo asunto. 
SR. MATÍAS ROSARIO: Próximo asunto. 
Señor Presidente, antes de continuar. 
SR. PRESIDENTE: Señor Portavoz. 
SR. MATÍAS ROSARIO: Se ha circulado un Segundo Orden de los Asuntos, proponemos que 

se atienda en los trabajos de hoy. 
SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, así se acuerda. 
SR. MATÍAS ROSARIO: Señor Presidente, se ha circulado un Segundo Calendario de 

Órdenes Especiales del Día, para que se atienda durante la Sesión de hoy. 
SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, así se acuerda. 
SR. MATÍAS ROSARIO: Próximo asunto. 
SR. PRESIDENTE: Próximo asunto. 

 
INFORMES POSITIVOS DE COMISIONES PERMANENTES,  

ESPECIALES Y CONJUNTAS 
 

La Secretaría da cuenta de los siguientes Informes Positivos de Comisiones Permanentes: 
 

De la Comisión de Hacienda, Presupuesto y PROMESA, un informe proponiendo la 
aprobación del P. del S. 984, sin enmiendas. 

De la Comisión de Hacienda, Presupuesto y PROMESA, los duodécimo y decimotercer 
informes parciales sobre la investigación requerida por la R. del S. 111. 

De la Comisión de lo Jurídico, tres informes proponiendo la aprobación de los P. del S. 915, 
1033 y 1162, con enmiendas, según los entirillados que los acompañan. 
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De la Comisión de Desarrollo Económico, Pequeños Negocios, Banca, Comercio, Seguros y 
Cooperativismo, dos informes proponiendo la aprobación de los P. del S. 1137 y 1206, con enmiendas 
según los entirillados que los acompañan. 

De la Comisión de Salud, cuatro informes proponiendo la aprobación de los P. del S. 1133 y 
1139, la R. C. del S. 161 y el P. de la C. 348, con enmiendas según los entirillados que los acompañan. 

De las Comisiones de Familia, Mujer, Personas de la Tercera Edad y Población con Diversidad 
Funcional e Impedimentos; y de Transportación, Telecomunicaciones, Servicios Públicos y Asuntos 
del Consumidor, un informe conjunto proponiendo la aprobación del P. del S. 1141, con enmiendas, 
según el entirillado que lo acompaña. 

De la Comisión de Turismo, Recursos Naturales y Ambientales, el informe final sobre la 
investigación requerida por la R. del S. 326. 

De la Comisión de Planificación, Permisos, Infraestructura y Urbanismo, los informes finales 
sobre las investigaciones requeridas por las R. del S. 301, 302, 303, 304, 305 y 316. 

De la Comisión de Asuntos Municipales, tres informes proponiendo la aprobación de los P. 
del S. 1087 y 1090 y del P. de la C. 995, con enmiendas según los entirillados que los acompañan. 

De la Comisión de Transportación, Telecomunicaciones, Servicios Públicos y Asuntos del 
Consumidor, ocho informes proponiendo la aprobación del P. del S. 1142, de las R. C. del S. 128, 159, 
170 y 171 y de las R. C. de la C. 107, 283 y 284, con enmiendas según los entirillados que los 
acompañan. 

De la Comisión de Transportación, Telecomunicaciones, Servicios Públicos y Asuntos del 
Consumidor, un informe proponiendo la aprobación del P. de la C. 1055, sin enmiendas. 

De la Comisión de Asuntos Internos, un informe proponiendo la aprobación de la R. del S. 
536, con enmiendas, según el entirillado que lo acompaña. 

De la Comisión de Asuntos Internos, un informe proponiendo la aprobación de la R. Conc. de 
la C. 35, sin enmiendas. 

Del Comité de Conferencia designado para intervenir en las discrepancias surgidas con 
relación al P. del S. 772, un informe recomendando su aprobación tomando como base el texto 
enrolado con enmiendas, según el entirillado que lo acompaña. 
 

SR. MATÍAS ROSARIO: Para que se reciban. 
SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, se reciben. 
SR. MATÍAS ROSARIO: Próximo asunto. 

 
INFORMES NEGATIVOS DE COMISIONES PERMANENTES,  

ESPECIALES Y CONJUNTAS 
 

La Secretaría da cuenta de los siguientes Informes Negativos de Comisiones Permanentes: 
 

De la Comisión de Hacienda, Presupuesto y PROMESA, un informe proponiendo la no 
aprobación del P. del S. 1176. 

De la Comisión de lo Jurídico, un informe proponiendo la no aprobación del P. del S. 1167. 
De la Comisión de Salud, un informe proponiendo la no aprobación del P. del S. 1136. 
De la Comisión de Turismo, Recursos Naturales y Ambientales, cuatro informes proponiendo 

la no aprobación de los P. del S. 841, 1063, 1075 y 1115. 
De la Comisión de Transportación, Telecomunicaciones, Servicios Públicos y Asuntos del 

Consumidor, un segundo informe proponiendo la no aprobación del P. del S. 660. 
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De la Comisión de Transportación, Telecomunicaciones, Servicios Públicos y Asuntos del 

Consumidor, un informe proponiendo la no aprobación del P. del S. 823. 
De la Comisión de Asuntos Internos, diez informes proponiendo la no aprobación de las R. del 

S. 158, 231, 327, 348, 349, 357, 372, 405, 406 y 439. 
 

SR. MATÍAS ROSARIO: Para que se reciban.  
SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, se reciben. 
SR. MATÍAS ROSARIO: Próximo asunto. 

 
 

RELACIÓN DE PROYECTOS DE LEY Y RESOLUCIONES 
 

La Secretaría da cuenta e informa que han sido recibidos de la Cámara de Representantes y 
referidos a Comisión por el señor Presidente, la primera Relación de Proyectos de Ley y Resoluciones 
Conjuntas, cuya lectura se prescinde a moción del señor Gregorio Matías Rosario: 
 

PROYECTOS DE LA CÁMARA 
 
P. de la C. 835 
Presentada por la representante Pérez Ramírez: 
 
“Para enmendar el Artículo 2.13 y el inciso (c) del Artículo 2.48 de la Ley Núm. 22-2000, según 
enmendada, conocida como “Ley de Vehículos y Tránsito de Puerto Rico”, a fin de establecer que el 
permiso de vehículos de motor, arrastres o semiarrastres sea integrado permanentemente en la 
aplicación CESCO Digital, pueda ser utilizado por los conductores como una herramienta 
suplementaria o sustitutiva válida de autorización para transitar por las vías públicas de Puerto Rico; 
ordenar al Departamento de Transportación y Obras Públicas, en coordinación con el “Puerto Rico 
Innovation and Technology Service”, actualizar la aplicación de CESCO Digital para integrar 
permanentemente en esta el permiso de vehículos de motor, arrastres o semiarrastres, luego de que se 
haya satisfecho el pago de los derechos correspondientes; y establecer reglamentación al respecto.” 
(TRANSPORTACIÓN, TELECOMUNICACIONES, SERVICIOS PÚBLICOS Y ASUNTOS DEL 
CONSUMIDOR) 
 
P. de la C. 901 
Presentada por el representante Román López: 
 
“Para enmendar el inciso (l) del Artículo 3.025 de la Ley Núm. 107-2020, según enmendada, conocida 
como “Código Municipal de Puerto Rico”, a fin de incorporar en dicha Ley, las disposiciones relativas 
al Programa de Educación y Adiestramiento para la Prevención y Manejo de la Violencia Doméstica 
para los policías municipales, dispuestas en la Ley Núm. 59-2020, conocida como “Ley para la 
Educación, Prevención y Manejo de la Violencia Doméstica para los Municipios de Puerto Rico”, 
para uniformar y simplificar su aplicación; enmendar el Artículo 1.2 de la Ley Núm. 54 de 15 de 
agosto de 1989, según enmendada, conocida como “Ley para la Prevención e Intervención con la 
Violencia Doméstica”, a los efectos de disponer que todo agente de orden público cuente con 
herramientas educativas y adiestramientos en el manejo de la violencia doméstica; y derogar la Ley 
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Núm. 59-2020, conocida como “Ley para la Educación, Prevención y Manejo de la Violencia 
Doméstica para los Municipios de Puerto Rico”; y para otros fines relacionados.” 
(ASUNTOS MUNICIPALES) 
 
 
P. de la C. 1092 
Presentada por los representantes Rodríguez Aguiló, Franqui Atiles y Morey Noble: 
 
“Para enmendar los Artículos 1.2, 1.4 y 2.3 de la “Ley de Política Pública de Diversificación 
Energética por Medio de la Energía Renovable Sostenible y Alterna en Puerto Rico”, Ley 82-2010, 
según enmendada,; a los fines de actualizar la Declaración de Política Pública para reforzar la 
diversificación energética y la reducción de emisiones; añadir definiciones relativas a los Reactores 
Modulares Pequeños (SMR, por sus siglas en inglés) y promover la investigación sobre su posible 
implementación en Puerto Rico; ordenar a la Universidad de Puerto Rico a desarrollar currículos 
académicos y programas de investigación enfocados en alternativas energéticas modernas y de menor 
impacto ambiental, así como a diseñar y ejecutar programas educativos comunitarios sobre fuentes de 
energía limpias; y para otros fines relacionados.” 
(GOBIERNO) 
 
 
P. de la C. 1121 
Presentada por el representante Méndez Núñez (Por Petición de la Federación de Alcaldes de Puerto 
Rico): 
 
“Para enmendar el Artículo 10.006 de la Ley 222-2011, según enmendada, conocida como la “Ley 
para la Fiscalización del Financiamiento de Campañas Políticas en Puerto Rico”; y el Artículo 2.055 
de la Ley 107-2020, según enmendada, conocida como el “Código Municipal de Puerto Rico”, a los 
fines de clarificar sus disposiciones y proveer certeza jurídica respecto de las prohibiciones aplicables 
al Gobierno de Puerto Rico durante el período eleccionario en Puerto Rico; y para otros fines 
relacionados.” 
(INNOVACIÓN, REFORMA Y NOMBRAMIENTOS) 
 
 
P. de la C. 1190 
Presentada por el representante Román López: 
 
“Para enmendar el Artículo 1 de la Ley Núm. 107 - 1997, conocida como la “Ley de las Licencias y 
Certificados en Ambos Idiomas Oficiales”, a fin de ordenar al Departamento de Transportación y 
Obras Públicas a tomar las medidas necesarias para expedir los títulos de propiedad y licencias de 
vehículos de motor en español e inglés simultáneamente en un mismo documento, conforme a la 
política pública establecida en la Ley Núm. 1-1993, conocida como “Ley de los Idiomas Oficiales del 
Gobierno de Puerto Rico”; y para otros fines relacionados.” 
(TRANSPORTACIÓN, TELECOMUNICACIONES, SERVICIOS PÚBLICOS Y ASUNTOS DEL 
CONSUMIDOR) 
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P. de la C. 1195 
Presentada por el representante Torres Zamora: 
 
“Para enmendar el Artículo 9.022 de la Ley Núm. 77 de 19 de junio de 1957, según enmendada, 
conocida como “Código de Seguros de Puerto Rico”, a los fines de establecer un deber afirmativo de 
orientación al consumidor por parte de los productores de seguros; que dicho deber recae sobre el 
productor o representante autorizado, como profesional licenciado por la Oficina del Comisionado de 
Seguros; disponer la aplicación de los requisitos de orientación según el tipo de póliza, línea de seguro 
y complejidad de la transacción; y para otros fines relacionados.” 
(DESARROLLO ECONÓMICO, PEQUEÑOS NEGOCIOS, BANCA, COMERCIO, SEGUROS Y 
COOPERATIVISMO) 
 
P. de la C. 1217 
Presentada por el representante Méndez Núñez (Por Petición del Banco de Alimentos de Puerto Rico): 
 
“Para añadir un nuevo inciso (jj) al Artículo 7.092 de la Ley 107-2020, según enmendada, conocida 
como el “Código Municipal de Puerto Rico”; con el fin de eximir del pago de contribución sobre 
propiedad mueble todo alimento apto para el consumo humano que sea donado a entidades u 
organizaciones sin fines de lucro debidamente organizadas y autorizadas para operar en Puerto Rico, 
incluyendo, pero sin limitarse a, bancos de alimentos, comedores sociales, organizaciones 
comunitarias y otras entidades dedicadas a la distribución de alimentos a personas necesitadas; y para 
otros fines relacionados.” 
(ASUNTOS MUNICIPALES) 
 
*P. de la C. 1261 
Presentada por el representante Presentado por los señores y señoras Méndez Núñez, Peña Ramírez, 
Lebrón Rodríguez, Torres Zamora, Román López, Aponte Hernández, Carlo Acosta, Charbonier 
Chinea, Colón Rodríguez, Del Valle Correa, Estévez Vélez, Franqui Atiles, González Aguayo, 
González González, Hernández Concepción, Jiménez Torres, López Román, Martínez Vázquez, 
Medina Calderón, Muriel Sánchez, Morey Noble, Navarro Suárez, Nieves Rosario, Ocasio Ramos, 
Pacheco Burgos, Parés Otero, Pérez Cordero, Pérez Ortiz, Pérez Ramírez, Ramos Rivera, Robles 
Rivera, Rodríguez Aguiló, Rodríguez Torres, Roque Gracia, Sanabria Colón y Santiago Guzmán: 
 
“Para enmendar el Artículo 3, Inciso b, los Artículos 6 y 7, así como añadir los Artículos 6A y 6B a 
la Ley Núm. 147 de 18 de junio de 1980, según enmendada, conocida como “Ley Orgánica de la 
Oficina de Gerencia y Presupuesto”, a los fines de crear el Fondo de Reserva para la Estabilización 
Presupuestaria, identificar la procedencia de los fondos, establecer mecanismos de capitalización con 
fondos recurrentes y condicionar su uso; determinar los métodos de notificación y supervisión de  la 
Asamblea Legislativa en el uso, capitalización y planificación del Fondo de Reserva para la 
Estabilización Presupuestaria; disponer sobre la custodia y administración del Fondo de Proyectos de 
Capital Público del Gobierno de Puerto Rico; establecer la responsabilidad de la Oficina de Gerencia 
y Presupuesto en la preparación de los Planes Financieros Quinquenales, especificar su contenido, 
formato, proyecciones y estimado de recursos disponibles; establecer las nuevas facultades del 
Director de la Oficina de Gerencia y Presupuesto; decretar disposiciones sobre supremacía y 
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compatibilidad con el marco de responsabilidad fiscal y de deuda pública; y para otros fines 
relacionados.” 
(INNOVACIÓN, REFORMA Y NOMBRAMIENTOS; Y DE HACIENDA, PRESUPUESTO Y 
PROMESA) 
 
 
*P. de la C. 1262 
Presentada por el representante Méndez Núñez, Peña Ramírez, Lebrón Rodríguez, Torres Zamora, 
Román López, Aponte Hernández, Carlo Acosta, Charbonier Chinea, Colón Rodríguez, Del Valle 
Correa, Estévez Vélez, Franqui Atiles, González Aguayo, González González, Hernández 
Concepción, Jiménez Torres, López Román, Martínez Vázquez, Medina Calderón, Muriel Sánchez, 
Morey Noble, Navarro Suárez, Nieves Rosario, Ocasio Ramos, Pacheco Burgos, Parés Otero, Pérez 
Cordero, Pérez Ortiz, Pérez Ramírez, Ramos Rivera, Robles Rivera, Rodríguez Aguiló, Rodríguez 
Torres, Roque Gracia, Sanabria Colón y Santiago Guzmán: 
 
“Para crear la “Ley del Fondo de Proyectos de Capital Público del Gobierno de Puerto Rico”; disponer 
para la creación del Fondo; establecer su constitución, política pública, estructura, 
uso y reglamentación; enmendar el Artículo 3 de la Ley Núm. 147 de 18 de junio de 1980, según 
enmendada, conocida como “Ley Orgánica de la Oficina de Gerencia y Presupuesto”; delimitar su 
alcance, deberes, obligaciones y facultades de la Oficina de Gerencia y Presupuesto; establecer 
mecanismos de supervisión y participación de la Asamblea Legislativa en la priorización, 
planificación y fiscalización de la inversión pública de capital; y para otros fines relacionados.” 
(INNOVACIÓN, REFORMA Y NOMBRAMIENTOS; Y DE HACIENDA, PRESUPUESTO Y 
PROMESA) 
 
 
P. de la C. 1271 
Presentada por el representante Morey Noble: 
 
“Para derogar la Ley Núm. 80 del 1 de mayo de 1941, y otros fines relacionados.” 
(GOBIERNO) 
 
 
P. de la C. 1316 
Presentada por el representante Méndez Núñez (Por Petición del Hon. Jaime Alverio Ramos): 
 
“Para añadir un nuevo Artículo 2.017-A a la Ley 107-2020, según enmendada, conocida como 
“Código Municipal de Puerto Rico”, a los efectos de crear un mecanismo especial de inmatriculación 
en el Registro de la Propiedad de solares municipales ubicados en centros urbanos; establecer la 
certificación municipal requerida;  eximir dichos solares del requisito previo de lotificación ante la 
Oficina de Gerencia de Permisos (OGPe), siempre que dichos inmuebles estén localizados en el centro 
urbano del municipio, según delimitado en el Plan de Ordenación Territorial, previamente aprobado 
al municipio por la Junta de Planificación de Puerto Rico; y para otros fines relacionados.” 
(GOBIERNO) 
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RESOLUCIONES CONJUNTAS DE LA CÁMARA 

 
R. C. de la C. 41 
Presentada por el representante Feliciano Sánchez: 
 
“Para ordenar al Comité de Evaluación y Disposición de Bienes Inmuebles, creado por virtud de la 
Ley 26-2017, según enmendada, conocida como “Ley de Cumplimiento con el Plan Fiscal”, evaluar 
conforme a las disposiciones de la Ley y el reglamento, la transferencia, usufructo o cualquier otro 
negocio jurídico contemplado en dicha ley al Municipio de Vega Baja; de las instalaciones de la 
Escuela Eugenio María de Hostos localizada en dicho municipio; y para otros fines relacionados.” 
(GOBIERNO) 
 
R. C. de la C. 264 
Presentada por el representante Santiago Guzmán: 
 
“Para ordenar al Departamento de Transportación y Obras Públicas (DTOP) y a LUMA Energy a 
realizar, en un término no mayor de treinta (30) días contados a partir de la vigencia de esta Resolución 
Conjunta, una inspección de las luminarias ubicadas en la Carretera Estatal PR-165 en la intersección 
con la PR-865 en el Municipio de Toa Baja; evaluar el estado de las luminarias en el Km. 1.6 de la 
Carretera Estatal PR-865 en el Barrio Campanilla del Municipio de Toa Baja; y para otros fines 
relacionados.” 
(TRANSPORTACIÓN, TELECOMUNICACIONES, SERVICIOS PÚBLICOS Y ASUNTOS DEL 
CONSUMIDOR) 
*Administración 
 
 

La Secretaría da cuenta de la segunda Relación de Proyectos de Ley y Resoluciones del 
Senado, radicados y referidos a Comisión por el señor Presidente, cuya lectura se prescinde a moción 
del señor Gregorio Matías Rosario: 
 

PROYECTOS DEL SENADO 
 
P. del S. 1323 
Por el señor Matías Rosario: 
 
“Para enmendar los incisos (h) e (i) de la Sección 2, los incisos (b) y (d) de la Sección 3, el inciso (a) 
de la Sección 4, añadir una nueva Sección 4-A, enmendar el inciso (a) de la Sección 5 y enmendar la 
Sección 12 de la Sección 92 de la Ley Núm. 40-2020, según enmendada, conocida como la “Ley del 
Fideicomiso para el Retiro de la Policía”, a los fines de atemperar sus disposiciones a la Ley de la 
Policía de Puerto Rico; disponer que los recursos del Fideicomiso para el Retiro de la Policía sean 
utilizados exclusivamente para fines de retiro y para gastos administrativos fiduciarios estrictamente 
necesarios, razonables, auditables y directamente relacionados con la administración del Fideicomiso; 
prohibir su uso para el pago de obligaciones patronales ajenas al retiro; aclarar que dicha prohibición 
no menoscaba los derechos de los miembros activos o retirados de la Policía de Puerto Rico a reclamar 
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los pagos, beneficios o compensaciones que en derecho correspondan; establecer controles, 
certificaciones, informes, reglamentación y deberes de cumplimiento; y para otros fines relacionados.” 
(GOBIERNO; Y DE SEGURIDAD PÚBLICA Y ASUNTOS DEL VETERANO) 
 
P. del S. 1324 
Por la señora Soto Aguilú:  
 
“Para crear la “Ley de Disposición Ecológica de Restos Cremados”, a los fines de autorizar y regular 
el uso de urnas biodegradables, las áreas de siembra memorial, los jardines conmemorativos y otras 
alternativas ecológicas para la disposición de restos humanos cremados; establecer requisitos de 
autorización, operación, registro, mantenimiento e información al consumidor; proteger la dignidad 
de la persona fallecida, la propiedad privada, los terrenos públicos y los recursos naturales; y para 
otros fines relacionados.” 
(TURISMO, RECURSOS NATURALES Y AMBIENTALES) 
 
P. del S. 1325 
Por la señora Soto Aguilú:  
 
“Para crear la “Ley para la Operación de Instalaciones de Disposición Final Sostenible”, a los fines de 
regular el licenciamiento, operación e inspección de las instalaciones de hidrólisis alcalina y reducción 
orgánica natural; establecer requisitos para sus operadores, la identificación y custodia de los restos 
humanos y el manejo de los materiales resultantes; autorizar determinados usos conmemorativos y 
restaurativos; proteger la salud pública, el ambiente y la dignidad de las personas fallecidas; y para 
otros fines relacionados.” 
(TURISMO, RECURSOS NATURALES Y AMBIENTALES) 
 
P. del S. 1326 
Por la señora Soto Aguilú:  
 
“Para crear la “Ley de Cementerios Verdes y Entierros Naturales de Puerto Rico”, a los fines de 
autorizar y regular los cementerios verdes y las áreas de entierro natural; establecer normas para su 
operación; y para otros fines relacionados.” 
(SALUD; Y DE TRANSPORTACIÓN, TELECOMUNICACIONES, SERVICIOS PÚBLICOS Y 
ASUNTOS DEL CONSUMIDOR) 
 
P. del S. 1327 
Por la señora Soto Aguilú:  
 
“Para enmendar la Ley Núm. 24 de 22 de abril de 1931, según enmendada, conocida como “Ley del 
Registro Demográfico de Puerto Rico”, y la Ley 258-2012, según enmendada, conocida como “Ley 
de Servicios Funerarios de Puerto Rico”, a los fines de uniformar los permisos, registros y 
certificaciones relacionados con la disposición final de restos humanos; y para otros fines 
relacionados.” 
(SALUD) 
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P. del S. 1328 
Por la señora Soto Aguilú:  
 
“Para crear la “Ley de Alternativas Sostenibles de Disposición Final de Restos Humanos”; autorizar 
la hidrólisis alcalina y la reducción orgánica natural como modalidades de disposición final en Puerto 
Rico; establecer los principios, requisitos y salvaguardas aplicables; facultar al Departamento de Salud 
de Puerto Rico a adoptar la reglamentación correspondiente; y para otros fines relacionados.” 
(SALUD) 
 
P. del S. 1329 
Por la señora Soto Aguilú:  
 
“Para enmendar los Artículos 8, 13 y 15, y añadir un nuevo Artículo 15ª a la Ley Núm. 119-2011, 
según enmendada, conocida como “Ley Uniforme de Confiscaciones de 2011”, a los fines de aclarar 
el efecto de determinaciones penales, civiles o administrativas sobre la impugnación de 
confiscaciones; exigir una conexión probatoria sustancial entre el bien confiscado y la conducta 
delictiva; fortalecer las protecciones de propietarios inocentes y terceros con interés legítimo; disponer 
requisitos mínimos adicionales en la notificación de confiscación; y para otros fines relacionados.” 
(DE LO JURÍDICO) 
 
P. del S. 1330 
Por la señora Soto Aguilú:  
 
“Para enmendar los Artículos 11, 13 y 16 de la Ley Núm. 5 de 30 de diciembre de 1986, según 
enmendada, conocida como “Ley Orgánica de la Administración para el Sustento de Menores”, a los 
fines de establecer las sanciones aplicables al incumplimiento con el descubrimiento de información 
financiera en procedimientos de pensión alimentaria; aclarar que la capacidad económica no podrá 
imputarse como sanción procesal; disponer la atemperación de reglamentos, guías, formularios y 
procedimientos aplicables; y para otros fines relacionados.” 
(GOBIERNO) 
 

RESOLUCIONES DEL SENADO 
 
R. del S. 547 
Por la señora Moran Trinidad:  
 
“Para ordenar a la Comisión de Desarrollo Económico, Pequeños Negocios, Banca, Comercio, 
Seguros y Cooperativismo del Senado de Puerto Rico, realizar una investigación sobre el impacto en 
Puerto Rico, del cese de producción del centavo de dólar a nivel nacional y de los mecanismos de 
redondeo en las transacciones en efectivo, a fin de proteger a los consumidores y evaluar alternativas 
legislativas y administrativas.” 
(ASUNTOS INTERNOS) 
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R. del S. 548  
Por el señor Rivera Schatz: 
 
“Para ordenar a la Comisión de Innovación, Reforma y Nombramientos del Senado de Puerto Rico 
realizar una investigación exhaustiva sobre las alegaciones contenidas en la querella radicada el 15 de 
junio de 2026 por el ex Secretario del Departamento de Desarrollo Económico y Comercio (DDEC), 
Lcdo. Sebastián Negrón Reichard, y remitida al Senado de Puerto Rico, en torno a presunta comisión 
de delito, presuntas intervenciones indebidas, posibles conflictos de interés y otras violaciones de ley 
por parte del Secretario de la Gobernación, Lcdo. Francisco Domenech, la Subsecretaria de la 
Gobernación, Lcda. Itza García, y otros funcionarios e individuos; todo ello en relación, además, con 
los asuntos y la información que permanecen pendientes ante la Comisión Total del Senado de Puerto 
Rico constituida para examinar la conducta del Lcdo. Francisco Domenech; y para otros fines 
relacionados.” 
(ASUNTOS INTERNOS) 
 
 
R. del S. 549 
Por la señora Barlucea Rodríguez: 
 
“Para enmendar la Sección 3 de la R. del S. 383, según aprobada el 26 de marzo de 2026, a los fines 
de extender el término de tiempo de la Comisión de Vivienda y Bienestar Social, para rendir su 
informe final; y para otros fines relacionados.” 
 
 
R. del S. 550 
Por la señora Barlucea Rodríguez: 
 
“Para enmendar la Sección 3 de la R. del S. 24, según aprobada el 10 de febrero de 2025, a los fines 
de extender el término de tiempo de las Comisiones de Vivienda y Bienestar Social y de Gobierno del 
Senado de Puerto Rico, para rendir su informe final; y para otros fines relacionados.” 
 
 
R. del S. 551 
Por la señora Barlucea Rodríguez: 
 
“Para enmendar la Sección 3 de la R. del S. 287, según aprobada el 1 de octubre de 2025, a los fines 
de extender el término de tiempo de la Comisión de Vivienda y Bienestar Social, para rendir su 
informe final; y para otros fines relacionados.” 
 
 

SR. MATÍAS ROSARIO: Señor Presidente, para que se dé por leída y aprobada la primera y 
segunda Lectura de hoy 19 de junio de 2026. 

SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, así se acuerda. 
SR. MATÍAS ROSARIO: Próximo asunto. 
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MENSAJES Y COMUNICACIONES DE TRÁMITE LEGISLATIVO 

 
La Secretaría da cuenta de los siguientes Mensajes y Comunicaciones de Trámite Legislativo: 

 
De la gobernadora de Puerto Rico, doce comunicaciones refiriendo al Senado, para su consejo 

y consentimiento, los nombramientos del licenciado Elmer Luis Cuerda Cruz como Juez Superior del 
Tribunal de Primera Instancia; del licenciado Carlos J. Ríos Pierluisi como Secretario del 
Departamento de Desarrollo Económico y Comercio; del señor Jorge L. Alicea Santos como Miembro 
de la Junta de Instituciones Postsecundarias; del señor Jorge Arturo Colón Rivera como Miembro de 
la Junta de Instituciones Postsecundarias; de la licenciada Karem Joan Calo Pérez como Fiscal 
Auxiliar II del Departamento de Justicia, en ascenso; de la licenciada Daralis Marián Alicea 
Cordero como Fiscal Auxiliar II del Departamento de Justicia, en ascenso; de la licenciada Sonia Iris 
Martínez Ortiz como Jueza Superior del Tribunal de Primera Instancia; de la licenciada Vivian 
Durieux Rodríguez como Jueza Superior del Tribunal de Primera Instancia; de la licenciada Ilsa I. 
González Rivera como Jueza Superior del Tribunal de Primera Instancia; del honorable Carlos Javier 
Capó Hernández como Juez Superior del Tribunal de Primera Instancia, en ascenso; de la honorable 
Rebecca Vera Ríos como Jueza Superior del Tribunal de Primera Instancia, en ascenso; y de la 
licenciada Mariel Soto Irizarry como Jueza Superior del Tribunal de Primera Instancia. 

De la secretaria del Senado, seis comunicaciones a la Cámara de Representantes informando 
que el Senado ha aprobado los P. del S. 989, 1013, 1119, 1140 y 1222 y la R. C. del S. 146. 

Del secretario de la Cámara de Representantes, catorce comunicaciones informando que la 
Cámara de Representantes ha aprobado los P. del S. 178, 627, 716, 735, 773, 994, 1024, 1030, 1085 
y 1108 y las R. C. del S. 27, 32, 43 y 123, con enmiendas. 

Del secretario de la Cámara de Representantes, una comunicación informando al Senado que 
dicho cuerpo legislativo ha derrotado a viva voz el P. del S. 858. 

Del secretario de la Cámara de Representantes, siete comunicaciones informando que la 
Cámara de Representantes ha aprobado los P. del S. 219, 673, 833, 898 y 973 y las R. C. del S. 60 y 
61, sin enmiendas. 

De la secretaria del Senado, dos comunicaciones informando a la Cámara de Representantes 
que el Senado ha aprobado los P. de la C. 426 y 824, sin enmiendas. 

De la secretaria del Senado, cinco comunicaciones informando a la Cámara de Representantes 
que el Senado ha aprobado los P. de la C. 272 y 1032 y las R. C. de la C. 252, 291 y 300, con 
enmiendas. 

Del secretario de la Cámara de Representantes, una comunicación informando que dicho 
cuerpo legislativo accede a conferenciar respecto a las diferencias surgidas sobre el P. del S. 189 y a 
tales fines confecciona un Comité de Conferencia que será integrado por los y las representantes 
Méndez Núñez, Lebrón Rodríguez, Torres Zamora, Ocasio Ramos, Pérez Ortiz, Santiago Guzmán, 
Ferrer Santiago, Márquez Lebrón y Burgos Muñiz. 

De la secretaria del Senado, una comunicación a la Cámara de Representantes, informando 
que el Senado ha convenido conferenciar respecto a las diferencias surgidas acerca del P. de la C. 
1004 y designa al Comité de Conferencia al senador Rivera Schatz, la senadora Jiménez Santoni, los 
senadores Matías Rosario, Morales Rodríguez, Toledo López, Reyes Berríos, Hernández Ortiz; la 
senadora Santiago Negrón y el senador Molina Pérez. 

Del secretario de la Cámara de Representantes, una comunicación informando que la Cámara 
de Representantes ha aprobado el Informe de Conferencia en torno al P. de la C. 253. 
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Del secretario de la Cámara de Representantes, siete comunicaciones informando que dicho 
cuerpo legislativo ha aceptado las enmiendas introducidas por el Senado a los P. de la C. 971, 1024 y 
1129 y las R. C. de la C. 128, 197, 252 y 300. 

De la secretaria del Senado, cinco comunicaciones a la Cámara de Representantes, informando 
que el presidente del Senado ha firmado los P. del S. 732, 914 y 1016 y las R. C. del S. 104 y 106, 
debidamente enrolados y ha dispuesto que se remitan a la Cámara de Representantes, a los fines de 
que sean firmados por su presidente. 

Del secretario de la Cámara de Representantes, siete comunicaciones devolviendo firmados 
por el presidente de dicho cuerpo legislativo los P. del S. 484, 732, 914, 928 y 1016 y las R. C. del S. 
104 y 106. 

Del secretario de la Cámara de Representantes, nueve comunicaciones remitiendo los P. de la 
C. 210, 253 (Conferencia), 824, 826, 971, 1024 y 1129 y las R. C. de la C. 128 y 165 (Reconsiderada), 
debidamente firmados por el presidente de dicho cuerpo legislativo y solicitando que sean firmados 
por el presidente del Senado. 

De la secretaria del Senado, siete comunicaciones a la gobernadora de Puerto Rico, remitiendo 
las certificaciones de los P. del S. 484, 732, 914, 928 y 1016 y de las R. C. del S. 104 y 106, 
debidamente aprobados por la Asamblea Legislativa. 

De la secretaria del Senado, dos comunicaciones a la Cámara de Representantes, notificando 
que, en su sesión del lunes, 15 de junio de 2026, el Senado acordó solicitar el consentimiento a la 
Cámara de Representantes para solicitar a la gobernadora de Puerto Rico la devolución de los P. del 
S. 765 y 1002. 

Del secretario de la Cámara de Representantes, una comunicación, notificando que en su sesión 
del lunes, 15 de junio de 2026, dicho cuerpo legislativo acordó otorgar el consentimiento al Senado 
para solicitar a la gobernadora de Puerto Rico la devolución de los P. del S. 765 y 1002. 

*El senador Toledo López ha radicado un voto explicativo sobre el P. del S. 869; y un voto 
explicativo sobre el P. del S. 1116, al cual se unieron las senadoras Barlucea Rodríguez y Soto 
Tolentino. 

**La delegación del Partido Independentista Puertorriqueño ha radicado un voto explicativo 
sobre el P. del S. 1140. 

La senadora Pérez Soto y los senadores Colón La Santa y Reyes Berríos han presentado el 
formulario de coautoría para el P. del S. 989, con la autorización del senador Santos Ortiz, autor de la 
medida. 

Las senadoras Pérez Soto y Román Rodríguez y los senadores Colón La Santa, Reyes Berríos 
y Santos Ortiz han presentado el formulario de coautoría para el P. del S. 1119, con la autorización 
del senador Ríos Santiago, autor de la medida. 

La senadora Pérez Soto y los senadores Colón La Santa y Reyes Berríos han presentado el 
formulario de coautoría para la R. C. del S. 168, con la autorización del senador Toledo López, autor 
de la medida. 

De la licenciada Mary Joe Tanner Zalduondo, asesora auxiliar de la Oficina de Nombramientos 
Ejecutivos y Judiciales, La Fortaleza, una comunicación, certificando que se expidió la credencial, 
firmada por la gobernadora y certificada por el Departamento de Estado, correspondiente al 
nombramiento del licenciado Samuel A. Silva Rosas como Presidente de la Junta de Libertad Bajo 
Palabra de Puerto Rico. 
 

*Nota: Los Votos Explicativos en torno a los Proyectos del Senado 869 y 1116, sometidos 
por el senador Ángel Toledo López, al cual se unieron al Proyecto del Senado 1116, las senadoras 
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Jamie Barlucea Rodríguez y Wanda Soto Tolentino, se hacen constar para récord al final de 
este Diario de Sesiones. 

**El Voto Explicativo en torno al Proyecto del Senado 1140, sometido por la Delegación 
del Partido Independentista Puertorriqueño, se hace constar para récord al final de este Diario 
de Sesiones. 
 

SR. MATÍAS ROSARIO: Para que se reciban. 
SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, se reciben. 
SR. MATÍAS ROSARIO: Próximo asunto. 

 
 

PETICIONES Y SOLICITUDES DE INFORMACIÓN AL CUERPO,  
NOTIFICACIONES Y OTRAS COMUNICACIONES 

 
La Secretaría da cuenta de las siguientes Peticiones y Solicitudes de Información al Cuerpo, 

Notificaciones y otras Comunicaciones: 
 

De la secretaria del Senado, una comunicación a la Cámara de Representantes notificando que 
conforme al Artículo 3, Sección 13 de la Constitución de Puerto Rico, en su sesión del lunes, 15 de 
junio de 2026, el Senado acordó solicitar el consentimiento de la Cámara de Representantes para 
recesar los trabajos por más de tres (3) días consecutivos desde el lunes, 15 de junio de 2026, hasta el 
viernes, 19 de junio de 2026. 

Del secretario de la Cámara de Representantes, una comunicación notificando que en su sesión 
del martes, 16 de junio de 2026, dicho cuerpo legislativo acordó conceder el consentimiento al Senado 
para recesar los trabajos por más de tres (3) días consecutivo desde el lunes, 15 de junio de 2026, hasta 
el viernes, 19 de junio de 2026. 

Del honorable Waldemar Quiles Pérez, secretario, Departamento de Recursos Naturales y 
Ambientales, una comunicación remitiendo respuesta a la Petición de información 2026-0074, 
presentada por el senador Molina Pérez y aprobada por el Senado el 21 de mayo de 2026. 

Del señor Edgardo Vázquez Rivera, secretario, Junta de Planificación, una comunicación 
remitiendo respuesta a la Petición de información 2026-0084, presentada por la senadora Santiago 
Negrón y el senador González Costa y aprobada por el Senado el 4 de junio de 2026. 

Del honorable Waldemar Quiles Pérez, secretario, Departamento de Recursos Naturales y 
Ambientales, una comunicación remitiendo respuesta a la Petición de información 2026-0087, 
presentada por la senadora Álvarez Conde y aprobada por el Senado el 8 de junio de 2026. 

Del señor Roberto Lefranc Fortuño, subsecretario, Departamento de Desarrollo Económico y 
Comercio, una comunicación remitiendo una respuesta parcial y solicitando prórroga de veinte (20) 
días laborables para completar la respuesta a la Petición de Información 2026-0089, presentada por el 
senador Rivera Schatz y aprobada por el Senado el 8 de junio de 2026. 

Del señor José Julián Ramírez Ruiz, director ejecutivo, Fondo de Inversión y Desarrollo 
Cooperativo (FIDECOOP), una comunicación remitiendo el Informe Anual para el Año Operacional 
2024, requerido por la Ley 198-2002, según enmendada, conocida como “Ley Habilitadora del Fondo 
de Inversión y Desarrollo Cooperativo de Puerto Rico”; y el Informe de Auditoría para los años 
terminados el 31 de diciembre de 2024 y el 31 de diciembre de 2025. 
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Del señor Antonio J. Bennazar Ortiz, director ejecutivo, Fundación Mayagüez 2010, una 

comunicación remitiendo los Estados Financieros de la Fundación Mayagüez 2010 para el año fiscal 
2025, según requerido por la Ley 5-2022, según enmendada, conocida como “Ley para el 
Fortalecimiento y Desarrollo del Deporte Puertorriqueño”. 

Del señor Jorge O. Sosa Ramírez, comisionado, Liga Atlética Interuniversitaria, una 
comunicación remitiendo los Estados Financieros e informe de contador independiente de la Liga 
Atlética Interuniversitaria para el año fiscal 2025, según requerido por la Ley 5- 2022, según 
enmendada, conocida como “Ley para el Fortalecimiento y Desarrollo del Deporte Puertorriqueño”. 

De la licenciada Coralis D. Sosa Castellanos, ayudante especial, Oficina de la Secretaria, 
Departamento del Trabajo y Recursos Humanos, una comunicación solicitando prórroga hasta el 29 
de junio de 2026 para someter el informe conjunto del Departamento del Trabajo y Recursos 
Humanos, Departamento de Desarrollo Económico y Comercio, Departamento de Educación y el 
Puerto Rico Innovation and Technology Service requerido por la Resolución Conjunta 11-2026. 

De la señora Loraine D. Delgado Hernández, asistente administrativa del alcalde, Municipio 
de Juncos, una comunicación remitiendo la Resolución 36, Serie 2025-2026, de la Legislatura 
Municipal de Juncos, titulada “Resolución para expresar el rechazo de la Legislatura Municipal de 
Juncos a las enmiendas propuestas por el Departamento de la Vivienda y Desarrollo Urbano del 
gobierno federal de los Estados Unidos (HUD, por sus siglas en inglés) a las disposiciones del código 
de regulaciones federales que reglamentan los programas de vivienda pública y de vivienda 
subsidiada, cuyos efectos serán la perpetuación de la precarización y el sinhogarismo.” 

De la señora Ivette Montalvo León, ayudante ejecutiva, Oficina del Contralor de Puerto Rico, 
seis comunicaciones, remitiendo el Informe de Auditoría OC-26-38 del Municipio de San Germán; el 
Informe de Auditoría OC-26-39 de la Corporación del Fondo del Seguro del Estado; el Informe de 
Auditoría OC-26-40 del Programa Federal de Donación de Propiedad Excedente de la Administración 
de Servicios Generales; el Informe de Auditoría OC-26-41 del Centro Criollo de Ciencias y 
Tecnología, Inc.; el Informe de Auditoría OC-26-42 de la Administración de Terrenos de Puerto Rico; 
y el Informe de Auditoría OC-26-43 de la Oficina de Administración de los Tribunales. 
 

La Secretaría da cuenta de las siguientes Peticiones y Solicitudes de Información al Cuerpo, 
Notificaciones y otras Comunicaciones del segundo Orden de los Asuntos: 
 

De la secretaria del Senado, una notificación al Senado de Puerto Rico en torno a las Peticiones 
de Información 2026-0074 y 2026-0083: 
 
“19 de junio de 2026 
 
NOTIFICACIÓN AL SENADO DE PUERTO RICO 
 
Re: Peticiones 2026-0074 y 2026-0083 
 
Notifico, conforme a la Regla 18.2 del Reglamento del Senado de Puerto Rico (R. del S. 255), que 
luego de dos (2) notificaciones, el Departamento de Desarrollo Económico y Comercio y el 
Departamento de Recursos Naturales y Ambientales no han cumplido con las Peticiones de 
Información detalladas en el anejo.  Se notifica al Cuerpo para que adopte las medidas que 
correspondan. 
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Respetuosamente, 
{firmado} 
Jenniffer Martínez Heyer 
Secretaria 
Senado de Puerto Rico 
    
/anejo 
 

PETICIONES NO CONTESTADAS 
(actualizado a las 10:00 am del 19 de junio de 2026) 

 
Número de Petición 

(senador peticionario) 
Agencia/Entidad 

 
 

Información Solicitada 

 
 

Comunicaciones 

 
2026-0074 

(Molina Pérez) 
 

Departamento de 
Desarrollo Económico y 

Comercio 
 

1. Expediente completo de las parcelas 
identificada con los números de catastro 
siguientes: 
o 067-000-007-06-000 
o 067-000-007-07-000  
o 067-000-007-20-000  
o 067-000-007-16-000  
o 067-000-006-06-000  
o 067-000-006-05-000  
o 067-000-006-07-000  
o 067-000-007-13-000  
o 067-000-007-21-000 
o 067-000-007-16-000 

 
2 

 
2026-0083 

(Santiago Negrón y 
González Costa) 

 
Departamento de 

Recursos Naturales y 
Ambientales 

 

 
El expediente completo relacionado con la 

solicitud de autorización número 0-NP-
AKR01-SJ-01989-28082025, 
incluyendo la denegatoria emitida por 
ese Departamento al amparo de la Ley 
292-1999 y el Plan y Reglamento del 
Área de Planificación Especial del Carso 
(PRAPEC). 

 
2 

 
De la licenciada Saraí Ruiz Maisonet, directora, Secretaría Auxiliar de Asuntos Legales y 

Política Pública, Departamento de Educación, una comunicación remitiendo respuesta a la Petición 
de información 2026-0035, presentada por el senador Rivera Schatz y aprobada por el Senado el 12 
de marzo de 2026. 

De la señora Irma E. Abreu Marine, Oficina de la Secretaria, Departamento de la Familia, una 
comunicación remitiendo respuesta a la Petición de información 2026-0035, presentada por el senador 
Rivera Schatz y aprobada por el Senado el 12 de marzo de 2026. 
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SR. MATÍAS ROSARIO: Señor Presidente, en el inciso f., hay una notificación del señor 

Roberto Lefranc de Fortuño, Subsecretario del Departamento de Desarrollo Económico y Comercio, 
remitiendo una respuesta parcial solicitando una prórroga de veinte (20) días laborables para completar 
las respuestas de la Petición de Información 2026-89, presentado por el senador Rivera Schatz y 
aprobada por el Senado el 8 de junio de 2026. 

SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, se acuerda. 
SR. MATÍAS ROSARIO: Señor Presidente, en el inciso j., hay Petición de la licenciada 

Coralys D. Sosa Castellano, Ayudante Especial de la Oficina de la Secretaria del Departamento del 
Trabajo y Recursos Humanos, solicitando una prórroga hasta el 29 de junio de 2026, para someter un 
informe conjunto del Departamento del Trabajo y Recursos Humanos, Departamento de Desarrollo 
Económico y Comercio, Departamento de Educación y el Puerto Rico Innovation and Technology 
Service, requerido por la Resolución Conjunta 11-2026. 

SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, así se acuerda. 
SR. MATÍAS ROSARIO: Señor Presidente, en el inciso a., del segundo Orden de los Asuntos, 

hay una notificación de la Secretaria del Senado, informando que conforme a la Regla 18.2 del 
Reglamento del Senado de Puerto Rico, la Resolución del Senado 255, que luego de dos notificaciones 
el Departamento de Desarrollo Económico y Comercio, el Departamento de Recursos Humanos y 
Naturales y Ambientales, no ha cumplido con las Peticiones de la Información 2026-074, 2026-83. Se 
notifica al Cuerpo, para que adopte las medidas correspondientes.  

SR. PRESIDENTE: Que se proceda con la acción legal correspondiente. 
Notifíquese a la Oficina de Asesores para que procedan. 
SR. MATÍAS ROSARIO: Próximo asunto. 
SR. PRESIDENTE: Próximo asunto. 

 
MOCIONES 

 
Relación de Mociones de Felicitación, Reconocimiento, Júbilo, Tristeza, Pésame  

o Reconocimiento Póstumo 
Anejo A 

 
La Secretaría da cuenta de la siguiente Relación de Mociones de Felicitación, Reconocimiento, 

Júbilo, Tristeza, Pésame o Reconocimiento Póstumo: 
 
Moción 2026-1744 
Por el senador Rivera Schatz: 
 
Para que el Senado de Puerto Rico felicite y reconozca a la segunda teniente Victoria del Mar Aponte 
Vázquez por motivo de su graduación de la Academia Militar de los Estados Unidos en West Point y 
por haber recibido su comisión como oficial del Ejército de los Estados Unidos. 
 
Moción 2026-1745 
Por el senador Santos Ortiz: 
 
Para que el Senado de Puerto Rico reconozca y felicite a varias personas por su compromiso, 
dedicación y aportación al Centro de Tratamiento Social para Jóvenes de Villaba. 



Viernes, 19 de junio de 2026  Núm. 44 
 
 

19209 

 
Moción 2026-1746 
Por la senadora Jiménez Santoni: 
 
Para que el Senado de Puerto Rico felicite a Ariana Isabel Vázquez Serrano por graduarse Summa 
Cum Laude de la Universidad de Puerto Rico, Recinto de Cayey. 
 
Moción 2026-1747 
Por la senadora Jiménez Santoni: 
 
Para que el Senado de Puerto Rico felicite a Natalie Marie Colón Osorio por graduarse Summa Cum 
Laude de la Escuela de Derecho de la Universidad Interamericana de Puerto Rico. 
 
Moción 2026-1748 
Por la senadora Jiménez Santoni: 
 
Para que el Senado de Puerto Rico reconozca y felicite al honorable juez Felipe Rivera Colón, por su 
retiro de la judicatura luego de una trayectoria distinguida de servicio público y excelencia profesional. 
 
Moción 2026-1749 
Por el senador Sánchez Álvarez: 
 
Para que el Senado de Puerto Rico reconozca y felicite a legisladores municipales de Trujillo Alto, 
Carolina, Canóvanas, Loíza, Río Grande, Luquillo, Fajardo, Ceiba, Vieques y Culebra, con motivo de 
la conmemoración de la Semana del Legislador Municipal. 
 
Moción 2026-1750 
Por la senadora Barlucea Rodríguez: 
 
Para que el Senado de Puerto Rico reconozca y felicite a Kiariangelys Aponte Arenas, con motivo del 
homenaje que se le confiere como Reina Infantil Saliente del Festival Jueyero de Guánica, en el marco 
de la celebración de la edición 2026 de dicho festival. 
 
Moción 2026-1751 
Por el senador Sánchez Álvarez: 
 
Para que el Senado de Puerto Rico reconozca y felicite a varios padres en la Ekklesia “La 
Congregación” en Fajardo, con motivo de la conmemoración del Día de los Padres. 
 
Moción 2026-1752 
Por el senador Dalmau Santiago: 
 
Para que el Senado de Puerto Rico reconozca póstumamente a Herminio Pagán Díaz, por su legado 
de servicio público, compromiso cívico y rectitud moral. 
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Moción 2026-1753 
Por la senadora Jiménez Santoni: 
 
Para que el Senado de Puerto Rico reconozca y felicite a varios estudiantes por obtener una distinción 
académica en se graduación del Programa de Educación Nocturno de la Escuela Liberata Hiraldo en 
Río Grande. 
 
Moción 2026-1754 
Por la senadora Padilla Alvelo: 
 
Para que el Senado de Puerto Rico reconozca y felicite a varios hombres por su rol en la formación de 
familia fuertes y comunidades prósperas, con motivo de su selección como “Hombres de Valor” del 
Municipio de Bayamón. 
 

Relación de Resoluciones de Felicitación, Reconocimiento, Júbilo, Tristeza, 
Pésame u otra Expresión del Senado 

Anejo B 
 

La Secretaría da cuenta de la siguiente Relación de Resoluciones de Felicitación, 
Reconocimiento, Júbilo, Tristeza, Pésame u otra Expresión del Senado: 
 
R. del S. 551 
Por la senadora Barlucea Rodríguez: 
 
“Para enmendar la Sección 3 de la R. del S. 287, según aprobada el 1 de octubre de 2025, a los fines 
de extender el término de tiempo de la Comisión de Vivienda y Bienestar Social, para rendir su 
informe final; y para otros fines relacionados. 
 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 
Con la aprobación de la R del S. 287, se le ordenó a la Comisión de Vivienda y Bienestar 

Social del Senado de Puerto Rico realizar una investigación sobre las condiciones físicas, sociales y 
de seguridad de los residenciales públicos ubicados en el Distrito Senatorial de San Juan. Además, 
esta pieza legislativa incluye evaluar el estado de mantenimiento de las estructuras, servicios 
esenciales, vacantes, programas comunitarios y planes de rehabilitación.  

La Comisión de Vivienda y Bienestar Social ha realizado varios requerimientos de 
información, particularmente la Administración de Vivienda Pública (AVP). En el transcurso de la 
investigación surgió la información sobre la presencia y los casos de plomo en varias personas que 
residen en los complejos de vivienda pública de Puerto Rico. Ante esa situación enviamos sendas 
solicitudes de requerimiento de información. En este punto, aunque hemos recibido información, la 
misma es limitada y la propia AVP se ha comprometido a suministrar ante esta Comisión un informe 
completo sobre el estado de los casos reportados, confirmados y los esfuerzos de corrección y 
mitigación que se han realizado. Para ello, nos solicitaron hasta el mes de noviembre 2026 para 
remitirnos un informe completo posterior a las reparaciones y esfuerzos de mitigación activos en los 
complejos de vivienda pública. Dada las circunstancias solicitamos extensión del término otorgado 
para descargar y rendir un informe detallado de todos los acontecimientos.  
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RESUÉLVESE POR EL SENADO DE PUERTO RICO: 

Sección 1.- Se enmienda la Sección 3 de la R. del S. 287, según aprobada el 1 de octubre de 
2025, para que lea como sigue:  

“Sección 3.- La Comisión deberá rendir un informe final con sus hallazgos, 
recomendaciones y conclusiones en o antes del cierre de la [3ra] 4ta Sesión Ordinaria.” 
Sección 2.- Esta Resolución entrará en vigor inmediatamente después de su aprobación.” 

 
Mociones Escritas 

 
La Secretaría da cuenta de las siguientes Mociones Escritas: 

 
La senadora Pérez Soto ha radicado la siguiente Moción por escrito: 

“La Comisión de Educación, Arte y Cultura del Senado de Puerto Rico solicita 
respetuosamente a este Alto Cuerpo, se le conceda prórroga de 10 días adicionales, para culminar el 
trámite legislativo necesario para rendir su informe en torno a las siguientes medidas: Proyecto del 
Senado 1027, Proyecto del Senado 1040 y Resolución Conjunta del Senado 156.” 
 
El senador Santos Ortiz ha radicado la siguiente Moción por escrito: 

“La Comisión de Juventud de Recreación y Deportes del Senado de Puerto Rico solicita 
respetuosamente a este Alto Cuerpo, se le conceda prórroga hasta el 26 de junio del 2026 para culminar 
el trámite legislativo necesario para rendir su informe en torno a la siguiente medida: Proyecto de la 
Cámara 164.” 
 
La senadora Jiménez Santoni ha radicado la siguiente Moción por escrito: 

“Yo, Marissa Jiménez Santoni, Presidenta de la Comisión de Turismo, Recursos Naturales y 
Ambientales del Senado de Puerto Rico, respetuosamente solicito a este Alto Cuerpo, que conforme 
a las disposiciones en la Sección 32.2 del Reglamento del Senado, se conceda a nuestra Honorable 
Comisión hasta el 19 de junio de 2026 para presentar el informe y terminar el trámite legislativo 
correspondiente al Proyecto del Senado 1063.” 
 
El senador Reyes Berríos ha radicado la siguiente Moción por escrito: 

“La Comisión de Ciencia, Tecnología e Inteligencia Artificial del Senado de Puerto Rico 
solicita respetuosamente a este Alto Cuerpo, se le conceda prórroga hasta el 23 de junio del 2026 para 
culminar el trámite legislativo necesario para rendir su informe en torno a la siguiente medida: El 
Proyecto del Senado 811.” 
 
El senador Rivera Schatz ha radicado la siguiente Moción por escrito: 

“La Comisión de Innovación, Reforma y Nombramientos del Senado de Puerto Rico solicita 
respetuosamente a este Alto Cuerpo, se le conceda prórroga hasta el 30 de junio de 2026 para culminar 
el trámite legislativo necesario para rendir su informe en torno a las siguientes medidas: P. del S. 1121, 
P. del S. 1122, P. del S. 1123 y P. del S. 1124.” 
 
La senadora Álvarez Conde ha radicado la siguiente Moción por escrito 

“La senadora que suscribe solicita a este Alto Cuerpo que se retire de todo trámite legislativo 
el Proyecto del Senado 1252, de su autoría.” 
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La senadora Román Rodríguez ha radicado la siguiente Moción por escrito: 

“La Senadora que suscribe solicita a este Alto Cuerpo, que retire todo trámite legislativo 
relacionado al Resolución del Senado 284, la cual fue radicada el 2 de septiembre de 2025.” 
 

Relación de Mociones de Felicitación, Reconocimiento, Júbilo, Tristeza, Pésame  
o Reconocimiento Póstumo 

Anejo A 
 

La Secretaría da cuenta de la siguiente Relación de Mociones de Felicitación, Reconocimiento, 
Júbilo, Tristeza, Pésame o Reconocimiento Póstumo del segundo Orden de los Asuntos: 
 
Moción 2026-1755 
Por el senador Santos Ortiz: 
 
Para que el Senado de Puerto Rico exprese su más sentido pésame por el fallecimiento de Ángel Víctor 
Martínez, conocido en el deporte puertorriqueño como “La Conciencia”, cuya vida estuvo dedicada 
al desarrollo y fortalecimiento del béisbol puertorriqueño. 
 

Relación de Resoluciones de Felicitación, Reconocimiento, Júbilo, Tristeza, 
Pésame u otra Expresión del Senado 

Anejo B 
 

La Secretaría da cuenta de la siguiente Relación de Resoluciones de Felicitación, 
Reconocimiento, Júbilo, Tristeza, Pésame u otra Expresión del Senado, del segundo Orden de los 
Asuntos: 
 
R. del S. 549 
Por la senadora Barlucea Rodríguez: 
 
“Para enmendar la Sección 3 de la R. del S. 383, según aprobada el 26 de marzo de 2026, a los fines 
de extender el término de tiempo de la Comisión de Vivienda y Bienestar Social, para rendir su 
informe final; y para otros fines relacionados. 
 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 
Con la aprobación de la R del S. 383, se le ordenó a la Comisión de Vivienda y Bienestar 

Social del Senado de Puerto Rico realizar una investigación sobre la política existente y necesaria 
referente a las personas sin hogar, incluyendo la Ley 130-2007, según enmendada, conocida como 
“Ley para Crear el Concilio Multisectorial en Apoyo a la Población sin Hogar”; así como las entidades 
del Gobierno de Puerto Rico que proveen programas o servicios dirigidos a personas sin hogar.  

La Comisión realizó el 27 de abril de 2026 una Vista Pública para abordar la medida. Además, 
realizó una mesa de trabajo con entidades sin fines de lucro que se dedican a velar por los derechos de 
las personas sin hogar. Es de nuestro interés contar con mayor tiempo de investigación incluyendo la 
realización de mesas de trabajo que nos ayuden a producir políticas públicas de avanzada que atiendan 
las necesidades de las personas sin hogar. De igual manera, está en los planes de la Comisión solicitarle 
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a múltiples municipios un memorial explicativo para que nos brinden información en sus respectivas 
jurisdicciones sobre la población.  
 
RESUÉLVESE POR EL SENADO DE PUERTO RICO: 

Sección 1.- Se enmienda la Sección 3 de la R. del S. 383, según aprobada el 26 de marzo de 
2026, para que lea como sigue:  

“Sección 3.- La Comisión deberá rendir un informe final con sus hallazgos, 
conclusiones y recomendaciones [en un término de noventa (90) días, contados a partir de 
la aprobación de esta Resolución] en o antes del cierre de la 4ta sesión ordinaria.” 
Sección 2.- Esta Resolución entrará en vigor inmediatamente después de su aprobación.” 

 
 
R. del S. 550 
Por la senadora Barlucea Rodríguez: 
 
“Para enmendar la Sección 3 de la R. del S. 24, según aprobada el 10 de febrero de 2025, a los fines 
de extender el término de tiempo de las Comisiones de Vivienda y Bienestar Social y de Gobierno del 
Senado de Puerto Rico, para rendir su informe final; y para otros fines relacionados. 
 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 
Con la aprobación de la R del S. 24, se le ordenó a las Comisiones de Vivienda y Bienestar 

Social y de Gobierno del Senado de Puerto Rico realizar una investigación sobre la implementación y 
verificación del sistema de huellas dactilares, comúnmente conocido como “Background Checks”, 
para identificar sus deficiencias y presentar políticas públicas futuras para mejorar y agilizar su 
ejecución ante la ciudadanía que solicita la certificación para trámites ordinarios y personales 
incluyendo solicitudes de empleo o renovaciones.  

Luego de un análisis detenido que incluyó la celebración de dos vistas públicas en los meses 
de febrero y marzo de 2025, las Comisiones de Vivienda y Bienestar Social y de Gobierno, rindieron 
un primer informe parcial el cual fue recibido por el Alto Cuerpo el 19 de mayo de 2025. Como parte 
de las conclusiones y los acuerdos alcanzados por las agencias que poseen jurisdicción sobre la 
materia, el Departamento de Salud se habría comprometido a: (1) extender vía orden administrativa 
la vigencia de las certificaciones expedidas a tres años siempre y cuando mediara un certificado de 
buena conducta; y (2) el establecimiento de oficinas satélites alrededor de la isla para eliminar la 
centralización del sistema y proveer mayor acceso a las personas. Como parte de esos acuerdos el 
Departamento de Salud solicitó tiempo hasta noviembre 2026 para ir abriendo esas oficinas 
paulatinamente. En un Informe Final deseamos actualizar esa información de manera puntillosa.  
 
RESUÉLVESE POR EL SENADO DE PUERTO RICO: 

Sección 1.- Se enmienda la Sección 3 de la R. del S. 24, según aprobada el 10 de febrero de 
2025, para que lea como sigue:  

“Sección 3.- Las Comisiones de Vivienda y Bienestar Social; y de Gobierno del Senado 
de Puerto Rico, deberán rendir un informe [detallado] final con los hallazgos, conclusiones y 
recomendaciones al Pleno del Senado [dentro de un término de ciento ochenta (180) días a 
partir de la aprobación de esta Resolución] en o antes del cierre de la 4ta sesión ordinaria.” 
Sección 2.- Esta Resolución entrará en vigor inmediatamente después de su aprobación.” 
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SR. MATÍAS ROSARIO: Señor Presidente, para que se dé por aprobada o se apruebe el Anejo 

A y B del Orden de los Asuntos. 
SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, así se acuerda. 
SR. MATÍAS ROSARIO: En el inciso c., hay una Moción por escrito de la senadora Pérez 

Soto, para que se apruebe.  
SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, se acuerda. 
SR. MATÍAS ROSARIO: En el inciso d., hay una Moción por escrito del senador Santos Ortiz, 

para que se apruebe.  
SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, se acuerda. 
SR. MATÍAS ROSARIO: En el inciso e., hay una Moción por escrito de la senadora Jiménez 

Santoni, para que se apruebe.  
SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, se acuerda. 
SR. MATÍAS ROSARIO: En el inciso f., hay una Moción por escrito del senador Reyes 

Berríos, para que se apruebe.  
SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, se aprueba. 
SR. MATÍAS ROSARIO: En el inciso g., hay una Moción por escrito del senador Rivera 

Schatz, para que se apruebe.  
SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, se aprueba. 
SR. MATÍAS ROSARIO: En el inciso h., hay una Moción por escrito de la senadora Álvarez 

Conde, para que se apruebe.  
SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, se aprueba. 
SR. MATÍAS ROSARIO: En el inciso h., hay una Moción por escrito de la senadora Román 

Rodríguez, para que se apruebe.  
SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, se aprueba. 
SR. MATÍAS ROSARIO: Señor Presidente, para que se apruebe el Anejo A y B del Orden de 

los Asuntos.  El Anejo A del Segundo Orden de los Asuntos. 
SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, se aprueba. 
SR. MATÍAS ROSARIO: Señor Presidente, vamos a solicitar la autorización del Cuerpo para 

atender durante la presente Sesión, las siguientes medidas: Proyecto del Senado 1323. 
SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, se acuerda. 
SR. MATÍAS ROSARIO: Señor Presidente, proponemos que se releve a la Comisión de 

Asuntos Internos de atender la Resolución del Senado 548, se proceda con el descargue de la medida 
y que se incluya en el Calendario de Órdenes Especiales del día.  

SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, se acuerda. 
SR. MATÍAS ROSARIO: Señor Presidente, proponemos que se releve a la Comisión de 

Gobierno; y de Seguridad Pública y de Asuntos del Veterano de atender el Proyecto del Senado 1323, 
se proceda con el descargue de la medida, y que se incluya en el Calendario de Órdenes Especiales 
del día. 

SRA. SANTIAGO NEGRÓN: Señor Presidente. 
SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, se acuerda. 
SRA. SANTIAGO NEGRÓN: Señor Presidente. 
SR. PRESIDENTE: Señora senadora. 
SRA. SANTIAGO NEGRÓN: Creo que no se ha distribuido el Proyecto y, por lo tanto, no 

podemos votar a favor o en contra del descargue. 
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SR. PRESIDENTE: Está en el escritorio virtual desde temprano. 
Así que sí se ha distribuido. 
¿Alguna objeción? No habiendo objeción, así se acuerda. 
SR. MATÍAS ROSARIO: Señor Presidente, la Cámara de Representantes ha informado que 

dicho Cuerpo Legislativo ha aprobado, con enmiendas, el Proyecto del Senado 627.  Solicitamos 
concurrir con las enmiendas introducidas por la Cámara de Representantes, y que se incluya la medida 
en el Calendario de Votación Final. 

SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, se acuerda. 
SR. MATÍAS ROSARIO: Señor Presidente, la Cámara… 
SR. PRESIDENTE: Se concurre con las enmiendas introducidas al Proyecto del Senado 627 

y se incluya en el Calendario. 
SR. MATÍAS ROSARIO: Señor Presidente, la Cámara de Representantes ha informado que 

dicho Cuerpo Legislativo ha aprobado, con enmiendas, el Proyecto del Senado 716.  Solicitamos 
concurrir con las enmiendas introducidas por la Cámara de Representantes, y que se incluya la medida 
en el Calendario de Votación Final. 

SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, se concurre con las enmiendas introducidas por la 
Cámara de Representantes al Proyecto del Senado 716, y se incluye en el Calendario de Votación 
Final. 

Próximo asunto. 
SR. MATÍAS ROSARIO: Señor Presidente, la Cámara de Representantes ha informado que 

dicho Cuerpo Legislativo ha aprobado, con enmiendas, el Proyecto del Senado 735, solicitamos 
concurrir con las enmiendas introducidas por la Cámara de Representantes, y que se incluya la medida 
en el Calendario de Votación Final. 

SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, se concurre con las enmiendas introducidas por la 
Cámara de Representantes al Proyecto del Senado 735, y se incluye en el Calendario de Votación 
Final. 

Próximo asunto. 
SR. MATÍAS ROSARIO: Señor Presidente, la Cámara de Representantes ha informado que 

dicho Cuerpo Legislativo ha aprobado, con enmiendas, el Proyecto del Senado 773.  Solicitamos 
concurrir con las enmiendas introducidas por la Cámara de Representantes, y que se incluya la medida 
en el Calendario de Votación Final. 

SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, se concurre con las enmiendas introducidas por la 
Cámara de Representantes al Proyecto del Senado 773, y se incluye en el Calendario de Votación 
Final. 

Adelante, próximo asunto. 
SR. MATÍAS ROSARIO: Señor Presidente, la Cámara de Representantes ha informado que 

dicho Cuerpo Legislativo ha aprobado, con enmiendas, el Proyecto del Senado 994.  Solicitamos 
concurrir con las enmiendas introducidas por la Cámara de Representantes, y que se incluya la medida 
en el Calendario de Votación Final. 

SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, se concurre con las enmiendas introducidas por la 
Cámara de Representantes al Proyecto del Senado 994, y se incluye en el Calendario de Votación 
Final. 

SRA. GONZÁLEZ HUERTAS: Señor Presidente. 
SR. PRESIDENTE: Señora senadora González Huertas. 
SRA. GONZÁLEZ HUERTAS: Para unirme a la Moción 2026-1750. 
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SR. PRESIDENTE: Que se haga constar, si no hay objeción. 
SR. MATÍAS ROSARIO: Señor Presidente, la Cámara de Representantes ha informado que 

dicho Cuerpo Legislativo ha aprobado, con enmiendas, el Proyecto del Senado 1024.  Solicitamos 
concurrir con las enmiendas introducidas por la Cámara de Representantes, y que se incluya la medida 
en el Calendario de Votación Final. 

SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, se concurre con las enmiendas introducidas por la 
Cámara de Representantes al Proyecto del Senado 1024, y se incluye en el Calendario de Votación 
Final. 

Próximo asunto. 
SR. SANTIAGO RIVERA: Señor Presidente. 
SR. PRESIDENTE: Compañero Santiago. 
SR. SANTIAGO RIVERA: Sí, queremos unirnos a la Moción 1745, 1749 y 1750. 
SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, así se acuerda. 
SR. MATÍAS ROSARIO: Señor Presidente, la Cámara de Representantes ha informado que 

dicho Cuerpo Legislativo ha aprobado, con enmiendas, el Proyecto del Senado 1030.  Solicitamos 
concurrir con las enmiendas introducidas por la Cámara de Representantes, y que se incluya la medida 
en el Calendario de Votación Final. 

SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, el Senado de Puerto Rico concurre con las enmiendas 
introducidas por la Cámara de Representantes al Proyecto del Senado 1030, y se incluye en el 
Calendario de Votación Final. 

Próximo asunto. 
SRA. ÁLVAREZ CONDE: Señor Presidente. 
SR. PRESIDENTE: Compañera Álvarez. 
SRA. ÁLVAREZ CONDE: Para poder unirme a las Mociones del Anejo A. 
SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, se acuerda. 
SR. MATÍAS ROSARIO: Señor Presidente, la Cámara de Representantes ha informado que 

dicho Cuerpo Legislativo ha aprobado, con enmiendas, el Proyecto del Senado 1085.  Solicitamos 
concurrir con las enmiendas introducidas por la Cámara de Representantes y que se incluya la medida 
en el Calendario de Votación Final. 

SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, se concurre con las enmiendas introducidas por la 
Cámara de Representantes al Proyecto del Senado 1085, y se incluye en el Calendario de Votación 
Final. 

SR. MATÍAS ROSARIO: Señor Presidente, la Cámara de Representantes ha informado que 
dicho Cuerpo Legislativo ha aprobado, con enmiendas, la Resolución Conjunta del Senado 27.  
Solicitamos concurrir con las enmiendas introducidas por la Cámara de Representantes, y que se 
incluya la medida en el Calendario de Votación Final. 

SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, se concurre con las enmiendas introducidas por la 
Cámara de Representantes la Resolución Conjunta del Senado 27, y se incluye en el Calendario de 
Votación Final. 

SR. MATÍAS ROSARIO: Señor Presidente, la Cámara de Representantes ha informado que 
dicho Cuerpo Legislativo ha aprobado, con enmiendas, la Resolución Conjunta del Senado 32.  
Solicitamos concurrir con las enmiendas introducidas por la Cámara de Representantes, y que se 
incluya la medida en el Calendario de Votación Final. 

SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, se concurre con las enmiendas introducidas por la 
Cámara de Representantes la Resolución Conjunta del Senado 32, y se incluye en el Calendario de 
Votación Final. 
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SR. MATÍAS ROSARIO: Señor Presidente, la Cámara de Representantes ha informado que 
dicho Cuerpo Legislativo ha aprobado, con enmiendas, la Resolución Conjunta del Senado 43.  
Solicitamos concurrir con las enmiendas introducidas por la Cámara de Representantes, y que se 
incluya la medida en el Calendario de Votación Final. 

SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, se concurre con las enmiendas introducidas por la 
Cámara de Representantes a la Resolución Conjunta del Senado 43, y se incluye en el Calendario de 
Votación Final. 

SR. MATÍAS ROSARIO: Señor Presidente, la Cámara de Representantes ha informado que 
dicho Cuerpo Legislativo ha aprobado, con enmiendas, la Resolución Conjunta del Senado 123.  
Solicitamos no concurrir con las enmiendas introducidas por la Cámara de Representantes y que se 
designe un Comité de Conferencia. 

SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, así se acuerda.  Estamos conformando un Comité de 
Conferencia de la Resolución Conjunta del Senado 123, que estará presidida por este servidor, con la 
compañera vicepresidenta Jiménez Santoni, el señor portavoz Matías Rosario, el señor portavoz 
alterno Morales Rodríguez, el señor senador Toledo López, el señor senador Reyes Berríos, el señor 
portavoz Hernández Ortiz y la señora portavoz Santiago Negrón y la senadora Rodríguez Veve. 

SR. MATÍAS ROSARIO: Señor Presidente, vamos a solicitar el consentimiento de la Cámara 
de Representantes para solicitarle a la Gobernadora de Puerto Rico la devolución del Proyecto del 
Senado 167, con el fin de reconsiderarlo. 

SR. PRESIDENTE: Debidamente secundada por el compañero Carmelo Ríos, ¿alguna 
objeción?  No habiendo objeción, así se acuerda. 

SR. MATÍAS ROSARIO: Señor Presidente, vamos a solicitar el consentimiento de la Cámara 
de Representantes para solicitarle a la Gobernadora de Puerto Rico la devolución del Proyecto del 
Senado 1036, con el fin de reconsiderarlo. 

SR. PRESIDENTE: Debidamente secundada por el compañero vicepresidente Carmelo Ríos 
Santiago.  Si no hay objeción, así se acuerda. 

SR. MATÍAS ROSARIO: Señor Presidente, vamos a solicitar que los siguientes informes sean 
incluidos en el Calendario de Órdenes Especiales del Día de hoy: Proyecto del Senado 772 Informe 
de Conferencia. 

SR. PRESIDENTE: ¿Alguna objeción?  No habiendo objeción, se incluye el Informe de 
Conferencia del Proyecto del Senado 772 en el Calendario de hoy. 

SR. MATÍAS ROSARIO: Señor Presidente. 
SR. PRESIDENTE: Señor Portavoz. 
SR. MATÍAS ROSARIO: Solicitamos devolver el informe del Proyecto del Senado 1101 de 

la Comisión del Trabajo y Relaciones Laborales. 
SR. PRESIDENTE: ¿Devolverlo a Comisión?  Si no hay objeción, así se acuerda. 
SR. MATÍAS ROSARIO: Señor Presidente, solicitamos devolver el informe de la Resolución 

Conjunta del Senado 176 a la Comisión de Hacienda, Presupuesto y PROMESA. 
SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, así se acuerda. 
SR. MATÍAS ROSARIO: Para unir al senador Reyes Berríos a las mociones 1745 y 1755. 
SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, así se acuerda. 
SR. MATÍAS ROSARIO: Para unir a este senador al Anejo A. 
SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, así se acuerda. 
SR. MATÍAS ROSARIO: Para unir al honorable Juan Oscar Morales a la Moción 1744. 
SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, así se acuerda. 
SR. MATÍAS ROSARIO: Para unir a la senadora Jamie Barlucea a la Moción 1755. 
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SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, se acuerda. 
SR. MATÍAS ROSARIO: Para unir al senador Dalmau Santiago a las mociones 1748 y 1755. 
SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, se acuerda. 
SR. MATÍAS ROSARIO: Para unir al senador Sánchez Álvarez a las mociones 1740, 1746, 

1747, 1748 y 1753. 
SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, así se acuerda. 
SR. MATÍAS ROSARIO: Para unir al senador Toledo López al Anejo A. 
SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, se acuerda. 
SR. ROSA RAMOS: Señor Presidente. 
SR. PRESIDENTE: Compañero Rosa. 
SR. ROSA RAMOS: Para unirme a la Moción 1744. 
SR. PRESIDENTE: Que se haga constar.  No habiendo objeción, así se acuerda. 
SR. MATÍAS ROSARIO: Para unir al senador Ríos Santiago a la Moción 1754. 
SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, así se acuerda. 
SR. MATÍAS ROSARIO: Para unir a la senadora Soto Tolentino al Anejo A. 
SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, así se acuerda. 
SR. MATÍAS ROSARIO: Para unir a la senadora Soto Aguilú al Anejo A. 
SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, así se acuerda. 
SR. COLÓN LA SANTA: Señor Presidente. 
SR. PRESIDENTE: Compañero Colon La Santa. 
SR. COLÓN LA SANTA: Señor Presidente sí, para unirme a la Moción 2026-1755. 
SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, así se acuerda. 
SR. MATÍAS ROSARIO: Próximo asunto. 
SR. PRESIDENTE: Próximo asunto. 

 
ASUNTOS PENDIENTES 

 
SR. MATÍAS ROSARIO: Señor Presidente, vamos a sacar de Asuntos Pendientes la 

Resolución del Senado 398, Proyecto de la Cámara 815, Resolución Conjunta de la Cámara 131 y que 
se incluya en el Calendario de Votación de hoy. 

SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, así se acuerda. 
SR. MATÍAS ROSARIO: Próximo asunto. 
SR. PRESIDENTE: Próximo asunto. 

- - - - 
 

SR. MATÍAS ROSARIO: Señor Presidente, para que se proceda con la lectura. 
SR. PRESIDENTE: Adelante con la lectura del Calendario. 
Hay dos Calendarios, señor Portavoz, estamos solicitando la lectura de ambos. 
SR. MATÍAS ROSARIO: Correcto. 
SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, se van a leer ambos Calendarios. 

 
CALENDARIO DE LECTURA 

 
Como primer asunto en el Calendario de Lectura, se lee el Proyecto del Senado 1112, y se da 

cuenta del Informe de la Comisión de Gobierno, con enmiendas, según el entirillado electrónico que 
se acompaña: 
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“LEY 

Para enmendar el Artículo 81 de la Ley 73-2019, según enmendada, conocida como “Ley de 
la Administración de Servicios Generales para la Centralización de las Compras del Gobierno de 
Puerto Rico de 2019”, a los fines de extender el término mínimo para la realización de 
preintervenciones por parte de la Oficina del Inspector General de Puerto Rico y de auditorías fiscales 
y operacionales por parte de la Oficina del Contralor de Puerto Rico de dos (2) a tres (3) años, y para 
otros fines relacionados. 
 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 
La Ley 73-2019, según enmendada, conocida como la “Ley de la Administración de Servicios 

Generales para la Centralización de las Compras del Gobierno de Puerto Rico de 2019”, establece las 
facultades, deberes y responsabilidades de la Administración de Servicios Generales de Puerto Rico, 
incluyendo aquellas relacionadas con la administración, manejo y fiscalización de bienes y fondos 
públicos. 

Dicho estatuto dispone en su Artículo 81 que la Oficina del Inspector General de Puerto Rico 
pre-intervendrá las operaciones y procesos de la Administración, y que las operaciones fiscales de la 
Administración de Servicios Generales serán auditadas y examinadas por la Oficina del Contralor de 
Puerto Rico por lo menos cada dos (2) años, como parte de su función de fiscalización del uso y 
manejo de los fondos públicos.  

En años recientes, la Oficina del Contralor de Puerto Rico ha enfrentado retos estructurales 
relacionados con la disponibilidad y retención de recursos humanos especializados, particularmente 
en el área de auditoría. Estos retos responden, entre otros factores, a cambios demográficos en la fuerza 
laboral, limitaciones presupuestarias y a la creciente competencia del mercado laboral, circunstancias 
que han incidido en la capacidad operacional de la Oficina para atender de manera simultánea los 
mandatos de auditoría impuestos por legislación especial. 

Esta situación ha impactado directamente la capacidad operacional de la Oficina del Contralor 
de Puerto Rico para cumplir con mandatos legales que imponen frecuencias rígidas de auditoría a 
múltiples entidades gubernamentales, incluyendo la Administración de Servicios Generales. La 
disminución de recursos humanos ha generado retos sustanciales en la planificación y ejecución 
oportuna de auditorías, particularmente cuando la frecuencia de estas se encuentra predeterminada por 
ley y no responde a criterios dinámicos de riesgo fiscal y operacional. 

La Oficina del Contralor de Puerto Rico, en el ejercicio de su función fiscalizadora, planifica 
sus intervenciones mediante un Plan Estratégico de Auditorías de carácter trienal, el cual es objeto de 
evaluación y revisión periódica. No obstante, determinadas disposiciones legales establecen 
frecuencias específicas de auditoría para ciertas entidades gubernamentales, lo que puede generar una 
falta de armonía entre la planificación estratégica del organismo fiscalizador y los mandatos legales 
vigentes. 

A largo plazo, este modelo de planificación estratégica redunda en una fiscalización más eficaz 
del uso de los fondos y la propiedad pública, beneficiando no solo a la Oficina del Contralor de Puerto 
Rico, sino también a la Administración de Servicios Generales y al interés público en general. 

La imposición, mediante legislación, de una frecuencia fija para la realización de auditorías 
representa una intromisión innecesaria en la función fiscalizadora de la Oficina del Contralor de Puerto 
Rico, particularmente cuando existen mecanismos técnicos y estratégicos más adecuados para 
determinar la periodicidad de dichas auditorías. Máxime cuando se obliga, de manera indiscriminada, 
a la realización de auditorías a una entidad específica dentro de un término rígido, independientemente 
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de los riesgos reales que presente. Sin embargo, esta Asamblea Legislativa reconoce que la existencia 
de un término mínimo en ley también cumple una función legítima de política pública, al asegurar 
que una entidad de alta relevancia en los procesos de compras, contratación y administración de 
bienes y servicios del Gobierno permanezca sujeta a mecanismos periódicos de fiscalización externa. 
Por ello, el ajuste propuesto no elimina la periodicidad mínima de supervisión, sino que la modifica 
de forma razonable para atender la realidad operacional de los organismos fiscalizadores, sin 
renunciar al interés público en la transparencia, la rendición de cuentas y el buen uso de los fondos 
gubernamentales. 

Por todo lo anterior, esta Decimonovena Asamblea Legislativa entiende prudente y razonable 
extender el término mínimo para la realización de las preintervenciones de la Oficina del Inspector 
General de Puerto Rico y de las auditorías fiscales y operacionales a la Administración de Servicios 
Generales de Puerto Rico de dos (2) a tres (3) años, armonizando así el mandato legal con la 
planificación estratégica y la realidad operacional de la Oficina del Contralor de Puerto Rico, sin 
menoscabar su función constitucional de fiscalización del buen uso y manejo de los fondos públicos.  
 
DECRÉTASE POR LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE PUERTO RICO: 

Sección 1.- Se enmienda el Artículo 81 de la Ley 73-2019, según enmendada, conocida como 
“Ley de la Administración de Servicios Generales para la Centralización de las Compras del Gobierno 
de Puerto Rico 2019”, para que lea como sigue: 

“Artículo 81.- Informes Anuales  
El Administrador rendirá, cada año fiscal, un Informe al Gobernador, a la Oficina de 

Gerencia y Presupuesto, a la Oficina del Inspector General de Puerto Rico y a la Asamblea 
Legislativa, el cual irá acompañado con la presentación del Presupuesto de Gastos de la 
Administración. Estos Informes contendrán toda la información en torno a sus gestiones, 
ingresos, gastos, estudios e investigaciones durante el año fiscal anterior. De igual forma, 
rendirá cuando así lo estime necesario o se le solicite, cualquier otro informe especial que sea 
conveniente o que le sea requerido por el Gobernador o por la Asamblea Legislativa”. 

Se establece que la Oficina del Inspector General de Puerto Rico pre-intervendrá las 
operaciones y los procesos de la Administración por lo menos cada tres (3) años, y de igual 
manera las operaciones fiscales de la agencia serán auditadas y examinadas por la Oficina del 
Contralor por lo menos cada [dos (2) años.] tres (3) años.” 
Sección 2.- Separabilidad. 
Si cualquier disposición de esta Ley fuera declarada inconstitucional o nula, por Tribunal 

competente, la sentencia a tal efecto dictada no afectará, ni perjudicará ni invalidará el resto de esta 
Ley. El efecto de dicha sentencia quedará limitado al párrafo, inciso o artículo de esta que así hubiese 
sido declarado inconstitucional.  

Sección 3.-Vigencia 
Esta Ley comenzará a regir inmediatamente después de su aprobación.” 

 
“INFORME 

 
AL SENADO DE PUERTO RICO:  

La Comisión de Gobierno del Senado de Puerto Rico, previo estudio y consideración del Proyecto 
del Senado 1112, recomienda a este Alto Cuerpo su aprobación con las enmiendas que se acompañan en 
el entirillado. 
 



Viernes, 19 de junio de 2026  Núm. 44 
 
 

19221 

 
ALCANCE DE LA MEDIDA 

El Proyecto del Senado 1112 (en adelante, P. del S. 1112), según presentado, tiene como 
propósito de “enmendar el Artículo 81 de la Ley 73-2019, según enmendada, conocida como “Ley de 
la Administración de Servicios Generales para la Centralización de las Compras del Gobierno de 
Puerto Rico de 2019”, a los fines de extender el término mínimo para la realización de auditorías 
fiscales y operacionales por parte de la Oficina del Contralor de Puerto Rico de dos (2) a tres (3) años, 
y para otros fines relacionados”. 
 

ANÁLISIS DE LA MEDIDA 
La “Ley de la Administración de Servicios Generales para la Centralización de las Compras del 

Gobierno de Puerto Rico de 2019”, Ley 73-2019, según enmendada, dispone en su artículo 81 sobre 
informe anuales lo siguiente:  

Artículo 81. — Informes Anuales.  
El Administrador rendirá, cada año fiscal, un Informe al Gobernador, a la Oficina 

de Gerencia y Presupuesto, a la Oficina del Inspector General de Puerto Rico y a la 
Asamblea Legislativa, el cual irá acompañado con la presentación del Presupuesto de 
Gastos de la Administración. Estos Informes contendrán toda la información en torno a 
sus gestiones, ingresos, gastos, estudios e investigaciones durante el año fiscal anterior. 
De igual forma, rendirá cuando así lo estime necesario o se le solicite, cualquier otro 
informe especial que sea conveniente o que le sea requerido por el Gobernador o por la 
Asamblea Legislativa. Se establece que la Oficina del Inspector General de Puerto Rico 
preintervendrá las operaciones y los procesos de la Administración, y de igual manera las 
operaciones fiscales de la agencia serán auditadas y examinadas por la Oficina del 
Contralor por lo menos cada dos (2) años. 
La medida procura armonizar la frecuencia de las auditorías fiscales y operacionales de la 

Administración de Servicios Generales con la planificación estratégica trienal de la Oficina del 
Contralor, atendiendo sus retos operacionales y de recursos especializados. A esos fines, se extiende 
de dos (2) a tres (3) años el término mínimo para dichas auditorías, sin menoscabar la función 
fiscalizadora constitucional de la Oficina del Contralor. 
 

ALCANCE DEL INFORME 
La Comisión de Gobierno, como parte del estudio y evaluación de la medida, solicitó memoriales 

explicativos a la Administración de Servicios Generales y a la Oficina del Contralor de Puerto Rico. A 
tales efectos, recibió y consideró los memoriales sometidos por ambas entidades. 
 
Oficina del Contralor de Puerto Rico 

La Oficina del Contralor de Puerto Rico no endosa la medida. Aunque reconoce que la medida 
atiende los retos operacionales asociados a la planificación y ejecución de auditorías, advierte que el texto 
propuesto mantiene una restricción temporal que continúa interfiriendo con la discreción técnica del 
organismo fiscalizador. 

En su memorial, la Oficina del Contralor explica que su función constitucional y legal consiste 
en “fiscalizar las transacciones relacionadas con la propiedad y los fondos públicos en las tres ramas del 
Gobierno”, a fin de determinar si estas se realizaron conforme a las leyes, normas y reglamentos 
aplicables. La Oficina reconoce que, para cumplir con ese mandato, establece un Plan Anual de 
Auditorías dirigido a “utilizar eficientemente sus recursos”, conforme a la autonomía administrativa que 
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le reconoce la ley. Sin embargo, sostiene que el proyecto, al sustituir el término de dos (2) años por uno 
de tres (3) años, conserva una limitación fija sobre cuándo debe auditarse la Administración de Servicios 
Generales. A juicio de la OCPR, esa restricción “aparte de ser una intromisión”, resulta “incompatible 
con el mandato constitucional y legal” de fiscalizar de manera continua el manejo de los fondos y la 
propiedad pública. 

Por ello, la Oficina del Contralor recomienda modificar la medida para eliminar la frecuencia fija 
de auditoría y disponer que las operaciones fiscales de la ASG sean auditadas “cuando, a discreción del 
(la) Contralor(a) de Puerto Rico, y conforme a los planes anuales de auditorías, se determine meritorio 
realizarlas”. Según la OCPR, esta fórmula permitiría armonizar la fiscalización externa con el uso 
eficiente de los recursos disponibles y con los criterios técnicos contenidos en sus planes anuales de 
auditoría. 
 
Administración de Servicios Generales 

La Administración de Servicios Generales no objeta la medida. En su memorial, la ASG expresa 
que comprende “los retos operacionales que enfrenta la OCPR” y reconoce que ajustar la frecuencia 
mínima de auditorías puede contribuir a “una planificación más efectiva y un uso más eficiente de los 
recursos especializados” de dicho organismo fiscalizador. 

La ASG destaca que, durante años, ha mantenido una relación colaborativa con la Oficina del 
Contralor, caracterizada por “la apertura de información, el cumplimiento con los requerimientos de 
auditoría y un compromiso firme con la transparencia operacional”. Desde esa perspectiva, favorece toda 
iniciativa que promueva una fiscalización “robusta, eficiente y mejor alineada con la realidad 
administrativa del Gobierno de Puerto Rico”. 

No obstante, la ASG recomienda que la enmienda al Artículo 81 de la Ley Núm. 73-2019 aclare 
también la frecuencia de las preintervenciones realizadas por la Oficina del Inspector General de Puerto 
Rico. Según explica, el lenguaje vigente del artículo contempla dos procesos distintos: “la pre-
intervención que hace la OIG y las auditorías que hace la OCPR”. Por ello, entiende que, para que el texto 
tenga coherencia, debe quedar claro que el término de tres (3) años aplica igualmente a ambas entidades. 
 

IMPACTO FISCAL MUNICIPAL 
En cumplimiento con el Artículo 1.007 de la Ley 107–2020, según enmendada, conocida como 

“Código Municipal de Puerto Rico”, esta Comisión certifica que el P. del S. 1112 no impone una 
obligación económica en el presupuesto de los gobiernos municipales.  
 

CONCLUSIÓN 
Luego de examinar el texto del P. del S. 1112 y considerar los memoriales explicativos 

recibidos, esta Comisión concluye que la medida constituye una respuesta legislativa razonable para 
armonizar los mecanismos de fiscalización aplicables a la Administración de Servicios Generales con 
la realidad operacional de los organismos llamados a ejercer funciones de supervisión y control. 

La Comisión toma conocimiento de las expresiones de la Oficina del Contralor de Puerto Rico. 
Esta Comisión entiende que la eliminación total de una frecuencia mínima de auditoría delegaría de 
manera demasiado amplia en la Oficina del Contralor de Puerto Rico la determinación exclusiva de 
cuándo auditar a una entidad de alta relevancia en los procesos de compras, contratación y 
administración de bienes y servicios del Gobierno. A juicio de la Comisión, mantener un parámetro 
temporal en ley continúa siendo un mecanismo legítimo de rendición de cuentas, sin que ello implique 
menoscabar la función constitucional de la Oficina del Contralor. 
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POR TODO LO ANTES EXPUESTO, la Comisión de Gobierno del Senado de Puerto Rico 

tiene a bien presentar ante este Alto Cuerpo el Informe Positivo sobre el Proyecto del Senado 1112 
recomendando su aprobación con las enmiendas que se acompañan en el entirillado. 
 
Respetuosamente sometido, 
(Fdo.) 
Hon. Ángel A. Toledo López 
Presidente 
Comisión de Gobierno  
Senado de Puerto Rico” 

- - - - 
 

Como próximo asunto en el Calendario de Lectura, se lee el Proyecto del Senado 1114, y se 
da cuenta del Informe de la Comisión de Gobierno, con enmiendas, según el entirillado electrónico 
que se acompaña: 
 

“LEY 
Para enmendar el Artículo 10 de la Ley Núm. 13 de 16 de mayo de 1962, según enmendada, 

conocida como la “Ley de la Administración de Terrenos de Puerto Rico”, con el propósito de 
modificar el término mínimo dispuesto para la realización de auditorías por parte de la Oficina del 
Contralor de Puerto Rico; y para otros fines relacionados. 
 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 
La figura del Contralor de Puerto Rico está reconocida en la Constitución del Gobierno de 

Puerto Rico y en la Ley Núm. 9 de 24 de julio de 1952, según enmendada, como el organismo 
funcionario encargado de examinar los ingresos, cuentas y desembolsos de las instrumentalidades del 
Estado Gobierno de Puerto Rico, incluyendo los municipios, con el fin de velar por el cumplimiento 
de las leyes y reglamentos aplicables y la sana administración de los fondos públicos. 

Como parte de dicha función fiscalizadora, diversas leyes orgánicas han establecido términos 
mínimos parámetros de frecuencia mínima para la realización de auditorías a determinadas entidades 
gubernamentales. En el caso de la Administración de Terrenos de Puerto Rico, el Artículo 10 de la 
Ley Núm. 13 de 16 de mayo de 1962, según enmendada, dispone que la Oficina del Contralor de 
Puerto Rico realizará auditorías cada vez que sea necesario, pero nunca menos de una vez al año. 

Si bien esta Asamblea Legislativa reconoce la importancia de la fiscalización continua, 
entiende igualmente necesario revisar aquellos términos establecidos en ley que, por su rigidez, 
pueden resultar poco compatibles con la realidad operacional y fiscal del Estado. La obligación de 
realizar auditorías con una frecuencia anual impone una carga significativa sobre los recursos humanos 
y fiscales disponibles, particularmente en un contexto de limitaciones presupuestarias y 
reorganización administrativa. 

La Administración de Terrenos de Puerto Rico es una corporación pública con funciones 
especializadas relacionadas con la adquisición, administración, conservación, planificación, 
desarrollo y disposición de terrenos para fines públicos. Por la naturaleza de dichas funciones, 
resulta conveniente mantener un mecanismo periódico de fiscalización. 

Esta medida propone actualizar dicho término mínimo, extendiéndolo de una (1) vez al año a 
una (1) vez cada tres (3) años, sin menoscabar las facultades constitucionales del Contralor de Puerto 
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Rico para auditar cuando así lo estime necesario. De esta forma, se mantiene la rendición de cuentas 
y se promueve una utilización más eficiente y responsable de los recursos del Estado. 

Así las cosas, esta Asamblea Legislativa entiende prudente y razonable armonizar el mandato 
legal con las capacidades actuales del aparato gubernamental, asegurando que la función fiscalizadora 
se ejerza de manera efectiva, ordenada y conforme al interés público. 
 
DECRÉTASE POR LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE PUERTO RICO: 

Sección 1.- Enmendar el Artículo 10 de la Ley Núm. 13 de 16 de mayo de 1962, según 
enmendada, conocida como la “Ley de la Administración de Terrenos de Puerto Rico”, para que lea 
como sigue: 

“Artículo 10.- 
El Contralor del [Estado Libre Asociado] Gobierno de Puerto Rico examinará, cada 

vez que lo crea necesario [pero nunca menos de una vez al año], pero nunca menos de una 
vez cada tres (3) años, todas las cuentas y libros de la Administración e informará el resultado 
de su examen a la Asamblea Legislativa, al Gobernador y a cualquier otro funcionario público, 
según él lo crea propio. Nada de lo dispuesto en esta ley deberá interpretarse como una 
limitación de las facultades del Contralor de Puerto Rico.”   
Sección 2.- Separabilidad 
Las disposiciones de esta Ley son separables y, si cualquier palabra o frase, oración, inciso, 

artículo o parte de la presente Ley fuesen por cualquier razón impugnada ante un Tribunal y declaradas 
inconstitucionales o nulos, tal sentencia no afectará las restantes disposiciones de esta.  

Sección 3.- Vigencia 
Esta Ley entrará en vigor inmediatamente después de su aprobación.” 

 
“INFORME 

 
AL SENADO DE PUERTO RICO: 

La Comisión de Gobierno del Senado de Puerto Rico, previo estudio y consideración del Proyecto 
del Senado 1114, recomienda a este Alto Cuerpo su aprobación con las enmiendas que se acompañan en 
el entirillado. 
 

ALCANCE DE LA MEDIDA 
El Proyecto del Senado 1114 (en adelante, P. del S. 1114), según presentado, tiene como 

propósito de “enmendar el Artículo 10 de la Ley Núm. 13 de 16 de mayo de 1962, según enmendada, 
conocida como la “Ley de la Administración de Terrenos de Puerto Rico”, con el propósito de 
modificar el término mínimo dispuesto para la realización de auditorías por parte de la Oficina del 
Contralor de Puerto Rico; y para otros fines relacionados.”. 
 

ANÁLISIS DE LA MEDIDA 
La “Ley de la Administración de Terrenos de Puerto Rico”, Ley 13 de 16 de Mayo de 1962, según 

enmendada, según enmendada, dispone en su artículo 10 sobre informe anuales lo siguiente:  
Artículo 10. — El Contralor del Estado Libre Asociado de Puerto Rico examinará, 

cada vez que lo crea necesario pero nunca menos de una vez al año, todas las cuentas y 
libros de la Administración e informará el resultado de su examen a la Asamblea 
Legislativa, al Gobernador y a cualquier otro funcionario público, según él lo crea propio. 
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Nada de lo dispuesto en esta ley deberá interpretarse como una limitación de las facultades 
del Contralor de Puerto Rico. 
La medida procura armonizar la frecuencia de las auditorías fiscales y operacionales de la 

Administración de Terrenos con la planificación estratégica trienal de la Oficina del Contralor, 
atendiendo sus retos operacionales y de recursos especializados. A esos fines, se extiende a tres (3) 
años el término mínimo para dichas auditorías, sin menoscabar la función fiscalizadora constitucional 
de la Oficina del Contralor. 
 

ALCANCE DEL INFORME 
La Comisión de Gobierno, como parte del estudio y evaluación de la medida, solicitó memoriales 

explicativos a la Administración de Terrenos, a la Oficina del Contralor de Puerto Rico y al Departamento 
de Desarrollo Económico y Comercio. A tales efectos, recibió y consideró los memoriales sometidos por 
la Administración de Terrenos y la Oficina del Contralor de Puerto Rico. No se recibió, a la fecha de este 
informe, el memorial solicitado al Departamento de Desarrollo Económico y Comercio. 
 
Administración de Terrenos 

La Administración de Terrenos no tiene objeción a la medida. En su memorial, la Administración 
destaca que el Artículo 10 de su ley orgánica dispone actualmente que el Contralor de Puerto Rico 
examinará sus cuentas y libros “cada vez que lo crea necesario, pero nunca menos de una vez al año”. 
Reconoce, además, que la medida propone extender ese término mínimo de auditoría “de una (1) vez al 
año a una (1) vez cada tres (3) años”, sin menoscabar las facultades constitucionales del Contralor para 
auditar cuando lo estime necesario. Desde su perspectiva, la Administración afirma que mantiene “un 
compromiso institucional con la transparencia y la rendición de cuentas en todos sus procesos 
administrativos”. Asimismo, reconoce “la importancia medular de los mecanismos de fiscalización” 
ejercidos por las agencias estatales y federales con jurisdicción para realizar auditorías y evaluaciones de 
cumplimiento. En consecuencia, aunque expresa que “en principio la Administración no tiene objeción” 
a la medida, indica que da “total deferencia” a la postura que exprese la Oficina del Contralor de Puerto 
Rico. 
 
Oficina del Contralor de Puerto Rico 

La Oficina del Contralor de Puerto Rico no endosa el P. del S. 1114 tal y como está redactado. 
Condiciona su endoso a que se incorpore una enmienda que elimine el término mínimo rígido de auditoría 
y reconozca expresamente la discreción de la Oficina para determinar el momento oportuno de auditar a 
la Administración de Terrenos, conforme a sus planes anuales de auditoría y al uso eficiente de sus 
recursos. 

En su memorial, la Oficina advierte una preocupación sustantiva con la redacción del proyecto. 
En particular, señala que el lenguaje propuesto podría tener “el efecto de imponer una limitación 
innecesaria a la facultad fiscalizadora” que la medida pretende atender. Por ello, recomienda que se revise 
el proyecto para disponer que sea la propia Oficina quien determine el momento oportuno para realizar 
la auditoría correspondiente, “de conformidad con el uso más eficiente de los recursos disponibles y con 
el Plan Anual de Auditorías para cada año fiscal”. 

A esos fines, la OCPR propone que el Artículo 10 disponga que el Contralor examinará a su 
discreción las operaciones fiscales de la Administración, conforme a los planes anuales de auditoría o 
cuando se determine meritorio realizarlas. Según la Oficina, esa discreción sería cónsona con la voluntad 
legislativa de que las auditorías funcionen como mecanismo externo de fiscalización y rendición de 
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cuentas de la agencia. En consecuencia, expresa que, sujeto a la incorporación de la enmienda sugerida, 
estaría en condiciones de endosar y recomendar favorablemente la aprobación de la medida. 
 

IMPACTO FISCAL MUNICIPAL 
En cumplimiento con el Artículo 1.007 de la Ley 107–2020, según enmendada, conocida como 

“Código Municipal de Puerto Rico”, esta Comisión certifica que el P. del S. 1114 no impone una 
obligación económica en el presupuesto de los gobiernos municipales. 
 

CONCLUSIÓN 
Luego de examinar el texto del P. del S. 1114 y considerar los memoriales explicativos 

recibidos, esta Comisión concluye que la medida constituye una respuesta legislativa razonable para 
actualizar el término mínimo de auditoría a la Administración de Terrenos de Puerto Rico, sin 
menoscabar la función constitucional y legal de la Oficina del Contralor de Puerto Rico. 

La Comisión toma conocimiento de las expresiones de la Oficina del Contralor de Puerto Rico 
y reconoce la importancia de preservar su independencia, criterio técnico y capacidad de planificación 
en la ejecución de sus auditorías. Asimismo, reconoce que la Oficina del Contralor debe contar con el 
espacio operacional necesario para asignar sus recursos conforme a sus planes anuales de auditoría, 
prioridades institucionales y criterios de riesgo. No obstante, esta Comisión entiende que mantener un 
término mínimo dispuesto en ley constituye un mecanismo legítimo de política pública para asegurar 
una fiscalización periódica, externa y previsible sobre una corporación pública que administra bienes 
inmuebles y activos de alto interés público. 

POR TODO LO ANTES EXPUESTO, la Comisión de Gobierno del Senado de Puerto Rico 
tiene a bien presentar ante este Alto Cuerpo el Informe Positivo sobre el Proyecto del Senado 1114 
recomendando su aprobación con las enmiendas que se acompañan en el entirillado.  
 
Respetuosamente sometido, 
(Fdo.) 
Hon. Ángel A. Toledo López 
Presidente 
Comisión de Gobierno  
Senado de Puerto Rico” 

- - - - 
 

Como próximo asunto en el Calendario de Lectura, se lee la Resolución Conjunta del Senado 
164, y se da cuenta del Informe de la Comisión de Gobierno, con enmiendas, según el entirillado 
electrónico que se acompaña: 
 

“RESOLUCIÓN CONJUNTA 
Para ordenar al Comité de Evaluación y Disposición de Bienes Inmuebles, creado al amparo 

de la Ley Núm. 26-2017, según enmendada, conocida como “Ley de Cumplimiento con el Plan 
Fiscal”, evaluar la posibilidad de transferir al Municipio de Lares, libre de costo o a través de cualquier 
otro negocio jurídico, incluyendo el usufructo, la titularidad autorizar la disposición a favor del 
Municipio de Lares, mediante el negocio jurídico que proceda conforme a la Ley 26-2017, según 
enmendada, incluyendo, sin limitarse a, usufructo, arrendamiento, cesión de uso, compraventa, 
transferencia de titularidad o cualquier otro negocio jurídico permitido del terreno y la estructura de 
la antigua Escuela Piletas Arce, localizada en la Carretera PR-129, Ramal 4453, Km. 2 Hm. 8 de dicho 
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municipio, para que sea utilizada por la Asociación Comunitaria Piletas Arce, Inc. en coordinación 
con el Municipio de Lares, como centro comunal; y para proyectos de desarrollo económico, 
educativos, comunitarios y agrícolas en beneficio de la comunidad. 
 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 
Por años, la antigua escuela Piletas Arce, en el barrio y sector del mismo nombre en Lares, ha 

permanecido cerrada y en desuso; lo que la ha llevado a enfrentar un serio estado de deterioro. A pesar 
de que ha habido esfuerzos de transferir su usufructo a entidades sin fines de lucro para su 
rehabilitación, mantenimiento y utilización como un centro de actividades de la comunidad, dichos 
esfuerzos no han tenido éxito. Según la información suministrada por el Departamento de Educación, 
la Escuela Piletas Arce, identificada con el código núm. 11536, cerró sus operaciones educativas en 
el año 2014 y se encuentra clasificada como una estructura en desuso. El reporte de situación de 
escuelas cerradas identifica la propiedad como disponible y consigna al Departamento de 
Transportación y Obras Públicas como dueño o titular custodio de la instalación. 

No obstante, la Asociación Comunitaria Piletas Arce, Inc. tiene un plan para renovar la escuela 
con ayuda de la comunidad y que, una vez rehabilitada, sus instalaciones sirvan como un centro 
comunal y de actividades en beneficio de los residentes del barrio y sectores circundantes. Sostienen 
que, de serle transferidas las facilidades autorizado el uso, posesión o disposición de las facilidades 
al Municipio de Lares, según el negocio jurídico que corresponda, trabajarán en un esfuerzo conjunto 
con la Administración Municipal de Lares, para desarrollar y promover actividades educativas, 
sociales, recreativas, agrícolas y de desarrollo económico, ampliando de este modo las oportunidades 
de crecimiento de los residentes de la zona.  

Asimismo, el Municipio de Lares,informó que proyecta utilizar la estructura como sede para 
oficinas de seguridad integradas con la Policía Municipal y otros componentes de respuesta rápida, 
así como centro de acopio comunitario para la distribución de suministros y la atención a la 
ciudadanía en casos de emergencias o desastres naturales. 

La comunidad del barrio Piletas Arce sostiene que cuenta con un historial de labor comunitaria 
que respalda su meta. La propia Escuela Piletas Arce fue, en los años noventa, ejemplo de ese 
compromiso comunitario cuando los padres, maestros y comerciantes de la comunidad trabajaron 
juntos para construir un salón de Kínder y hacer otras mejoras en beneficio de los estudiantes. Esto 
valida el interés genuino de la comunidad en la rehabilitación del antiguo plantel.   

Esta Asamblea Legislativa reconoce la importancia de que las comunidades y los gobiernos 
municipales se unan en un esfuerzo para el desarrollo de programas que beneficien directamente a la 
población. Así lo establecimos como política pública en el Artículo 4.007 de la Ley Núm. 107-2020, 
según enmendada, conocida como “Código Municipal de Puerto Rico”, que instituye la “Política 
Pública de Restauración de Comunidades”.  

Hoy, mediante esta Resolución Conjunta, reiteramos la política pública esbozada en la Ley 
Núm. 107, supra 107-2020, la cual dispuso sobre la necesidad de promover la restauración de 
comunidades y vecindarios en el orden físico, económico, social y cultural; que ello sirva para retener 
y aumentar la población, restaurar y ocupar las estructuras que estén en condiciones, o aquellas que 
constituyen una amenaza para la salud, la seguridad y bienestar de los residentes de las comunidades 
donde están situadas, así como al fortalecimiento de la seguridad en estas comunidades que propicie 
una mejor calidad de vida de los residentes. Consideramos que la transferencia disposición, mediante 
el negocio jurídico que corresponda de la antigua escuela de Piletas Arce cumple fiel y cabalmente 
con la política pública precitada, por lo que su devolución al servicio de su comunidad servirá de 
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modelo de convivencia, restauración y rehabilitación mediante el esfuerzo conjunto entre el gobierno 
municipal y la comunidad, tal como lo persigue el Código Municipal.   
 
RESUÉLVESE POR LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE PUERTO RICO: 

Sección 1.- Se ordena al Comité de Evaluación y Disposición de Bienes Inmuebles que evalúe 
la posibilidad de transferir al Municipio de Lares, libre de costo o a través de cualquier otro negocio 
jurídico, incluyendo el usufructo, la titularidad autorizar la disposición a favor del Municipio de 
Lares, mediante el negocio jurídico que proceda conforme a la Ley 26-2017, según enmendada, 
incluyendo, pero sin limitarse a, usufructo, arrendamiento, cesión de uso, compraventa, transferencia 
de titularidad o cualquier otro negocio jurídico permitido, del terreno y la estructura de la antigua 
Escuela Piletas Arce, localizada en la Carretera PR-129, Ramal 4453, Km. 2 Hm. 8 del barrio Piletas 
Arce de dicho Municipio. 

Sección 2.- El Municipio de Lares utilizará las instalaciones mencionadas en la Sección 1 de 
esta Resolución Conjunta para establecer, una vez sus instalaciones sean rehabilitadas, que sean 
utilizadas por parte de la Asociación Comunitaria Piletas Arce, Inc. como centro comunal, y para 
llevar a cabo diversos proyectos de desarrollo económico, educativos, comunitarios y agrícolas, así 
como cualquier otro proyecto que sea de beneficio para la ciudadanía en general un centro comunal, 
oficinas de seguridad, un centro de acopio comunitario y proyectos de desarrollo económico, 
educativos, comunitarios, agrícolas, recreativos, de manejo de emergencias y cualquier otro proyecto 
de beneficio para la ciudadanía en general. El Municipio de Lares podrá coordinar la operación 
comunitaria de las instalaciones con la Asociación Comunitaria Piletas Arce, Inc., siempre que dicha 
coordinación no constituya una cesión, traspaso, gravamen o disposición a favor de un tercero 
contraria al negocio jurídico autorizado por el Comité de Evaluación y Disposición de Bienes 
Inmuebles. 

Sección 3.- Una vez el Comité haga las recomendaciones, el Departamento de Transportación 
y Obras Públicas y el Municipio de Lares, serán responsables de realizar toda gestión necesaria para 
dar fiel cumplimiento a lo dispuesto en esta Resolución Conjunta y en la resolución que en su día 
apruebe el Comité. 

Sección 4.- Se autoriza la transferencia disposición de la propiedad descrita en la Sección 1 de 
esta Resolución Conjunta, mediante el negocio jurídico recomendado por el Comité de Evaluación y 
Disposición de Bienes Inmuebles, sujeta a las siguientes condiciones: 

a) El título de propiedad no podrá ser cedido o traspasado en forma alguna a otra entidad. 
b) En caso de que el adquiriente no cumpla con el propósito de la transferencia propuesta 

mediante esta Resolución Conjunta, o si cambia la utilización de las instalaciones sin 
autorización previa de la Asamblea Legislativa, el título de propiedad, o la posesión, 
revertirá de inmediato al Gobierno de Puerto Rico, y el Municipio será responsable de 
los costos que resulten en dicho caso. 

c) Todas las condiciones expresadas en esta Resolución Conjunta se incluirán y formarán 
parte de la escritura pública de transferencia de dominio o del contrato, que se otorgará 
entre el Departamento de Transportación y Obras Públicas y el Municipio de Lares. 

Sección 5.- El terreno y la estructura descritos en la Sección 1 de esta Resolución Conjunta, 
serán transferidos en las mismas condiciones en que se encuentran al momento de esta aprobarse, sin 
que exista obligación alguna del Departamento de Transportación y Obras Públicas a realizar 
reparación o modificación alguna. 
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Sección 6.- Esta Resolución Conjunta se ejecutará en cumplimiento de lo dispuesto en el 
Capítulo 5 de la Ley Núm. 26-2017 según enmendada, conocida como “Ley de Cumplimiento con el 
Plan Fiscal”. 

Sección 7.- Esta Resolución Conjunta entrará en vigor inmediatamente después de su 
aprobación.” 
 

“INFORME 
 
AL SENADO DE PUERTO RICO: 

La Comisión de Gobierno del Senado de Puerto Rico, previo estudio y consideración de la 
Resolución Conjunta del Senado 164, recomienda a este Alto Cuerpo su aprobación con las enmiendas 
que se acompañan en el entirillado electrónico.  
 

ALCANCE DE LA MEDIDA 
La Resolución Conjunta del Senado 164 (en adelante, R.C. del S. 164), según presentada, tiene 

como propósito “ordenar al Comité de Evaluación y Disposición de Bienes Inmuebles, creado al 
amparo de la Ley Núm. 26-2017, según enmendada, conocida como “Ley de Cumplimiento con el 
Plan Fiscal”, evaluar la posibilidad de transferir al Municipio de Lares, libre de costo o a través de 
cualquier otro negocio jurídico, incluyendo el usufructo, la titularidad del terreno y la estructura de la 
antigua Escuela Piletas Arce, localizada en la Carretera PR-129, Ramal 4453, Km. 2 Hm. 8 de dicho 
municipio, para que sea utilizada por la Asociación Comunitaria Piletas Arce, Inc., como centro 
comunal; y para proyectos de desarrollo económico, educativos, comunitarios y agrícolas en beneficio 
de la comunidad”. 
 

ANÁLISIS DE LA MEDIDA 
La “Ley de Cumplimiento con el Plan Fiscal”, Ley 26-2017, creó el Comité de Evaluación y 

Disposición de Bienes Inmuebles “a los fines de que ejerza todas las facultades necesarias, que no 
sean contrarias a esta o cualquier otra ley, para la disposición de bienes inmuebles de la Rama 
Ejecutiva del Gobierno de Puerto Rico”.1 De conformidad con el Artículo 5.06, de la Ley 26-2017, el 
Comité tendrá los siguientes deberes Con el fin de ejecutar la política pública del Gobierno de Puerto 
Rico:  

a. Deberá establecer mediante reglamento un procedimiento uniforme, eficiente y 
efectivo para la disposición y transferencias de los bienes inmuebles de la Rama 
Ejecutiva del Gobierno de Puerto Rico, ya sea mediante subasta pública a viva 
voz, subasta pública en sobre sellado o mediante venta directa. Dicho 
procedimiento deberá proveer un sistema justo de competencia que garantice el 
interés público. El Comité deberá disponer claramente cuándo se podrá hacer 
una venta directa. 

b. Deberá coordinar, junto con la Junta Revisora de Propiedad Inmueble creada 
en virtud de la Ley 235-2014, la preparación y/o actualización de un inventario 
oficial de todas las propiedades inmuebles de todas las agencias, dependencias, 
instrumentalidades, y corporaciones públicas de la Rama Ejecutiva del 
Gobierno de Puerto Rico, excluyendo las propiedades de la Universidad de 
Puerto Rico. 

 
1 Artículo 5.03, de la Ley 26-2017, 3 LPRA § 9502.  
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c. Deberá obtener por parte de la Junta Revisora de Propiedad Inmueble, una 
certificación en la que se incluyan todas las propiedades inmuebles que están 
disponibles para su disposición por razón de no ser necesitadas para ser 
habilitadas por alguna agencia, dependencia, instrumentalidad o corporación 
pública de la Rama Ejecutiva del Gobierno de Puerto Rico. 

d. Deberá evaluar toda solicitud de compraventa, arrendamiento, u otra forma de 
traspaso de posesión, de propiedad inmueble que le sea sometida por cualquier 
persona natural o jurídica, con o sin fines de lucro, incluyendo municipios, y 
asegurarse que cumpla con esta Ley y todas las normas y reglamentos que sean 
aprobados por el Comité. 

e. Realizar cualquier tipo de estudio, inspección, análisis, u otra gestión sobre las 
propiedades inmuebles, incluyendo el asegurarse que estén debidamente 
inscritas en el Registro de la Propiedad y que tengan el título y cualquier otro 
requerimiento exigido por ley al corriente. 

f. Tasar los bienes inmuebles objeto de disposición. Para ello podrá requerir y 
utilizar el personal necesario, utilizando el mecanismo establecido en la Ley 8-
2017. 

Con eso en mente, la Sección 1 del Artículo VI de la Constitución de Puerto Rico dispone que 
“[l]a Asamblea Legislativa tendrá facultad para crear, suprimir, consolidar y reorganizar municipios, 
modificar sus límites territoriales y determinar lo relativo a su régimen y función; y podrá autorizarlos, 
además, a desarrollar programas de bienestar general y a crear aquellos organismos que fueren 
necesarios a tal fin”. 

La medida evaluada busca ordenarle al Comité de Evaluación y Disposición de Bienes 
Inmuebles evaluar la posibilidad de transferir al Municipio de Lares, libre de costo o a través de 
cualquier otro negocio jurídico, incluyendo el usufructo, la titularidad del terreno y la estructura de la 
antigua Escuela Piletas Arce, localizada en la Carretera PR-129, Ramal 4453, Km. 2 Hm. 8 de dicho 
municipio, para que sea utilizada por la Asociación Comunitaria Piletas Arce, Inc., como centro 
comunal; y para proyectos de desarrollo económico, educativos, comunitarios y agrícolas en beneficio 
de la comunidad. 
 

ALCANCE DEL INFORME 
Como parte del trámite legislativo de la medida, la Comisión de Gobierno solicitó memoriales 

explicativos al Comité de Evaluación y Disposición de Bienes Inmuebles (CEDBI), al Departamento 
de Educación, al Departamento de Transportación y Obras Públicas y al Municipio de Lares. Al 
momento de la preparación de este informe, se recibieron todos los memoriales solicitados. 
 
Comité de Evaluación y Disposición de Bienes Inmuebles 

El CEDBI no objeta la adopción de la R. C. del S. 164. No obstante, advirtió que, de aprobarse 
la medida, es necesario obtener y confirmar la información registral o de titularidad de la antigua 
Escuela Piletas Arce para poder evaluar la solicitud del Municipio de Lares conforme a la Ley Núm. 
26-2017 y la reglamentación aplicable. 

En su memorial de 21 de abril de 2026, el CEDBI explicó que la R. C. del S. 164 ordenaría al 
Comité evaluar la posibilidad de transferir al Municipio de Lares, “libre de costo o a través de 
cualquier otro negocio jurídico, incluyendo el usufructo”, la titularidad del terreno y la estructura de 
la antigua Escuela Piletas Arce, localizada en la Carretera PR-129, Ramal 4453, Km. 2 Hm. 8, para 
que sea utilizada por la Asociación Comunitaria Piletas Arce, Inc., como centro comunal y para 
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proyectos de desarrollo económico, educativos, comunitarios y agrícolas en beneficio de la 
comunidad. 

El CEDBI reconoció el propósito de la medida. Según indicó, la R. C. del S. 164 procura que 
el Municipio obtenga la titularidad o algún otro derecho sobre la propiedad para que sea utilizada 
“como centro comunal por la Asociación Comunitaria Piletas Arce, Inc.”, así como para el desarrollo 
de proyectos “económicos, educativos, comunitarios y agrícolas, en beneficio de la comunidad”. 

El memorial también expuso que el Municipio de Lares ya había presentado ante el CEDBI su 
interés en la propiedad. En específico, el Municipio propuso destinarla a “un centro comunal, centro 
de cuido diurno para envejecientes y las facilidades de un consejo de seguridad para el sector Piletas 
Arce”. Sin embargo, el CEDBI señaló que, “[a] la fecha, no ha sido posible dar curso a la solicitud del 
Municipio”, debido a que “no se ha logrado identificar la información de titularidad” necesaria para 
validar qué entidad gubernamental ostenta el título de la propiedad. El CEDBI explicó que esa 
información es necesaria porque el Comité autoriza a la entidad gubernamental titular “para que 
comparezca en el contrato o escritura, según el negocio jurídico que evalúe y autorice”. 

Por todo ello, el CEDBI expresó que “no objeta la adopción de la RCS 164”. Sin embargo, 
aclaró que, “de adoptarse la medida”, será necesario “obtener y confirmar la información registral o 
titularidad de la Propiedad” para que la solicitud del Municipio pueda evaluarse de forma consistente 
con la Ley Núm. 26-2017 y la reglamentación vigente aplicable. 
 
Departamento de Educación 

El Departamento de Educación no endosa ni objeta la R. C. del S. 164. Su memorial presenta 
comentarios institucionales sobre el estado de la antigua Escuela Piletas Arce y recomienda que la 
Comisión solicite información actualizada al Departamento de Transportación y Obras Públicas, 
identificado como “titular custodio de las propiedades en desuso del gobierno”. 

Sobre la propiedad objeto de la medida, el DEPR informó que la Escuela Piletas Arce del 
Municipio de Lares, identificada con el código núm. 11536, es una “estructura clasificada como que 
está en desuso”. Además, indicó que el plantel “cerró sus operaciones educativas en el año 2014”. 
Conforme al expediente de la agencia, en el año 2016 el Comité endosó un “permiso de entrada y 
ocupación (PEYO)” del plantel a la Iglesia de la Comunidad del Municipio de Lares. Posteriormente, 
el Comité emitió otro endoso para que el Municipio de Lares pudiera utilizar la propiedad “mediante 
traspaso”, con el propósito de establecer “un centro de mercadeo agrícola”. Dicho endoso fue referido 
al DTOP “para el debido trámite, conforme a las leyes y reglamentación vigente”. 

El Departamento también acompañó un reporte de situación de escuelas cerradas, generado 
por la agencia. En dicho reporte, la Escuela Piletas Arce aparece con “STATUS_ESCUELA: 
CERRADA”, en “DESUSO” y “DESCRIPCION: ESTRUCTURA”. Además, el reporte identifica 
como institución solicitante “DTOP - DISPONIBLE” y consigna como dueño: “DTOP”.  

Por todo ello, el DEPR no emitió un endoso afirmativo ni una objeción a la R. C. del S. 164. 
En cambio, expresó que “entendemos necesario que esta honorable comisión solicite información 
sobre la propiedad al DTOP”, por ser el “titular custodio de las propiedades en desuso del gobierno”, 
para obtener información actualizada sobre el estatus de la antigua Escuela Piletas Arce. 
 
Departamento de Transportación y Obras Públicas 

El Departamento de Transportación y Obras Públicas endosa la medida, en cuanto expresó 
estar “conforme con la medida que autoriza el traspaso de la antigua Escuela Piletas Arce al Municipio 
de Lares”, sujeto a las disposiciones de la Ley Núm. 26-2017, según enmendada. No obstante, aclaró 
que, conforme a PROMESA y al Artículo 5.07 de la Ley Núm. 26-2017, el Comité de Evaluación y 
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Disposición de Bienes Inmuebles “no autoriza la transferencia de titularidad libre de costo”, sino que 
la disposición de inmuebles en desuso debe determinarse “a base de su valor en el mercado”. 

El DTOP reseñó que, según la Exposición de Motivos de la medida, la Asociación Comunitaria 
Piletas Arce, Inc. tiene un plan para renovar la antigua escuela “con ayuda de la comunidad” y que, 
una vez rehabilitada, sus instalaciones sirvan como “centro comunal y de actividades” en beneficio de 
los residentes del barrio y sectores circundantes. Asimismo, indicó que, de ser transferidas las 
facilidades, la Asociación trabajaría en conjunto con la Administración Municipal de Lares para 
desarrollar y promover actividades “educativas, sociales, recreativas, agrícolas y de desarrollo 
económico”, con el objetivo de ampliar las oportunidades de crecimiento de los residentes de la zona. 

Luego de evaluar la medida, el DTOP expresó estar “conforme con la medida que autoriza el 
traspaso de la antigua Escuela Piletas Arce al Municipio de Lares”, siempre “a tenor de las 
disposiciones de la Ley Núm. 26-2017, según enmendada”. A su vez, el Departamento puntualizó que 
el Comité de Evaluación y Disposición de Bienes Inmuebles, creado al amparo de la Ley Núm. 26-
2017, debe actuar conforme a PROMESA y al Artículo 5.07 de dicha ley. 

En ese contexto, el DTOP advirtió que el Comité “no autoriza la transferencia de titularidad 
libre de costo”, sino que la disposición de inmuebles en desuso “se determina a base de su valor en el 
mercado”. Por tanto, aunque el DTOP endosa el propósito de la medida y el traspaso de la antigua 
Escuela Piletas Arce al Municipio de Lares, su memorial reconoce que cualquier disposición de la 
propiedad debe tramitarse conforme al marco legal aplicable a los bienes inmuebles en desuso de la 
Rama Ejecutiva. 
 
Municipio de Lares 

El Municipio de Lares endosa la aprobación de la R. C. del S. 164. En su memorial, expresó 
que endosa favorablemente la transferencia de la antigua Escuela Piletas Arce al Municipio, por 
entender que la instalación será destinada a usos de alto valor comunitario. En su memorial, el 
Municipio indicó que la estructura se proyecta utilizar como sede para “oficinas de seguridad”, 
integradas con la Policía Municipal y otros componentes de respuesta rápida. Según explicó, ese uso 
permitiría fortalecer la presencia institucional y la coordinación operacional en beneficio de los 
residentes del sector. 

Asimismo, el Municipio informó que el espacio será habilitado como un centro de acopio 
comunitario, con el propósito de servir como punto estratégico para la distribución de suministros y 
la atención a la ciudadanía en casos de emergencias o desastres naturales. A juicio del Municipio, 
dicho centro fortalecería la capacidad de respuesta municipal ante situaciones críticas, asegurando una 
mejor coordinación y acceso a recursos esenciales. 

El memorial también sostuvo que la facilidad permitirá continuar desarrollando iniciativas en 
beneficio directo de los residentes del sector, promoviendo la organización comunitaria y el bienestar 
general. Por todo ello, el Municipio expresó que respaldo la aprobación de la medida y reiteró su 
disposición de colaborar en cualquier gestión adicional necesaria para adelantar el propósito de la R. 
C. del S. 164. 
 

IMPACTO FISCAL MUNICIPAL 
En cumplimiento con el Artículo 1.007 de la Ley Núm. 107–2020, según enmendada, conocida 

como “Código Municipal de Puerto Rico”, la Comisión de Gobierno del Senado de Puerto Rico certifica 
que el R.C. del S. 164 no impone una obligación económica en el presupuesto de los gobiernos 
municipales. 
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CONCLUSIÓN 

La Comisión de Gobierno del Senado de Puerto Rico concluye que la Resolución Conjunta del 
Senado 164 está dirigida a viabilizar la reutilización productiva de una facilidad gubernamental 
actualmente en desuso, mediante un mecanismo compatible con el marco jurídico vigente sobre la 
disposición de bienes inmuebles de la Rama Ejecutiva.  

Del análisis realizado surge que la medida no pretende ordenar de forma automática o 
inmediata el traspaso de la propiedad, sino instruir al Comité de Evaluación y Disposición de Bienes 
Inmuebles a evaluar dicha posibilidad conforme a las disposiciones de la Ley 26-2017, según 
enmendada, y la reglamentación aplicable. En ese sentido, la pieza legislativa respeta el esquema legal 
actualmente vigente para la administración y disposición de propiedades públicas en desuso, 
preservando las facultades y responsabilidades conferidas al Comité por ley. 

La Comisión estima particularmente significativo que ninguna de las entidades comparecientes 
objetó el propósito esencial de la medida. Por el contrario, los memoriales recibidos reflejan un 
consenso general respecto al potencial valor comunitario que tendría la rehabilitación y reutilización 
de la antigua Escuela Piletas Arce. 

POR TODO LO ANTES EXPUESTO, la Comisión de Gobierno del Senado de Puerto Rico 
tiene a bien presentar ante este Alto Cuerpo el Informe Positivo sobre La Resolución Conjunta del 
Senado 164, recomendando su aprobación con las enmiendas que se acompañan en el entirillado 
electrónico. 
 
Respetuosamente sometido, 
(Fdo.) 
Hon. Ángel A. Toledo López 
Presidente 
Comisión de Gobierno 
Senado de Puerto Rico” 

- - - - 
 

Como próximo asunto en el Calendario de Lectura, se lee la Resolución del Senado 196, y se 
da cuenta del Informe de la Comisión de Asuntos Internos, con enmiendas, según el entirillado 
electrónico que se acompaña: 
 

“RESOLUCIÓN 
Para ordenar a la Comisión las Comisiones de Salud; y de Asuntos Municipales del Senado de 

Puerto Rico a realizar una investigación exhaustiva sobre la situación actual del área restringida del 
Cementerio Municipal de Lares, incluyendo las acciones tomadas llevadas a cabo por el municipio 
Municipio para la reparación de las facilidades o para la construcción de un nuevo cementerio; 
respecto a los procesos requeridos para la reubicación de restos humanos y su cumplimiento; la 
comunicación con los familiares, la rotulación de advertencia de riesgo, la documentación de 
conservación ambiental y las condiciones de seguridad del terreno, la intervención del Departamento 
de Salud con relación al cierre de la facilidad, incluyendo los planes correctivos requeridos al 
Municipio, permisos expedidos relacionados al manejo y traslado de restos humanos; así como la 
participación y asignación de fondos por parte de la Oficina Central de Recuperación, 
Reconstrucción y Resiliencia (COR3) para atender los daños ocasionados al Cementerio Municipal 
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de Lares  a raíz de los deslizamientos y daños provocados por efectos tras el impacto del huracán 
María en 2017; y para otros fines relacionados. 
 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 
El huracán María, ocurrido en septiembre de 2017, provocó daños catastróficos en la 

infraestructura pública y privada de Puerto Rico, incluyendo instalaciones críticas como hospitales, 
escuelas, edificios gubernamentales y cementerios municipales. En el Municipio de Lares, uno de los 
sectores particularmente afectados fue el Cementerio Municipal, el cual representa una de las 
instancias más delicadas de esta infraestructura, no solo por su valor estructural y logístico, sino 
también por el profundo significado humano y cultural que posee.  donde un Un segmento 
significativo del terreno de dicha facilidad fue impactado por deslizamientos, socavones y 
movimientos de terreno tierra que dejaron al descubierto restos humanos y ataúdes, y 
comprometieron la integridad física de tumbas, pabellones y estructuras funerarias. 

A raíz de estos eventos, una sección del Cementerio Municipal fue declarada área restringida 
y posteriormente totalmente clausurada, debido a los riesgos asociados con la inestabilidad del 
terreno, la exposición de osamentas, y los peligros para la salud pública y la seguridad de los visitantes. 
Sin embargo, más de seis ocho años después del evento atmosférico, persisten serias interrogantes 
sobre la gestión municipal de este espacio sagrado, los protocolos de notificación a familiares de los 
finados, las medidas de conservación ambiental adoptadas, y el grado de transparencia en las 
decisiones administrativas tomadas. 

Familiares de personas sepultadas en el área afectada han denunciado la falta de información 
oficial y de acciones claras por parte del Municipio de Lares. A tales efectos, se requiere un inventario 
detallado de cuántas tumbas o pabellones ocupaban el área restringida al momento del paso del 
huracán María; una relación demográfica de los nombres y fechas de fallecimiento de los finados 
identificados en dicha área; y un desglose específico de los casos en que los restos hayan sido 
reubicados, ya sea por iniciativa familiar o mediante acción del propio municipio, incluyendo la fecha 
del traslado y el destino final de cada traslado reubicación. 

Igualmente, resulta necesario conocer qué gestiones de notificación individual o publicitaria 
pública ha desplegado el Municipio de Lares desde 2017 para alertar a las familias de sobre la 
necesidad de reubicar los restos de sus seres queridos, así como cuál ha sido la rotulación instalada en 
el área para advertir adecuadamente sobre los riesgos sanitarios, estructurales y ambientales que 
representa la zona restringida para los visitantes del cementerio. 

Además, se debe investigar el protocolo de protección ambiental vigente, si alguno, que aplica 
el Municipio de Lares para evitar desprendimientos, filtraciones o desplazamientos de terreno terrenos 
que puedan poner en riesgo restos humanos aún allí sepultados. Esta evaluación debe incluir la 
presentación de documentación técnica, informes de campo y medidas de mitigación aplicadas, así 
como un registro fotográfico actualizado de la zona —antes, durante y después de los eventos— que 
evidencie las condiciones reales del terreno y los esfuerzos institucionales de preservación o 
restauración. 

A la luz del derecho fundamental de las familias a conocer el paradero y tratamiento digno de 
los restos de sus seres queridos, así como del deber del Estado de fiscalizar la gestión responsable y 
transparente de los bienes públicos y cementerios municipales, este Cuerpo Legislativo considera 
urgente ordenar una investigación oficial sobre los hechos, datos, omisiones y actuaciones 
relacionadas con el Cementerio Municipal de Lares. 

El Departamento de Salud, como entidad encargada de velar por la salud pública, la 
bioseguridad y los procesos de manejo y disposición adecuada de restos humanos, tiene un deber 
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ministerial indelegable de intervención y supervisión en este tipo de situaciones.  En este contexto, 
esta investigación legislativa se propone esclarecer con exactitud: 

1. Cuáles han sido las acciones correctivas requeridas por el Departamento de Salud al 
Municipio de Lares desde el año 2017 hasta el presente; 

2. Si han existido recomendaciones técnicas, órdenes administrativas o requerimientos 
documentales dirigidos al manejo de restos humanos en el área restringida; 

3. Cuántos permisos, autorizaciones, licencias o endosos ha recibido el Departamento 
de Salud con relación al cementerio, incluyendo solicitudes para reubicaciones, 
reconstrucciones o actividades de mitigación. 

Las Comisiones deberán investigar, además, si el Departamento de Salud ha monitoreado 
activamente el cumplimiento con las condiciones sanitarias mínimas, si se han evaluado los riesgos 
de exposición humana a restos deteriorados, y si se ha documentado oficialmente algún 
incumplimiento por parte del Municipio. 

De otro lado, la Oficina Central de Recuperación, Reconstrucción y Resiliencia de Puerto 
Rico (COR3) fue creada como mecanismo centralizado para coordinar los fondos federales y estatales 
disponibles para la reconstrucción tras los desastres naturales ocurridos en la Isla, particularmente 
a raíz del huracán María. Su rol comprende la evaluación, canalización, autorización y supervisión 
de propuestas sometidas por agencias y municipios para la restauración de infraestructura crítica. 

En dicho contexto, el Municipio de Lares debió haber gestionado ante COR3 propuestas 
específicas dirigidas a: 

1. Mitigar el deterioro acelerado del terreno; 
2. Atender los derrumbes y socavones; 
3. Reubicar permanentemente restos humanos; 
4. Construir nuevos columbarios o un cementerio alterno libre de costo para las familias 

afectadas; 
5. Restaurar de forma segura el espacio original, o establecer soluciones estructurales 

dignas y viables. 
Sin embargo, a la fecha no hay certeza en torno al estatus de estas solicitudes; cuánto dinero 

ha sido solicitado, cuánto ha sido aprobado, si se han emitido obligaciones de fondos, si existen 
desembolsos completados, y si hay propuestas en evaluación o pendientes de corrección técnica. La 
ausencia de claridad y rendición de cuentas ha generado frustración en las comunidades afectadas, 
además de un agravamiento de las condiciones físicas del área restringida. 

A tales fines, la presente Resolución busca que obtener información en torno a  todas las 
propuestas recibidas por parte del Municipio de Lares para atender la crisis en el cementerio; las 
cantidades de fondos aprobadas, rechazadas, pendientes o en proceso; el estado actual de cada 
proyecto a nivel técnico y financiero; la existencia de algún plan municipal para cementerios 
intermedios o columbarios de emergencia; las razones que, de haberlas, han impedido la 
adjudicación o ejecución de estos proyectos a casi nueve años del evento atmosférico. 

El deber de COR3 no es solo canalizar fondos, sino garantizar que los mismos sean accesibles 
y se traduzcan en respuestas concretas a necesidades urgentes de nuestra ciudadanía. Cuando se 
trata del descanso digno de los difuntos y del respeto a la memoria de nuestros seres queridos, la 
acción gubernamental no puede ser ni tardía ni deficiente. 

Este Senado considera que las condiciones actuales del cementerio de Lares pueden constituir 
un riesgo latente a la salud pública, y por tanto exige una rendición de cuentas clara, documentada 
y transparente sobre las acciones tomadas por el Municipio de Lares, la intervención por parte del 
Departamento de Salud de Puerto Rico, COR3 y demás agencias concernidas. 
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RESUELVESE POR EL SENADO DE PUERTO RICO: 

Sección 1.- Se ordena a la Comisión las Comisiones de Salud; y de Asuntos Municipales del 
Senado de Puerto Rico a realizar una investigación exhaustiva sobre la situación actual del área 
restringida del Cementerio Municipal de Lares, incluyendo las acciones tomadas llevadas a cabo por 
el municipio Municipio para la reparación de las facilidades o para la construcción de un nuevo 
cementerio; respecto a los procesos requeridos para la reubicación de restos humanos y su 
cumplimiento; la comunicación con los familiares, la rotulación de advertencia de riesgo, la 
documentación de conservación ambiental y las condiciones de seguridad del terreno, la intervención 
del Departamento de Salud con relación al cierre de la facilidad, incluyendo los planes correctivos 
requeridos al Municipio, permisos expedidos relacionados al manejo y traslado de restos humanos; 
así como la participación y asignación de fondos por parte de la Oficina Central de Recuperación, 
Reconstrucción y Resiliencia (COR3) para atender los daños ocasionados al Cementerio de Lares a 
raíz de los deslizamientos y daños provocados por efectos tras el impacto del huracán María en 2017. 

Sección 2.- La investigación incluirá, pero sin limitarse a: 
a) El número total de tumbas y/o pabellones que ocupaban el área restringida al momento 

del huracán María; 
b) Un inventario demográfico de los finados en dicha área, que incluya nombre completo 

y fecha de fallecimiento según conste en tarjas u otras identificaciones; 
c) Un desglose de cuántos restos han sido reubicados por iniciativa de familiares, 

incluyendo nombre completo del finado, fecha de reubicación y destino; 
d) Un desglose de cuántos restos han sido reubicados por el Municipio de Lares, 

incluyendo nombre completo del finado, fecha de reubicación y lugar; 
e) Un informe sobre cuántos finados no han podido ser identificados debido a la 

destrucción de su tumba o pabellón; 
f) Una relación de todas las gestiones publicitarias, campañas informativas y 

notificaciones individuales realizadas por el Municipio para alertar a los familiares 
sobre la necesidad de reubicación de los restos; 

g) Un detalle de la rotulación existente en el Cementerio Municipal para advertir a los 
visitantes sobre los riesgos a la salud y seguridad en el área restringida, más allá de 
simples letreros de “no entre”; 

h) Un informe técnico sobre las medidas diarias de protección y conservación ambiental 
que el Municipio de Lares ha implementado para evitar desprendimientos de terreno, 
socavones o desplazamientos de osamentas, incluyendo copia de toda la 
documentación que respalde dichas gestiones; 

i) Un desglose de evidencia fotográfica a color del área restringida clausurada, 
incluyendo imágenes del antes, durante y después de los deslizamientos, así como fotos 
recientes del estado actual del terreno, los socavones y declives presentes. 

j) Un informe detallado de todos los planes de intervención, acción correctiva, 
requerimientos o directrices emitidas por el Departamento de Salud hacia el 
Municipio de Lares con relación al manejo del área clausurada del Cementerio 
Municipal; 

k) El número y tipo de permisos, licencias o solicitudes autorizadas por el Departamento 
de Salud —desde 2017 hasta la fecha— que estén relacionados con la zona restringida 
del cementerio, incluyendo exhumaciones, reubicaciones de restos, obras correctivas 
o sanitarias; 
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l) La evaluación del cumplimiento por parte del Municipio de Lares con los parámetros 
establecidos por el Departamento de Salud, y si existen deficiencias, omisiones o 
incumplimientos documentados. 

m) Un detalle de todas las solicitudes sometidas por el Municipio de Lares ante COR3 o 
FEMA relacionadas con el cementerio, desde el huracán María hasta el presente; 

n) El monto total de fondos asignados, aprobados, en evaluación, rechazados o aún 
pendientes para proyectos de mitigación, reconstrucción, reubicación de cadáveres, 
construcción de columbarios o nuevos cementerios; 

o) La existencia de algún plan presentado por el Municipio para la creación de un 
cementerio intermedio sin costo para las familias, su evaluación y estado actual; 

p) El estatus procesal y financiero de todas las propuestas sometidas por el Municipio de 
Lares ante COR3 sobre este asunto, incluyendo documentación sobre aprobación, 
obligación, desembolso de fondos y ejecución. 

q) El estatus procesal de todas las solicitudes de licencias, permisos o endosos necesarios 
a agencias estatales o federales concernidas con relación a las reparaciones del 
Cementerio Municipal o la adquisición de nuevas facilidades por parte del Municipio 
de Lares.   

Sección 3.- La Comisión rendirá Las Comisiones rendirán un informe con sus hallazgos, 
conclusiones y recomendaciones, en un término no mayor de noventa (90) ciento ochenta (180) días 
a partir de la aprobación de esta Resolución. 

Sección 4.- Esta Resolución entrará en vigor inmediatamente después de su aprobación.” 
 

“INFORME 
 
AL SENADO DE PUERTO RICO: 

La Comisión de Asuntos Internos del Senado de Puerto Rico, previo análisis y consideración, 
recomienda la aprobación de la Resolución del Senado 196, con las enmiendas contenidas en el 
entirillado electrónico que se acompaña. 

La Resolución del Senado 196, según referida, propone ordenar a la Comisión de Asuntos 
Municipales del Senado de Puerto Rico realizar una investigación sobre la situación actual del área 
restringida del Cementerio Municipal de Lares, las acciones tomadas por el municipio respecto a la 
reubicación de restos humanos, la comunicación con los familiares, la rotulación de advertencia de 
riesgo, la documentación de conservación ambiental y las condiciones de seguridad del terreno, a raíz 
de los deslizamientos y daños provocados por el huracán María en 2017; y para otros fines 
relacionados. 

La medida ante la consideración de esta Comisión tiene el propósito de evaluar a profundidad 
la situación actual del cementerio Municipal de Lares, consolidando en una investigación legislativa 
las distintas vertientes relacionadas a dicha facilidad tras el paso del Huracán María en septiembre de 
2017. En particular, procura examinar las condiciones actuales del área afectada, las actuaciones 
municipales dirigidas a proteger la seguridad de visitantes y empleados, la comunicación con los 
familiares de personas sepultadas en la zona, la rotulación y medidas de advertencia, así como los 
procesos de conservación, reubicación o manejo de restos humanos. 

Asimismo, la Resolución propone evaluar la intervención del Departamento de Salud en el 
ejercicio de sus facultades regulatorias y sanitarias, incluyendo cualquier inspección, recomendación 
técnica, requerimiento correctivo, permiso, autorización o determinación relacionada con el manejo 
de tumbas, pabellones, exhumaciones, traslados o reubicaciones de restos humanos en el área 
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restringida. De igual forma, busca conocer el estado de los procesos administrativos, técnicos y 
financieros en los que puedan intervenir entidades estatales, federales y municipales, tales como el 
Municipio de Lares, la Oficina Central de Recuperación, Reconstrucción y Resiliencia (COR3, por 
sus siglas en inglés), la Agencia Federal para Manejo de Emergencias (FEMA por sus siglas en inglés), 
la Oficina de Gerencia de Permisos (OGPe), el Departamento de Recursos Naturales y Ambientales y 
cualquier otra entidad con jurisdicción o participación en la recuperación de infraestructura pública 
afectada por desastres naturales. 

El Artículo 1.010 de la Ley 107-2020, según enmendada, conocida como “Código Municipal 
de Puerto Rico”, faculta a cada municipio a establecer, mantener y operar cementerios, en 
cumplimiento con las leyes y reglamentos aplicables. A tales fines, los cementerios no solo cumplen 
una función sanitaria y administrativa, sino que representan espacios de memoria colectiva y respeto 
hacia la dignidad de los fallecidos y sus familias. Por ello, cualquier situación que comprometa la 
estabilidad física de un cementerio, la seguridad de sus terrenos o el manejo adecuado de restos 
humanos merece atención gubernamental seria, coordinada y transparente. 

En el caso particular del Cementerio Municipal de Lares, este constituye una instalación 
pública de profundo valor humano, comunitario, cultural e histórico, cuya construcción data de 1855.   

Como se desprende de la Exposición de Motivos de la medida ante la consideración de esta 
Comisión, el paso del huracán María, ocurrido en septiembre de 2017, provocó daños catastróficos en 
la infraestructura pública y privada de Puerto Rico, incluyendo instalaciones críticas como hospitales, 
escuelas, edificios gubernamentales y cementerios municipales.  Ese fue el caso del Cementerio 
Municipal de Lares, donde una sección significativa quedó afectada por movimientos de terreno, 
socavones y daños estructurales que más allá de comprometer la estabilidad del área, ataúdes y 
cadáveres quedaron expuestos como resultado de los deslizamientos de tierra, afectando, además, la 
integridad de múltiples tumbas y pabellones funerarios. Tales circunstancias plantean asuntos de 
seguridad y salud pública, manejo digno de restos humanos y responsabilidad gubernamental en la 
atención de infraestructura municipal afectada por un desastre mayor. 

A pesar del tiempo transcurrido y de medidas gubernamentales implementadas previamente, 
entre estas la OE 2021-057, “Para Declarar un Estado de Emergencia en el Cementerio del Municipio 
Autónomo de Lares Debido a sus Deterioradas Condiciones y Activar las Disposiciones de la Ley 
Núm. 20-2017 para Expeditar los Trabajos Remediativos”, la realidad es que al día de hoy persisten 
interrogantes razonables sobre el estado actual de la zona, las acciones correctivas implementadas, la 
instalación de un cementerio transicional, los planes de mitigación y reconstrucción, y el grado de 
coordinación entre las entidades concernidas para atender el asunto con el sentido de urgencia que 
amerita.  

Resulta relevante destacar que, mediante Ordenanza Municipal Núm. 6, Serie 2024-2025, 
suscrita el 5 de diciembre de 2024, se autorizó al alcalde del municipio de Lares, a que procediera con 
la adquisición mediante compraventa o expropiación, de ciertos terrenos para la construcción del 
nuevo cementerio.  Asimismo, el pasado mes de septiembre de 2025, trascendió públicamente que el 
Departamento de Salud ordenó el cierre definitivo del Cementerio Municipal de Lares debido a los 
riesgos existentes para la salud y seguridad pública derivados de la inestabilidad del terreno. 
Igualmente, en dicha ocasión se indicó que, aunque FEMA promueve la reparación de la actual 
facilidad, el gobierno estatal y municipal continúan aunando esfuerzos dirigidos a lograr la adquisición 
de facilidades destinadas a la construcción de un nuevo cementerio, por entender que los actuales nos 
son aptas.   

De información actualmente publicada en el portal electrónico municipal, surge que el 
Municipio de Lares, suscribió con FEMA el Proyecto del Cementerio por la cantidad de 123 millones 
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de dólares, indicando que pronto comenzaría el proceso de exhumaciones y la construcción de las 
nuevas instalaciones. De otro lado, surge de la página oficial de la Autoridad para el Financiamiento 
de la Infraestructura (AFI) que entre los proyectos en desarrollo se encuentra el cementerio de Lares, 
con una inversión de 2.3 millones de dólares.  

Lo anterior demuestra que, aunque el asunto continúa bajo la atención activa de las autoridades 
competentes y que persisten evaluaciones, procesos administrativos y técnicos dirigidos a atender la 
problemática, tanto por parte del gobierno municipal, estatal como federal, transcurridos casi nueve 
(9) años del paso del fenómeno natural, la situación no ha podido ser completada o atendida de manera 
definitiva.  

Tal escenario justifica que el Senado ejerza su facultad fiscalizadora para conocer la suficiencia 
de las medidas adoptadas, corroborar los proyectos encaminados y su estatus, y si se han identificado 
obstáculos administrativos, técnicos o financieros que hayan impedido una solución permanente.  

Uno de los componentes centrales de la medida es evaluar la intervención del Departamento 
de Salud en lo relativo al manejo sanitario de cementerios, tumbas y restos humanos. Cónsono con las 
disposiciones de la Ley 24 de 22 de abril de 1931, según enmendada, conocida como “Ley del Registro 
Demográfico de Puerto Rico”, el Reglamento 7655, “Reglamento General de Salud Ambiental”, así 
como del 9563 de 5 de junio de 2024, “Reglamento de Servicios Funerarios en Puerto Rico”, y demás 
normativa aplicable, la naturaleza del asunto requiere conocer si el Departamento realizó inspecciones, 
emitió recomendaciones, requirió planes correctivos, autorizó exhumaciones o traslados, evaluó 
riesgos sanitarios o impartió directrices al Municipio de Lares en torno al área restringida. 

La investigación no pretende sustituir la autoridad técnica del Departamento de Salud ni 
interferir con sus procedimientos administrativos. Por el contrario, busca obtener información oficial 
que permita al Senado determinar si la agencia ha ejercido adecuadamente sus facultades, si ha 
documentado sus intervenciones, si ha mantenido coordinación con el municipio y si existen permisos 
o autorizaciones relacionadas con el manejo de restos humanos en el área impactada.  

De igual forma, la investigación permitirá conocer si se han establecido condiciones mínimas 
para el acceso al área, si existen protocolos para evitar exposición indebida de restos humanos, si se 
han recomendado medidas de bioseguridad y si las actuaciones municipales cumplen con los 
parámetros establecidos por la autoridad sanitaria. Estos elementos son indispensables para garantizar 
que cualquier proceso de mitigación, reubicación o reconstrucción se lleve a cabo conforme a criterios 
de seguridad, respeto y cumplimiento normativo. 

De otro lado, por su origen y naturaleza, la situación del cementerio de Lares involucra 
componentes municipales, estatales y federales relacionados con recuperación de desastres, permisos, 
preservación histórica, fondos públicos, ingeniería, mitigación de riesgos, manejo ambiental y 
protección sanitaria. En ese contexto, resulta necesario examinar la coordinación entre el Municipio 
de Lares, COR3, FEMA, OGPe, AFI y demás agencias concernidas para identificar el estado de los 
proyectos, las etapas completadas, las obligaciones pendientes y cualquier retraso o limitación que 
haya afectado la ejecución de soluciones permanentes. 

En dicho contexto, la investigación propuesta permitirá conocer si existen asignaciones y el 
estatus de las mismas, solicitudes, proyectos, diseños, estudios geotécnicos, permisos o trámites de 
reconstrucción relacionados con el área afectada. También permitirá evaluar si la ciudadanía y los 
familiares de personas sepultadas en la zona han recibido información clara, oportuna y suficiente 
sobre los procesos en curso. 

Finalmente, esta Comisión estima que, la consolidación de las vertientes previamente 
consideradas evita la fragmentación de la fiscalización legislativa. En lugar de evaluar por separado 
la actuación municipal, la intervención del Departamento de Salud y los procesos de recuperación 
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estatal o federal, la medida permite una visión integral del problema. Ello facilita identificar 
responsabilidades, coordinar comparecencias, requerir documentos pertinentes y formular 
recomendaciones coherentes que puedan adelantar una solución efectiva.  

En conclusión, esta Comisión reconoce que el tiempo transcurrido desde el año 2017 hace 
necesario obtener un cuadro actualizado y oficial sobre las actuaciones realizadas y los procesos 
pendientes, por lo que, luego de evaluar el alcance de la R. del S. 196, concluye que existe base 
suficiente para recomendar su aprobación.  

La investigación propuesta constituye un ejercicio legítimo de fiscalización legislativa dirigido 
a promover la transparencia, la coordinación gubernamental y la rendición de cuentas. Además, 
atiende un asunto sensible para la comunidad de Lares y para los familiares de personas sepultadas en 
el área afectada, quienes tienen un interés legítimo en conocer las medidas adoptadas para proteger la 
seguridad del lugar y la dignidad de sus seres queridos. 

Por lo antes expuesto, la Comisión de Asuntos Internos del Senado de Puerto Rico recomienda 
la aprobación de la Resolución del Senado 196 con las enmiendas contenidas en el entirillado 
electrónico que se acompaña. 
 
Respetuosamente sometido, 
(Fdo.) 
Thomas Rivera Schatz 
Presidente” 

- - - - 
 

Como próximo asunto en el Calendario de Lectura, se lee el Proyecto de la Cámara 891, y se 
da cuenta del Informe de la Comisión de Gobierno, con enmiendas, según el entirillado electrónico 
que se acompaña: 
 

“LEY 
Para enmendar el sub-inciso (d) del inciso (1) del Artículo 4.01 de la Ley Núm. 154-2018, 

según enmendada, conocida como “Ley de Reclamaciones Fraudulentas a los Programas, Contratos y 
Servicios del Gobierno de Puerto Rico”, a los fines de aclarar la intención legislativa de incluir como 
violaciones a dicha ley la evasión o disminución de obligaciones de pagar o transmitir dinero o 
propiedad al Gobierno y para atemperarla a las violaciones de esta naturaleza, según definidas y 
reguladas por el False Claims Act, 31 U.S.C. § 3729-3733 y la jurisprudencia federal aplicable; y para 
otros fines relacionados. 
 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 
La Ley Núm. 154-2018 fue creada, entre otros fines, para establecer la Unidad de Control de 

Fraude al Medicaid adscrita al Departamento de Justicia, detallar sus responsabilidades y facultades, 
disponer guías de funcionamiento, y para otros fines relacionados crear un marco civil de 
reclamaciones fraudulentas contra programas, contratos y servicios del Gobierno. Dicha Ley Núm. 
154 es homóloga del estatuto federal conocido como False Claims Act legislación incorpora un 
régimen análogo al estatuto federal conocido como el False Claims Act, 31 U.S.C. §§ 3729-3733, 
particularmente en cuanto a la responsabilidad civil por reclamaciones falsas y al mecanismo de 
acciones presentadas a nombre del Gobierno. 

El False Claims Act promueve e incentiva la participación ciudadana en la detección de fraude 
al gobierno federal en casos de sobrefacturación por bienes y servicios, retención indebida de dineros 
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que pertenecen al gobierno federal, así como la disminución o evasión de obligaciones de pago al 
gobierno. Esa legislación permite al Gobierno de los Estados Unidos entablar demandas y 
reclamaciones civiles para el recobro de las perdidas pérdidas resultantes de dichas conductas 
fraudulentas, así como la imposición de multas o penalidades. A su vez, el False Claims Act federal, 
permite a los ciudadanos entablar demandas a nombre y beneficio del Gobierno de los Estados Unidos 
para el recobro de tales pérdidas atribuibles a fraude. A cambio de esto, el Gobierno le otorga un 
porcentaje del dinero recuperado a raíz de la información suministrada por estos ciudadanos al amparo 
de lo que hoy se conoce como el “Qui Tam Provision”. 

La Ley Núm. 154, supra, fue aprobada con los mismos fines que el False Claims Act y está 
basada en dicho estatuto se inspira en el False Claims Act y adopta, en el ordenamiento local, un 
mecanismo civil dirigido a proteger el erario frente a reclamaciones falsas, pagos indebidos, 
retención impropia de fondos y evasión de obligaciones económicas frente al Gobierno. Mediante 
esta Ley se creó el andamiaje legal para procesar civilmente el fraude a los Programas del Gobierno y 
a los contratos de servicio programas, contratos y servicios del Gobierno y los actos que resulten en 
la disminución o evasión de obligaciones de pagar o transmitir propiedad al Gobierno. Con este 
mecanismo se estableció un procedimiento en los Tribunales donde el Gobierno puede someter 
reclamaciones para buscar que, a estas personas que han defraudado al Gobierno se les imponga una 
penalidad monetaria por sus actuaciones. De igual manera, se fomenta e incentiva la participación 
ciudadana en los procedimientos al crear disposiciones Qui Tam Provision donde estas personas serán 
remuneradas por la información brindada de delator o qui tam, mediante las cuales la persona que 
aporta información y promueve la acción a nombre del Gobierno puede recibir una compensación 
conforme a los parámetros establecidos en la Ley. 

La enmienda aquí propuesta tiene el propósito de atender lo que constituye una violación 
resultante de la disminución o evasión de obligaciones de pagar o transmitir propiedad al Gobierno, 
aclarar que el propósito legislativo de la Ley Núm. 154, supra, fue que se consideren como violaciones 
a dicha ley la disminución o evasión de obligaciones de pago o transferencia de propiedad al Gobierno 
de cualquier naturaleza y no solo aquellas relacionadas a Programas de Gobierno o Contratos de 
Servicio, así como atemperar la Ley Núm. 154 supra, a las disposiciones del False Claims Act y la 
interpretación judicial que surge de la jurisprudencia federal aplicable. 

El Artículo 4.01(1)(d) de la Ley Núm. 154 recoge la violación que se conoce en el ámbito 
federal como una “reclamación fraudulenta a la inversa”. Normalmente, bajo la False Claims Act, el 
gobierno federal, o una parte demandando en su nombre, puede recuperar dinero e imponer 
penalidades por reclamos falsos hechos por un acusado demandado con el fin de asegurar un pago por 
parte del gobierno. En una acción de reclamación fraudulenta inversa, la acción del acusado 
demandado no resulta en un pago indebido por parte del gobierno al acusado demandado, sino que 
resulta en una falta de pago al gobierno cuando se trata de un pago obligatorio. Dicho de otra forma, 
una reclamación fraudulenta tradicional se refiere a pagos realizados por el gobierno, mientras que 
una reclamación inversa cubre reclamos de dinero adeudado o transmitir propiedad debida al 
gobierno. 

Un ejemplo común de reclamación inversa es no devolver dinero obtenido mediante un pago 
en exceso a lo verdaderamente adeudado por parte del Gobierno. Muchas entidades reciben fondos 
del gobierno para un propósito específico y, por lo general, se les exige que devuelvan al gobierno 
aquellos fondos no utilizados para ese propósito. Si la entidad utiliza una parte de los fondos del 
Gobierno, pero no devuelve el resto, la compañía habría evitado una obligación de pago al Gobierno 
y, por lo tanto, estaría sujeta a la responsabilidad inversa. Otro ejemplo común es la disminución o 
evasión del pago de aranceles (“duties”) a la aduana federal (“U.S. Customs and Border Protection”) 
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por productos importados del extranjero. Por ejemplo, en ocasiones los importadores presentan 
información falsa, como el país de origen de un producto, para evadir el pago de aranceles específicos 
que el gobierno federal ha impuesto a productos provenientes de un país en particular. 

El Artículo 4.01(1)(d) de la Ley Núm. 154, supra, provee que incurrirá en violación cualquier 
persona que “[c]on conocimiento haga, use, o cause que se haga o que se use un récord falso o una 
declaración que sea fundamental para una obligación de pagar, transmitir dinero o propiedad al 
Gobierno, o con conocimiento esconda e impropiamente evada o disminuya una obligación de pagar 
o transmitir dinero o propiedad, relativa a cualquier Programa de Gobierno, incluyendo el 
Programa de Medicaid de Puerto Rico; o a algún contrato de servicio, según definido en esta 
Ley…” (Énfasis nuestro). El mencionado Artículo es una traducción literal de la Sección 
3729(a)(1)(G) del False Claims Act - también conocida como el “Reverse False Claim Section” - 
excepto por el texto aquí enfatizado. Dicha sección provee que incurrirá en violación del estatuto 
cualquier persona que “knowingly makes, uses, or causes to be made or used, a false record or 
statement material to an obligation to pay or transmit money or property to the Government, or 
knowingly conceals or knowingly and improperly avoids or decreases an obligation to pay or transmit 
money or property to the Government”. (Énfasis nuestro) 

Por lo tanto, el Artículo 4.01(1)(d) de la Ley en lugar de incluir el término “material” según su 
traducción literal, se reemplazó por el término “fundamental” cuyo significado es sustancialmente 
distinto al de la palabra “material”. El Diccionario de la Real Academia Española define “material” 
como aquello “perteneciente o relativo a la materia”. Por lo tanto, el término “material” en la Sección 
3729(a)(1)(G) del False Claims Act se refiere a aquello que pertenece o está relacionado a la 
obligación de pago o transmisión de dinero o propiedad al Gobierno. El término “fundamental”, sin 
embargo, se define en el Diccionario de la Real Academia Española como algo que “sirve de 
fundamento”. Por tal razón, el False Claims Act establece un ámbito mucho más amplio que la Ley 
Núm. 154, supra, para lo que constituye una violación de evasión o disminución de obligaciones de 
pago. Todo aquello que es “fundamental” en un asunto es necesariamente “material”, pero no todo lo 
“material” en un asunto es de naturaleza “fundamental”. 

Por otro lado, según redactado, podría interpretarse que la violación al Artículo 4.01(1)(d) de 
la Ley Núm. 154 supra, por disminución o evasión de obligaciones de pago al Gobierno está limitada 
a aquellas relacionadas “a cualquier Programa de Gobierno, incluyendo el Programa de Medicaid de 
Puerto Rico; o a algún contrato de servicio, según definido en esta Ley”. El Artículo 1.02(m) de la 
Ley Núm. 154 define “obligación” como “una relación establecida, fija o no, procedente de una 
relación expresa o implícita contractual, cedente-concesionario o licenciante-licenciatario, entre el 
Gobierno y cualquier persona natural o jurídica derivado de honorarios establecidos mediante ley y/o 
reglamentación y/o para la retención de cualquier sobrepago.” Esta es una traducción de la definición 
del mismo término contenida en la Sección 3729(b)(3) del False Claims Act. Por su parte, el Artículo 
1.02(o) define “Programas de Gobierno” como “cualquier programa autorizado por ley, ya sea Federal 
o Estatal, donde el Gobierno sea quien administre los fondos y/o servicios y haga los 
correspondientes desembolsos a los participantes de dichos programas”. (Énfasis nuestro) 

La violación al Artículo 4.01(1)(d) de la Ley Núm. 154, supra, surge cuando una persona 
natural o jurídica evade o disminuye una “obligación de pagar, transmitir dinero o propiedad al 
Gobierno”. Sin embargo, dicho Artículo provee que la obligación debe estar relacionada a “cualquier 
Programa de Gobierno, incluyendo el Programa de Medicaid de Puerto Rico; o a algún contrato de 
servicio”. Según definido, los Programas de Gobierno son aquellos en que el Gobierno “desembolsa” 
dinero a los participantes y no recoge lo que constituye una “obligación”, según definida en el Artículo 
1.02(m) de la Ley. De conformidad con lo anterior y en ánimo de armonizar la Ley Núm. 154, supra, 
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con las disposiciones del False Claims Act y la jurisprudencia aplicable, enmendamos el Artículo 
4.01(1)(d) de la Ley, para evitar que pueda ser interpretado de manera que la obligación de pagar o 
transmitir propiedad al Gobierno aplique solamente a aquellas obligaciones que estén relacionadas a 
Programas de Gobierno y Contratos de Servicio, según definidos en la Ley. 

Con estas enmiendas, que son de naturaleza técnica, esta Asamblea Legislativa refuerza las 
normas del Gobierno de Puerto Rico que nos ayudan a combatir la corrupción, proteger los fondos 
públicos y mejorar el servicio que le ofrecemos al Pueblo. 
 
DECRÉTASE POR LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE PUERTO RICO: 

Sección 1. Se enmienda el sub-inciso (d) del inciso (1) del Artículo 4.01 de la Ley Núm. 154-
2018, según enmendada, conocida como “Ley de Reclamaciones Fraudulentas a los Programas, 
Contratos y Servicios del Gobierno de Puerto Rico”, para que se lea como sigue:  

“Artículo 4.01.-Violaciones.  
Sujeto al inciso (2) de este Artículo, cualquier persona que: 
1. 

a. … 
b. … 
c. … 
d. Con conocimiento haga, use, o cause que se haga o que se use un récord falso 

o una declaración que sea material para una obligación de pagar, transmitir 
dinero o propiedad al Gobierno, o con conocimiento esconda e impropiamente 
evada o disminuya o una obligación de pagar o transmitir dinero o propiedad, 
y/o 

e. … 
2. … 
3. ... 
4. …” 
Sección 2-Vigencia. 
Esta Ley comenzará a regir inmediatamente luego de su aprobación.” 

 
“INFORME 

 
AL SENADO DE PUERTO RICO: 

La Comisión de lo Jurídico del Senado de Puerto Rico, previo estudio y consideración del 
Proyecto de la Cámara 891, recomienda a este Alto Cuerpo su aprobación con las enmiendas al entirillado 
que se acompañan. 
 

ALCANCE DE LA MEDIDA 
El Proyecto de la Cámara 891 (en adelante, P. de la C. 891), según presentado, tiene como 

propósito de enmendar el sub-inciso (d) del inciso (1) del Artículo 4.01 de la Ley Núm. 154-2018, 
según enmendada, conocida como “Ley de Reclamaciones Fraudulentas a los Programas, Contratos y 
Servicios del Gobierno de Puerto Rico”, a los fines de aclarar la intención legislativa de incluir como 
violaciones a dicha ley la evasión o disminución de obligaciones de pagar o transmitir dinero o 
propiedad al Gobierno y para atemperarla a las violaciones de esta naturaleza, según definidas y 
reguladas por el False Claims Act, 31 U.S.C. § 3729-3733 y la jurisprudencia federal aplicable; y para 
otros fines relacionados. 
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ANÁLISIS DE LA MEDIDA 

 
LEY DE RECLAMACIONES FRAUDULENTAS A LOS PROGRAMAS, 

CONTRATOS Y SERVICIOS DEL GOBIERNO DE PUERTO RICO 
La Ley 154-2018, conocida como la “Ley de Reclamaciones Fraudulentas a los Programas, 

Contratos y Servicios del Gobierno de Puerto Rico”, establece un mecanismo civil para investigar, 
reclamar y sancionar conductas fraudulentas cometidas contra el Gobierno de Puerto Rico en el 
contexto de programas, contratos, pagos, servicios, fondos públicos u obligaciones económicas frente 
al Estado. 

En particular, el Artículo 4.02 dispone quién puede presentar una acción civil por violaciones 
al Artículo 4.01. Primero, autoriza al Secretario o a la persona designada por este a “investigar 
diligentemente cualquier violación al Artículo 4.01” y, si encuentra que una persona “ha violado o 
está violando” dicho artículo, podrá “llevar una acción civil contra esa persona”. También permite 
que, antes de presentar la acción civil, el Secretario o su designado pueda “auscultar la alternativa de 
promover una transacción extrajudicial”, tomando en consideración las penalidades previstas en la 
propia ley. 

La ley también crea un mecanismo de acción civil en carácter de delator. Conforme al Artículo 
4.02(2)(a), “cualquier persona puede llevar una acción civil y presentar una demanda en carácter de 
Delator por una violación al Artículo 4.01 de esta Ley a favor del Gobierno”. Esa acción no pertenece 
al delator en su carácter personal, sino que “debe ser presentada a nombre del Gobierno”. Por eso, aun 
cuando la demanda sea iniciada por un ciudadano particular, el Gobierno conserva un control 
sustancial sobre el pleito, incluyendo la facultad de consentir el archivo de la acción y de intervenir o 
no intervenir en el litigio. 

El procedimiento diseñado por la ley protege la investigación gubernamental antes de que la 
parte demandada sea notificada. Por ello, el Artículo 4.02(2)(b) exige que el delator, al presentar la 
demanda, emplace al Gobierno por conducto del Secretario y le provea “copia de la demanda y la 
revelación por escrito de toda evidencia e información en su posesión”. Además, la demanda 
“permanecerá sellada por lo menos durante los sesenta (60) días siguientes” y “no se notificará o 
divulgará a la parte demandada hasta que el tribunal así lo disponga”. Durante ese periodo, el Gobierno 
evalúa si asumirá la acción. 

La ley concede al Gobierno tres alternativas antes de vencer el término inicial de sesenta días 
o cualquier prórroga concedida por justa causa. El Gobierno puede “proceder con la acción”, en cuyo 
caso la acción será promovida por el propio Gobierno; puede “notificar al Tribunal que no van a asumir 
jurisdicción de la causa civil”, en cuyo caso la acción continuará bajo la dirección del delator; o puede 
decidir intervenir o no intervenir, determinación que queda “enteramente en la discreción del 
Secretario o su designado” y “no estará sujeto a revisión judicial ni a impugnación por parte del 
presentante de la acción en corte”. 

El estatuto también preserva la potestad del Gobierno de escoger remedios alternativos. 
Aunque exista una demanda presentada por un delator, el Gobierno puede llevar la controversia 
mediante “cualquier remedio alternativo disponible, incluyendo cualquier procedimiento 
administrativo con el fin de determinar si procede una penalidad civil monetaria”. En ese escenario, 
el delator conserva los derechos que tendría bajo el Artículo 4.02, y cualquier determinación final y 
firme de hechos o conclusiones de derecho en uno de los procedimientos puede tener efecto final en 
los demás procedimientos relacionados con la misma causa de acción. 
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Cuando el Gobierno decide intervenir, asume la “responsabilidad primaria de procesar la 
causa” y no queda obligado por los actos de la persona que presentó inicialmente la demanda. Aunque 
el delator puede continuar como parte, su participación queda subordinada al control procesal del 
Gobierno. Así, el Gobierno puede solicitar el archivo de la acción, incluso si el delator se opone, 
siempre que se notifique la moción y el tribunal celebre una vista si hay objeción. También puede 
transigir con la parte demandada, aun con oposición del delator, si el tribunal determina en vista que 
el acuerdo es “justo, razonable, adecuado bajo todas las circunstancias y se hace de buena fe”. 

Si el Gobierno decide no intervenir, el delator puede continuar litigando “en beneficio y a favor 
del Gobierno”. Sin embargo, el Secretario puede requerir que se le notifique toda moción y que se le 
provea copia de la evidencia presentada, incluyendo transcripciones de deposiciones. Además, aunque 
el delator pueda solicitar reembolso de gastos necesarios y razonables si prevalece, la ley dispone que 
“el Gobierno no estará sujeto a pagarle honorarios de abogado al Delator” ni honorarios a la parte 
contraria si declinó intervenir. 

El Artículo 4.02 también protege investigaciones civiles o criminales relacionadas. El 
Gobierno puede solicitar que el tribunal limite testigos, testimonios o contrainterrogatorios propuestos 
por el delator cuando entienda que podrían afectar una investigación criminal relacionada, resultar 
repetitivos, ser irrelevantes o alargar innecesariamente el proceso. Asimismo, el tribunal, “a solicitud 
del Gobierno”, puede paralizar el descubrimiento de prueba por hasta sesenta días si se demuestra que 
la evidencia a descubrir “puede interferir con alguna otra investigación criminal o civil” surgida de 
los mismos hechos o de hechos similares. Ese término puede extenderse si el tribunal concluye que el 
Gobierno actuó de buena fe y que continuar el descubrimiento afectaría investigaciones en curso. 

La medida propuesta busca introducir una enmienda al Artículo 4.01 de la Ley Núm. 154-2018 
para reforzar o precisar una de las conductas constitutivas de violación. En específico, propone 
enmendar el subinciso (d) del inciso (1) del Artículo 4.01 para establecer que incurre en violación 
cualquier persona que, “[c]on conocimiento haga, use, o cause que se haga o que se use un récord 
falso o una declaración que sea material para una obligación de pagar, transmitir dinero o propiedad 
al Gobierno”, o que, también con conocimiento, “esconda e impropiamente evada o disminuya una 
obligación de pagar o transmitir dinero o propiedad”. Es decir, la medida pretende incorporar 
expresamente dentro del alcance de la ley las conductas dirigidas no solo a obtener indebidamente 
fondos públicos, sino también a evitar, reducir u ocultar obligaciones de pago, transferencia de dinero 
o entrega de propiedad debidas al Gobierno. 
 

ALCANCE DEL INFORME 
La Comisión de lo Jurídico del Senado de Puerto Rico, como parte del estudio y evaluación 

del P. de la C. 891, tomó en consideración los memoriales explicativos presentados ante la Cámara de 
Representantes. 
 
Oficina del Contralor Electoral 

El Contralor Electoral se abstuvo de emitir comentarios dado que la medida presenta un asunto 
de política pública que no incide sobre los deberes y funciones de su Oficina. 
 
Oficina del Inspector General 

La Oficina del Inspector General de Puerto Rico endosa el P. de la C. 891. Entiende que la 
enmienda propuesta aclara la intención legislativa de la Ley 154-2018 y la atempera al lenguaje y alcance 
del False Claims Act federal. En su memorial, la OIG destaca que su función institucional es prevenir y 
detectar el fraude, promover una sana administración pública y fiscalizar el uso adecuado de los fondos 
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y la propiedad del Gobierno. Desde esa óptica, entiende que la medida es compatible con la política 
pública de fortalecer los mecanismos legales contra reclamaciones fraudulentas, evasión de obligaciones 
y conductas que afecten los intereses patrimoniales del Estado. 

La entidad sostiene que el proyecto atiende un asunto importante al procurar “aclarar la intención 
legislativa” de la Ley Núm. 154-2018. Según la OIG, ese esfuerzo legislativo favorece la hermenéutica 
legal, pues permite determinar con mayor precisión “el verdadero sentido, alcance y aplicación” de las 
normas aprobadas por la Asamblea Legislativa. A esos fines, cita jurisprudencia del Tribunal Supremo 
de Puerto Rico y del Tribunal Supremo federal para subrayar la importancia de que el lenguaje estatutario 
sea claro, coherente y libre de ambigüedades. 

La OIG favorece específicamente el cambio de la palabra “fundamental” por “material”, al 
entender que dicho término es el utilizado por el estatuto federal que sirve de base a la Ley 154-2018. 
Señala que el concepto de “material” ya ha sido definido en el False Claims Act y discutido por la 
jurisprudencia federal, particularmente en Universal Health Services, Inc. v. United States.2 Por ello, 
recomienda que la exposición de motivos utilice la definición federal de “material”, es decir, aquello que 
tiene “una tendencia natural a influir, o ser capaz de influir, en el pago o la recepción de dinero o bienes”, 
en lugar de acudir a una definición general de la Real Academia Española. 

Asimismo, la OIG expresa estar de acuerdo con el texto propuesto para aclarar que constituye una 
violación hacer, usar o causar que se haga o se use un récord falso o una declaración material para una 
obligación de pagar o transmitir dinero o propiedad al Gobierno, así como esconder, evadir 
impropiamente o disminuir una obligación de esa naturaleza. A juicio de la entidad, esa redacción 
armoniza la ley local con el marco federal aplicable y fortalece la capacidad del Gobierno para atender 
conductas dirigidas no solo a obtener fondos indebidamente, sino también a evitar obligaciones 
económicas frente al Estado. 

En conclusión, la OIG favorece el P. de la C. 891 porque entiende que la enmienda propuesta es 
importante para precisar la intención legislativa, asegurar concordancia con el False Claims Act federal 
y reforzar la aplicación de la Ley 154-2018 en casos de fraude, evasión o disminución indebida de 
obligaciones de pago o transmisión de propiedad al Gobierno. 
 
Oficina de Ética Gubernamental de Puerto Rico 

La Oficina de Ética Gubernamental de Puerto Rico no se opone al P. de la C. 891. La OEG 
reconoce que resulta loable, desde la perspectiva de una sana administración pública, que se establezcan 
mecanismos dirigidos a la recuperación de fondos públicos en casos de fraude contra programas, 
contratos y servicios del Gobierno. A esos efectos, la entidad identifica la medida como una herramienta 
compatible con la protección de los fondos públicos y con el interés gubernamental de atender conductas 
fraudulentas que afecten el patrimonio del Estado. No obstante, luego de evaluar el proyecto, la OEG 
informa que no tiene recomendación específica, objeción técnica ni sugerencia de enmienda que ofrecer. 
En consecuencia, su comparecencia se limita a reconocer el propósito legítimo de la medida y a dejar 
constar que, al momento de emitir su ponencia, no propone cambios adicionales al texto legislativo. 
 
Oficina del Contralor de Puerto Rico 

La Oficina del Contralor de Puerto Rico endosa el P. de la C. 891. Expresa estar de acuerdo con 
la enmienda propuesta, por entender que fortalece la fiscalización, la recuperación de fondos públicos y 
la protección del erario. En su escrito, la OCPR explica que el proyecto enmienda el Artículo 4.01(1)(d) 
de la Ley Núm. 154-2018 para dos propósitos principales: primero, sustituir el término “fundamental” 

 
2 Universal Health Services, Inc. v. United States, 579 U.S. 176, 192 – 193 (2016) 
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por “material”, armonizando así la ley local con el estándar utilizado en el False Claims Act federal; y 
segundo, eliminar la limitación que vincula la obligación de pagar o transmitir dinero o propiedad al 
Gobierno únicamente con “Programas de Gobierno” o “Contratos de Servicio”. Según la OCPR, este 
cambio amplía el alcance de la ley para cubrir cualquier obligación de pago o transmisión al Estado. 

La entidad destaca que la enmienda permite atender con mayor claridad las llamadas 
“reclamaciones inversas”, es decir, aquellas situaciones en que una persona no necesariamente reclama 
indebidamente fondos públicos, sino que oculta, evade o disminuye una obligación de pagar dinero o 
transmitir propiedad al Gobierno. A juicio de la OCPR, esto incide directamente en la protección del 
erario, pues fortalece la capacidad del Gobierno para detectar, auditar y perseguir fondos públicos 
indebidamente retenidos o no transmitidos. 

Desde el punto de vista jurídico, la Oficina del Contralor entiende que la medida fomenta 
coherencia con el marco federal del False Claims Act, evita interpretaciones restrictivas sobre el alcance 
de las obligaciones cubiertas por la ley y crea un estándar probatorio más claro. Además, sostiene que el 
uso del término “material” elimina ambigüedades y facilita la colaboración interagencial y la articulación 
de evidencia en auditorías y reclamaciones civiles. La OCPR también resalta que, aunque no le 
corresponde definir política pública, tiene el deber constitucional y legal de fiscalizar las transacciones 
relacionadas con fondos y propiedad pública. Por ello, entiende que la medida tiene implicaciones 
funcionales importantes para su labor fiscalizadora, particularmente al ampliar el universo de conductas 
auditables y cerrar posibles lagunas legales que podrían ser utilizadas para evadir responsabilidades frente 
al Gobierno. 

Como parte de sus recomendaciones, la OCPR sugiere que, de aprobarse la medida, se desarrollen 
programas de capacitación para agencias y entidades gubernamentales sobre el alcance de la nueva 
disposición; que las entidades públicas actualicen sus procedimientos internos de auditoría y control; que 
se fomente la colaboración entre la OCPR, el Departamento de Justicia y otras agencias fiscalizadoras; 
que se divulgue la nueva normativa a la ciudadanía y a participantes de programas gubernamentales; y 
que se establezcan indicadores de desempeño para medir el impacto de la enmienda en la recuperación 
de fondos públicos y la reducción de fraude. 

En conclusión, la Oficina del Contralor respalda el P. de la C. 891 porque entiende que la 
enmienda propuesta promueve la sana administración pública, fortalece la capacidad fiscalizadora del 
Estado, facilita la recuperación de fondos públicos y contribuye a cerrar espacios normativos que podrían 
permitir la evasión o disminución indebida de obligaciones económicas frente al Gobierno. 
 
Panel sobre el Fiscal Especial Independiente 

El Panel sobre el Fiscal Especial Independiente favorece la aprobación del P. de la C. 891. 
Entiende que la medida aclara el alcance de la Ley 154-2018, armoniza su texto con el False Claims Act 
federal y evita interpretaciones restrictivas que puedan limitar indebidamente la responsabilidad civil por 
evasión o disminución de obligaciones de pago al Gobierno. 

En su escrito, el PFEI explica que la Ley 154-2018 creó un andamiaje legal para combatir 
reclamaciones fraudulentas contra el Gobierno, particularmente en el contexto del Programa de Medicaid, 
y para dotar al Departamento de Justicia de herramientas civiles y criminales dirigidas al recobro y 
restitución de pérdidas ocasionadas al erario. Asimismo, señala que la legislación fue posteriormente 
enmendada mediante la Ley. 64-2023 para atemperar definiciones, delimitar conceptos conforme a 
regulaciones federales y fortalecer la Unidad de Control de Fraude al Medicaid. El Panel indica que el P. 
de la C. 891 propone enmendar el Artículo 4.01(1)(d) de la Ley Núm. 154-2018 para aclarar que también 
constituyen violaciones a dicha ley las conductas dirigidas a evadir o disminuir obligaciones de pagar o 
transmitir dinero o propiedad al Gobierno. Según expone, la disposición vigente fue tomada 
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sustancialmente de la sección 3729(a)(1)(G) del False Claims Act, conocida como la sección de 
“reclamaciones falsas inversas” o Reverse False Claim Section, pero el texto local se apartó del modelo 
federal al sustituir el término “material” por “fundamental” y al limitar aparentemente la obligación a 
programas de gobierno o contratos de servicio. 

A juicio del PFEI, esa diferencia terminológica es significativa. La entidad sostiene que el término 
“fundamental” tiene un significado más limitado que “material”, pues aquello que es fundamental 
necesariamente puede ser material, pero no todo lo material es necesariamente fundamental. Por tanto, 
mantener el término “fundamental” podría producir una interpretación más estrecha que la contemplada 
por el estatuto federal y reducir indebidamente el alcance de la Ley 154-2018. 

El Panel también advierte que la redacción actual podría interpretarse como si la violación por 
evasión o disminución de obligaciones de pago al Gobierno estuviera limitada únicamente a obligaciones 
relacionadas con “Programas de Gobierno”, incluyendo Medicaid, o con “contratos de servicio”. Según 
explica, ello genera un problema de coherencia interna, porque la propia Ley 154-2018 define 
“obligación” de forma más amplia, mientras que los “Programas de Gobierno” se refieren principalmente 
a esquemas donde el Gobierno administra fondos o desembolsa beneficios. Por esa razón, el PFEI 
entiende que la enmienda es necesaria para evitar que el alcance de la obligación de pagar o transmitir 
propiedad al Gobierno se interprete de manera artificialmente limitada. 

Asimismo, el PFEI fundamenta su posición en consideraciones de debido proceso de ley. Señala 
que, tanto en procedimientos civiles como penales, las normas deben ser claras y libres de ambigüedad, 
conforme a las garantías constitucionales aplicables y al principio de interpretación recogido en el 
Artículo 14 del Código Civil, según el cual cuando la ley es clara no debe menospreciarse su letra bajo el 
pretexto de cumplir su espíritu. Desde esa perspectiva, la medida resulta adecuada porque reduce 
ambigüedades, precisa el alcance de la conducta prohibida y evita que una interpretación errónea del 
término vigente provoque resultados incompatibles con la intención legislativa. 

En conclusión, el Panel sobre el Fiscal Especial Independiente favorece el P. de la C. 891 porque 
entiende que la medida aclara la intención legislativa de la Ley 154-2018, amplía correctamente su 
aplicación a las obligaciones de pago o transmisión de propiedad debidas al Gobierno, corrige una 
diferencia terminológica relevante frente al False Claims Act federal y fortalece el marco jurídico 
disponible para proteger el erario y combatir la corrupción gubernamental. 
 

IMPACTO FISCAL MUNICIPAL 
En cumplimiento con el Artículo 1.007 de la Ley 107–2020, según enmendada, conocida como 

“Código Municipal de Puerto Rico”, la Comisión de lo Jurídico del Senado de Puerto Rico certifica que 
el P. de la C. 891 no impone una obligación económica en el presupuesto de los gobiernos municipales.  
 

CONCLUSIÓN 
La Comisión de lo Jurídico, luego de examinar detenidamente el texto del P. de la C. 891, el 

derecho aplicable y los memoriales explicativos sometidos por las entidades comparecientes, concluye 
que la medida merece su aprobación.  La Comisión entiende que la enmienda propuesta es necesaria 
para evitar interpretaciones restrictivas del Artículo 4.01(1)(d) de la Ley 154-2018. La redacción 
vigente podría prestarse a una lectura limitada, bajo la cual la evasión o disminución de obligaciones 
de pago al Gobierno quedaría circunscrita únicamente a obligaciones relacionadas con programas 
gubernamentales o contratos de servicio. Esa interpretación resultaría contraria al propósito general 
de la ley, que es proteger el erario y proveer mecanismos eficaces para atender conductas fraudulentas 
que perjudiquen los intereses patrimoniales del Gobierno de Puerto Rico. 
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Asimismo, la Comisión considera acertada la sustitución del término “fundamental” por 
“material”. Según señalaron varias de las entidades comparecientes, el término “material” es el 
utilizado en el estatuto federal que sirvió de modelo a la legislación local y ha sido objeto de 
interpretación bajo la jurisprudencia federal aplicable. Este ajuste provee mayor precisión normativa, 
reduce ambigüedades interpretativas y armoniza la legislación puertorriqueña con el estándar aplicable 
a las llamadas reclamaciones falsas inversas, es decir, aquellas instancias en que una persona oculta, 
evade o disminuye indebidamente una obligación de pagar dinero o transmitir propiedad al Gobierno. 

La Comisión toma en consideración que la Oficina del Inspector General de Puerto Rico 
favoreció la medida por entender que aclara la intención legislativa y fortalece la hermenéutica legal 
de la Ley 154-2018. De igual forma, la Oficina de Ética Gubernamental reconoció como loable el 
propósito de establecer mecanismos para la recuperación de fondos públicos en casos de fraude. Por 
su parte, la Oficina del Contralor de Puerto Rico respaldó la enmienda al concluir que fortalece la 
fiscalización, amplía el universo de conductas auditables, facilita la recuperación de fondos públicos 
y cierra posibles lagunas legales que podrían ser utilizadas para evadir responsabilidades frente al 
Estado. Finalmente, el Panel sobre el Fiscal Especial Independiente favoreció la aprobación de la 
medida, destacando que la enmienda promueve claridad normativa, protege el debido proceso de ley 
y evita que una diferencia terminológica limite indebidamente el alcance de la legislación vigente. 

La Comisión estima que el P. de la C. 891 adelanta una política pública sólida de protección 
del erario, fiscalización efectiva y sana administración pública. La medida no crea una estructura 
jurídica ajena al ordenamiento vigente, sino que precisa y fortalece un remedio ya existente para 
hacerlo más coherente con su fuente federal y con el propósito legislativo que animó la aprobación de 
la Ley 154-2018. Al aclarar que la evasión o disminución de obligaciones de pago al Gobierno 
constituye una violación cubierta por la ley, la Asamblea Legislativa refuerza la capacidad del Estado 
para atender no solo el fraude dirigido a obtener pagos indebidos, sino también aquellas prácticas 
mediante las cuales se retienen, ocultan o disminuyen cantidades o propiedades que debieron ser 
transmitidas al Gobierno. 

En definitiva, la Comisión concluye que el P. de la C. 891 constituye una medida necesaria y 
conveniente para fortalecer el marco jurídico de lucha contra el fraude gubernamental. La enmienda 
propuesta promueve claridad estatutaria, armonización con el False Claims Act, mayor efectividad 
fiscalizadora y mejor protección de los fondos y bienes públicos. Por todo lo anterior, esta Comisión 
recomienda favorablemente la aprobación del P. de la C. 891. 

POR TODO LO ANTES EXPUESTO, la Comisión de lo Jurídico del Senado de Puerto Rico 
tiene a bien presentar ante este Alto Cuerpo el Informe Positivo sobre el Proyecto de la Cámara 891 
recomendando su aprobación con enmiendas al entirillado electrónico que se acompaña. 
 
Respetuosamente sometido, 
(Fdo.) 
Hon. Ángel A. Toledo López 
Presidente 
Comisión de lo Jurídico 
Senado de Puerto Rico” 

- - - - 
 

Como próximo asunto en el Calendario de Lectura, se lee el Proyecto de la Cámara 1062, y se 
da cuenta del Informe de la Comisión de Gobierno, con enmiendas, según el entirillado electrónico 
que se acompaña: 
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“LEY 

Para declarar y reconocer a la Sociedad Pro Hospital del Niño, conocida como “Hospital del 
Niño”, como Patrimonio del Pueblo puertorriqueño, por su trayectoria centenaria de servicio continuo, 
su aportación integral a la salud, el neurodesarrollo y el aprendizaje de la niñez, y su función esencial 
como entidad colaboradora del Estado en Puerto Rico. 
 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 
En el 1924, la Sociedad para Evitar la Tuberculosis en los Niños – actualmente conocida como 

Sociedad Pro Hospital del Niño -  – se fundó con el propósito de brindar tratamiento a los niños 
afectadors por la tuberculosis, enfermedad altamente común en la época. Posteriormente, amplió sus 
esfuerzos para ofrecer servicios para casos agudos y post-agudos posagudos durante la epidemia del 
polio, y cambió su nombre a Instituto de Ortopedia y Tuberculosis Ósea. A partir del 1964 cambió su 
nombre a Sociedad Pro Hospital del Niño, luego de lo cual posteriormente continuó ampliando sus 
servicios en beneficio de la niñez puertorriqueña.  

Actualmente, “son la única Casa de Salud Pediátrica en Puerto Rico que ofrece servicios de 
estadía prolongada y convalecencia a pacientes de 0-21 años, referidos y bajo la custodia del 
Departamento de la Familia.”3 De igual modo, cuentan con dos (2) programas operacionales 
adicionales. Un Centro de Aprendizaje del Niño, “diseñado para ofrecer educación y atención 
especializada de niños diagnosticados con trastornos del lenguaje, dificultades en la comunicación 
social, trastornos sensoriales, problemas de aprendizaje, y niveles 1 y 2 del espectro de autismo. 
También cuentan con Servicios Terapéuticos, a través del programa “Avanzando Juntos” del 
Departamento de Salud y el del Departamento de Educación, en donde han atendido alrededor de tres 
mil (3,000) niños a través de en todo Puerto Rico. 

Durante más de un siglo de servicio continuo ininterrumpido, la Sociedad Pro Hospital del 
Niño ha sostenido una labor ininterrumpida constante en la atención de la niñez puertorriqueña, 
adaptándose a las necesidades cambiantes del sistema de salud y del bienestar social. Su trayectoria 
no solo refleja evidencia permanencia institucional, sino también una evolución constante continua en 
la prestación de servicios especializados, consolidándose como una entidad colaboradora del Estado 
en la provisión de servicios médicos, terapéuticos y educativos dirigidos a poblaciones pediátricas con 
necesidades complejas. 

El impacto de su gestión se evidencia queda debidamente evidenciado, por una parte, en la 
prestación anual de más de cien mil (100,000) servicios terapéuticos anuales y, por otra parte, así 
como en su intervención directa en el desarrollo, la rehabilitación y el bienestar de miles de niños y 
niñas residentes en Puerto Rico. Esta Dicha aportación sostenida en el tiempo reafirma, por tanto, la 
importancia imperiosa necesidad de reconocer formalmente a la Sociedad Pro Hospital del Niño como 
una institución de alto altísimo valor social, cuya misión incide directamente manera directa y tangibe 
en la calidad de vida de la niñez puertorriqueña y en el fortalecimiento del tejido social de Puerto 
Rico. 

Ya celebrados sus cien (100) años de fundación y continuidad, resulta necesario impertaivo 
reflexionar con legítimo orgullo, reconocer el impacto colectivo y social que tiene el Hospital del Niño 
tiene en Puerto Rico. Así pues, reconociendo Por consiguiente, en atención a la trascendencia 
histórica, cultural y social de su misión, esta Asamblea Legislativa entiende necesario declarar a la 

 
3  Sociedad Pro-Hospital del Niño, Nuestra Historia, https://hdnpuertorico.org/nuestra-historia/, visitado el 16 de 
enero de 2026. 
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Sociedad Pro Hospital del Niño como Patrimonio del Pueblo puertorriqueño, a fin de garantizar que 
su legado y aportaciones permanezcan en la memoria colectiva y continúen inspirando el desarrollo 
humano, social y comunitario. 
 
DECRÉTASE POR LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE PUERTO RICO: 

Artículo 1. - Se designa la Sociedad Pro Hospital del Niño como Patrimonio del Pueblo 
puertorriqueño. 

Artículo 2. - El Pueblo de Puerto Rico reconoce y exalta la aportación social, educativa, 
histórica y cultural de la Sociedad Pro Hospital del Niño en la atención a los niños con condiciones 
crónicas o severas, así como en la promoción de una sociedad más justa e inclusiva.  

Artículo 3. - Esta Ley entrará en vigor inmediatamente después de su aprobación.” 
 

“INFORME 
 
AL SENADO DE PUERTO RICO: 

La Comisión de Gobierno del Senado de Puerto Rico, previo estudio y consideración del Proyecto 
de la Cámara 1062, recomienda a este Alto Cuerpo su aprobación, con enmiendas.  
 

ALCANCE DE LA MEDIDA 
El Proyecto de la Cámara 1062 (en adelante, P. de la C. 1062), tiene como propósito “declarar 

y reconocer a la Sociedad Pro Hospital del Niño, conocida como “Hospital del Niño”, como 
Patrimonio del Pueblo Puertorriqueño, en reconocimiento a su trayectoria centenaria de servicio 
continuo, su aportación a la salud, el neurodesarrollo y el aprendizaje de la niñez, así como por su 
función esencial como entidad colaboradora del Estado Libre Asociado de Puerto Rico”. 
 

ANÁLISIS DE LA MEDIDA 
Actualmente, no existe una ley que reconozca formalmente a la Sociedad Pro Hospital del 

Niño como Patrimonio del Pueblo Puertorriqueño. La institución fue fundada en 1924, bajo el nombre 
de Sociedad para Evitar la Tuberculosis en los Niños. A través de los años, ha evolucionado para 
responder a necesidades cambiantes, ampliando sus servicios durante la epidemia de poliomielitis y 
consolidándose como una organización dedicada a la atención integral de menores con condiciones 
médicas, terapéuticas y educativas especializadas. 

La medida pretende reconocer oficialmente dicha trayectoria y declarar a la Sociedad Pro 
Hospital del Niño como Patrimonio del Pueblo Puertorriqueño. Actualmente, la institución opera la 
única Casa de Salud Pediátrica en Puerto Rico que ofrece servicios de estadía prolongada y 
convalecencia a pacientes desde el nacimiento hasta los veintiún años de edad. Además, administra 
programas educativos y terapéuticos especializados dirigidos a menores con trastornos del lenguaje, 
dificultades de aprendizaje, trastornos sensoriales y condiciones dentro del espectro del autismo. 
 

ALCANCE DEL INFORME 
La Comisión de Gobierno de la Cámara de Representantes de Puerto Rico, como parte del estudio 

y evaluación del P. de la C. 1062, evaluó memoriales explicativos a las siguientes agencias y entidades: 
Sociedad Pro Hospital del Niño, Inc.  

A pesar de reiteradas solicitudes, las siguientes entidades no comparecieron ante la Comisión: 
Departamento de Salud e Instituto de Cultura Puertorriqueño. 
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A continuación, se expone lo manifestado por las entidades que comparecieron por escrito. 

 
Sociedad Pro Hospital del Niño, Inc. 

La Sociedad Pro Hospital del Niño, Inc. expuso que respalda el Proyecto de la Cámara 1062. 
En su comparecencia, la entidad destacó su trayectoria histórica, el impacto de sus programas de salud, 
educación y rehabilitación, así como su función complementaria a los servicios que ofrece el Estado. 
La institución manifestó que la medida representa un reconocimiento justo a más de cien años de 
servicio continuo y a su aporte al bienestar de miles de niños y niñas en Puerto Rico. 
 
Oficina de Presupuesto de la Asamblea Legislativa (OPAL) 

La Oficina de Presupuesto de la Asamblea Legislativa de Puerto Rico no expresa apoyo ni 
oposición al Proyecto de la Cámara 1062, ya que su función es únicamente analizar el impacto fiscal 
de las medidas legislativas. Sin embargo, su evaluación concluye que el proyecto no tiene impacto 
fiscal, debido a que la designación de la Sociedad Pro Hospital del Niño como patrimonio del pueblo 
puertorriqueño es una medida de carácter simbólico que no requiere fondos adicionales, nuevas 
estructuras administrativas ni incentivos económicos para su implementación. 
 

IMPACTO FISCAL MUNICIPAL 
En cumplimiento con el Artículo 1.007 de la Ley Núm. 107–2020, según enmendada, conocida 

como “Código Municipal de Puerto Rico”, la Comisión de Gobierno del Senado de Puerto Rico certifica 
que el P. de la C. 1062 no impone una obligación económica en el presupuesto de los gobiernos 
municipales.  
 

CONCLUSIÓN 
La Comisión de Gobierno del Senado de Puerto Rico efectuó un análisis minucioso del P. de la 

C. 1062, según fue referido, también analizó la trayectoria de la institución y los memoriales 
presentados. 

La Comisión de Gobierno coincide en que el P. de la C. 1062 constituye un merecido 
reconocimiento a una institución centenaria que ha dedicado sus esfuerzos al bienestar, desarrollo y 
atención especializada de la niñez puertorriqueña. Asimismo, considera que la medida promueve la 
preservación de la memoria histórica y exalta las contribuciones de organizaciones que han servido a 
la isla de manera continua y efectiva. 

POR TODO LO ANTES EXPUESTO, la Comisión de Gobierno del Senado de Puerto Rico 
tiene a bien presentar ante este Alto Cuerpo el Informe Positivo sobre el Proyecto de la Cámara 
1062, recomendando su aprobación con las enmiendas contenidas en el entirillado electrónico que se 
acompaña.  
 
Respetuosamente sometido, 
(Fdo.) 
Hon. Ángel A. Toledo López 
Presidente 
Comisión de Gobierno 
Senado de Puerto Rico” 

- - - - 
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Como próximo asunto en el Calendario de Lectura, se lee el Proyecto del Senado 1206, y se 

da cuenta del Informe de la Comisión de Desarrollo Económico, Pequeños Negocios, Banca, 
Comercio, Seguros y Cooperativismo, con enmiendas, según el entirillado electrónico que se 
acompaña: 
 

“LEY 
Para enmendar el Artículo 41.050 de la Ley Núm. 77 de 19 de junio de 1957, según 

enmendada, conocida como “Código de Seguros de Puerto Rico”, a los fines fin de extender los límites 
de responsabilidad civil por impericia médico-hospitalaria a los que está sujeto el Gobierno de Puerto 
Rico, al Doctors’ Center Hospital San Fernando de la Carolina, y así como a cualquier otro hospital 
cuyo dueño sea un municipio o el Gobierno de Puerto Rico, sus dependencias o instrumentalidades, 
independientemente de que dichos hospitales sean operados o administrados por una institución 
privada; y para otros fines relacionados. 
 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 
Para resolver la crisis de salud que ha afectado por los pasados años, los municipios de Puerto 

Rico han buscado alternativas viables a los fines de poder tener servicios médicos de calidad y 
confiables. Dicho lo anterior, muchos de los municipios que tienen alguna facilidad médica han optado 
por otorgar contratos de administración y operación a través de instituciones privadas. Estas 
instituciones se comprometen a ofrecer servicios médicos de alta calidad a los residentes del municipio 
y áreas limítrofes donde estén localizadas.  

El Gobierno de Puerto Rico ha establecido como política pública la extensión de los límites de 
responsabilidad del Estado en casos de daños y perjuicios por alegados actos de impericia médico-
hospitalaria a instituciones de salud pública propiedad del Gobierno de Puerto Rico, sus dependencias, 
instrumentalidades y municipios, independientemente de si dichas instituciones están administradas u 
operadas por una entidad privada.  Estos son los límites de responsabilidad civil establecidos en la 
Ley Núm. 104 de 29 de junio de 1955, según enmendada, conocida como “Ley de Reclamaciones y 
Demandas contra el Estado”. Por consiguiente, por los pasados años se le han extendido estos límites 
de responsabilidad a instituciones de salud, como el Hospital San Antonio del Municipio de 
Mayagüez, operado por una entidad privada; y a otras facilidades administradas por el Recinto de 
Ciencias Médicas, así como centros médicos académicos, entre otros. 

Para el año 2015, el Gobierno Municipal Autónomo de Carolina, dueño del Hospital San 
Fernando de la Carolina, otorgó un contrato de operación y administración al Doctors’ Center Hospital 
Carolina, LLC., para que se encargara de dicho centro hospitalario. El Doctors' Center Hospital San 
Fernando de la Carolina es una institución hospitalaria que ofrece servicios de salud especializados en 
áreas de cardiología, cirugía, dermatología, emergenciología, endocrinología, fisiatría, 
gastroenterología, ginecología, hematología oncóloga y pediatría, entre otras.  Actualmente, el 
Doctors’ Center Hospital San Fernando de la Carolina cuenta con un programa de internado médico 
en funcionamiento y se encuentra en la fase de planificación y desarrollo de programas de residencia, 
con miras a continuar su desarrollo como un hospital de enseñanza. Por consiguiente, la aprobación 
de esta Ley contribuye a retener profesionales médicos y tiene el potencial de actuar como un incentivo 
para el reclutamiento o retorno de especialistas y subespecialistas que hayan optado por ejercer fuera 
de Puerto Rico.  

Para esta Asamblea Legislativa extender los límites de responsabilidad civil por impericia 
médico-hospitalaria a los que está sujeto el Gobierno de Puerto Rico, al Doctors' Center Hospital San 
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Fernando de la Carolina y a cualquier otro hospital cuyo dueño sea un municipio o el Gobierno de 
Puerto Rico, sus dependencias o instrumentalidades, independientemente de que dichos hospitales 
sean operados o administrados por una institución privada o pública es imperativo. Al momento, el 
Doctors’ Center Hospital San Fernando de la Carolina se encuentra ofreciendo servicio que de 
ordinario sería el Municipio de Carolina, quien debería estar brindándolo. Por otro lado, ante la escasez 
de médicos y cierres de instalaciones médicas, es responsabilidad de esta Asamblea Legislativa 
proteger y asegurar los servicios de salud que se encuentran disponibles para nuestros ciudadanos. 
 
DECRÉTASE POR LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE PUERTO RICO: 

Sección 1.- Se enmienda el Artículo 41.050 de la Ley Núm. 77 de 19 de junio de 1957, según 
enmendada, para que se lea como sigue: 

“Artículo 41.050. — Responsabilidad financiera. 
Todo profesional de servicios de salud e institución de cuidado de salud deberá radicar 

anualmente prueba de su responsabilidad financiera por la cantidad de cien mil (100,000) 
dólares por incidente o hasta un agregado de trescientos mil (300,000) dólares por año. El 
Comisionado podrá requerir límites hasta un máximo de quinientos mil (500,000) dólares por 
incidente médico y un agregado de un millón (1,000,000) de dólares por año, en los casos de 
instituciones de cuidado de salud y de aquellas clasificaciones tarifarias de profesionales de 
servicios de salud dedicados a la práctica de especialidades de alto riesgo, previa celebración 
de vistas públicas en las que tales profesionales e instituciones o cualquier otra persona 
interesada tengan la oportunidad de comparecer a expresar sus puntos de vista sobre el 
particular y a presentar cualquier información, documentos o estudios para sustentar su 
posición. Están exentos de esta obligación aquellos profesionales de servicios de salud que no 
ejercen privadamente su profesión y trabajan exclusivamente como empleados de instituciones 
de cuidado de salud privadas, siempre y cuando estuvieren cubiertos por la prueba de 
responsabilidad financiera de estas. También están exentos de esta obligación los profesionales 
de servicios de salud que presten servicios exclusivamente como empleados, funcionarios, 
agentes, consultores o contratistas del Gobierno de Puerto Rico Gobierno del Estado Libre 
Asociado de Puerto Rico [del Estado Libre Asociado] de Puerto Rico, sus dependencias, 
instrumentalidades y municipios, siempre que no ejerzan privadamente su profesión. Están 
exentas, además, las instituciones de cuidado de salud que pertenezcan y sean operadas o 
administradas por el Gobierno de Puerto Rico Gobierno del Estado Libre Asociado de Puerto 
Rico [Estado Libre Asociado] Gobierno de Puerto Rico, sus dependencias, 
instrumentalidades y municipios.  

La prueba de responsabilidad financiera exigida en el párrafo primero de este Artículo 
deberá presentarse en la junta o tribunal examinador correspondiente o en el Departamento de 
Salud, según sea el caso, no más tarde del 30 de junio de cada año y cubrirá la responsabilidad 
financiera del profesional de servicios de salud o de la institución de cuidado de salud, según 
sea el caso para el año siguiente.  

Ningún profesional de la salud (empleado o contratista) podrá ser incluido como parte 
demandada en una acción civil de reclamación de daños por culpa o negligencia por impericia 
profesional (“malpractice”) causada en el desempeño de su profesión, mientras dicho 
profesional actúe en cumplimiento de sus deberes y funciones, incluidos incluidas los 
docentes, como empleados del Gobierno de Puerto Rico Estado Libre Asociado de Puerto Rico 
[Estado Libre Asociado] Gobierno de Puerto Rico, sus dependencias, instrumentalidades, el 
Centro Compresivo de Cáncer de la Universidad de Puerto Rico y los municipios. Del mismo 
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modo tampoco podrán ser incluidos los estudiantes, médicos residentes, médicos en programas 
de internado bajo la Ley Núm. 139-2008, según enmendada, y médicos en adiestramiento 
postgraduado de las instituciones públicas y privadas que ofrecen servicios como parte de un 
contrato como médico residente con el Departamento de Salud de Puerto Rico, con la 
Universidad de Puerto Rico o con un Programa de Educación Médica Graduada acreditado por 
el “Accreditation Council for of Graduate Medical Education” (ACGME). Tampoco podrá ser 
incluido profesional de salud alguno, ya sea empleado o contratista, por el desempeño de su 
profesión en el cumplimiento de sus deberes y funciones, incluidos los incluidas las docentes, 
de cualquier otro hospital cuyo dueño sea un municipio o el Gobierno de Puerto Rico, sus 
dependencias o instrumentalidades, de cualquier otro hospital cuyo dueño sea un municipio o 
el Gobierno de Puerto Rico, sus dependencias o instrumentalidades, del en el Hospital San 
Antonio de Mayagüez, del Doctors’ Center Hospital San Fernando de la Carolina del Doctors’ 
Center Hospital San Fernando de la Carolina, en el Centro Médico de Mayagüez-Hospital 
Ramón Emeterio Betances, su Centro de Trauma y sus dependencias, ni a los profesionales de 
la salud que prestan servicios a pacientes referidos por la Corporación del Fondo del Seguro 
del Estado, así como en aquellos Centros de Trauma y Estabilización que así sean designados, 
según lo dispuesto en el inciso (3) del Artículo 12 de la Ley Núm. 81 de 14 de marzo de 1912, 
según enmendada. Iguales límites aplicarán a los estudiantes y residentes que utilicen las salas 
quirúrgicas, de emergencias, de trauma y las instalaciones de los intensivos neonatales y 
pediátricos del Centro Médico de Mayagüez-Hospital Ramón Emeterio Betances- como taller 
docente y de investigación universitaria. En estos casos se sujetará a los intensivistas y 
pediatras de los intensivos neonatales; y los gineco-obstetras y cirujanos del Centro Médico de 
Mayagüez-Hospital Ramón Emeterio Betances- y al Centro de Trauma correspondiente a los 
límites de responsabilidad que la Ley Núm. 104 de 29 de junio de 1955, según enmendada, 
establece para el Estado en similares circunstancias. “ [“] 

Se aplicarán los límites de responsabilidad que la Ley Núm. 104 del [del] de 29 de 
junio de 1955, según enmendada, impone al Gobierno de Puerto Rico Estado Libre Asociado 
de Puerto Rico [Estado Libre Asociado] Gobierno de Puerto Rico, en similares 
circunstancias, en los siguientes escenarios: 
(i) A la Universidad de Puerto Rico, Centro Cardiovascular de Puerto Rico y del Caribe, 

al Centro de Investigación, Educación y Servicios Médicos para la Diabetes y al 
Hospital Industrial de Puerto Rico en toda acción civil en que se le reclamen daños y 
perjuicios;  

(ii) al Recinto de Ciencias Médicas de la Universidad de Puerto Rico cuando recaiga 
sentencia por actos constitutivos de impericia médica hospitalaria (“malpractice”) 
cometida por sus empleados, miembros de la facultad, residentes, estudiantes o 
médicos que presenten [presenten] presten servicio por contrato;  

(iii) al Hospital Industrial y a los profesionales de la salud que laboran en esta institución 
cuando recaiga sentencia por actos constitutivos de impericia médico médica 
hospitalaria (“malpractice”) cometida por sus empleados o profesionales de la salud 
que son empleados;  

(iv) a la Corporación del Fondo del Seguro del Estado (CFSE) y los profesionales de la 
salud que presten servicios a pacientes de dicha corporación pública por actos 
constitutivos de impericia médica hospitalaria (“malpractice”) cometida por dichos 
profesionales mientras prestan servicios a pacientes que les han sido referidos por la 
CFSE;  
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(v) al Centro Cardiovascular de Puerto Rico y el Caribe, así como los profesionales de la 
salud que allí prestan sus servicios, cuando recaiga sentencia por actos constitutivos de 
impericia médica hospitalaria (“malpractice”), incluyendo la cometida por sus 
empleados, sus médicos residentes y su facultad médica con privilegios en el Centro 
Cardiovascular de Puerto Rico y el Caribe, que tengan funciones docentes o no 
docentes en dicho Centro;  

(vi) al Centro de Investigación, Educación y Servicios Médicos para la Diabetes, a los 
estudiantes que allí laboran y a los profesionales de la salud que prestan servicios en 
dicha institución mientras ejerzan funciones docentes [docente] docentes o de otro tipo 
para dicho Centro como sus empleados o contratistas;  

(vii) a los Centros Médicos Académicos Regionales de Puerto Rico, sus estudiantes y 
miembros de facultad cuando recaiga sentencia por actos constitutivos de impericia 
médico hospitalaria (“malpractice”) cometida por sus estudiantes y miembros de su 
facultad en el desempeño de sus funciones docentes;  

(viii) a cualquier institución médico-hospitalaria de la Universidad de Puerto Rico o del 
Recinto de Ciencias Médicas de la Universidad de Puerto Rico u otra universidad 
acreditada o cualquier empleado gubernamental destacado y realizando funciones en 
los Centros mencionados en los incisos (ii), (iii), (iv) y [y] , (v) y (vi); [, y] ; 

(ix) a la Universidad de Puerto Rico cuando recaiga sentencia por actos u omisiones 
constitutivos de culpa o negligencia directamente relacionados con la operación de una 
institución de cuidados de salud; [.] ; 

(x) al Hospital San Antonio y al Doctors’ Center Hospital San Fernando de la Carolina,  y 
a cualquier otro hospital cuyo dueño sea un municipio o el Gobierno de Puerto Rico, 
sus dependencias o instrumentalidades y al Doctors’ Center Hospital San Fernando de 
la Carolina, y a cualquier otro hospital cuyo dueño sea un municipio o el Gobierno de 
Puerto Rico, sus dependencias o instrumentalidades, independientemente de que estos 
sean operados o administrados sea operado o administrado [sea operado o 
administrado] sean operados o administrados por una institución privada o pública o 
pública, cuando recaiga sentencia en su contra por actos u omisiones constitutivos de 
culpa o negligencia por impericia profesional, médica, y/u hospitalaria 
(“malpractice”), incluyendo, la cometida por sus empleados y los profesionales de la 
salud, (empleado o contratista, incluyendo médico con privilegios) en el desempeño de 
su profesión bajo el cumplimiento de sus deberes y funciones y mientras provean 
servicios de salud en el Hospital San Antonio o en el Doctors’ Center Hospital San 
Fernando de la Carolina, y a cualquier otro hospital cuyo dueño sea un municipio o el 
Gobierno de Puerto Rico, sus dependencias o instrumentalidades; y [.] o en el Doctors’ 
Center Hospital San Fernando de la Carolina, y a cualquier otro hospital cuyo dueño 
sea un municipio o el Gobierno de Puerto Rico, sus dependencias o 
instrumentalidades; y 

(xi) a los Centros de Trauma y Estabilización que así sean designados, conforme a lo 
dispuesto en el inciso (3) del Artículo 12 de la Ley Núm. 81 de 14 de marzo de 1912, 
según enmendada.” 

Sección 2.- Cláusula de Separabilidad. 
Si cualquier cláusula, párrafo, subpárrafo, artículo, disposición, sección o parte de esta Ley 

fuera anulada o declarada inconstitucional por un tribunal con jurisdicción, la sentencia a tal efecto 
dictada no afectará, perjudicará, ni invalidará el resto de esta Ley. El efecto de dicha sentencia quedará 
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limitado a la cláusula, párrafo, subpárrafo, artículo, disposición, sección o parte de la misma que así 
hubiere sido anulada o declarada inconstitucional. 

Sección 3.- Vigencia. 
Esta Ley comenzará a regir inmediatamente después de su aprobación.” 

 
“INFORME 

 
AL SENADO DE PUERTO RICO: 

La Comisión de Desarrollo Económico, Pequeños Negocios, Banca, Comercio, Seguros y 
Cooperativismo del Senado de Puerto Rico, previo estudio y consideración, recomienda la aprobación 
del P. del S. 1206, con las enmiendas contenidas en el entirillado electrónico que acompaña a este 
informe. 
 

ALCANCE DE LA MEDIDA 
El P. del S. 1206 tiene como propósito “…enmendar el Artículo 41.050 de la Ley Núm. 77 de 

19 de junio de 1957, según enmendada, conocida como “Código de Seguros de Puerto Rico”, a los 
fines de extender los límites de responsabilidad civil por impericia médico-hospitalaria a los que está 
sujeto el Gobierno de Puerto Rico, al Doctoras’ Center Hospital San Fernando de la Carolina y a 
cualquier otro hospital cuyo dueño sea un municipio o el Gobierno de Puerto Rico, sus dependencias 
o instrumentalidades, independientemente de que dichos hospitales sean operados o administrados 
por una institución privada; y para otros fines relacionados.” 

De entrada, es menester señalar la importancia que reviste al Proyecto del Senado 1206. 
Estimamos que la Exposición de Motivos de la medida, explica por sí misma lo imperativo de 
aprobarse, al decirnos que 

[p]ara resolver la crisis de salud que ha afectado por los pasados años, los 
municipios de Puerto Rico han buscado alternativas viables a los fines de poder tener 
servicios médicos de calidad y confiables.  Dicho lo anterior, muchos de los municipios 
que tienen alguna facilidad médica han optado por otorgar contratos de administración 
y operación a través de instituciones privadas. Estas instituciones se comprometen a 
ofrecer servicios médicos de alta calidad a los residentes del municipio y áreas 
limítrofes donde estén localizadas.  

El Gobierno de Puerto Rico ha establecido como política pública la extensión 
de los límites de responsabilidad del Estado en casos de daños y perjuicios por alegados 
actos de impericia médico-hospitalaria a instituciones de salud pública propiedad del 
Gobierno de Puerto Rico, sus dependencias, instrumentalidades y municipios, 
independientemente de si dichas instituciones están administradas u operadas por una 
entidad privada.  Estos son los límites de responsabilidad civil establecidos en la Ley 
Núm. 104 de 29 de junio de 1955, según enmendada, conocida como “Ley de 
Reclamaciones y Demandas contra el Estado”. Por consiguiente, por los pasados años 
se le han extendido estos límites de responsabilidad a instituciones de salud, como el 
Hospital San Antonio del Municipio de Mayagüez, operado por una entidad privada; y 
a otras facilidades administradas por el Recinto de Ciencias Médicas, así como centros 
médicos académicos, entre otros. 

Para el año 2015, el Gobierno Municipal Autónomo de Carolina, dueño del 
Hospital San Fernando de la Carolina, otorgó un contrato de operación y 
administración al Doctors’ Center Hospital Carolina, LLC., para que se encargara de 
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dicho centro hospitalario. El Doctors' Center Hospital San Fernando de la Carolina es 
una institución hospitalaria que ofrece servicios de salud especializados en áreas de 
cardiología, cirugía, dermatología, emergenciología, endocrinología, fisiatría, 
gastroenterología, ginecología, hematología oncóloga y pediatría, entre otras.  
Actualmente, el Doctors’ Center Hospital San Fernando de la Carolina cuenta con un 
programa de internado médico en funcionamiento y se encuentra en la fase de 
planificación y desarrollo de programas de residencia, con miras a continuar su 
desarrollo como un hospital de enseñanza. Por consiguiente, la aprobación de esta Ley 
contribuye a retener profesionales médicos y tiene el potencial de actuar como un 
incentivo para el reclutamiento o retorno de especialistas y subespecialistas que hayan 
optado por ejercer fuera de Puerto Rico. 

Para esta Asamblea Legislativa extender los límites de responsabilidad civil por 
impericia médico-hospitalaria a los que está sujeto el Gobierno de Puerto Rico, al 
Doctors' Center Hospital San Fernando de la Carolina y a cualquier otro hospital cuyo 
dueño sea un municipio o el Gobierno de Puerto Rico, sus dependencias o 
instrumentalidades, independientemente de que dichos hospitales sean operados o 
administrados por una institución privada o pública es imperativo. Al momento, el 
Doctors’ Center Hospital San Fernando de la Carolina se encuentra ofreciendo servicio 
que de ordinario sería el Municipio de Carolina, quien debería estar brindándolo. Por 
otro lado, ante la escasez de médicos y cierres de instalaciones médicas, es 
responsabilidad de esta Asamblea Legislativa proteger y asegurar los servicios de salud 
que se encuentran disponibles para nuestros ciudadanos. 

 
ANÁLISIS DE LA MEDIDA 

Para la debida evaluación del Proyecto del Senado 1206, la Comisión de Desarrollo 
Económico, Pequeños Negocios, Banca, Comercio, Seguros y Cooperativismo del Senado de Puerto 
Rico solicitó y contó con los comentarios de la Asociación de Compañías de Seguros de Puerto Rico, 
de la Asociación de Hospitales de Puerto Rico, Colegio de Médicos Cirujanos de Puerto Rico, 
Departamento de Salud, Doctors’ Center Hospital San Fernando de la Carolina, Doctors’ Center 
Hospital-Orlando Health-Puerto Rico, Oficina del Comisionado de Seguros, Oficina del Procurador 
del Paciente, Oficina de Servicios Legislativos y la Asociación de Alcaldes de Puerto Rico. También 
se le solicitaron sus comentarios al Departamento de Justicia, a la Federación de Alcaldes y a la 
Universidad de Puerto Rico.   
 
Asociación de Compañías de Seguros De Puerto Rico 

La Asociación de Compañías de Seguros de Puerto Rico4 (ACODESE) manifiesta que varios 
municipios han efectuado “alianzas con el sector privado para garantizar la continuidad y calidad de 
los servicios de salud.” Indicaron que el propósito del proyecto armoniza el marco normativo vigente 
con la realidad operacional de estas instituciones hospitalarias, para así extender protecciones que 
tradicionalmente han sido reservadas para entidades públicas.  

Señalaron que el P. del S. 1206 refuerza la retención de profesionales de salud, garantizando 
la continuidad de los servicios médicos en Puerto Rico. Asimismo, expresaron que la medida responde 
a la realidad operacional de las instituciones hospitalarias públicas de hoy día, las cuales son 

 
4  Carta explicativa sobre el P. del S. 1206 de la ACODESE, fechada 7 de mayo de 2026 y suscrita por la Directora 

Ejecutiva, Lcda. Iraelia Pernas. 
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administradas por entidades privadas para su funcionamiento y calidad de servicio. La entidad resaltó 
que lo propuesto en el proyecto beneficia tanto a los profesionales de salud, como a los pacientes con 
emergencias médicas que requieran atención inmediata.  

Por todo lo cual, “ACODESE no se opone a la aprobación del Proyecto del Senado 1206.” 
 
Asociación de Hospitales de Puerto Rico 

Por su parte, la Asociación de Hospitales de Puerto Rico5 expresó que “apoya el P. del S. 1206 
y solicita respetuosamente su aprobación”. Añadieron que la protección legal contemplada en la 
medida se debe extender “a otras facilidades médico-hospitalarias que, aun siendo propiedad del 
Gobierno de Puerto Rico o de los municipios, se encuentran administradas por entidades privadas…”. 

En torno a lo propuesto en la medida, destacaron que  
resulta indispensable que el Doctors' Center Hospital San Fernando de la 

Carolina, propiedad del Gobierno Municipal Autónomo de Carolina, pero administrado 
por una entidad privada, … reciba la misma protección legal en cuanto a los límites de 
responsabilidad civil por impericia médico-hospitalaria que ya se ha concedido a otras 
instituciones similares. Tal como ya se hizo en el pasado con el Hospital San Antonio 
de Mayagüez, que también opera bajo un modelo de administración privada mediante 
contrato con el municipio, el Doctors' Center Hospital San Fernando de la Carolina 
cumple con todos los criterios establecidos para acogerse a este tratamiento equitativo 
bajo el marco legal vigente. No extenderle estos límites colocaría a esta institución y a 
los profesionales médicos que trabajan en ella en una desventaja jurídica frente a 
facilidades de naturaleza similar que si gozan del beneficio. 

Esta medida no solo corrige esa inequidad, sino que también fortalece la red de 
servicios de salud a nivel municipal, asegurando que entidades que asumen 
responsabilidades históricamente públicas, aun siendo administradas por entes 
privados, estén debidamente respaldadas. 

En efecto, el Doctors' Center Hospital San Fernando de la Carolina presta 
servicios de salud esenciales a los residentes de Carolina y de municipios vecinos, 
bajo un contrato formal autorizado por el Departamento de Salud. Su aportación al 
sistema de salud pública no se ve disminuida por el hecho de ser operado por una 
institución privada; por el contrario, la continuidad, calidad y expansión de sus 
servicios dependen en gran medida de contar con un marco legal que le brinde certeza, 
estabilidad y protección jurídica ante reclamaciones por impericia profesional. Estas 
protecciones no solo benefician a la institución, sino también a los pacientes y 
comunidades a las que sirve, al asegurar la viabilidad operativa de la facilidad 
hospitalaria. 
Culminaron exponiendo que “[l]a situación actual de escasez de médicos, cierres de 

hospitales y migración de profesionales de la salud exige que fortalezcamos todos los modelos que 
permitan asegurar la continuidad de los servicios hospitalarios. Este proyecto contribuye a esos fines 
y es coherente con la política pública de equidad en la responsabilidad legal para proteger el 
funcionamiento del sistema de salud”. 
 
 

 
5  Memorial Explicativo sobre el P. del S. 1206 de la Asociación de Hospitales de Puerto Rico, fechado 24 de abril de 

2026 y suscrito por el Presidente Ejecutivo, Jaime Plá Cortés, MHA.  
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Colegio de Médicos Cirujanos de Puerto Rico 

De otro lado, el Colegio de Médicos Cirujanos de Puerto Rico,6 se mostró a favor de la medida. 
Para ellos es “un paso esencial, justo y necesario para proteger el acceso a servicios de salud de 
calidad en los municipios…”. Manifestaron que su aprobación es relevante, “especialmente en un 
momento de escasez crónica de médicos especialistas y fragilidad del sistema hospitalario.” 
Afirmaron que el modelo de alianza público-privada presentado en hospitales como el Doctors' Center 
Hospital San Fernando de la Carolina, ha demostrado ser efectivo para mantener las puertas abiertas 
al público.  

La organización recalcó que el P. del S. 1206 corrige la exposición ilimitada de reclamaciones 
de impericia médico-hospitalaria al extender las disposiciones de la Ley Núm. 104 de 19557 al 
Doctors' Center Hospital San Fernando de la Carolina, las cuales ya han sido expandidas a otros 
hospitales. Expusieron que “[n]o se trata de un privilegio nuevo, sino de uniformidad y equidad en el 
tratamiento de las instituciones de salud de titularidad pública.”  

Así las cosas, el Colegio de Médicos Cirujanos de Puerto Rico declaró que la “medida es 
consistente con la política pública ya establecida por [la] Asamblea Legislativa en casos anteriores, 
tales como el Recinto de Ciencias Médicas, el Centro Cardiovascular, los Centros de Trauma y otras 
instituciones”. Aun cuando entendieron que el proyecto es meritorio, intimaron la necesidad de 
expresamente incorporar 

la inmunidad personal a los médicos (empleados, contratistas y con privilegios) 
que laboren en estas facilidades, idéntica a la que ya disfrutan los médicos empleados 
del Gobierno de Puerto Rico y los médicos que laboran en las facilidades 330 
amparados por el Federal Tort Claims Act (FTCA). Bajo el FTCA, el médico no es 
demandado personalmente; la reclamación se dirige exclusivamente contra la entidad 
cubierta, y el Gobierno asume la defensa y cualquier responsabilidad dentro de los 
límites establecidos. 
Razonaron que la aprobación de la medida y de las enmiendas propuestas provocaría una 

mayor retención y reclutamiento de especialistas y subespecialistas, fortalecería los programas de 
internado y residencia, traería estabilidad operativa a los hospitales municipales, reduciría las primas 
de seguros, y mejoraría la prestación y calidad de los servicios de salud a la población. 

Concluyeron expresando que el P. del S. 1206 “no solo protege al erario municipal y al 
sistema de salud, sino que protege el derecho fundamental de los puertorriqueños a recibir atención 
médica de calidad.”  
 
Departamento de Salud 

El Departamento de Salud8 endosó el Proyecto del Senado 1206. Argumentaron que “la ley 
busca incentivar la retención de talento médico y fomentar el regreso de especialistas que ejercen en 
el exterior.” De igual manera, ilustraron que lo propuesto “propicia un entorno de práctica clínica 
más estable y seguro.” Explicaron que, “[a]l regular el riesgo de responsabilidad civil y establecer 

 
6  Ponencia sobre el P. del S. 1206 del Colegio de Médicos Cirujanos de Puerto Rico, fechado 28 de mayo de 2026 y 

suscrito por el Presidente, Dr. Carlos Díaz Vélez.  
7  Se refiere a la Ley Núm. 104 de 29 de junio de 1955, según enmendada, conocida como “Ley de Reclamaciones y 

Demandas contra el Estado”; 32 LPRA sec. 3077 al et seq.  
8  Memorial Explicativo sobre el P. del S. 1206 del Departamento de Salud de Puerto Rico, fechado 15 de mayo de 2026 

y suscrito por el Secretario, Dr. Víctor M. Ramos Otero. 
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límites claros, los médicos pueden ejercer basados en la necesidad clínica y el bienestar del paciente, 
reduciendo la medicina defensiva y el temor a litigios excesivos.”   

La agencia mencionó que la medida tiene como predecesor el P. del S. 631. Señalaron que este 
fue vetado por la Gobernadora de Puerto Rico en febrero de 2026, debido a “que la pieza original 
contenía una cláusula de vigencia con efecto retroactivo al 21 de abril de 2015; dicha retroactividad 
de 11 años generaba serios reparos legales, ya que el estado de derecho vigente prohíbe que una 
nueva ley afecte derechos adquiridos bajo normativas previas.” No obstante, destacaron que el P. del 
S. 1206 “atiende el señalamiento de la Mandataria al suprimir la retroactividad y establecer su 
vigencia inmediata tras ser aprobada.” 

Por último, el Departamento de Salud endosa la pieza legislativa, debido a “su valor 
estratégico y su loable propósito de fortalecer el sistema sanitario. Al incentivar la permanencia de 
médicos y potenciar los hospitales de enseñanza como centros de excelencia, esta medida asegura 
una atención ciudadana continua y de alta calidad.” 
 
Doctors’ Center Hospital San Fernando de la Carolina 

El Doctors’ Center Hospital Carolina, LLC.,9 respalda el P. del S. 1206 y solicitaron que se 
procediera a aprobar la misma. Indicaron que su rol como administradores del hospital es hacer 
realidad la visión del Municipio Autónomo de Carolina de proveer a los pacientes las más modernas 
y competentes facilidades, y poner a producir a capacidad un edificio del municipio rehabilitado y que 
estaba siendo subutilizado. Resaltaron que del contrato “surge claramente que la facilidad seguirá 
siendo propiedad del Municipio Autónomo de Carolina como patrimonio de dicha ciudad y de su 
pueblo.”  

Expresaron que para cumplir con su deber institucional, el 
Doctors’ Center Hospital San Fernando de la Carolina ofrece servicios de salud 

de primer orden … contando con … facultad médica de primera, un equipo de 
profesionales altamente calificados y la más avanzada tecnología hospitalaria. La 
estructura del hospital dispone de Sala de Emergencias, Nursery, Unidad de Cuidados 
Intensivos y Centros Especializados de Laboratorio, Unidad de Estudios Radiológicos 
y el Instituto de Radiología Intervencional y Cardiovascular, así como clínicas en 
diversas especialidades como Ortopedia, Gastroenterología, Cirugía General, 
Cardiología, Otorrinolaringología y Dermatología. 

Actualmente, la institución brinda acceso a los pacientes en las siguientes 
especialidades: Anestesiología, Cardiología, Cirugía de Seno, Cirugía General, Cirugía 
Plástica, Dermatología, Emergenciología, Fisiatría, Gastroenterología, Ginecología, 
Hematología Oncóloga, Infectología, Medicina familiar, Medicina General, Medicina 
Interna, Medicina Nuclear, Nefrología, Neumología, Neurología, Nutrición, 
Oncología, Ortopedia, Patología, Pediatría, Psiquiatría, Radiología, Radiología 
Intervencional y Urología. Este ofrecimiento confirma la importancia del hospital 
como centro de salud de referencia en la región. 

 
Comentaron también que, como han hecho con otras instituciones hospitalarias, el P. de la S. 

1206 busca extender “los límites de responsabilidad a instituciones de salud y a las entidades privadas 
que los administren.” Señalaron que la institución  

 
9  Memorial Explicativo sobre el P. del S. 1206 del Doctors’ Center Hospital San Fernando de la Carolina,  fechado 6 

de mayo de 2026 y suscrito por el Administrador Ejecutivo, Lcdo. Edgar Padilla Rivera y el Asesor Legal Corporativo, 
Lcdo. Manuel Pérez-Muñiz. 
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responde a una situación análoga que justifica plenamente esta medida. La Ley 
de Reclamaciones y Demandas contra el Estado, Ley Núm. 104 de 29 de junio de 1955, 
según enmendada, contiene disposiciones similares sobre la extensión de los límites de 
responsabilidad. En específico, en su artículo 2, establece que los límites de 
responsabilidad del Estado en casos de daños y perjuicios por alegados actos de 
impericia médica-hospitalaria se extienden a instituciones de salud públicas propiedad 
del Gobierno de Puerto Rico, sus dependencias, instrumentalidades y municipios, 
independientemente de si dichas instituciones están administradas u operadas por una 
entidad privada. 

 
En su escrito, la entidad reconoce que “brinda un servicio en virtud de un acuerdo con el 

Municipio Autónomo de Carolina, sobre una facilidad que es propiedad municipal. En ausencia de 
este acuerdo, sería el propio municipio quien estaría ofreciendo directamente los servicios.” Doctors’ 
Center Hospital Carolina, LLC, respalda la aprobación del P. del S. 1206, en la medida en que reafirma 
que los límites de responsabilidad civil por impericia médico-hospitalaria aplicables al Gobierno de 
Puerto Rico, sus dependencias, instrumentalidades y municipios, y deben hacerse extensivos al 
administrador del hospital municipal Doctors’ Center Hospital San Fernando de la Carolina.  

Igualmente, sostuvieron, que el proyecto no afecta el derecho de los pacientes a presentar 
reclamaciones por alegada impericia profesional o de recibir indemnización al respecto. Lo que 
la medida establece es un límite razonable a la cuantía de la compensación imputable al hospital y a 
sus profesionales de la salud, incluyendo médicos contratistas y facultativos con privilegios, de forma 
que se preserve la viabilidad institucional y, al mismo tiempo, se promueva la continuidad y 
estabilidad de los servicios médicos ofrecidos a la comunidad. Manifestaron que  

[l]a retención y reclutamiento de nuevos especialistas y subespecialistas 
ampliarían significativamente la oferta de servicios médicos del hospital, en plena 
consonancia con la política pública del Gobierno de Puerto Rico dirigida a retener estos 
profesionales. Con ello, se garantiza un mayor acceso a servicios de salud y bienestar 
tan necesarios para Puerto Rico y sus comunidades. 

 
En resumidas cuentas, reiteran su firme apoyo a la aprobación del P. del S. 1206 al este 

representar “una aportación significativa para la retención y el desarrollo efectivo de talento médico 
en diversas subespecialidades, lo que se traduciría en una mayor disponibilidad de servicios de salud 
para nuestra población.”  

El fortalecimiento de este hospital mediante la incorporación de nuevos 
profesionales repercutirá en un aumento de servicios médicos disponibles para la 
comunidad de Carolina y los municipios vecinos, en plena consonancia con la política 
pública (…) de Puerto Rico de ampliar el acceso a servicios de salud y promover el 
bienestar de la población. 

 
Doctors’ Center Hospital - Orlando Health – Puerto Rico 

El Doctors’ Center Hospital – Orlando Health – Puerto Rico,10 igualmente, se expresó 
entusiastamente a favor del proyecto bajo análisis. Señalaron que “el Doctors’ Center Hospital San 
Fernando de la Carolina se ha consolidado como una institución hospitalaria moderna y confiable, 

 
10  Memorial Explicativo sobre el P. del S. 1206 del Doctors’ Center Hospital – Orlando Health- Puerto Rico, fechado 

11 de mayo de 2026 y suscrito por la Directora Ejecutiva Corporativa, Belinda L. Toro Palacios, LLM, MHSA, 
FACHE, CPHRM. 
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acreditada por The Joint Commission, organismo que certifica el cumplimiento con rigurosos 
estándares de calidad y seguridad en el cuidado de la salud.” 

Actualmente, la estructura de la institución hospitalaria está compuesta   
de siete niveles que alberga áreas de emergencia, quirófanos, salas de parto, 

unidades de intensivo, nursery, laboratorios clínicos, estudios radiológicos y múltiples 
oficinas médicas especializadas. Entre sus áreas de mayor desarrollo se encuentra el 
Instituto de Radiología Intervencional y Cardiovascular. 

Asimismo, el hospital ofrece servicios en numerosas especialidades médicas y 
quirúrgicas, incluyendo anestesiología, cardiología, gastroenterología, ginecología, 
ortopedia, pediatría, oncología, radiología, psiquiatría y urología, entre muchas otras. 

 
Aseguraron que el Doctors’ Center Hospital San Fernando de la Carolina cuenta con un 

“programa de internado médico en funcionamiento y se encuentra desarrollando programas de 
residencia médica, con miras a continuar fortaleciendo su función como hospital de enseñanza.” 
Enfatizaron que “[l]a aprobación de esta medida contribuirá directamente a atraer y retener 
especialistas y subespecialistas, promoviendo la continuidad de servicios esenciales para la 
población y fortaleciendo la capacidad hospitalaria de la región noreste de Puerto Rico”. De esta 
manera, entienden que se garantiza la estabilidad operacional y financiera de los hospitales 
administrados por entidades privadas, pero que realizan funciones públicas y son parte integral del 
sistema de salud de Puerto Rico. 

Entendieron importante aclarar que  
[l]a aprobación del P. del S. 1206 no limita el derecho de los pacientes a 

presentar reclamaciones por alegada impericia profesional. 
Los ciudadanos continuarán teniendo acceso a los tribunales y podrán reclamar 

compensación por daños conforme a derecho. Lo que establece la medida es la 
aplicación de límites razonables de responsabilidad civil similares a los que 
actualmente aplican al Estado Libre Asociado de Puerto Rico y a otras 
instituciones públicas de salud. 

Estos límites buscan preservar la viabilidad institucional de hospitales que 
cumplen una función pública esencial, garantizando así la continuidad y estabilidad de 
los servicios médicos ofrecidos a la ciudadanía.  
[Énfasis nuestro] 

Conluyeron su escrito reiterando su respaldo al P. de la S. 1206. 
 
Oficina del Comisionado de Seguros 

La Oficina de Comisionado de Seguros11 expuso que las limitaciones de responsabilidad y 
disposiciones de inmunidad reconocidas bajo la Ley Núm. 104, supra, han respondido a principios 
relacionados a la inmunidad soberana del Estado y a consideraciones de política pública dirigidas a 
proteger la continuidad y estabilidad de servicios públicos esenciales. Estas se han extendido en ciertas 
situaciones particulares relacionadas con instituciones públicas, funciones docentes, programas de 
formación médica graduada y acceso a servicios de salud considerados de interés público. 

Explicaron que el enfoque de la medida es  

 
11  Memorial Explicativo sobre el P. del S. 1206 de la Oficina del Comisionado de Seguros de Puerto Rico, fechado 8 de 

mayo de 2026 y suscrito por la Comisionada de Seguros, Lcda. Suzette Del Valle Lecároz. 
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preservar la continuidad de servicios hospitalarios municipales mediante 
acuerdos de operación con entidades privadas o públicas. Su aprobación tendría el 
efecto de extender a dicha institución y a su operador privado, así como a determinados 
profesionales de la salud, un régimen especial de inmunidad y límites de 
responsabilidad que históricamente ha sido reconocido a entidades gubernamentales y 
a ciertas instituciones privadas cobijadas por consideraciones particulares de política 
pública relacionadas con la prestación de servicios esenciales, funciones docentes y 
acceso a servicios de salud. 

 
Manifestaron que lo propuesto no es solo extensivo al Doctors’ Center Hospital San Fernando 

de la Carolina, sino también “a cualquier otro hospital cuyo dueño sea un municipio o el Gobierno 
de Puerto Rico, sus dependencias o instrumentalidades, aun cuando dichos hospitales sean operados 
o administrados por entidades privadas o públicas.” Entienden que esta extensión “podría incidir en 
el marco bajo el cual pacientes y ciudadanos podrían presentar reclamaciones por alegados actos de 
impericia médico-hospitalaria.” No obstante, reconocieron que la misma constituye “una 
determinación de política pública de amplio alcance, particularmente cuando … se extienden a 
instituciones hospitalarias operadas por entidades privadas.” Normalmente estas protecciones han 
estado relacionadas con la continuidad de servicios esenciales de salud, funciones docentes, programas 
de formación médica y acceso a servicios hospitalarios en áreas con limitaciones. Manifestaron que 
de extenderlas, ello sea en beneficio del sistema de salud y de la ciudadanía. 

Por último, la Oficina planteó la importancia de establecer  
…un balance cuidadoso entre la continuidad y disponibilidad de servicios de 

salud, el fortalecimiento de programas de formación médica y la protección de los 
derechos de los pacientes y ciudadanos. Precisamente por el impacto amplio y 
prospectivo que tendría la medida propuesta sobre instituciones hospitalarias operadas 
por entidades privadas, esta Oficina entiende que el análisis legislativo de este tipo de 
iniciativas reviste particular importancia para el desarrollo futuro del sistema de salud 
y del marco de responsabilidad civil aplicable en Puerto Rico.  

 
Oficina del Procurador del Paciente 

La Oficina del Procurador del Paciente (OPP),12 indicó sobre la necesidad de actuar con suma 
cautela el expandir los límites a la responsabilidad civil por impericia médico-hospitalaria, dadas las 
posibles consecuencias que pudiera conllevar. Recalcó sobre la importancia de “llevar a cabo un 
estudio o investigación rigurosa que permita analizar las circunstancias que originan las 
reclamaciones por impericia médica en nuestro sistema de salud.”  

De igual forma, agregaron que  
este tipo de acción representa un reto significativo para las personas de escasos 

recursos, siendo pocos quienes logran acceder a los foros correspondientes. Con 
frecuencia, prevalecen el temor, la impotencia y un considerable desgaste emocional, 
mental y moral. No debe perderse de perspectiva que, en muchos casos, la presentación 
de una demanda no logra restituir la salud, la funcionalidad ni la vida del paciente 
cuando ha mediado un error, omisión o acto negligente.  

 
12  Memorial Explicativo sobre el P. del S. 1206 de la Oficina del Procurador del Paciente, fechado 30 de abril de 2026 

y suscrito por la Procuradora del Paciente, Edna I. Díaz De Jesús, BHE, MPA. 



Viernes, 19 de junio de 2026  Núm. 44 
 
 

19265 

En ese contexto, reiteramos nuestra posición de que, aun cuando este tipo de 
protección ha sido previamente extendida a otras instituciones médico-hospitalarias y 
se reconocen posibles fundamentos que pudieran respaldar la medida, al ponderar los 
intereses—particularmente los de los pacientes— no nos encontramos en posición de 
recomendar la extensión al Doctors' Center Hospital San Fernando de Carolina de los 
límites de responsabilidad civil por impericia médico-hospitalaria que actualmente 
aplican al Estado Libre Asociado de Puerto Rico. Entendemos que esta entidad, al igual 
que otras instituciones hospitalarias privadas con fines de lucro, ofrece servicios de 
salud como parte de su actividad comercial dentro de la industria. 

Desde la función que ejerce la Oficina del Procurador del Paciente, nuestro 
deber principal y ministerial es salvaguardar y garantizar la prestación, el acceso y la 
continuidad de servicios de salud de la más alta calidad para toda la población, por 
encima de cualquier otra consideración. En ese sentido, nos corresponde asegurar la 
accesibilidad al cuidado médico, facilitar que los servicios lleguen efectivamente a 
cada paciente, velar por que estos se ofrezcan conforme a los más altos estándares de 
calidad y en atención a las necesidades del paciente, así como atender de manera 
diligente y responsable las querellas que se presenten. Estas responsabilidades serán 
ejercidas con firmeza, independientemente de los límites que se establezcan en materia 
de responsabilidad civil por impericia médico-hospitalaria.  
Por todo lo antes expuesto, expresaron que no endosan la aprobación del Proyecto del Senado 

1206.  
 
Oficina de Servicios Legislativos 

La Oficina de Servicios Legislativos13 (OSL) explicó que la Ley Núm. 104, supra, dispone un 
límite a la responsabilidad civil de las instituciones médico-hospitalarias por razón de impericia 
médica. Indicaron que la doctrina de inmunidad del Estado o inmunidad soberana fue incorporado a 
nuestro ordenamiento jurídico por el caso federal Porto Rico v. Rosaly y Castillo.14   La misma 
establece “el fundamento legal que impide procesos judiciales contra el Estado sin que medie su 
consentimiento.” La OSL señaló que tomando como base esta determinación judicial, la Asamblea 
Legislativa adoptó varios estatutos que establecen la responsabilidad por impericia médica al Estado. 

Manifestaron en su escrito que mediante la Ley Núm. 104, supra, “el Estado consintió a ser 
demandado en daños y perjuicios por actuaciones y omisiones culposas o negligentes de sus 
funcionarios, empleados o agentes, en el desempeño de sus funciones.”15  Sin embargo, puntualizaron 
que esta renuncia “es cualificada y parcial, pues se disponen circunstancias específicas donde se 
consiente a ser demandado y el monto límite bajo el cual será responsable.” Acto seguido detallaron 
sobre lo dispuesto en el Artículo 2 de la Ley Núm. 104, supra, en cuanto a la autorización de acciones 
judiciales contra el Estado por los daños ocasionados a las personas o propiedad, por actos u omisiones 
culposas o negligentes de sus empleados, funcionarios o agentes en su funcionamiento oficial; y los 
límites de las cuantías que pueden ser otorgadas. Enfatizaron que  

el objetivo perseguido por el P. del S. 1206, está dirigido al límite de 
responsabilidad, específicamente del Doctors’ Center Hospital San Fernando de la 
Carolina, así como cualquier otro hospital cuyo dueño sea un municipio o el Gobierno 

 
13  Memorial Explicativo sobre el P. del S. 1206 de la Oficina de Servicios Legislativos de la Asamblea Legislativa de 

Puerto Rico, fechado 11 de junio de 2026 y suscrito por la Directora Ejecutiva, Lcda. Olga E. López Iglesias. 
14  227 US 270 (1913). 
15  Guardiola Álvarez v. Depto. de la Familia, 175 DPR 668, 679 (2009). (Énfasis nuestro). 
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de Puerto Rico, sus dependencias o instrumentalidades, independientemente de que 
dichos hospitales sean operados o administrados por una institución privada. En 
esencia, el límite en responsabilidad civil dispuesto en la Ley Núm. 104, supra, fija una 
responsabilidad máxima de la causa de acción, limitando así los daños y perjuicios que 
podrán ser reclamados y adjudicados al demandante. 

 
De otra parte, la OSL trajo a relucir las disposiciones de la Ley Núm. 77 de 19 de junio de 

1957, según enmendada, titulada “Código de Seguros de Puerto Rico” (en adelante Código de 
Seguros), particularmente el Artículo 41.050, el cual fija la responsabilidad financiera de los 
profesionales de servicios de salud e instituciones de cuidado de salud,16 que son ejecutadas y 
fiscalizadas por el Comisionado de Seguros.17 Centraron su análisis en torno a la aplicación de los 
límites de responsabilidad conforme lo pautado en la Ley Núm. 104, supra, que son ejemplo concreto 
del marco de acción desplegado en el P. del S. 1206. Sobre ello, explicaron que, como regla general, 
todos los profesionales de servicios de salud e instituciones de cuidado de salud tienen que remitir 
anualmente al Comisionado de Seguros una prueba fehaciente de su responsabilidad financiera.18  

No obstante, la OSL enfatizó que el Código de Seguros  
reconoce once (11) instancias en las cuales la Asamblea Legislativa estimó 

necesario aplicar los límites de responsabilidad en el entorno médico-hospitalario 
bajo la normativa de la Ley Núm. 104, supra, los cuales serían compatibles con el 
Doctors’ Center Hospital San Fernando de la Carolina y a cualquier otro hospital 
cuyo dueño sea un municipio o el Gobierno de Puerto Rico, sus dependencias o 
instrumentalidades, independientemente de que dichos hospitales sean operados o 
administrados por una institución privada, según propuesto por el P. del S. 1206. 
[Énfasis y subrayado nuestro] 

 
Afirmaron que, de las enumeradas en el Artículo 41.050 del Código de Seguros se destaca la 

enunciada en el inciso (10) ya que responde al interés pronunciado en el P. del S. 1206, al incluir al 
Hospital San Antonio el cual es  

operado o administrado por una institución privada, tal como ocurre con el 
Doctors’ Center Hospital San Fernando de la Carolina, que, aunque es de la 
propiedad del Gobierno Municipal Autónomo de Carolina, está administrado por dicha 
institución privada. Disponiéndose que la limitación en cuantía de responsabilidad civil 
aplica a los empleados y contratistas, incluyendo a los médicos que se les haya otorgado 
privilegios en la institución hospitalaria.  
[Énfasis nuestro] 

 
 

16  26 LPRA sec. 4105. 
17  Id., sec. 234. 
18  Id., sec. 4105. Este dispone que se tiene que responder por  

la cantidad de cien mil (100,000) dólares por incidente o hasta un agregado de trescientos mil (300,000) 
dólares por año. El Comisionado podrá requerir límites hasta un máximo de quinientos mil (500,000) 
dólares por incidente médico y un agregado de un millón (1,000,000) de dólares por año, en los casos 
de instituciones de cuidado de salud y de aquellas clasificaciones tarifarias de profesionales de servicios 
de salud dedicados a la práctica de especialidades de alto riesgo, previa celebración de vistas públicas 
en las que tales profesionales e instituciones o cualquier otra persona interesada tengan la oportunidad 
de comparecer a expresar sus puntos de vista sobre el particular y a presentar cualquier información, 
documentos o estudios para sustentar su posición. 
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Ante ello, la OSL entiende que “el interés constitucional a favor de la salud del Pueblo 

puertorriqueño facilita la aprobación del P. del S. 1206, ya que atiende un asunto apremiante de 
política pública en la crisis de salud y servicios médicos y hospitalarios actual.” 

Concluye su escrito expresando que, ante los planteamientos constitucionales, legales y 
jurisprudenciales suscritos, la Asamblea Legislativa está facultada para aprobar el P. del S. 1206, y 
remitió sugerencias, al observar que el texto de la medida no establece las partes que se están 
derogando ni las que se están incluyendo en el Artículo 41.050 del Código de Seguros. 
 
Asociación de Alcaldes de Puerto Rico 

La Asociación de Alcaldes de Puerto Rico19, luego de detallar en su escrito lo propuesto por 
el P. de la S. 1206, indicó que no tienen  

objeción al Proyecto por lo que lo endosamos[,] ya que garantiza una protección 
legal de responsabilidad civil por actos de omisión o constitutivos de culpa o 
negligencia por impericia profesional, médica y hospitalaria a aquellos empleados y 
funcionarios de la salud que brinden servicios en facilidades municipales 
irrespectivamente [sic] sean administradas por un ente privado.  

 
IMPACTO FISCAL MUNICIPAL 

De la evaluación realizada por esta Comisión, a tenor con el Artículo 1.007 de la Ley Núm. 
107-2020, según enmendada, conocida como “Código Municipal de Puerto Rico”, no surge que la 
medida tenga impacto fiscal sobre las finanzas municipales.  
 

CONCLUSIÓN Y RECOMENDACIÓN 
En síntesis, el P. del S. 1206 enmienda el Artículo 41.050 de la Ley Núm. 77 de 19 de junio 

de 1957, según enmendada, conocida como “Código de Seguros de Puerto Rico”, para extender al 
Doctors’ Center Hospital San Fernando de la Carolina y a cualquier otro hospital cuyo dueño sea un 
municipio o el Gobierno de Puerto Rico, sus dependencias o instrumentalidades, los límites de 
responsabilidad civil por impericia médico-hospitalaria que actualmente aplican al Estado, 
independientemente de que dichas instituciones sean operadas o administradas por una entidad privada 
o pública. A la luz del expediente legislativo, esta Comisión reconoce las preocupaciones planteadas 
por la Oficina del Procurador del Paciente en cuanto al posible efecto de estos límites sobre las 
personas que reclaman por alegada impericia, pero entiende que la medida se inserta en la política 
pública vigente, de utilizar el régimen de límites de responsabilidad establecido en la Ley Núm. 104 
de 29 de junio de 1955, según enmendada, conocida como “Ley de Reclamaciones y Demandas contra 
el Estado”, para proteger la continuidad y viabilidad de servicios de salud esenciales en instalaciones 
de titularidad pública, manteniendo el derecho de los pacientes a presentar sus reclamaciones dentro 
de los límites indemnizatorios que fija dicho marco legal. 

POR TODO LO ANTES EXPUESTO, la Comisión de Desarrollo Económico, Pequeños 
Negocios, Banca, Comercio, Seguros y Cooperativismo del Senado de Puerto Rico recomienda la 
aprobación del Proyecto del Senado 1206, con las enmiendas contenidas en el entirillado electrónico 
que acompaña a este informe. 
 

 
19  Memorial Explicativo sobre el P. del S. 1206 de la Asociación de Alcaldes de Puerto Rico, fechado 23 de abril de 

2026 y suscrito por la Directora Ejecutiva, Verónica Rodríguez Irizarry. 
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Respetuosamente sometido, 
(Fdo.) 
Hon. Nitza Moran Trinidad 
Presidenta 
Comisión de Desarrollo Económico, Pequeños Negocios,  
Banca, Comercio, Seguros y Cooperativismo” 

- - - - 
 

Como próximo asunto en el Calendario de Lectura, se lee la Resolución Conjunta del Senado 
159, y se da cuenta del Informe de la Comisión de Transportación, Telecomunicaciones, Servicios 
Públicos y Asuntos del Consumidor, con enmiendas, según el entirillado electrónico que se acompaña: 
 

“RESOLUCIÓN CONJUNTA 
Para designar la Carretera Estatal PR-447, ubicada dentro de la jurisdicción del Municipio de 

San Sebastián, con el nombre de Justo Medina Esteves, en reconocimiento a su destacada trayectoria 
como servidor público, por haber servido y quien sirvió como alcalde del antes mencionado pueblo 
Municipio de San Sebastían, su liderazgo transformador y sus aportaciones al desarrollo social, 
económico y de infraestructura del pueblo de San Sebastián; autorizar la instalación de los rótulos, 
para identificar con su nuevo nombre a la Carretera Estatal PR-447; ordenar proveer para el pareo 
de fondos; y para otros fines relacionados.  
 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 
El servicio público representa una de las más nobles manifestaciones de compromiso con el 

bienestar colectivo. A través de la historia de Puerto Rico, numerosos líderes comunitarios y 
servidores públicos han dedicado su vida al desarrollo de sus pueblos, dejando una huella perdurable 
en las comunidades a las que sirvieron. Entre estas distinguidas figuras se encuentra Justo Medina 
Esteves, líder municipal, cuya gestión administrativa, visión de progreso y compromiso con su pueblo 
contribuyeron significativamente al desarrollo del Municipio de San Sebastián. 

Justo Medina Esteves nació el 5 de agosto de 1954 en el Barrio Aibonito Guerrero del 
Municipio de San Sebastián, Puerto Rico, en el seno de una familia humilde y trabajadora. Hijo de 
Gregorio Medina, agricultor, y de María Esteves, costurera, creció en un hogar donde se fomentaron 
valores esenciales como el amor al trabajo, la responsabilidad, la solidaridad y el respeto al prójimo. 
Estos principios marcaron profundamente su carácter y sirvieron de base para su posterior vocación 
de servicio público y liderazgo comunitario.  

Desde temprana edad, comprendió que el progreso se alcanza mediante el esfuerzo y la 
perseverancia. A los dieciséis años emigró a Perth Amboy, Nueva Jersey, en busca de nuevas 
oportunidades, donde desarrolló experiencia laboral y empresarial que posteriormente fortalecería su 
capacidad administrativa y de liderazgo. Durante ese tiempo, adquirió conocimientos en el área de 
servicios y administración, además de completar estudios que culminaron con un grado asociado en 
Contabilidad. Tras su regreso a Puerto Rico, también se desempeñó como agricultor dedicado al 
cultivo de caña de azúcar, actividad que formó parte importante de su vida personal y profesional.   

Su incursión en la vida política estuvo motivada por un profundo compromiso con el progreso 
de su pueblo. En el año mil novecientos ochenta y siete (1987) se integró al Partido Nuevo Progresista, 
iniciando así una trayectoria política basada en la cercanía con la gente y la atención directa a las 
necesidades de la ciudadanía. Posteriormente, en las elecciones del año mil novecientos noventa y tres 
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(1993), fue electo alcalde del Municipio de San Sebastián, convirtiéndose en el primer alcalde del 
Partido Nuevo Progresista en de dicho municipio pueblo, marcando un momento histórico al poner 
fin a una hegemonía política de más de cincuenta años ejercida por un mismo partido.  

Durante doce años de administración municipal, Justo Medina Esteves impulsó una visión de 
gobierno enfocada en modernizar el municipio la gestión pública, sin perder su identidad histórica y 
cultural. Bajo su liderato se desarrollaron importantes proyectos de infraestructura y obras públicas 
que contribuyeron al crecimiento urbano, social y económico del pueblo pepiniano.  

Entre las iniciativas promovidas durante su administración se destacan mejoras significativas 
a la Casa Alcaldía, la construcción de la Escuela Vocacional Manuel Méndez Liciaga, el desarrollo 
del Paseo 24 de Septiembre en memoria de los héroes del Grito de Lares, la construcción del Paseo 
Padre Feliciano, así como el soterrado de cables eléctricos y telefónicos en la Plaza Pública para 
dignificar los espacios urbanos.   

De igual forma, su administración impulsó la construcción de importantes instalaciones 
públicas y deportivas, tales como el Coliseo Luis Aymat Cardona, la remodelación del Estadio Juan 
José “Tití” Beníquez, el Complejo Deportivo Carmela Pérez y diversas canchas deportivas en 
comunidades rurales. Asimismo, promovió la construcción de centros comunales en distintos barrios 
del municipio, proyectos de vivienda para personas de la tercera edad y múltiples iniciativas de 
desarrollo comunitario dirigidas a fortalecer la infraestructura municipal y mejorar la calidad de vida 
de los residentes de San Sebastián. 

A la luz de su trayectoria de servicio público, su liderato municipal y sus valiosas aportaciones 
al desarrollo social, comunitario e infraestructura del Municipio de San Sebastián, esta Asamblea 
Legislativa entiende meritorio honrar en vida a Justo Medina Esteves, perpetuando su legado mediante 
la designación de la carretera estatal Carretera Estatal PR-447, ubicada dentro de la jurisdicción del 
Municipio de San Sebastián, con su nombre, como reconocimiento permanente a su compromiso con 
el progreso de su pueblo y al impacto positivo de su gestión en beneficio de sus ciudadanos. 
 
RESUÉLVESE POR LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE PUERTO RICO: 

Sección 1. -Se designa la Carretera Estatal PR-447, en el Municipio de San Sebastían, Puerto 
Rico; con el nombre de Justo Medina Esteves, en reconocimiento a su destacada trayectoria como 
servidor público, su liderazgo municipal y su invaluable aportación al desarrollo social, económico e 
infraestructura del antes mencionado pueblo de San Sebastián. 

Sección 2.- Se ordena al Municipio de San Sebastían y al Departamento de Transportación y 
Obras Públicas, en conjunto con la Autoridad de Carreteras y Transportación, tomar las medidas 
necesarias para dar cumplimiento a las disposiciones de esta Resolución Conjunta. 

Sección 3.- El Departamento de Transportación y Obras Públicas, en conjunto con la Autoridad 
de Carreteras y Transportación, deberá proveer la asesoría técnica necesaria para velarán por que la 
rotulación del tramo aquí designado, sea conforme a las especificaciones establecidas en el Manual 
de Dispositivos Uniformes para el Control de Tránsito en las Vías Públicas (MUTCD) y con las de 
cualquier otra reglamentación aplicable. 

Sección 4.- A fin de lograr la rotulación que aquí se dispone, se autoriza al Municipio de San 
Sebastían y al Departamento de Transportación y Obras Públicas, en conjunto con la Autoridad de 
Carreteras y Transportación, a peticionar, aceptar, recibir, preparar y someter propuestas para 
aportaciones y donativos de recursos de fuentes públicas y privadas; parear cualesquiera fondos 
disponibles con aportaciones federales, estatales, municipales o del sector privado; así como a entrar 
en acuerdos colaborativos con cualquier ente, público o privado, dispuesto a participar en el 
financiamiento de esta rotulación la misma. 
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Sección 5.- Esta Resolución Conjunta comenzará a regir inmediatamente después de su 
aprobación.” 
 

“INFORME 
 
AL SENADO DE PUERTO RICO: 

La Comisión de Transportación, Telecomunicaciones, Servicios Públicos y Asuntos del 
Consumidor del Senado de Puerto Rico, previo estudio y consideración, recomienda la aprobación de 
la R. C. del S. 159, con las enmiendas incluidas en el entirillado electrónico que acompaña a este 
informe. 
 

ALCANCE DE LA MEDIDA 
La R. C. del S. 159 tiene como propósito “…designar la Carretera Estatal PR-447, ubicada 

dentro de la jurisdicción del Municipio de San Sebastián, con el nombre de Justo Medina Esteves, en 
reconocimiento a su destacada trayectoria como servidor público, y quien sirvió como alcalde del 
antes mencionado pueblo; autorizar la instalación de rótulos, para identificar con su nuevo nombre 
a la Carretera Estatal PR-447; proveer para el pareo de fondos; y para otros fines relacionados”. 

De entrada, es menester señalar la importancia que reviste la resolución conjunta de autos. 
Estimamos que la Exposición de Motivos de la medida, explica por sí misma lo imperativo de 
aprobarse, al decirnos que 

[e]l servicio público representa una de las más nobles manifestaciones de 
compromiso con el bienestar colectivo. A través de la historia de Puerto Rico, 
numerosos líderes comunitarios y servidores públicos han dedicado su vida al 
desarrollo de sus pueblos, dejando una huella perdurable en las comunidades a las que 
sirvieron. Entre estas distinguidas figuras se encuentra Justo Medina Esteves, líder 
municipal, cuya gestión administrativa, visión de progreso y compromiso con su 
pueblo contribuyeron significativamente al desarrollo del Municipio de San Sebastián. 

Justo Medina Esteves nació el 5 de agosto de 1954 en el Barrio Aibonito 
Guerrero del Municipio de San Sebastián, Puerto Rico, en el seno de una familia 
humilde y trabajadora. Hijo de Gregorio Medina, agricultor, y de María Esteves, 
costurera, creció en un hogar donde se fomentaron valores esenciales como el amor al 
trabajo, la responsabilidad, la solidaridad y el respeto al prójimo. Estos principios 
marcaron profundamente su carácter y sirvieron de base para su posterior vocación de 
servicio público y liderazgo comunitario.  

Desde temprana edad, comprendió que el progreso se alcanza mediante el 
esfuerzo y la perseverancia. A los dieciséis años emigró a Perth Amboy, Nueva Jersey, 
en busca de nuevas oportunidades, donde desarrolló experiencia laboral y empresarial 
que posteriormente fortalecería su capacidad administrativa y de liderazgo. Durante 
ese tiempo, adquirió conocimientos en el área de servicios y administración, además 
de completar estudios que culminaron con un grado asociado en Contabilidad. Tras su 
regreso a Puerto Rico, también se desempeñó como agricultor dedicado al cultivo de 
caña de azúcar, actividad que formó parte importante de su vida personal y profesional.   

Su incursión en la vida política estuvo motivada por un profundo compromiso 
con el progreso de su pueblo. En el año mil novecientos ochenta y siete (1987) se 
integró al Partido Nuevo Progresista, iniciando así una trayectoria política basada en la 
cercanía con la gente y la atención directa a las necesidades de la ciudadanía. 
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Posteriormente, en las elecciones del año mil novecientos noventa y tres (1993), fue 
electo alcalde del Municipio de San Sebastián, convirtiéndose en el primer alcalde del 
Partido Nuevo Progresista de dicho pueblo, marcando un momento histórico al poner 
fin a una hegemonía política de más de cincuenta años ejercida por un mismo partido.  

Durante doce años de administración municipal, Justo Medina Esteves impulsó 
una visión de gobierno enfocada en modernizar la gestión pública, sin perder su 
identidad histórica y cultural. Bajo su liderato se desarrollaron importantes proyectos 
de infraestructura y obras públicas que contribuyeron al crecimiento urbano, social y 
económico del pueblo pepiniano.  

Entre las iniciativas promovidas durante su administración se destacan mejoras 
significativas a la Casa Alcaldía, la construcción de la Escuela Vocacional Manuel 
Méndez Liciaga, el desarrollo del Paseo 24 de Septiembre en memoria de los héroes 
del Grito de Lares, la construcción del Paseo Padre Feliciano, así como el soterrado de 
cables eléctricos y telefónicos en la Plaza Pública para dignificar los espacios urbanos.   

De igual forma, su administración impulsó la construcción de importantes 
instalaciones públicas y deportivas, tales como el Coliseo Luis Aymat Cardona, la 
remodelación del Estadio Juan José “Tití” Beníquez, el Complejo Deportivo Carmela 
Pérez y diversas canchas deportivas en comunidades rurales. Asimismo, promovió la 
construcción de centros comunales en distintos barrios del municipio, proyectos de 
vivienda para personas de la tercera edad y múltiples iniciativas de desarrollo 
comunitario dirigidas a fortalecer la infraestructura municipal y mejorar la calidad de 
vida de los residentes de San Sebastián. 

A la luz de su trayectoria de servicio público, su liderato municipal y sus 
valiosas aportaciones al desarrollo social, comunitario e infraestructura del Municipio 
de San Sebastián, esta Asamblea Legislativa entiende meritorio honrar en vida a Justo 
Medina Esteves, perpetuando su legado mediante la designación de la Carretera Estatal 
PR-447, con su nombre, como reconocimiento permanente a su compromiso con el 
progreso de su pueblo y al impacto positivo de su gestión en beneficio de sus 
ciudadanos. 

 
ANÁLISIS DE LA MEDIDA 

Para el cabal análisis de esta medida, la Comisión de Transportación, Telecomunicaciones, 
Servicios Públicos y Asuntos del Consumidor del Senado de Puerto Rico recibió el denominado 
“FORMULARIO DE VERIFICACIÓN ADMINISTRATIVA/MEDIDAS SOBRE DESIGNACIÓN 
DE NOMBRES A VÍAS PÚBLICAS” que emite el Departamento de Transportación y Obras Públicas 
y la Autoridad de Carreteras y Transportación. 

En el susodicho documento, se nos indica por parte de las antes mencionadas entidades 
gubernamentales que la vía no tiene nombre asignado; que la vía a designarse debe ser completa; y 
que estas no objetan, desde el punto de vista administrativo, a la designación propuesta. 

No obstante, el documento expresa que “[e]l DTOP emite este documento únicamente para 
fines de verificación administrativa sobre la existencia o no de una designación oficial previa. La 
información aquí contenida surge de la verificación administrativa realizada conforme a los registros, 
archivos y sistemas aplicables de la agencia. Igualmente, se deberá cumplir con los parámetros del 
“Manual on Uniform Traffic Control Devices” y con el Artículo 2 de la Ley Núm.. (sic) 55-2021”. 
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IMPACTO FISCAL MUNICIPAL 

Del análisis realizado por esta Comisión, a tenor con el Artículo 1.007 de la Ley 107-2020, 
según enmendada, conocida como “Código Municipal de Puerto Rico”, no surge que la medida tenga 
un impacto fiscal sobre las finanzas municipales. 
 

CONCLUSIÓN 
Evaluada la Resolución Conjunta en sus méritos, entendemos que la misma requiere ser 

aprobada con prontitud. Sin duda, con esta pieza legislativa se reconoce la vida de un emblemático 
servidor público pepiniano, cuya trayectoria política estuvo basada en la cercanía con la gente y la 
atención directa a las necesidades de la ciudadanía, a saber, Justo Medina Esteves. 

No perdamos de perspectiva que, el reconocimiento de figuras relevantes, mediante la 
denominación de espacios o vías públicas es una práctica común en diversas sociedades, ya que 
permite mantener viva la memoria de aquellos que han contribuido de manera significativa al 
desarrollo de la comunidad. La medida propuesta tiene un profundo valor simbólico, ya que no solo 
honra a un destacado servidor público pepiniano, sino que también refuerza los valores de respeto, 
justicia y compromiso con la comunidad. 

Para terminar, es preciso indicar que la Sección 1 del Artículo III de la Constitución de Puerto 
Rico20, delega a la Rama Legislativa la potestad de aprobar leyes. Por su parte, la Sección 17 del 
referido Artículo III21, delinea el proceso legislativo a observarse para que una legislación presentada 
se convierta en ley. Asimismo, la Sección 19 del mismo Artículo22, establece los requisitos 

 
20 Esta Sección, específicamente, dispone que “[e]l Poder Legislativo se ejercerá por una Asamblea Legislativa, que se 
compondrá de dos Cámaras -el Senado y la Cámara de Representantes- cuyos miembros serán elegidos por votación directa 
en cada elección general.” 
21 Esta Sección, específicamente, dispone que “[n]ingún proyecto de ley se convertirá en ley a menos que se imprima, se 
lea, se remita a comisión y ésta lo devuelva con un informe escrito; pero la cámara correspondiente podrá descargar a la 
comisión del estudio e informe de cualquier proyecto y proceder a la consideración del mismo. Las cámaras llevarán libros 
de actas donde harán constar lo relativo al trámite de los proyectos y las votaciones emitidas a favor y en contra de los 
mismos. Se dará publicidad a los procedimientos legislativos en un diario de sesiones, en la forma que se determine por 
ley. No se aprobará ningún proyecto de ley, con excepción de los de presupuesto general, que contenga más de un asunto, 
el cual deberá ser claramente expresado en su título, y toda aquella parte de una ley cuyo asunto no haya sido expresado 
en el título será nula. La ley de presupuesto general sólo podrá contener asignaciones y reglas para el desembolso de las 
mismas. Ningún proyecto de ley será enmendado de manera que cambie su propósito original o incorpore materias extrañas 
al mismo. Al enmendar cualquier artículo o sección de una ley, dicho artículo sección será promulgado en su totalidad tal 
como haya quedado enmendado. Todo proyecto de ley para obtener rentas se originará en la Cámara de Representantes, 
pero el Senado podrá proponer enmiendas o convenir en ellas como si se tratara de cualquier otro proyecto de ley.” 
22 Esta Sección, específicamente, dispone que “[c]ualquier proyecto de ley que sea aprobado por una mayoría del número 
total de los miembros que componen cada cámara se someterá al Gobernador y se convertirá en ley si éste lo firma o si no 
lo devuelve con sus objeciones a la cámara de origen dentro de diez días (exceptuando los domingos) contados a partir de 
la fecha en que lo hubiese recibido.  
 
Cuando el Gobernador devuelva un proyecto, la cámara que lo reciba consignará las objeciones del Gobernador en el libro 
de actas y ambas cámaras podrán reconsiderar el proyecto, que de ser aprobado por dos terceras partes del número total 
de los miembros que componen cada una de ellas, se convertirá en ley.  
Si la Asamblea Legislativa levanta sus sesiones antes de expirar el plazo de diez días de haberse sometido un proyecto al 
Gobernador, éste quedará relevado de la obligación de devolverlo con sus objeciones, y el proyecto sólo se convertirá en 
ley de firmarlo el Gobernador dentro de los treinta días de haberlo recibido.  
 
Toda aprobación final o reconsideración de un proyecto será en votación por lista.” 
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constitucionales relativos a la aprobación de proyectos de ley, por los Cuerpos Legislativos y el 
Gobernador de Puerto Rico.  

Expuesto ello, y a base de los preceptos constitucionales antes descritos, es imperativo 
reconocer que la aprobación de la R. C. del S. 159 es un ejercicio válido de la facultad de esta 
Asamblea Legislativa, según es aquí fundamentado. 

Siendo tarea de la Asamblea Legislativa de Puerto Rico crear y aprobar política pública, la 
cual surge como respuesta a los cambios sociales que motivan la actualización del estado de derecho 
que rige el destino de todos los que aquí residimos, podemos concluir que el propósito que origina la 
presentación de la medida ante nuestra consideración es una acción cobijada dentro del amplio poder 
que tiene esta Rama, la cual fuera conferida por nuestros constituyentes.  

Por todo lo anterior, la Comisión de Transportación, Telecomunicaciones, Servicios Públicos 
y Asuntos del Consumidor del Senado de Puerto Rico recomienda la aprobación de la Resolución 
Conjunta del Senado Núm. 159, con las enmiendas contenidas en el entirillado electrónico que 
acompaña a este informe. 
 
Respetuosamente sometido, 
(Fdo.) 
Hon. Héctor Joaquín Sánchez Álvarez 
Presidente 
Comisión de Transportación, Telecomunicaciones, 
Servicios Públicos y Asuntos del Consumidor” 

- - - - 
 

Como próximo asunto en el Calendario de Lectura, se lee la Resolución Conjunta del Senado 
170, y se da cuenta del Informe de la Comisión de Transportación, Telecomunicaciones, Servicios 
Públicos y Asuntos del Consumidor, con enmiendas, según el entirillado electrónico que se acompaña: 
 

“RESOLUCIÓN CONJUNTA 
Para designar la Carretera Estatal PR-493, sita en el del Barrio Carrizales del Municipio de 

Hatillo, con el nombre de Isidoro “Chiro” Rosa Herrera; y para otros fines relacionados. 
 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 
Isidoro “Chiro” Rosa Herrera nació el 7 de diciembre de 1930, formando parte de una familia 

numerosa de catorce (14) hermanos. Desde temprana edad, su vida estuvo marcada por el esfuerzo, la 
disciplina y un profundo sentido de responsabilidad, valores que posteriormente se reflejarían en su 
trayectoria personal, familiar y empresarial. Junto a su esposa, Lysis Rodríguez, formó una sólida 
familia compuesta por sus siete (7) hijos: Lysis, Paquito, Vilma, Kike, Lourdes, Ruth y Brenda, 
quienes han sido parte esencial de la continuidad de su legado. 

Sus inicios estuvieron caracterizados por el trabajo arduo y la visión emprendedora. Comenzó 
laborando en una fábrica, donde realizó su primera inversión significativa al adquirir un camión para 
el transporte de mercancía. Este paso marcó el inicio de una trayectoria empresarial que, con el tiempo, 
transformaría el comercio en la región norte de Puerto Rico. 

En el año 1978, Don “Chiro” fundó Hatillo Cash & Carry, Inc., un negocio inicialmente 
orientado a la venta al por mayor. Sin embargo, su aguda capacidad para identificar oportunidades lo 
llevó a diversificar el modelo de negocio al incorporar la venta al detal, comenzando con una modesta 
góndola de productos. Esta decisión estratégica marcó el inicio de un crecimiento sostenido que 
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respondió directamente a las necesidades de la comunidad, ampliando progresivamente su oferta y sus 
facilidades. 

A lo largo de las décadas, su empresa experimentó múltiples expansiones y remodelaciones, 
evidenciando no solo su crecimiento, sino también su compromiso con la innovación y la excelencia 
en el servicio. Desde las primeras remodelaciones en 1987 y 1992, hasta la modernización del año 
2000, Hatillo Kash N’ Karry se posicionó como una de las cadenas más importantes de la región, 
destacándose por la calidad de sus instalaciones y la diversidad de sus servicios. 

Su visión empresarial trascendió los límites de Hatillo, extendiéndose a otros municipios del 
norte del país de Puerto Rico. Con la apertura de nuevas sucursales en Arecibo en 2002 y 2007, así 
como en Quebradillas y Camuy en el año 2010, Don Chiro logró consolidar una red comercial que 
impacta significativamente la economía regional y fortalece el acceso a bienes y servicios esenciales 
para miles de familias puertorriqueñas. 

El crecimiento de su empresa no solo se ha reflejado en infraestructura, sino también en la 
diversificación de servicios, incluyendo la integración de departamentos como óptica, panadería y el 
desarrollo del concepto Chiro’s Café, que ha enriquecido la experiencia de los clientes y ha fortalecido 
el vínculo con la comunidad. Asimismo, su participación en la cadena voluntaria Unión Cash and 
Carry demuestra su compromiso con el fortalecimiento del comercio local y la colaboración entre 
empresarios puertorriqueños. 

Más allá de sus logros empresariales, el legado de Isidoro “Chiro” Rosa Herrera se distingue 
por su impacto humano y social. Durante casi cinco décadas de servicio, ha brindado oportunidades 
de empleo a miles de personas, convirtiéndose en un pilar para el desarrollo económico de la región 
norte. Su compromiso con la comunidad ha sido constante, sirviendo como fuente de apoyo para 
innumerables familias y contribuyendo a la formación de ciudadanos productivos y comprometidos 
con el país Puerto Rico. 

Su trayectoria es ejemplo de perseverancia, visión y compromiso. Representa la historia de un 
hombre que, con esfuerzo y determinación, logró transformar una modesta iniciativa en una empresa 
sólida y respetada, sin perder de vista los valores fundamentales de servicio, humildad y 
responsabilidad social. 

En reconocimiento a su invaluable aportación al desarrollo económico y social de Puerto Rico, 
así como a su legado de servicio y compromiso con su gente, resulta meritorio que esta Asamblea 
Legislativa le rinda homenaje mediante la designación correspondiente que perpetúe su nombre y su 
obra. Honrar a Isidoro “Chiro” Rosa Herrera es, sin duda, reconocer el esfuerzo del empresario 
puertorriqueño que construye país desde el trabajo honesto, la visión y el amor por su comunidad. 
 
RESUÉLVESE POR LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE PUERTO RICO: 

Sección 1.- Se designa la Carretera Estatal PR-493, sita en el del Barrio Carrizales del 
Municipio de Hatillo, con el nombre de Isidoro “Chiro” Rosa Herrera. 

Sección 2.- El Departamento de Transportación y Obras Públicas y/o la Autoridad de 
Carreteras y Transportación rotularán la Carretera Estatal PR-686, acorde con las disposiciones de 
esta Resolución Conjunta. 

Sección 2 3.- El Departamento de Transportación y Obras Públicas o la Autoridad de 
Carreteras y Transportación deberá proveer la asesoría técnica necesaria para velar velarán por que la 
rotulación del tramo aquí designado, cumpla con las especificaciones establecidas en el “Manual de 
Dispositivos Uniformes para el Control de Tránsito en las Vías Públicas (MUTCD)” y con cualquier 
otra reglamentación aplicable. 
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Sección 3 4.- A fin de lograr la rotulación del tramo aquí designado, se autoriza al Municipio 

de Hatillo Departamento de Transportación y Obras Públicas y/o la Autoridad de Carreteras y 
Transportación, a peticionar, aceptar, recibir, preparar y someter propuestas para aportaciones y 
donativos de recursos de fuentes públicas y privadas; parear cualesquiera fondos disponibles con 
aportaciones federales, estatales, municipales o del sector privado; así como a entrar en acuerdos 
colaborativos con cualquier ente, público o privado, dispuesto a participar en el financiamiento de esta 
rotulación la misma. 

Sección 4 5.-Esta Resolución Conjunta comenzará a regir inmediatamente después de su 
aprobación. 
 

“INFORME 
 
AL SENADO DE PUERTO RICO: 

La Comisión de Transportación, Telecomunicaciones, Servicios Públicos y Asuntos del 
Consumidor del Senado de Puerto Rico, previo estudio y consideración, recomienda la aprobación de 
la R. C. del S. 170, con las enmiendas incluidas en el entirillado electrónico que acompaña a este 
informe. 
 

ALCANCE DE LA MEDIDA 
La R. C. del S. 170 tiene como propósito “…designar la Carretera Estatal PR-493, sita en el 

Barrio Carrizales del Municipio de Hatillo, con el nombre de Isidoro “Chiro” Rosa Herrera; y para 
otros fines relacionados”. 

De entrada, es menester señalar la importancia que reviste la resolución conjunta de autos. 
Estimamos que la Exposición de Motivos de la medida, explica por sí misma lo imperativo de 
aprobarse, al decirnos que 

[i]sidoro “Chiro” Rosa Herrera nació el 7 de diciembre de 1930, formando parte 
de una familia numerosa de catorce (14) hermanos. Desde temprana edad, su vida 
estuvo marcada por el esfuerzo, la disciplina y un profundo sentido de responsabilidad, 
valores que posteriormente se reflejarían en su trayectoria personal, familiar y 
empresarial. Junto a su esposa, Lysis Rodríguez, formó una sólida familia compuesta 
por sus siete (7) hijos: Lysis, Paquito, Vilma, Kike, Lourdes, Ruth y Brenda, quienes 
han sido parte esencial de la continuidad de su legado. 

Sus inicios estuvieron caracterizados por el trabajo arduo y la visión 
emprendedora. Comenzó laborando en una fábrica, donde realizó su primera inversión 
significativa al adquirir un camión para el transporte de mercancía. Este paso marcó el 
inicio de una trayectoria empresarial que, con el tiempo, transformaría el comercio en 
la región norte de Puerto Rico. 

En el año 1978, Don “Chiro” fundó Hatillo Cash & Carry, Inc., un negocio 
inicialmente orientado a la venta al por mayor. Sin embargo, su aguda capacidad para 
identificar oportunidades lo llevó a diversificar el modelo de negocio al incorporar la 
venta al detal, comenzando con una modesta góndola de productos. Esta decisión 
estratégica marcó el inicio de un crecimiento sostenido que respondió directamente a 
las necesidades de la comunidad, ampliando progresivamente su oferta y sus 
facilidades. 
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A lo largo de las décadas, su empresa experimentó múltiples expansiones y 
remodelaciones, evidenciando no solo su crecimiento, sino también su compromiso 
con la innovación y la excelencia en el servicio. Desde las primeras remodelaciones en 
1987 y 1992, hasta la modernización del año 2000, Hatillo Kash N’ Karry se posicionó 
como una de las cadenas más importantes de la región, destacándose por la calidad de 
sus instalaciones y la diversidad de sus servicios. 

Su visión empresarial trascendió los límites de Hatillo, extendiéndose a otros 
municipios del norte de Puerto Rico. Con la apertura de nuevas sucursales en Arecibo 
en 2002 y 2007, así como en Quebradillas y Camuy en el año 2010, Don Chiro logró 
consolidar una red comercial que impacta significativamente la economía regional y 
fortalece el acceso a bienes y servicios esenciales para miles de familias 
puertorriqueñas. 

El crecimiento de su empresa no solo se ha reflejado en infraestructura, sino 
también en la diversificación de servicios, incluyendo la integración de departamentos 
como óptica, panadería y el desarrollo del concepto Chiro’s Café, que ha enriquecido 
la experiencia de los clientes y ha fortalecido el vínculo con la comunidad. Asimismo, 
su participación en la cadena voluntaria Unión Cash and Carry demuestra su 
compromiso con el fortalecimiento del comercio local y la colaboración entre 
empresarios puertorriqueños. 

Más allá de sus logros empresariales, el legado de Isidoro “Chiro” Rosa Herrera 
se distingue por su impacto humano y social. Durante casi cinco décadas de servicio, 
ha brindado oportunidades de empleo a miles de personas, convirtiéndose en un pilar 
para el desarrollo económico de la región norte. Su compromiso con la comunidad ha 
sido constante, sirviendo como fuente de apoyo para innumerables familias y 
contribuyendo a la formación de ciudadanos productivos y comprometidos con Puerto 
Rico. 

Su trayectoria es ejemplo de perseverancia, visión y compromiso. Representa 
la historia de un hombre que, con esfuerzo y determinación, logró transformar una 
modesta iniciativa en una empresa sólida y respetada, sin perder de vista los valores 
fundamentales de servicio, humildad y responsabilidad social. 

En reconocimiento a su invaluable aportación al desarrollo económico y social 
de Puerto Rico, así como a su legado de servicio y compromiso con su gente, resulta 
meritorio que esta Asamblea Legislativa le rinda homenaje mediante la designación 
correspondiente que perpetúe su nombre y su obra. Honrar a Isidoro “Chiro” Rosa 
Herrera es, sin duda, reconocer el esfuerzo del empresario puertorriqueño que 
construye país desde el trabajo honesto, la visión y el amor por su comunidad. 

 
ANÁLISIS DE LA MEDIDA 

Para el cabal análisis de esta medida, la Comisión de Transportación, Telecomunicaciones, 
Servicios Públicos y Asuntos del Consumidor del Senado de Puerto Rico recibió el denominado 
“FORMULARIO DE VERIFICACIÓN ADMINISTRATIVA/MEDIDAS SOBRE DESIGNACIÓN 
DE NOMBRES A VÍAS PÚBLICAS” que emite el Departamento de Transportación y Obras Públicas 
y la Autoridad de Carreteras y Transportación. 

En el susodicho documento, se nos indica por parte de las antes mencionadas entidades 
gubernamentales que la vía no tiene nombre asignado; y que estas no objetan, desde el punto de vista 
administrativo, a la designación propuesta. 
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No obstante, el documento expresa que “[e]l DTOP emite este documento únicamente para 

fines de verificación administrativa sobre la existencia o no de una designación oficial previa. La 
información aquí contenida surge de la verificación administrativa realizada conforme a los registros, 
archivos y sistemas aplicables de la agencia. Igualmente, se deberá cumplir con los parámetros del 
“Manual on Uniform Traffic Control Devices” y con el Artículo 2 de la Ley Núm.. (sic) 55-2021”. 
 

IMPACTO FISCAL MUNICIPAL 
Del análisis realizado por esta Comisión, a tenor con el Artículo 1.007 de la Ley 107-2020, 

según enmendada, conocida como “Código Municipal de Puerto Rico”, no surge que la medida tenga 
un impacto fiscal sobre las finanzas municipales. 
 

CONCLUSIÓN 
Evaluada la Resolución Conjunta en sus méritos, entendemos que la misma requiere ser 

aprobada con prontitud. Sin duda, con esta pieza legislativa se reconoce la vida de un distinguido 
empresario puertorriqueño, cuya trayectoria es ejemplo de perseverancia, visión y compromiso, a 
saber, Isidoro “Chiro” Rosa Herrera. 

No perdamos de perspectiva que, el reconocimiento de figuras relevantes, mediante la 
denominación de espacios o vías públicas es una práctica común en diversas sociedades, ya que 
permite mantener viva la memoria de aquellos que han contribuido de manera significativa al 
desarrollo de la comunidad. La medida propuesta tiene un profundo valor simbólico, ya que no solo 
honra a un destacado empresario, sino que también refuerza los valores de respeto, justicia y 
compromiso con la comunidad. 

Para terminar, es preciso indicar que la Sección 1 del Artículo III de la Constitución de Puerto 
Rico23, delega a la Rama Legislativa la potestad de aprobar leyes. Por su parte, la Sección 17 del 
referido Artículo III24, delinea el proceso legislativo a observarse para que una legislación presentada 
se convierta en ley. Asimismo, la Sección 19 del mismo Artículo25, establece los requisitos 

 
23 Esta Sección, específicamente, dispone que “[e]l Poder Legislativo se ejercerá por una Asamblea Legislativa, que se 
compondrá de dos Cámaras -el Senado y la Cámara de Representantes- cuyos miembros serán elegidos por votación directa 
en cada elección general.” 
24 Esta Sección, específicamente, dispone que “[n]ingún proyecto de ley se convertirá en ley a menos que se imprima, se 
lea, se remita a comisión y ésta lo devuelva con un informe escrito; pero la cámara correspondiente podrá descargar a la 
comisión del estudio e informe de cualquier proyecto y proceder a la consideración del mismo. Las cámaras llevarán libros 
de actas donde harán constar lo relativo al trámite de los proyectos y las votaciones emitidas a favor y en contra de los 
mismos. Se dará publicidad a los procedimientos legislativos en un diario de sesiones, en la forma que se determine por 
ley. No se aprobará ningún proyecto de ley, con excepción de los de presupuesto general, que contenga más de un asunto, 
el cual deberá ser claramente expresado en su título, y toda aquella parte de una ley cuyo asunto no haya sido expresado 
en el título será nula. La ley de presupuesto general sólo podrá contener asignaciones y reglas para el desembolso de las 
mismas. Ningún proyecto de ley será enmendado de manera que cambie su propósito original o incorpore materias extrañas 
al mismo. Al enmendar cualquier artículo o sección de una ley, dicho artículo sección será promulgado en su totalidad tal 
como haya quedado enmendado. Todo proyecto de ley para obtener rentas se originará en la Cámara de Representantes, 
pero el Senado podrá proponer enmiendas o convenir en ellas como si se tratara de cualquier otro proyecto de ley.” 
25 Esta Sección, específicamente, dispone que “[c]ualquier proyecto de ley que sea aprobado por una mayoría del número 
total de los miembros que componen cada cámara se someterá al Gobernador y se convertirá en ley si éste lo firma o si no 
lo devuelve con sus objeciones a la cámara de origen dentro de diez días (exceptuando los domingos) contados a partir de 
la fecha en que lo hubiese recibido. 
Cuando el Gobernador devuelva un proyecto, la cámara que lo reciba consignará las objeciones del Gobernador en el libro 
de actas y ambas cámaras podrán reconsiderar el proyecto, que de ser aprobado por dos terceras partes del número total 
de los miembros que componen cada una de ellas, se convertirá en ley.  
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constitucionales relativos a la aprobación de proyectos de ley, por los Cuerpos Legislativos y el 
Gobernador de Puerto Rico.  

Expuesto ello, y a base de los preceptos constitucionales antes descritos, es imperativo 
reconocer que la aprobación de la R. C. del S. 170 es un ejercicio válido de la facultad de esta 
Asamblea Legislativa, según es aquí fundamentado. 

Siendo tarea de la Asamblea Legislativa de Puerto Rico crear y aprobar política pública, la 
cual surge como respuesta a los cambios sociales que motivan la actualización del estado de derecho 
que rige el destino de todos los que aquí residimos, podemos concluir que el propósito que origina la 
presentación de la medida ante nuestra consideración es una acción cobijada dentro del amplio poder 
que tiene esta Rama, la cual fuera conferida por nuestros constituyentes.  

Por todo lo anterior, la Comisión de Transportación, Telecomunicaciones, Servicios Públicos 
y Asuntos del Consumidor del Senado de Puerto Rico recomienda la aprobación de la Resolución 
Conjunta del Senado Núm. 170, con las enmiendas contenidas en el entirillado electrónico que 
acompaña a este informe. 
 
Respetuosamente sometido, 
(Fdo.) 
Hon. Héctor Joaquín Sánchez Álvarez 
Presidente 
Comisión de Transportación, Telecomunicaciones, 
Servicios Públicos y Asuntos del Consumidor” 

- - - - 
 

Como próximo asunto en el Calendario de Lectura, se lee la Resolución Conjunta del Senado 
171, y se da cuenta del Informe de la Comisión de Transportación, Telecomunicaciones, Servicios 
Públicos y Asuntos del Consumidor, con enmiendas, según el entirillado electrónico que se acompaña: 
 

“RESOLUCIÓN CONJUNTA 
Para designar la totalidad de la Carretera Estatal PR-686, sita entre los municipios de Vega 

Baja y del Barrio Guayaney del Municipio de Manatí, con el nombre de Leisha María Martínez Pagán, 
Q.E.P.D; y para otros fines relacionados. 
 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 
Leisha María Martínez Pagán, Q.E.P.D., nació el 8 de junio de 1971 en el Barrio Río Piedras 

del Municipio de San Juan, Puerto Rico. Hija mayor del matrimonio de María Pagán Negrón y el 
doctor José Martínez Piñeiro, creció en el seno de una familia que le inculcó desde temprana edad 
sólidos valores de responsabilidad, disciplina, sensibilidad humana y compromiso con el bienestar de 
los demás. Junto a sus hermanos Isabel, José Antonio y Karla, desarrolló una personalidad marcada 
por la empatía, la perseverancia y un profundo sentido de propósito. 

Durante sus primeros años de vida, Leisha tuvo la oportunidad de formarse tanto en Puerto 
Rico como en los Estados Unidos, experiencia que amplió su perspectiva y contribuyó a forjar en ella 

 
Si la Asamblea Legislativa levanta sus sesiones antes de expirar el plazo de diez días de haberse sometido un proyecto al 
Gobernador, éste quedará relevado de la obligación de devolverlo con sus objeciones, y el proyecto sólo se convertirá en 
ley de firmarlo el Gobernador dentro de los treinta días de haberlo recibido.  
 
Toda aprobación final o reconsideración de un proyecto será en votación por lista.” 
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una visión integral del mundo. Tras completar sus estudios secundarios, continuó su formación 
académica en la Universidad de Puerto Rico, Recinto de Cayey, reafirmando su vocación hacia el 
servicio y el desarrollo educativo. 

El 16 de noviembre de 1991 contrajo matrimonio con Cándido González Meléndez, con quien 
compartió más de veintidós años de vida matrimonial, construyendo una familia cimentada en el amor, 
el respeto y los valores. De esta unión nacieron sus tres hijos: Gabriel González Martínez, Janpierre 
González Martínez y Christopher González Martínez, quienes constituyeron el centro de su vida y la 
inspiración constante de su entrega diaria. 

Su trayectoria profesional estuvo profundamente ligada al campo de la educación, al cual 
dedicó más de veinticinco (25) años de servicio ininterrumpido. Inició su labor como maestra de 
Kindergarten en el Colegio Piaget, institución fundada por sus padres en el año 1988. Posteriormente, 
tras el sensible fallecimiento de su padre, asumió responsabilidades administrativas que la llevaron a 
convertirse en la principal figura de liderazgo dentro de la institución, guiándola con visión, 
determinación y un compromiso inquebrantable. 

Bajo su dirección, el Colegio Piaget Bilingual Academy experimentó un crecimiento 
extraordinario, consolidándose como una de las instituciones educativas más prestigiosas del 
Municipio de Manatí y de todo Puerto Rico. Su enfoque en una educación bilingüe de excelencia, 
junto a una formación integral del estudiantado, permitió que la institución se destacara por la calidad 
de sus programas académicos, deportivos y extracurriculares, convirtiéndose en un referente de 
innovación y compromiso educativo. 

Su visión de futuro y su incansable espíritu de superación la llevaron a materializar importantes 
proyectos de infraestructura, incluyendo la construcción de nuevas facilidades inauguradas en el 
Barrio Guayaney en el año 2007. Estas modernas instalaciones, dotadas de espacios académicos, 
deportivos y tecnológicos de primer orden, permitieron ampliar significativamente la matrícula y 
fortalecer la oferta educativa, impactando positivamente a cientos de familias. 

No obstante, más allá de sus logros institucionales, la grandeza de Leisha María Martínez 
Pagán se manifestaba en su profunda vocación de servicio y en su sensibilidad hacia las necesidades 
de los demás. Su compromiso con la comunidad escolar trascendía cualquier función administrativa. 
Con un corazón generoso y una humildad que la caracterizaba, brindó ayuda a innumerables 
estudiantes y familias, proveyendo becas, uniformes, libros y apoyo económico, muchas veces de 
manera discreta y anónima, sin esperar reconocimiento alguno. 

Su impacto no se limitó al estudiantado. Maestros, empleados, padres y miembros de la 
comunidad encontraron en ella una guía, un apoyo constante y una figura de confianza. Su liderazgo 
se distinguía por su cercanía, su capacidad de escuchar y su genuino interés en el bienestar de cada 
persona que formaba parte de la institución. En cada acción, reflejaba un profundo sentido de 
humanidad que la hacía única e irrepetible. 

El legado de Leisha se proyecta hoy en las vidas de cientos de estudiantes que, gracias a su 
dedicación y entrega, han logrado continuar estudios universitarios en disciplinas como ingeniería, 
derecho, medicina y otras profesiones, tanto en Puerto Rico como en los Estados Unidos. Para ella, 
cada estudiante representaba una oportunidad de transformación, y su mayor satisfacción era verlos 
alcanzar sus metas, independientemente de las dificultades que enfrentaran. 

Quienes tuvieron el privilegio de conocerla pueden dar fe de su carácter noble, su humildad 
sincera y su inquebrantable voluntad de servir. Fue una mujer de principios firmes, de fe en el potencial 
humano y de amor genuino por su comunidad. Su vida estuvo guiada por el deseo constante de hacer 
el bien, de abrir caminos y de sembrar esperanza en cada persona que tocaba. Ciertamente, su legado 
no se limita a las estructuras que ayudó a construir ni a los logros institucionales alcanzados, sino que 
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vive en cada historia de superación, en cada oportunidad brindada y en cada vida impactada por su 
generosidad. Su ejemplo trasciende el tiempo y continúa inspirando a quienes creen en el poder 
transformador de la educación y el servicio desinteresado. 

En ese sentido, la designación de la Carretera Estatal PR-686, sita entre los municipios de Vega 
Baja y del Barrio Guayaney del Municipio de Manatí, con el nombre de Leisha María Martínez Pagán 
constituye un acto de justicia histórica y de profundo reconocimiento a una vida ejemplar. Honrar su 
memoria de esta manera no solo perpetúa su nombre, sino que también reafirma los valores de 
compromiso, entrega y solidaridad que ella encarnó en vida. 

A tal efecto, esta Asamblea Legislativa reconoce en Leisha María Martínez Pagán un modelo 
de integridad, liderazgo y vocación de servicio, cuyo legado perdurará como inspiración para las 
presentes y futuras generaciones. Su vida es, sin duda, un recordatorio de que el verdadero impacto se 
mide en las vidas que se transforman y en el bien que se siembra en los demás. 
 
RESUÉLVESE POR LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE PUERTO RICO: 

Sección 1.- Se designa la totalidad de la Carretera Estatal PR-686, sita entre los municipios de 
Vega Baja y del Barrio Guayaney del Municipio de Manatí con el nombre de Leisha María Martínez 
Pagán. 

Sección 2.- El Departamento de Transportación y Obras Públicas y/o la Autoridad de 
Carreteras y Transportación rotularán la Carretera Estatal PR-686, acorde con las disposiciones de 
esta Resolución Conjunta. 

Sección 2 3.- El Departamento de Transportación y Obras Públicas y/o la Autoridad de 
Carreteras y Transportación deberá proveer la asesoría técnica necesaria para velar velarán por que la 
rotulación del tramo aquí designado, cumpla con las especificaciones establecidas en el “Manual de 
Dispositivos Uniformes para el Control de Tránsito en las Vías Públicas (MUTCD)” y con cualquier 
otra reglamentación aplicable. 

Sección 3 4.- A fin de lograr la rotulación del tramo aquí designado, se autoriza al Municipio 
de Manatí Departamento de Transportación y Obras Públicas y/o la Autoridad de Carreteras y 
Transportación, a peticionar, aceptar, recibir, preparar y someter propuestas para aportaciones y 
donativos de recursos de fuentes públicas y privadas; parear cualesquiera fondos disponibles con 
aportaciones federales, estatales, municipales o del sector privado; así como a entrar en acuerdos 
colaborativos con cualquier ente, público o privado, dispuesto a participar en el financiamiento de esta 
rotulación la misma. 

Sección 4 5.- Esta Resolución Conjunta comenzará a regir inmediatamente después de su 
aprobación.” 
 

“INFORME 
 
AL SENADO DE PUERTO RICO: 

La Comisión de Transportación, Telecomunicaciones, Servicios Públicos y Asuntos del 
Consumidor del Senado de Puerto Rico, previo estudio y consideración, recomienda la aprobación de 
la R. C. del S. 171, con las enmiendas incluidas en el entirillado electrónico que acompaña a este 
informe. 
 
 
 
 



Viernes, 19 de junio de 2026  Núm. 44 
 
 

19281 

 
ALCANCE DE LA MEDIDA 

La R. C. del S. 171 tiene como propósito “…designar la totalidad de la Carretera Estatal PR-
686, sita entre los municipios de Vega Baja y Manatí, con el nombre de Leisha María Martínez Pagán, 
Q.E.P.D; y para otros fines relacionados”. 

De entrada, es menester señalar la importancia que reviste la resolución conjunta de autos. 
Estimamos que la Exposición de Motivos de la medida, explica por sí misma lo imperativo de 
aprobarse, al decirnos que 

[l]eisha María Martínez Pagán, Q.E.P.D., nació el 8 de junio de 1971 en el 
Barrio Río Piedras del Municipio de San Juan, Puerto Rico. Hija mayor del matrimonio 
de María Pagán Negrón y el doctor José Martínez Piñeiro, creció en el seno de una 
familia que le inculcó desde temprana edad sólidos valores de responsabilidad, 
disciplina, sensibilidad humana y compromiso con el bienestar de los demás. Junto a 
sus hermanos Isabel, José Antonio y Karla, desarrolló una personalidad marcada por la 
empatía, la perseverancia y un profundo sentido de propósito. 

Durante sus primeros años de vida, Leisha tuvo la oportunidad de formarse 
tanto en Puerto Rico como en los Estados Unidos, experiencia que amplió su 
perspectiva y contribuyó a forjar en ella una visión integral del mundo. Tras completar 
sus estudios secundarios, continuó su formación académica en la Universidad de Puerto 
Rico, Recinto de Cayey, reafirmando su vocación hacia el servicio y el desarrollo 
educativo. 

El 16 de noviembre de 1991 contrajo matrimonio con Cándido González 
Meléndez, con quien compartió más de veintidós años de vida matrimonial, 
construyendo una familia cimentada en el amor, el respeto y los valores. De esta unión 
nacieron sus tres hijos: Gabriel González Martínez, Janpierre González Martínez y 
Christopher González Martínez, quienes constituyeron el centro de su vida y la 
inspiración constante de su entrega diaria. 

Su trayectoria profesional estuvo profundamente ligada al campo de la 
educación, al cual dedicó más de veinticinco (25) años de servicio ininterrumpido. 
Inició su labor como maestra de Kindergarten en el Colegio Piaget, institución fundada 
por sus padres en el año 1988. Posteriormente, tras el sensible fallecimiento de su 
padre, asumió responsabilidades administrativas que la llevaron a convertirse en la 
principal figura de liderazgo dentro de la institución, guiándola con visión, 
determinación y un compromiso inquebrantable. 

Bajo su dirección, el Colegio Piaget Bilingual Academy experimentó un 
crecimiento extraordinario, consolidándose como una de las instituciones educativas 
más prestigiosas del Municipio de Manatí y de todo Puerto Rico. Su enfoque en una 
educación bilingüe de excelencia, junto a una formación integral del estudiantado, 
permitió que la institución se destacara por la calidad de sus programas académicos, 
deportivos y extracurriculares, convirtiéndose en un referente de innovación y 
compromiso educativo. 

Su visión de futuro y su incansable espíritu de superación la llevaron a 
materializar importantes proyectos de infraestructura, incluyendo la construcción de 
nuevas facilidades inauguradas en el Barrio Guayaney en el año 2007. Estas modernas 
instalaciones, dotadas de espacios académicos, deportivos y tecnológicos de primer 
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orden, permitieron ampliar significativamente la matrícula y fortalecer la oferta 
educativa, impactando positivamente a cientos de familias. 

No obstante, más allá de sus logros institucionales, la grandeza de Leisha María 
Martínez Pagán se manifestaba en su profunda vocación de servicio y en su sensibilidad 
hacia las necesidades de los demás. Su compromiso con la comunidad escolar 
trascendía cualquier función administrativa. Con un corazón generoso y una humildad 
que la caracterizaba, brindó ayuda a innumerables estudiantes y familias, proveyendo 
becas, uniformes, libros y apoyo económico, muchas veces de manera discreta y 
anónima, sin esperar reconocimiento alguno. 

Su impacto no se limitó al estudiantado. Maestros, empleados, padres y 
miembros de la comunidad encontraron en ella una guía, un apoyo constante y una 
figura de confianza. Su liderazgo se distinguía por su cercanía, su capacidad de 
escuchar y su genuino interés en el bienestar de cada persona que formaba parte de la 
institución. En cada acción, reflejaba un profundo sentido de humanidad que la hacía 
única e irrepetible. 

El legado de Leisha se proyecta hoy en las vidas de cientos de estudiantes que, 
gracias a su dedicación y entrega, han logrado continuar estudios universitarios en 
disciplinas como ingeniería, derecho, medicina y otras profesiones, tanto en Puerto 
Rico como en los Estados Unidos. Para ella, cada estudiante representaba una 
oportunidad de transformación, y su mayor satisfacción era verlos alcanzar sus metas, 
independientemente de las dificultades que enfrentaran. 

Quienes tuvieron el privilegio de conocerla pueden dar fe de su carácter noble, 
su humildad sincera y su inquebrantable voluntad de servir. Fue una mujer de 
principios firmes, de fe en el potencial humano y de amor genuino por su comunidad. 
Su vida estuvo guiada por el deseo constante de hacer el bien, de abrir caminos y de 
sembrar esperanza en cada persona que tocaba. Ciertamente, su legado no se limita a 
las estructuras que ayudó a construir ni a los logros institucionales alcanzados, sino que 
vive en cada historia de superación, en cada oportunidad brindada y en cada vida 
impactada por su generosidad. Su ejemplo trasciende el tiempo y continúa inspirando 
a quienes creen en el poder transformador de la educación y el servicio desinteresado. 

En ese sentido, la designación de la Carretera Estatal PR-686, sita entre los 
municipios de Vega Baja y Manatí, con el nombre de Leisha María Martínez Pagán 
constituye un acto de justicia histórica y de profundo reconocimiento a una vida 
ejemplar. Honrar su memoria de esta manera no solo perpetúa su nombre, sino que 
también reafirma los valores de compromiso, entrega y solidaridad que ella encarnó en 
vida. 

A tal efecto, esta Asamblea Legislativa reconoce en Leisha María Martínez 
Pagán un modelo de integridad, liderazgo y vocación de servicio, cuyo legado 
perdurará como inspiración para las presentes y futuras generaciones. Su vida es, sin 
duda, un recordatorio de que el verdadero impacto se mide en las vidas que se 
transforman y en el bien que se siembra en los demás. 

 
ANÁLISIS DE LA MEDIDA 

Para el cabal análisis de esta medida, la Comisión de Transportación, Telecomunicaciones, 
Servicios Públicos y Asuntos del Consumidor del Senado de Puerto Rico recibió el denominado 
“FORMULARIO DE VERIFICACIÓN ADMINISTRATIVA/MEDIDAS SOBRE DESIGNACIÓN 
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DE NOMBRES A VÍAS PÚBLICAS” que emite el Departamento de Transportación y Obras Públicas 
y la Autoridad de Carreteras y Transportación. 

En el susodicho documento, se nos indica por parte de las antes mencionadas entidades 
gubernamentales que la vía no tiene nombre asignado; que la vía a designarse debe ser completa; y 
que estas no objetan, desde el punto de vista administrativo, a la designación propuesta. 

No obstante, el documento expresa que “[e]l DTOP emite este documento únicamente para 
fines de verificación administrativa sobre la existencia o no de una designación oficial previa. La 
información aquí contenida surge de la verificación administrativa realizada conforme a los registros, 
archivos y sistemas aplicables de la agencia. Igualmente, se deberá cumplir con los parámetros del 
“Manual on Uniform Traffic Control Devices” y con el Artículo 2 de la Ley Núm.. (sic) 55-2021”. 
 

IMPACTO FISCAL MUNICIPAL 
Del análisis realizado por esta Comisión, a tenor con el Artículo 1.007 de la Ley 107-2020, 

según enmendada, conocida como “Código Municipal de Puerto Rico”, no surge que la medida tenga 
un impacto fiscal sobre las finanzas municipales. 
 

CONCLUSIÓN 
Evaluada la Resolución Conjunta en sus méritos, entendemos que la misma requiere ser 

aprobada con prontitud. Sin duda, con esta pieza legislativa se reconoce la vida de una persona, cuya 
trayectoria profesional estuvo profundamente ligada al campo de la educación, al cual dedicó más de 
veinticinco (25) años de servicio ininterrumpido, a saber, Leisha María Martínez Pagán. 

No perdamos de perspectiva que, el reconocimiento de figuras relevantes, mediante la 
denominación de espacios o vías públicas es una práctica común en diversas sociedades, ya que 
permite mantener viva la memoria de aquellos que han contribuido de manera significativa al 
desarrollo de la comunidad. La medida propuesta tiene un profundo valor simbólico, ya que no solo 
honra a una destacada educadora, sino que también refuerza los valores de respeto, justicia y 
compromiso con la comunidad. 

Para terminar, es preciso indicar que la Sección 1 del Artículo III de la Constitución de Puerto 
Rico26, delega a la Rama Legislativa la potestad de aprobar leyes. Por su parte, la Sección 17 del 
referido Artículo III27, delinea el proceso legislativo a observarse para que una legislación presentada 
se convierta en ley. Asimismo, la Sección 19 del mismo Artículo28, establece los requisitos 

 
26 Esta Sección, específicamente, dispone que “[e]l Poder Legislativo se ejercerá por una Asamblea Legislativa, que se 
compondrá de dos Cámaras -el Senado y la Cámara de Representantes- cuyos miembros serán elegidos por votación directa 
en cada elección general.” 
27 Esta Sección, específicamente, dispone que “[n]ingún proyecto de ley se convertirá en ley a menos que se imprima, se 
lea, se remita a comisión y ésta lo devuelva con un informe escrito; pero la cámara correspondiente podrá descargar a la 
comisión del estudio e informe de cualquier proyecto y proceder a la consideración del mismo. Las cámaras llevarán libros 
de actas donde harán constar lo relativo al trámite de los proyectos y las votaciones emitidas a favor y en contra de los 
mismos. Se dará publicidad a los procedimientos legislativos en un diario de sesiones, en la forma que se determine por 
ley. No se aprobará ningún proyecto de ley, con excepción de los de presupuesto general, que contenga más de un asunto, 
el cual deberá ser claramente expresado en su título, y toda aquella parte de una ley cuyo asunto no haya sido expresado 
en el título será nula. La ley de presupuesto general sólo podrá contener asignaciones y reglas para el desembolso de las 
mismas. Ningún proyecto de ley será enmendado de manera que cambie su propósito original o incorpore materias extrañas 
al mismo. Al enmendar cualquier artículo o sección de una ley, dicho artículo sección será promulgado en su totalidad tal 
como haya quedado enmendado. Todo proyecto de ley para obtener rentas se originará en la Cámara de Representantes, 
pero el Senado podrá proponer enmiendas o convenir en ellas como si se tratara de cualquier otro proyecto de ley.” 
28 Esta Sección, específicamente, dispone que “[c]ualquier proyecto de ley que sea aprobado por una mayoría del número 
total de los miembros que componen cada cámara se someterá al Gobernador y se convertirá en ley si éste lo firma o si no 



Viernes, 19 de junio de 2026  Núm. 44 
 
 

19284 

constitucionales relativos a la aprobación de proyectos de ley, por los Cuerpos Legislativos y el 
Gobernador de Puerto Rico.  

Expuesto ello, y a base de los preceptos constitucionales antes descritos, es imperativo 
reconocer que la aprobación de la R. C. del S. 171 es un ejercicio válido de la facultad de esta 
Asamblea Legislativa, según es aquí fundamentado. 

Siendo tarea de la Asamblea Legislativa de Puerto Rico crear y aprobar política pública, la 
cual surge como respuesta a los cambios sociales que motivan la actualización del estado de derecho 
que rige el destino de todos los que aquí residimos, podemos concluir que el propósito que origina la 
presentación de la medida ante nuestra consideración es una acción cobijada dentro del amplio poder 
que tiene esta Rama, la cual fuera conferida por nuestros constituyentes.  

Por todo lo anterior, la Comisión de Transportación, Telecomunicaciones, Servicios Públicos 
y Asuntos del Consumidor del Senado de Puerto Rico recomienda la aprobación de la Resolución 
Conjunta del Senado Núm. 171, con las enmiendas contenidas en el entirillado electrónico que 
acompaña a este informe. 
 
Respetuosamente sometido, 
(Fdo.) 
Hon. Héctor Joaquín Sánchez Álvarez 
Presidente 
Comisión de Transportación, Telecomunicaciones, 
Servicios Públicos y Asuntos del Consumidor” 

- - - - 
 

Como próximo asunto en el Calendario de Lectura, se lee el Proyecto de la Cámara 1015, y se 
da cuenta del Informe de la Comisión de Asuntos Municipales, con enmiendas, según el entirillado 
electrónico que se acompaña: 
 

“LEY 
Para añadir un nuevo Artículo 2.003A de a la Ley 107-2020, según enmendada, conocida como 

“Código Municipal de Puerto Rico”, a los fines de requerir un Enlace Municipal de Asuntos de la 
Mujer y Víctimas de Violencia Doméstica en cada municipio de Puerto Rico; y para otros fines 
relacionados. 
 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 
La violencia de género constituye una de las manifestaciones más persistentes y devastadoras 

manifestaciones de desigualdad en nuestra sociedad. Se trata de una crisis social que trasciende lo el 
 

lo devuelve con sus objeciones a la cámara de origen dentro de diez días (exceptuando los domingos) contados a partir de 
la fecha en que lo hubiese recibido.  
 
Cuando el Gobernador devuelva un proyecto, la cámara que lo reciba consignará las objeciones del Gobernador en el libro 
de actas y ambas cámaras podrán reconsiderar el proyecto, que de ser aprobado por dos terceras partes del número total 
de los miembros que componen cada una de ellas, se convertirá en ley.  
Si la Asamblea Legislativa levanta sus sesiones antes de expirar el plazo de diez días de haberse sometido un proyecto al 
Gobernador, éste quedará relevado de la obligación de devolverlo con sus objeciones, y el proyecto sólo se convertirá en 
ley de firmarlo el Gobernador dentro de los treinta días de haberlo recibido.  
 
Toda aprobación final o reconsideración de un proyecto será en votación por lista.” 
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ámbito individual y genera un clima de inseguridad incompatible con los principios de equidad, 
respeto y justicia. Habida cuenta que se trata de una problemática complicada y generalizada, basada 
en patrones culturales y estructuras de poder históricamente desiguales, es resulta imperativo atenderla 
desde múltiples frentes con mediante una respuesta gubernamental efectiva, coordinada, e integrada 
y multisectorial. 

De otra parte, si bien reconocemos se reconoce que tanto hombres como mujeres pueden ser 
víctimas de violencia de género, es nuestra contención que las estadísticas reflejan una realidad 
alarmante e irrefutable: la. La vasta mayoría de las víctimas son mujeres. Según datos oficiales del 
Negociado de la Policía de Puerto Rico, durante el año 2024 se reportaron 9,476 incidentes de 
violencia doméstica, de los cuales 7,784 fueron contra mujeres.29 Mientras tanto, los datos más 
recientes disponibles y correspondientes al periodo comprendido sobre el 2025 (entre el 1 de enero y 
de 2025 al 27 de abril de 2025) revelan que se han registrado 2,552 incidentes, siendo 2,097 de ellos 
en perjuicio de mujeres. Esta tendencia, lejos de revertirse, ha evidenciado un recrudecimiento 
preocupante con consecuencias trágicas como los ocho (8) feminicidios íntimos reportados en lo que 
va del presente año. 

Por otro lado, la La violencia contra las mujeres incluye, no solo actos de violencia física o 
sexual, sino también violencia económica, psicológica, emocional y cibernética, y el acecho.  Se trata 
de un fenómeno que por su propia naturaleza e impacto ha requerido que tanto la Oficina de la 
Procuradora de las Mujeres (OPM), como las instituciones gubernamentales y las organizaciones sin 
fines de lucro, vuelquen sus esfuerzos para contener este mal social que nos agobia. 

En atención a esta realidad, resulta urgente reexaminar y fortalecer los mecanismos 
institucionales existentes para prevenir, atender y erradicar la violencia de género dirigida contra las 
mujeres. La respuesta debe ser amplia, inclusiva y articulada, lo cual exige el compromiso no solo del 
gobierno central, sino también de las estructuras más cercanas al ciudadano, es decir, los municipios. 
Ante esta realidad, se hace indispensable reconocer el rol medular que las administraciones 
municipales pueden y deben desempeñar en la gestión de servicios, la atención directa y el 
acompañamiento a las víctimas/ y/o sobrevivientes de este mal social que arropa a Puerto Rico. nos 
agobia. 

Respecto a este punto, cabe destacar que la derogada Ley Núm. 81-1991, conocida como “Ley 
de Municipios Autónomos de Puerto Rico”, actualmente derogada, disponía expresamente la 
obligación de establecer una Oficina Municipal de Asuntos de la Mujer como unidad administrativa 
en los municipios. Estas oficinas servían como primer punto de apoyo para mujeres víctimas de 
violencia de género, orientándolas sobre sus derechos, ayudándolas a gestionar órdenes de protección 
y facilitando referidos a la OPM y otras agencias pertinentes, y se canalizaban otro tipo de así como 
la canalización de otros servicios atinentes para atender las necesidades de las mujeres.  

Sin embargo, con la aprobación de la Ley Núm. 107-2020, según enmendada, conocida como 
“Código Municipal de Puerto Rico”, dicha disposición fue eliminada. Esta omisión legislativa ha 
generado un vacío que debilita los esfuerzos de prevención y respuesta ante la violencia de género, 
fragmentando los servicios y reduciendo la capacidad del Estado para responder con agilidad y 
cercanía. 

Esta legislación le requiere a cada alcalde designar un funcionario municipal que sirva de 
enlace de Asuntos de la Mujer y Víctimas de Violencia Doméstica.  

Además, reconocemos se reconoce que los municipios por su proximidad a los constituyentes 
y su conocimiento directo de las dinámicas comunitarias poseen una ventaja estratégica que debe ser 
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aprovechada para articular respuestas locales que complementen los esfuerzos estatales y del tercer 
sector. Por lo tanto, fortalecer la presencia institucional de los asuntos de la mujer a nivel municipal 
constituye una acción esencial y urgente.  
 
DECRÉTASE POR LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE PUERTO RICO: 

Sección 1.-Se añade un nuevo Artículo 2.003 A a la Ley 107-2020, según enmendada, 
conocida como “Código Municipal de Puerto Rico”, para que se lea como sigue: 

“Artículo 2.003 A— Enlace Municipal de Asuntos de la Mujer y Víctimas de Violencia 
Doméstica 

Todo municipio, a través de su alcalde o alcaldesa, deberá designar un funcionario 
municipal como Enlace Municipal de Asuntos de la Mujer y Víctimas de Violencia Doméstica. 

Esta figura enlace Oficina o enlace, que tendrá a su cargo servir como primer punto de 
apoyo para víctimas y/o sobrevivientes de violencia de género dentro de la demarcación 
territorial del ayuntamiento., Asimismo, ofrecerá orientaciones sobre sus derechos y remedios 
legales disponibles bajo el ordenamiento jurídico vigente, asistirá en la gestión y tramitación 
de órdenes de protección, facilitará referidos a la Oficina de la Procuradora de las Mujeres 
(OPM) y a otras agencias pertinentes, así como canalizar otros servicios relacionados con sus 
necesidades cualquier otro servicio u asistencia relacionada con las necesidades particulares 
de las víctimas o sobrevivientes.” 

El personal municipal designado como enlace deberá cumplir con seis (6) horas 
contacto anuales de capacitación especializada ofrecidas ofrecidos por la Oficina de la 
Procuradora de las Mujeres (OPM), con el propósito de asegurar una atención adecuada, 
sensible y conforme a los protocolos establecidos para la intervención con víctimas de 
violencia doméstica y de género. Además, previa previo a la designación del funcionario 
enlace, el Municipio deberá establecer los protocolos o reglamentos necesarios para el 
cumplimiento con el estándar legal de confidencialidad dispuesto en la Ley 54 del 15 de agosto 
del 1989, mejor según enmendada, conocida como "Ley para la Prevención e Intervención con 
la Violencia Domestica”.” 
Sección 2.- Cumplimiento 
Los municipios tendrán un plazo de tres (3) meses noventa (90) días, luego de la entrada en vigor 

de esta Ley, para realizar la designación descrita en cumplir con la implementación de la Sección anterior. 
Sección 3.- Vigencia 
Esta Ley comenzará a regir inmediatamente después de su aprobación.” 

 
“INFORME 

 
AL SENADO DE PUERTO RICO: 

La Comisión de Asuntos Municipales del Senado de Puerto Rico, previo estudio y 
consideración del P. de la C. 1015, recomienda su aprobación, con enmiendas, según incluidas en el 
Entirillado Electrónico que se acompaña. 
 

ALCANCE DE LA MEDIDA 
El Proyecto de la Cámara 1015 tiene como propósito “añadir un nuevo Artículo 2.003A de 

la Ley 107-2020, según enmendada, conocida como “Código Municipal de Puerto Rico”, a los fines 
de requerir un Enlace Municipal de Asuntos de la Mujer y Víctimas de Violencia Doméstica en cada 
municipio; y para otros fines relacionados”. 
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ALCANCE DEL INFORME 

La Comisión informante solicitó y recibió comentarios de la Asociación y Federación de 
Alcaldes de Puerto Rico, respectivamente, así como de la Oficina de la Procuradora de las Mujeres 
(“OPM”). Desafortunadamente, y a pesar de encontrarse consultados desde el 6 de marzo de 2026, 
al momento de presentar este Informe, la Liga de Ciudades de Puerto Rico ni el Departamento de 
Justicia habían comparecido ante esta Honorable Comisión. No obstante, dichas incomparecencias no 
son óbice para que esta medida continúe su trámite, y el Poder Legislativo lleve a cabo su función y 
deber constitucional de legislar. 
 

ANÁLISIS 
No hay duda de que Puerto Rico enfrenta una grave crisis de violencia de género, la cual afecta 

de manera particularmente desproporcionada a las mujeres. Dicho problema continúa reflejándose en 
las alarmantes estadísticas relacionadas con incidentes de violencia doméstica y feminicidios en la 
isla. Para el año 2024, se registraron más de 9,500 incidentes de violencia de género en Puerto Rico.30 
Asimismo, según datos publicados por la Policía de Puerto Rico en su portal cibernético, al cierre del 
año 2025 se reportaron un total de 8,593 de violencia de género en la isla.31 

De igual forma, datos recopilados por el Observatorio de Equidad de Género de Puerto Rico 
reflejan que, al cierre del año 2025, se habían registrado en la isla un total de sesenta y tres (63) 
feminicidios.32 De estos, al menos veinte (20) fueron clasificados como feminicidios íntimos, es decir, 
cometidos por hombres con quienes las víctimas mantenían o habían mantenido algún tipo de relación 
afectiva, ya fuera como esposos, exesposos, compañeros, novios o exparejas, entre otros. Asimismo, 
más de la mitad de estos crímenes fueron perpetrados mediante el uso de armas de fuego. 

En el presente año, se han registrado un total de diecisiete (17) casos de feminicidio en Puerto 
Rico.33 De estos, cinco (5) han sido confirmados como íntimos, mientras que los restantes aún se 
encuentran bajo investigación por la Policía de Puerto Rico. Por otro lado, según datos recopilados 
por la Oficina de la Procuradora de las Mujeres (en adelante, “OPM”), entre el 1 de enero y el 30 de 
abril de 2026, se reportaron sobre 2,011 incidentes de violencia doméstica alrededor de toda la isla,34 
lo que evidencia la persistencia y magnitud de esta problemática social. 

Estos datos y el panorama actual evidencian que la violencia de género no constituye un 
fenómeno aislado ni meramente individual, sino una problemática estructural y persistente que 
requiere respuestas gubernamentales integradas, coordinadas y accesibles. En ese esfuerzo, los 
gobiernos municipales desempeñan un rol fundamental por su cercanía con las comunidades y su 
capacidad de atender de manera más inmediata las necesidades y problemáticas de la ciudadanía.  

 
30 Policía de Puerto Rico, Estadísticas Violencia Doméstica, POLICÍA–GOBIERNO DE PUERTO RICO (12 de mayo de 2026), 
https://www.policia.pr.gov/estadisticas. 
31 Id. 
32 Observatorio de Equidad de Género de Puerto Rico, Feminicidios, Desapariciones y Violencia de Género 2025, 
OBSERVATORIO DE EQUIDAD DE GÉNERO 1, 11 del PDF (2025), https://observatoriopr.org/download/2025-trimestre-iv-
feminicidios-desapariciones-y-violencia-de-genero-31-de-diciembre-de-
2025/?wpdmdl=2956&refresh=6a0b0429390911779106857.  
33 Observatorio de Equidad de Género de Puerto Rico, Feminicidios, Desapariciones y Violencia de Género 2025, 
OBSERVATORIO DE EQUIDAD DE GÉNERO 1, 11 del PDF (2025), https://observatoriopr.org/download/2026-trimestre-ii-
feminicidios-desapariciones-y-violencia-de-genero-30-de-abril-de-
2026/?wpdmdl=3145&refresh=6a0b02e1085891779106529. 
34 OPM, Incidentes de Violencia Domestica Año 2026 (7 de mayo de 2026), https://www.mujer.pr.gov/estadisticas. 
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Precisamente, ante esa realidad social, el P. de la C. 1015 persigue fortalecer la capacidad 
institucional de los municipios para atender de manera inmediata y efectiva los asuntos relacionados 
con la violencia de género y la protección de las mujeres víctimas de violencia doméstica dentro de 
sus respectivas jurisdicciones. Para ello, se propone añadir un nuevo Artículo 2.003A a la Ley 107-
2020, según enmendada, conocida como “Código Municipal de Puerto Rico”, a los fines de requerir 
que cada ayuntamiento designe un funcionario que sirva como Enlace Municipal de Asuntos de la 
Mujer y Víctimas de Violencia Doméstica. 

Así pues, la designación de este funcionario responde a la necesidad de robustecer la respuesta 
gubernamental municipal frente a una problemática social de alto impacto, que afecta no solo la 
integridad física y emocional de las víctimas, sino también la estabilidad familiar y comunitaria. 
Durante los pasados años, nuestro archipiélago ha experimentado un aumento sostenido en incidentes 
de violencia doméstica y feminicidios, situación que incluso motivó la declaración de un estado de 
emergencia por violencia de género en el país. 

Lo anterior demuestra la necesidad de adoptar mecanismos permanentes de prevención, 
orientación y apoyo que permitan atender la problemática desde una perspectiva más cercana y 
coordinada a la ciudadanía. Precisamente, los municipios, por su cercanía con los ciudadanos y su 
conocimiento directo sobre las dinámicas sociales locales, se encuentran en mejor posición para 
identificar situaciones de riesgo, canalizar servicios y coordinar esfuerzos con agencias estatales y 
organizaciones comunitarias. Por ende, la designación de un funcionario especializado permitiría 
centralizar la orientación y el acompañamiento a víctimas y sobrevivientes, facilitando referidos, 
acceso a recursos y coordinación interagencial de manera más ágil y efectiva. 

En la actualidad, el Código Municipal no contempla una disposición particular dirigida a 
atender esta problemática. Ello contrasta con la derogada Ley Núm. 81-1991, según enmendada, 
conocida como “Ley de Municipios Autónomos de Puerto Rico”, la cual, en su Artículo 6.001, 
disponía para la creación mandatoria de una Oficina Municipal de Asuntos de la Mujer.  Por lo que, 
es necesario atemperar las disposiciones vigentes de la Ley 107-2020, según enmendada, a fin de 
fortalecer la capacidad de respuesta de los gobiernos municipales ante la violencia de género, 
promover una atención más cercana y coordinada a las víctimas, y reforzar los mecanismos de 
prevención, orientación y acompañamiento comunitario. 
 

RESUMEN DE COMENTARIOS 
 
A) ASOCIACIÓN DE ALCALDES DE PUERTO RICO 

La directora ejecutiva de la Asociación de Alcaldes de Puerto Rico, Verónica Rodríguez 
Irizarry, no endosa la aprobación del P. de la C. 1015, ello, por entender que el Código Municipal 
ya contiene salvaguardas que permiten atender el problema de la violencia doméstica en los 
ayuntamientos. Sobre esto, abundó lo siguiente: 

El Código Municipal tiene las disposiciones estatutarias que permite que los 
gobiernos municipales puedan atender este asunto a través de iniciativas particulares o 
designar departamentos para que le den una atención especial al tema de la Mujer y 
Víctima de Violencia Doméstica. 

Nos parece que este tema ha estado siempre presente en nuestra sociedad y en 
tiempos recientes se ha acrecentado. Da la impresión de que esto ha provocado el 
presente Proyecto. Sin embargo, habiendo herramientas disponibles en la legislación 

tel:107-2020
tel:107-2020
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(Código Municipal), no es necesario crear, es decir, ya el propio Código permite lo 
que pretende el Proyecto por lo que no es necesaria la enmienda propuesta.35 
En atención a lo anterior, la Asociación aludió específicamente a los Artículos 1.008 (n); 1.010; 

1.018; y 2.003 de la Ley 107-2020, según enmendada. Tales disposiciones reconocen, entre otros 
asuntos, la facultad de los gobiernos municipales para contratar servicios profesionales, técnicos y 
consultivos; adoptar reglamentación y medidas dirigidas a atender asuntos de carácter apremiante para 
la administración municipal; así como las prerrogativas conferidas a los alcaldes y alcaldesas para 
organizar, dirigir y supervisas las funciones y operaciones administrativas del ayuntamiento, 
incluyendo la creación de programas y la prestación de servicios esenciales a la ciudadanía, los cuales 
pueden versar sobre el problema objeto de esta medida.  
 
B) FEDERACIÓN DE ALCALDES DE PUERTO RICO 

Por conducto de su director ejecutivo, Ángel M. Morales Vázquez, la Federación de Alcaldes 
de Puerto Rico endosa la aprobación del P. de la C. 1015. Según señalado “lo propuesto en la medida 
puede resultar conveniente a los municipios, ya que no altera la estructura organizacional 
municipal ni tiene impacto directo en el servicio público, ya que se busca hacer una designación, 
no así un nombramiento ni una nueva clasificación de puesto por mandato legislativo”.36 No 
obstante, aclaró que la medida parte de una premisa incorrecta al sostener que, con la aprobación del 
Código Municipal, se provocó una omisión legislativa al eliminar la Oficina Municipal de Asuntos de 
la Mujer en todos los ayuntamientos.37 

Sobre esto último, la Federación esbozó que el propósito medular de la aprobación del Código 
Municipal en 2020 fue flexibilizar y descentralizar la estructura organizacional municipal, 
reconociendo que los setenta y ocho (78) municipios poseen realidades administrativas, poblacionales 
y fiscales distintas. En ese sentido, el legislador optó por abandonar un modelo uniforme de 
organización administrativa y facultó a los gobiernos municipales, a través de sus alcaldes y 
alcaldesas, a “crear las unidades administrativas que entiendan necesarias mediante ordenanza”.38 Así 
pues, muchos municipios continúan brindando servicios dirigidos a mujeres, adultos mayores y 
menores de edad, entre otros, mediante la Oficina de Servicios al Ciudadano. Sobre ello, se expresó 
lo siguiente: 

Cónsono con lo anterior, gran parte de los Municipios de Puerto Rico cuentan 
con la Oficina de Servicios al Ciudadano en la cual se atienden asuntos relacionado a 
las mujeres, adultos mayores, niñez, entre otros, con el fin de desarrollar acciones, 
educar y proveer herramientas que orienten y contribuyan a remediar las diversas 
situaciones que enfrenta esta población. 
Dado que esta legislación le requiere a cada alcalde que designe un funcionario 
municipal que sirva de enlace de Asuntos de la Mujer y Víctimas de Violencia 
Doméstica buscando fortalecer la presencia institucional de los asuntos de la mujer a 
nivel municipal. Por ende, las funciones del funcionario designado serán de enlace con 
las distintas agencias gubernamentales e instituciones del tercer sector que tienen el 

 
35 ASOCIACIÓN DE ALCALDES DE PUERTO RICO, MEMORIAL EXPLICATIVO EN TORNO AL P. DE LA C. 1015, en las págs. 1-2 
(2026) (énfasis nuestro). 
36 FEDERACIÓN DE ALCALDES DE PUERTO RICO, MEMORIAL EXPLICATIVO EN TORNO AL P. DE LA C. 1015, en la pág. 1 
(2026) (énfasis nuestro). 
37 Id. en la pág. 2. 
38 Id.  
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deber ministerial y rol principal en cuanto a las gestiones de servicios, atención y 
acompañamiento a las víctimas y sobrevivientes de este mal social que nos agobia.  
En tal sentido, la Federación reconoció que el P. de la C. 1015 “es una medida con potencial 

de impacto social positivo y alineada con necesidades reales en los municipios”.39 
 
C) OFICINA DE LA PROCURADORA DE LAS MUJERES 

La Procuradora de la OPM, Lcda. Astrid Piñeiro Vázquez, respalda sin reservas la 
aprobación del P. de la C. 1015. En síntesis, considera la medida como una razonable y necesaria, al 
establecer un deber homogéneo para todos los municipios sin imponer gastos onerosos.40 Asimismo, 
resalta la virtud de la intención legislativa del proyecto, toda vez que la derogada Ley Núm. 81-1991 
dejó un vacío tras la eliminación de la obligación expresa de contar con organismos municipales 
especializados en asuntos de la mujer.  

Ante la omisión legislativa en el Código Municipal, la incorporación del propuesto Artículo 
2.003B restablece un punto facilitador para la coordinación de servicios, la orientación y el 
acompañamiento de las víctimas y sobrevivientes de violencia de género en cada ayuntamiento.41 
Asimismo, cónsono con los principios rectores de la Ley Orgánica de la OPM, la procuradora comentó 
que “[l]a existencia de enlaces municipales facilita el flujo de información, el cumplimiento de 
referidos y la implementación coherente de programas y protocolos, sin que ello implique una 
intromisión indebida en la autonomía municipal”.42 Ello, a su juicio, ayudará a fortalecer la prevención 
y atención temprana de la violencia doméstica en el país. 

Por otro lado, se arguyó que la designación de la persona enlace brindará un acceso más 
inmediato para la búsqueda de ayuda a aquellas mujeres que han sido víctimas o sobrevivientes de 
violencia doméstica.43 Sobre esto, abundó, que “la presencia de un funcionario municipal identificado 
y capacitado puede reducir esas barreras, fomentar la confianza y propiciar que las víctimas busquen 
protección y servicios de manera oportuna”.44 Por último, la OPM enfatizó que la medida no duplica 
funciones ni crea conflictos de competencia, sino que complementa la labor fiscalizadora y de política 
pública con dicha agencia estatal. En tal sentido, el funcionario designado actuaría como “un 
facilitador local, alineado con dicha política pública en contra de la violencia, lo que fortalece la labor 
institucional sin menoscabar ni confundir las responsabilidades de cada entidad”.45 
 

IMPACTO FISCAL MUNICIPAL 
En cumplimiento con el Artículo 1.007 de la Ley 107-2020, según enmendada, conocida como 

“Código Municipal de Puerto Rico”, la Comisión de Asuntos Municipales del Senado de Puerto Rico 
certifica que el P. de la C. 1015 no impone una obligación económica en el presupuesto de los 
Gobiernos Municipales. 
 
 
 
 

 
39 Id. 
40 OPM, MEMORIAL EXPLICATIVO EN TORNO AL P. DE LA C. 1015, en la pág. 2 (2026). 
41 Id. en las págs. 2-3. 
42 Id. en la pág. 3. 
43 Id. 
44 Id. 
45 Id. 
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CONCLUSIÓN 

POR TODO LO ANTES EXPUESTO, la Comisión de Asuntos Municipales del Senado de 
Puerto Rico, previo estudio y consideración, recomienda la aprobación del P. de la C. 1015, con 
enmiendas. 
 
Respetuosamente sometido, 
(Fdo.) 
José A. “Josian” Santiago Rivera 
Presidente 
Comisión de Asuntos Municipales” 

- - - - 
 

Como próximo asunto en el Calendario de Lectura, se lee la Resolución del Senado 548, la 
cual fue descargada de la Comisión de Asuntos Internos: 
 

“RESOLUCIÓN 
Para ordenar a la Comisión de Innovación, Reforma y Nombramientos del Senado de Puerto 

Rico realizar una investigación exhaustiva sobre las alegaciones contenidas en la querella radicada el 
15 de junio de 2026 por el ex Secretario del Departamento de Desarrollo Económico y Comercio 
(DDEC), Lcdo. Sebastián Negrón Reichard, y remitida al Senado de Puerto Rico, en torno a presunta 
comisión de delito, presuntas intervenciones indebidas, posibles conflictos de interés y otras 
violaciones de ley por parte del Secretario de la Gobernación, Lcdo. Francisco Domenech, la 
Subsecretaria de la Gobernación, Lcda. Itza García, y otros funcionarios e individuos; todo ello en 
relación, además, con los asuntos y la información que permanecen pendientes ante la Comisión Total 
del Senado de Puerto Rico constituida para examinar la conducta del Lcdo. Francisco Domenech; y 
para otros fines relacionados. 
 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 
La facultad del Senado de Puerto Rico para investigar asuntos de alto interés público constituye 

un pilar esencial de la función fiscalizadora que la Constitución confiere a la Asamblea Legislativa. 
El Artículo III de la Constitución de Puerto Rico y el Reglamento del Senado vigente reconocen el 
poder de este Cuerpo para indagar, citar testigos, recibir testimonios bajo juramento y requerir 
documentos, con el propósito de salvaguardar la integridad de la administración pública y el uso 
correcto de los fondos del pueblo. La transparencia y la legalidad en la gestión gubernamental, 
particularmente en los procesos de contratación sufragados con fondos públicos y federales, son 
condiciones indispensables para la confianza ciudadana en sus instituciones. 

El 24 de marzo de 2026, el Secretario de la Gobernación, Lcdo. Francisco Domenech, 
compareció bajo juramento ante la Comisión Total del Senado de Puerto Rico, convocada por su 
Presidente, Hon. Thomas Rivera Schatz, con la participación de la totalidad de los miembros del 
Cuerpo. La Comisión Total examinó, entre otros asuntos, su relación con la firma de cabildeo Politank 
Corp., de la cual fue fundador y propietario; la venta de dicha firma; y la contratación de clientes de 
Politank con el Gobierno de Puerto Rico. Al concluir sus trabajos de ese día, el Presidente del Senado 
anunció que cursaría nuevas citaciones a funcionarios y entidades públicas y que referiría información 
a agencias estatales y federales. La Comisión Total no ha concluido, los asuntos y requerimientos de 
información ante ella permanecen abiertos. 
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El 26 de mayo de 2026, el entonces Secretario del Departamento de Desarrollo Económico y 
Comercio (DDEC), Lcdo. Sebastián Negrón Reichard, renunció a su cargo, señalando que la confianza 
mutua con La Fortaleza había dejado de existir luego de haber referido a las autoridades 
correspondientes los hallazgos de una evaluación interna sobre un proceso competitivo de 
contratación. Junto a él renunciaron varios funcionarios del Departamento. Posteriormente, el 15 de 
junio de 2026, el Lcdo. Negrón Reichard radicó ante la Oficina del Panel sobre el Fiscal Especial 
Independiente (OPFEI) una querella formal contra el Secretario de la Gobernación, copia de la cual 
fue remitida a la Presidencia del Senado de Puerto Rico en relación con la Comisión Total sobre el 
Lcdo. Francisco Domenech. 

Conforme a la querella, los hechos guardan relación directa con el proceso competitivo 
identificado como RFP-DDEC-OGPe-2026-06, para la contratación de servicios de publicidad 
sufragados con fondos federales administrados por la Oficina de Gerencia de Permisos (OGPe), 
dependencia del DDEC. Según las alegaciones, durante la evaluación de propuestas se ejerció presión 
indebida sobre miembros del comité evaluador con el fin de favorecer a un proponente específico, 
presuntamente en nombre de funcionarios de La Fortaleza. 

La querella describe, además, un alegado patrón de conducta del Secretario de la Gobernación 
que el querellante entiende incompatible con las responsabilidades de su cargo y que podría constituir 
delito público. Entre las actuaciones señaladas se encuentran la oposición reiterada a la remoción de 
los funcionarios señalados; la alegada obstrucción de la evaluación interna y la paralización del 
trámite, bajo alegada amenaza; gestiones directas y personales para la atención urgente de solicitudes 
de decretos contributivos, incluida una vinculada a un proyecto representado por la firma Politank; el 
alegado uso de criterios político-partidistas como estándar disciplinario; entre otros. 

De particular relevancia para este Cuerpo resulta la alegación de que el Secretario de la 
Gobernación gestionó un decreto vinculado a un proyecto activamente representado por la firma de 
cabildeo Politank, no obstante haber declarado bajo juramento ante la Comisión Total del Senado que 
había vendido dicha firma y que no intervenía en asunto alguno relacionado con ella. La querella 
afirma que se aporta prueba documental —incluyendo comunicaciones electrónicas— del seguimiento 
que Politank daba a dicho trámite. Todos asuntos que recaen de lleno dentro del interés institucional 
y de la facultad investigativa de este Cuerpo. 

Las alegaciones y la evidencia documental que acompaña la querella implican, asimismo, a la 
Subsecretaria de la Gobernación, Lcda. Itza García. Según se alega, un contrato gubernamental 
concernido beneficiaría a su pareja sentimental, concubino y prometido, lo que plantearía una 
violación de ley. A ello se suma que, durante la Comisión Total, trascendió que la Lcda. García atendía 
los asuntos en los que el Lcdo. Domenech se inhibía, y viceversa. De confirmarse, la evidencia recibida 
podría revelar un esquema de conducta ilegal mediante el cual ambos funcionarios se asistirían 
mutuamente en gestiones en las que el otro tuviese un interés económico. La querella recoge, además, 
alegadas represalias contra las empleadas denunciantes, incluida la recepción de un mensaje de 
amenaza como intento de extorsión para evitar las denuncias. Corresponde a la investigación 
esclarecer el alcance de estas alegaciones y la identidad de todos los funcionarios y particulares que 
pudieran resultar concernidos, sin prejuzgar responsabilidad alguna. 

El desvío o el uso indebido de los recursos públicos, así como la utilización de la función 
gubernamental para favorecer intereses privados, en contravención a la ley, erosionan la confianza 
ciudadana e impiden la sana administración. La rendición de cuentas y la fiscalización rigurosa de los 
procesos de contratación y de concesión de incentivos contributivos resultan imperativas, máxime 
cuando median fondos federales. 
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En atención a la gravedad de las alegaciones, a la prueba documental que se aduce en su apoyo 
y al compromiso institucional de este Cuerpo con la integridad gubernamental, se hace imprescindible 
activar los mecanismos investigativos del Senado para auscultar a profundidad los hechos 
denunciados, proteger el interés público y, de ser procedente, encauzar los referidos que en derecho 
correspondan. 
 
RESUÉLVESE POR EL SENADO DE PUERTO RICO: 

Sección 1. – Se ordena a la Comisión de Innovación, Reforma y Nombramientos del Senado 
de Puerto Rico realizar una investigación exhaustiva sobre las alegaciones contenidas en la querella 
radicada el 15 de junio de 2026 ante la Oficina del Panel sobre el Fiscal Especial Independiente por el 
ex Secretario del Departamento de Desarrollo Económico y Comercio (DDEC), Lcdo. Sebastián 
Negrón Reichard, en torno a presuntas intervenciones indebidas, posibles conflictos de interés y la 
posible comisión de delitos por parte del Secretario de la Gobernación, Lcdo. Francisco Domenech, 
la Subsecretaria de la Gobernación, Lcda. Itza García, y cualesquiera otros funcionarios o particulares 
involucrados. 

Sección 2.- La investigación incluirá, pero no se limitará a: 
a. El proceso competitivo RFP-DDEC-OGPe-2026-06: las alegadas presiones sobre los 

miembros del comité evaluador para inclinar la adjudicación hacia un proponente 
determinado, y el origen, manejo y fiscalización de los fondos federales 
comprometidos en esa contratación; 

b. La alegada intervención del Secretario de la Gobernación y de otros funcionarios en la 
evaluación e investigación interna que adelantaba el DDEC, así como la paralización 
de las suspensiones sumarias que la autoridad nominadora ya había firmado al amparo 
de sus hallazgos; 

c. La intervención del Lcdo. Francisco Domenech a favor de empresas e intereses 
activamente representados por la firma Politank, tanto los que esta representaba con 
anterioridad como los atendidos desde el 2 de enero de 2025, y la posible intervención 
ilegal de otros funcionarios en esos mismos asuntos, incluyendo, sin limitarse a ello, la 
otorgación de decretos contributivos y contratos relacionados con el proyecto Opus 
Miramar, sus entidades afiliadas y otros; 

d. La compatibilidad entre lo que el Lcdo. Domenech declaró bajo juramento ante la 
Comisión Total del Senado, en cuanto a la venta de Politank y a su alegada no 
intervención en los asuntos de dicha firma, y la conducta que se le atribuye con 
posterioridad, a fin de determinar si incurrió en falsedad o en otra conducta 
sancionable; 

e. El contrato o los contratos gubernamentales vinculados a la Lcda. Itza García y el 
conflicto de interés que se alega, por cuanto beneficiarían a su pareja sentimental, 
concubino y prometido; 

f. El alegado patrón de inhibiciones recíprocas entre la Lcda. García y el Lcdo. Domenech 
—en virtud del cual cada uno atendería los asuntos de los que el otro debía apartarse 
por mediar un interés económico— y toda gestión, decreto o contrato que pudiera 
haberse beneficiado de ese arreglo; 

g. Las alegadas represalias, amenazas o actos de intimidación contra las empleadas 
denunciantes y demás servidores públicos del DDEC, así como las medidas que se 
adoptaron o se desistieron en respuesta a sus denuncias; 
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h. El universo de contratos, propuestas, comunicaciones y demás documentación atinente 
a los hechos, y la identificación de las personas naturales y jurídicas que en ellos 
participaron; 

i. Las posibles violaciones a la Ley Núm. 2-2018, según enmendada, conocida como 
“Código Anticorrupción para el Nuevo Puerto Rico”; a la Ley Núm. 146-2012, según 
enmendada, conocida como “Código Penal de Puerto Rico”; a la Ley Núm. 1-2012, 
según enmendada, conocida como “Ley de Ética Gubernamental”; a cualquier otro 
estatuto de naturaleza penal; y a las normas federales que rigen la contratación con 
fondos federales, las cuales no toleran intervenciones como la que describe el 
querellante; 

j. La identificación de todos los funcionarios y particulares cuya conducta pudiera dar 
lugar a responsabilidad penal, civil o administrativa; y 

k. Cualquier otro hecho conexo o derivado que surja en el curso de la investigación. 
Sección 3.- Para el descargo de este mandato, la Comisión ejercerá las más amplias facultades 

investigativas que le confieren la Constitución de Puerto Rico, el Reglamento del Senado de Puerto 
Rico y el Código Político de Puerto Rico. En su virtud, podrá celebrar vistas públicas y reuniones 
ejecutivas; citar y tomar testimonio, bajo juramento, a funcionarios, exfuncionarios y testigos; expedir 
órdenes de citación para la comparecencia de personas y para la producción de documentos, objetos 
y demás evidencia; realizar inspecciones oculares; requerir información a cualquier persona o entidad, 
pública o privada; y designar un Oficial Investigador, así como los peritos y asesores que estime 
necesarios. Toda orden de citación se diligenciará por conducto del Sargento de Armas, conforme al 
Reglamento. 

Sección 4.- La Comisión coordinará sus trabajos con el expediente y los requerimientos de 
información que permanecen pendientes ante la Comisión Total del Senado de Puerto Rico sobre el 
Lcdo. Francisco Domenech, evitando la duplicidad y procurando la mayor economía procesal. Los 
hallazgos de la investigación podrán servir de fundamento para que el Senado de Puerto Rico efectúe 
los referidos que correspondan a la Oficina del Panel sobre el Fiscal Especial Independiente, al 
Departamento de Justicia, a la Oficina de Ética Gubernamental, a la Oficina del Contralor y a 
cualesquiera otras autoridades estatales o federales competentes. 

Sección 5.- La Comisión rendirá un informe que contenga sus hallazgos, conclusiones y 
recomendaciones dentro de un término de noventa (90) días, contados a partir de la aprobación de esta 
Resolución, sin perjuicio de que rinda informes parciales con anterioridad.  

Sección 6.- Esta Resolución entrará en vigor inmediatamente después de su aprobación.” 
- - - - 

 
Como próximo asunto en el Calendario de Lectura, se lee el Proyecto del Senado 1323, el cual 

fue descargado de las Comisiones de Gobierno; y de Seguridad Pública y Asuntos del Veterano: 
 

“LEY 
Para enmendar los incisos (h) e (i) de la Sección 2, los incisos (b) y (d) de la Sección 3, el 

inciso (a) de la Sección 4, añadir una nueva Sección 4-A, enmendar el inciso (a) de la Sección 5 y 
enmendar la Sección 12 de la Sección 92 de la Ley Núm. 40-2020, según enmendada, conocida como 
la “Ley del Fideicomiso para el Retiro de la Policía”, a los fines de atemperar sus disposiciones a la 
Ley de la Policía de Puerto Rico; disponer que los recursos del Fideicomiso para el Retiro de la Policía 
sean utilizados exclusivamente para fines de retiro y para gastos administrativos fiduciarios 
estrictamente necesarios, razonables, auditables y directamente relacionados con la administración del 
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Fideicomiso; prohibir su uso para el pago de obligaciones patronales ajenas al retiro; aclarar que dicha 
prohibición no menoscaba los derechos de los miembros activos o retirados de la Policía de Puerto 
Rico a reclamar los pagos, beneficios o compensaciones que en derecho correspondan; establecer 
controles, certificaciones, informes, reglamentación y deberes de cumplimiento; y para otros fines 
relacionados. 
 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 
Los hombres y mujeres de la Policía de Puerto Rico han dedicado su vida al servicio público, 

enfrentando riesgos extraordinarios, jornadas extensas y responsabilidades esenciales para proteger la 
vida, la propiedad y la seguridad de nuestro pueblo. Por décadas, estos miembros de la uniformada 
han reclamado justicia en su retiro, estabilidad económica luego de concluir su carrera pública y un 
trato digno por el sacrificio realizado durante sus años de servicio. 

Mediante la Ley Núm. 40-2020, se creó la “Ley del Fideicomiso para el Retiro de la Policía”, 
con el propósito de establecer un mecanismo dirigido a mejorar la compensación que reciben los 
miembros de la Policía de Puerto Rico en concepto de retiro. Dicho Fideicomiso representa una 
herramienta de justicia para atender las necesidades económicas de los policías retirados y fortalecer 
los beneficios de retiro de los miembros elegibles. 

No obstante, la ley vigente contiene disposiciones que permiten que sobrantes del Fideicomiso 
sean utilizados para el pago de licencias, horas extras y liquidaciones al momento del retiro de 
miembros activos. Aunque tales conceptos pueden constituir obligaciones legítimas del patrono, no 
deben ser sufragados con fondos creados y destinados para mejorar el retiro de los policías. Las horas 
extras, las licencias acumuladas, las liquidaciones y otros pagos relacionados a nómina o beneficios 
marginales deben ser atendidos mediante las asignaciones presupuestarias ordinarias correspondientes 
al patrono, y no mediante recursos de un fideicomiso creado para fortalecer el retiro. 

Esta medida no menoscaba, limita ni elimina el derecho de los miembros activos o retirados 
de la Policía de Puerto Rico a reclamar o recibir el pago de horas extras, licencias acumuladas, 
liquidaciones o cualquier otra compensación que en derecho les corresponda. Dichas obligaciones 
continúan siendo responsabilidad del patrono y deberán ser satisfechas mediante las asignaciones 
presupuestarias ordinarias correspondientes. Lo que esta Ley dispone es que los recursos del 
Fideicomiso para el Retiro de la Policía no podrán ser utilizados para sustituir obligaciones patronales 
ajenas al retiro, ni para cubrir deficiencias presupuestarias operacionales. 

Permitir que los fondos del Fideicomiso sean utilizados para obligaciones distintas al retiro 
desvirtúa el propósito fundamental de la Ley, reduce la capacidad del Fideicomiso para mejorar la 
seguridad económica de los policías retirados y crea el riesgo de que recursos destinados a un fin 
especial sean desviados para cubrir responsabilidades operacionales o administrativas del Gobierno. 
Ello resulta contrario a la expectativa legítima de los miembros de la Policía y al principio de sana 
administración fiduciaria. 

Esta Asamblea Legislativa entiende necesario establecer con claridad que los fondos, activos, 
ingresos, rendimientos, sobrantes y cualquier otro recurso del Fideicomiso para el Retiro de la Policía 
tendrán un uso exclusivo: mejorar el retiro de los miembros elegibles de la Policía de Puerto Rico. 
Esta política pública garantiza que cada dólar del Fideicomiso sea protegido para el propósito que 
justifica su existencia. 

Por tanto, esta Ley enmienda la Ley Núm. 40-2020 para prohibir expresamente el uso de 
fondos del Fideicomiso para el pago de horas extras, licencias acumuladas, liquidaciones, nómina, 
gastos operacionales ordinarios o cualquier otra obligación patronal ajena al retiro. Asimismo, dispone 
que cualquier sobrante deberá permanecer en el Fideicomiso, reinvertirse, acumularse o utilizarse 
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exclusivamente para mejorar beneficios, aportaciones o compensaciones de retiro, incluyendo 
aportaciones discrecionales adicionales bajo la Ley 106-2017, según enmendada, siempre que estas 
sean depositadas o destinadas estrictamente para fines de retiro. 

La protección del retiro de los policías no debe estar sujeta a la disponibilidad de sobrantes ni 
a la necesidad de atender gastos operacionales del patrono. Las obligaciones ordinarias del Gobierno 
con sus empleados deben ser reconocidas, presupuestadas y pagadas por los mecanismos fiscales 
correspondientes, sin comprometer fondos especiales creados para brindar seguridad económica al 
momento del retiro. De esta manera, se evita que el Fideicomiso sea utilizado como un mecanismo 
alterno para atender deudas patronales o partidas presupuestarias que deben ser cubiertas por el 
Gobierno de Puerto Rico mediante sus procesos ordinarios. 

Con esta medida, reafirmamos el compromiso de proteger el retiro de nuestros policías, 
fortalecer la confianza en el Fideicomiso y garantizar que los recursos creados para hacer justicia a 
quienes protegieron a Puerto Rico no sean utilizados para ningún otro fin. 
 
DECRÉTASE POR LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE PUERTO RICO:  

Artículo 1. – Se enmiendan los incisos (h) e (i) de la Sección 2 de la Sección 92 de la Ley Núm. 
40-2020, según enmendada, conocida como la “Ley del Fideicomiso para el Retiro de la Policía”, para 
que lean como sigue: 

“Sección 2. — Definiciones. 
Las siguientes palabras y términos, cuando sean usados o se haga referencia a los 

mismos en esta Ley, tendrán el significado indicado a continuación a menos que del contexto 
surja claramente otro significado: 
(a) … 
(b) … 
(c) … 
(d) … 
(e) … 
(f) … 
(g) … 
(h) Miembro Elegible, significará los oficiales de rango activos o retirados [del 

Negociado] de la Policía de Puerto Rico, independientemente de si reciben o tienen 
derecho a recibir pensiones acumuladas y otros beneficios al amparo de la Ley Núm. 
447 de 15 de mayo de 1951, según enmendada; el Programa de Cuentas de Ahorros 
para el Retiro establecido por la Ley 305-1999; el Programa Híbrido de Contribución 
Definida establecido por la Ley 3-2013, y la Ley 106-2017, según enmendada, 
conocida como la “Ley para Garantizar el Pago a Nuestros Pensionados y Establecer 
un Nuevo Plan de Aportaciones Definidas para los Servidores Públicos”, o cualquier 
ley subsiguiente. 

(i) [Negociado] Policía de Puerto Rico, significará el [Negociado] organismo civil de 
orden público denominado “Policía de Puerto Rico”, creado mediante la Ley 83-2025, 
según enmendada, conocida como “Ley de la Policía de Puerto Rico”.” 

Artículo 2. – Se enmiendan los incisos (b) y (d) de la Sección 3 de la Sección 92 de la Ley 
Núm. 40-2020, según enmendada, conocida como “Ley del Fideicomiso para el Retiro de la Policía”, 
para que lean como sigue: 
 
 



Viernes, 19 de junio de 2026  Núm. 44 
 
 

19297 

 
“Sección 92. — Se crea la “Ley del Fideicomiso para el Retiro de la Policía” 

Sección 1. … 
Sección 2. … 
Sección 3. — Creación del Fideicomiso. 
(a) … 
(b) Los activos del Fideicomiso se distribuirán a los Miembros Elegibles, a base de 

la determinación anual que realice la Junta de Retiro del Gobierno de Puerto 
Rico, de la siguiente forma: 
1. Miembros Elegibles retirados: incluirá a todos los miembros vivos al 30 

de abril, que se hayan retirado [del Negociado] de la Policía de Puerto 
Rico en o antes del inicio del año fiscal en curso, que hayan cumplido 
cincuenta y cinco (55) años de edad y completado treinta (30) años de 
servicio.  

2. La cantidad total asignada a ser distribuida equivaldrá a un ochenta por 
ciento (80%) del balance del Fideicomiso al 30 de abril de cada año 
fiscal, disponiéndose que dicho balance a esa fecha sea de al menos siete 
(7) millones de dólares.  

3. La cantidad total asignada a ser distribuida se dividirá entre todos los 
Miembros Elegibles retirados, de forma que se aproxime, en lo máximo 
posible, al cincuenta por ciento de la Compensación Promedio, tomando 
en cuenta los ingresos y/o pagos por concepto de retiro que cada 
Miembro Elegible tenga derecho a recibir por concepto de Seguro 
Social, anualidades, beneficios o beneficios definidos concedidos por 
los distintos programas de retiro establecidos por la Ley Núm. 447 de 
15 de mayo de 1951, según enmendada; beneficios o distribuciones del 
Programa de Cuentas de Ahorros para el Retiro establecido por la Ley 
305-1999, el Programa Híbrido de Contribución Definida establecido 
por la Ley 3-2013; y de las Cuentas de Aportaciones Definidas del 
Nuevo Plan de Aportaciones Definidas según establecido por la Ley 
106-2017, según enmendada, conocida como “Ley para Garantizar el 
Pago a Nuestros Pensionados y Establecer un Nuevo Plan de 
Aportaciones Definidas para los Servidores Públicos”, incluyendo 
aquellos que sean producto del Plan de Retiro Mejorado de los 
Miembros de la Policía establecido por la Junta. 

4. La Junta de Retiro del Gobierno de Puerto Rico emitirá una autorización 
al Fideicomiso para que distribuya el 30 de junio de cada año fiscal las 
cantidades asignadas a cada Miembro Elegible retirado.  

5. Cualquier sobrante no utilizado en mejorar la compensación del retiro, 
[podrá ser utilizado, a discreción de la Junta de Retiro del Gobierno 
de Puerto Rico, para el pago de licencias, horas extras y 
liquidaciones al momento del retiro de un Miembro Elegible activo 
del Negociado de la Policía de Puerto Rico o para contribuciones 
discrecionales adicionales al amparo de la Ley 106-2017, según 
enmendada, para Miembros Elegibles activos del Negociado] 
permanecerá en el Fideicomiso y solo podrá ser acumulado, reinvertido 
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o utilizado en años fiscales subsiguientes exclusivamente para fines de 
retiro de los Miembros Elegibles y para gastos administrativos 
fiduciarios estrictamente necesarios, razonables, auditables y 
directamente relacionados con la administración del Fideicomiso. 

Bajo ninguna circunstancia los fondos, sobrantes, ingresos, 
rendimientos, activos o cualquier otro recurso del Fideicomiso podrán 
ser utilizados para el pago de horas extras, licencias acumuladas, 
liquidaciones, compensaciones salariales, nómina, beneficios 
marginales ordinarios, deudas patronales, gastos operacionales de la 
Policía de Puerto Rico o cualquier otra obligación que no constituya 
estrictamente un beneficio, aportación o compensación de retiro. 

Disponiéndose, que esta prohibición no se interpretará como 
una limitación, renuncia, eliminación, reducción o menoscabo del 
derecho que pueda tener cualquier miembro activo o retirado de la 
Policía de Puerto Rico a reclamar o recibir el pago de horas extras, 
licencias acumuladas, liquidaciones, salarios, compensaciones o 
cualquier otro beneficio que en derecho le corresponda. Tales 
obligaciones, de proceder en derecho, continuarán siendo 
responsabilidad exclusiva del patrono y deberán ser satisfechas 
mediante las asignaciones presupuestarias ordinarias o los 
mecanismos legales correspondientes, y no con recursos de este 
Fideicomiso. 

Disponiéndose, además, que cualquier contribución 
discrecional adicional al amparo de la Ley 106-2017, según 
enmendada, solo será válida cuando sea destinada, depositada o 
acreditada exclusivamente para fines de retiro de los Miembros 
Elegibles y no para el pago de obligaciones patronales ordinarias o 
conceptos ajenos al retiro. 

6. Cualquier otro aspecto técnico necesario para la distribución de los 
activos del Fideicomiso de conformidad con lo aquí dispuesto, será 
establecido por la Junta de Retiro del Gobierno de Puerto Rico mediante 
reglamentación, siempre que dicha reglamentación sea compatible con 
el uso exclusivo de los fondos del Fideicomiso para fines de retiro.  

(c) … 
(d) El Fideicomiso se crea con personalidad jurídica independiente. Los fondos del 

Fideicomiso se mantendrán separados de otros fondos bajo la custodia de la 
AAFAF y el Gobierno de Puerto Rico y se mantendrán donde determine la 
Junta, conforme a las facultades que se le otorgue mediante esta Ley y las 
disposiciones reglamentarias que se adopten al amparo de las mismas. Los 
fondos, activos, ingresos, rendimientos, sobrantes y cualquier otro recurso del 
Fideicomiso tendrán carácter especial, fiduciario y restrictivo, y no podrán ser 
transferidos, pignorados, comprometidos, reasignados o utilizados para 
propósito alguno que no sea mejorar la compensación, beneficios, derechos o 
aportaciones de retiro de los Miembros Elegibles y para gastos administrativos 
fiduciarios estrictamente necesarios, razonables, auditables y directamente 
relacionados con la administración del Fideicomiso. 
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Disponiéndose, que ninguna disposición de esta Ley autoriza al 
Fideicomiso, a la Junta de Retiro del Gobierno de Puerto Rico, a la AAFAF, a 
la Policía de Puerto Rico, ni a cualquier otra entidad gubernamental a utilizar 
los recursos del Fideicomiso como fuente de pago sustituta para obligaciones 
patronales, salariales, operacionales, presupuestarias o administrativas 
ajenas al retiro. 

(e) …” 
Artículo 3. – Se enmienda el inciso (a) de la Sección 4 de la Sección 92 de la Ley Núm. 40-

2020, según enmendada, conocida como “Ley del Fideicomiso para el Retiro de la Policía”, para que 
lea como sigue: 

“Sección 4. — Poderes del Fideicomiso. 
(a) El Fideicomiso tendrá los siguientes derechos, poderes, objetivos y prerrogativas, a 

realizarse por la [Corporación] Junta, como fiduciaria, para implantar adecuadamente 
la política pública aquí establecida, incluyendo, pero sin limitarse, a: 
1. Establecer, mantener, operar y poseer en pleno dominio el título de los bienes 

muebles e inmuebles, estructuras y otros activos que de tiempo en tiempo le 
sean transferidos, con el único propósito de [ser utilizados para, mejorar la 
compensación que reciben los miembros del Negociado en concepto de 
retiro y el pago de licencias, horas extras y liquidaciones al momento del 
retiro de estos en estricto cumplimiento con la sección 3 de esta Ley] 
mejorar la compensación, beneficios, derechos o aportaciones de retiro de los 
Miembros Elegibles de la Policía de Puerto Rico, conforme a lo dispuesto en 
esta Ley. 

Se prohíbe expresamente utilizar dichos bienes, activos o recursos para 
el pago de licencias acumuladas, horas extras, liquidaciones, nómina, 
compensaciones salariales, beneficios marginales ordinarios, obligaciones 
patronales o cualquier otro concepto ajeno al retiro. 

Esta prohibición no afectará el derecho de los miembros de la Policía 
de Puerto Rico a recibir, reclamar o exigir el pago de cualquier partida que en 
derecho les corresponda, incluyendo horas extras, licencias acumuladas o 
liquidaciones. Dichas partidas deberán ser atendidas por el patrono mediante 
los fondos, asignaciones o procedimientos correspondientes, sin comprometer 
los recursos del Fideicomiso. 

2. Solicitar, aceptar, recibir y tomar posesión de los fondos, donaciones, propiedad 
y activos de toda clase que le sean transferidos, cedidos o transferidos 
directamente o por disposición de esta sección, por el Gobierno de Puerto Rico, 
cualquier agencia federal, el Gobierno de los Estados Unidos de América, 
instituciones públicas o privadas u otras personas naturales; así como 
[también] cualquier tipo de ayuda técnica, [para llevar a cabo los propósitos 
del Fideicomiso y los fines dispuestos en esta Ley] siempre que tales fondos, 
donaciones, propiedades, activos o ayudas sean utilizados exclusivamente para 
adelantar los fines de retiro y para gastos administrativos fiduciarios 
estrictamente necesarios, razonables, auditables y directamente relacionados 
con la administración del Fideicomiso.  
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3. Proveer apoyo económico a los miembros [del Negociado] de la Policía de 
Puerto Rico luego de su retiro, conforme a los criterios de elegibilidad y 
distribución establecidos en esta Ley.  

4. Formular, adoptar, enmendar y derogar reglas, políticas y procedimientos que 
rijan su funcionamiento interno, así como aquellos que sean necesarios para 
regir sus actividades y las del Fideicomiso y desempeñar sus facultades y 
deberes, siempre que dichas reglas, políticas y procedimientos garanticen el 
uso exclusivo de los recursos del Fideicomiso para fines de retiro y para gastos 
administrativos fiduciarios estrictamente necesarios, razonables, auditables y 
directamente relacionados con la administración del Fideicomiso.  

5. Llevar a cabo sus trabajos de manera que pueda lograr sus objetivos, con 
personal capacitado y una [reducida] estructura administrativa eficiente, 
austera y limitada a lo estrictamente necesario para cumplir con los fines de 
retiro establecidos en esta Ley.  

6. Demandar y ser demandada.  
7. Celebrar actos, acuerdos y contratos de todas clases, incluyendo aquellos 

relacionados con bienes y servicios, únicamente cuando sean necesarios para 
la administración del Fideicomiso y compatibles con el uso exclusivo de sus 
recursos para fines de retiro y para gastos administrativos fiduciarios 
estrictamente necesarios, razonables, auditables y directamente relacionados 
con la administración del Fideicomiso.  

8. Adquirir y enajenar propiedad a cualquier título, siempre que ello adelante los 
fines de retiro establecidos en esta Ley.  

9. Establecer reglamentación para su organización y funcionamiento, conforme a 
esta Ley.  

10. Recibir los servicios de empleados del sector privado, del gobierno estatal o 
agencia gubernamental, instrumentalidad gubernamental, corporación pública 
o municipios, con el consentimiento de dichas dependencias gubernamentales, 
siempre que ello no implique el uso de los recursos del Fideicomiso para 
sufragar obligaciones patronales ordinarias ajenas al retiro.  

11. Controlar de manera exclusiva sus propiedades y actividades, y decidir el 
carácter y necesidad de todos sus gastos y la forma en que los mismos habrán 
de incurrirse, autorizarse y pagarse, sujeto al deber fiduciario de preservar los 
recursos del Fideicomiso para fines exclusivos de retiro y para gastos 
administrativos fiduciarios estrictamente necesarios, razonables, auditables y 
directamente relacionados con la administración del Fideicomiso.  

12. Establecer las tarifas y cargos a cobrarse por el uso de los bienes que posea, 
cuando ello sea compatible con esta Ley.  

13. Tomar dinero a préstamo para cualesquiera de sus fines y deberes según 
establecidos en esta Ley, siempre que dichos fines y deberes estén estrictamente 
relacionados con el retiro y no comprometan los recursos del Fideicomiso para 
obligaciones ajenas al retiro.  

14. Proveer ayuda económica de cualquier clase, incluyendo incentivos, subsidios 
o asistencia técnica a los miembros [del Negociado] de la Policía de Puerto 
Rico luego de su retiro, conforme a los fines de esta Ley.  
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15. Administrar cualquiera de sus proyectos en la forma que por reglamento se 
determine, en aras de adelantar sus objetivos de retiro.  

16. Servir de entidad encargada de cumplir con las disposiciones de esta Ley y 
cualquier reglamento aplicable.  

17. Realizar todos los actos necesarios o convenientes para llevar a cabo los 
poderes conferidos al Fideicomiso por esta Ley o por cualquier determinación 
tomada por parte de la Junta como fiduciaria, siempre que tales actos sean 
compatibles con el uso exclusivo de los recursos del Fideicomiso para fines de 
retiro y para gastos administrativos fiduciarios estrictamente necesarios, 
razonables, auditables y directamente relacionados con la administración del 
Fideicomiso.” 

Artículo 4.- Se añade una nueva Sección 4-A a la Sección 92 de la Ley Núm. 40-2020, según 
enmendada, conocida como “Ley del Fideicomiso para el Retiro de la Policía”, para que lea como 
sigue: 

“Sección 4-A. — Uso exclusivo de los fondos del Fideicomiso; prohibiciones. 
(a) Los fondos, activos, ingresos, rendimientos, sobrantes, donativos, bienes o cualquier 

otro recurso perteneciente al Fideicomiso para el Retiro de la Policía serán utilizados 
única y exclusivamente para: 
1. mejorar la compensación de retiro de los Miembros Elegibles;  
2. fortalecer beneficios de retiro existentes o futuros de los Miembros Elegibles;  
3. realizar aportaciones adicionales, suplementarias o discrecionales a cuentas o 

planes de retiro de los Miembros Elegibles, incluyendo aquellas autorizadas 
bajo la Ley 106-2017, según enmendada, siempre que tales aportaciones sean 
destinadas exclusivamente a fines de retiro; y  

4. cubrir gastos administrativos estrictamente necesarios, razonables, auditables 
y directamente relacionados con la administración fiduciaria del Fideicomiso, 
conforme a los límites que establezca la reglamentación aplicable.  

(b) Se prohíbe expresamente utilizar los recursos del Fideicomiso para: 
1. pago de horas extras;  
2. pago de licencias acumuladas, incluyendo licencia de vacaciones, enfermedad 

o cualquier otra licencia compensable;  
3. liquidaciones al momento de separación, renuncia, destitución o retiro;  
4. pago de nómina, salarios, diferenciales o beneficios marginales ordinarios;  
5. pago de deudas u obligaciones patronales de la Policía de Puerto Rico, del 

Gobierno de Puerto Rico o de cualquier entidad gubernamental;  
6. sufragar gastos operacionales, administrativos, presupuestarios o recurrentes 

de la Policía de Puerto Rico;  
7. cubrir deficiencias presupuestarias del Gobierno de Puerto Rico o de cualquier 

agencia, instrumentalidad, corporación pública o municipio; o  
8. cualquier otro propósito que no esté directa y estrictamente relacionado con el 

retiro de los Miembros Elegibles o con los gastos administrativos fiduciarios 
permitidos por esta Ley.  

(c) Las prohibiciones establecidas en esta Sección no tendrán el efecto de extinguir, 
limitar, posponer, reducir o menoscabar derechos adquiridos, reclamaciones válidas, 
obligaciones patronales o pagos que en derecho correspondan a cualquier miembro 
activo o retirado de la Policía de Puerto Rico. Dichos derechos, reclamaciones u 
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obligaciones deberán ser atendidos por el patrono o por la entidad gubernamental 
responsable conforme al ordenamiento jurídico aplicable, sin utilizar los recursos del 
Fideicomiso. 

(d) Cualquier autorización, desembolso, contrato, transferencia, reglamento, acuerdo, 
certificación o determinación que contravenga esta Sección será nula ab initio y no 
tendrá efecto legal alguno. 

(e) Ningún funcionario, empleado, fiduciario, contratista, agencia, instrumentalidad o 
entidad gubernamental podrá ordenar, recomendar, autorizar o ejecutar el uso de 
recursos del Fideicomiso para fines prohibidos por esta Ley. 

(f) El incumplimiento con esta Sección constituirá una violación al deber fiduciario 
aplicable a la administración del Fideicomiso y dará lugar a los remedios 
administrativos, civiles o legales que correspondan.” 

Artículo 5. – Se enmienda el inciso (a) de la Sección 5 de la Sección 92 de la Ley Núm. 40-
2020, según enmendada, conocida como la “Ley del Fideicomiso para el Retiro de la Policía”, para 
que lea como sigue: 

“Sección 5. — Junta para el Retiro de la Policía. 
(a) Se establece la Junta para el Retiro de la Policía, que estará constituida conforme se 

establece a continuación y ejercerá todos aquellos poderes, responsabilidades y 
prerrogativas que en [este Artículo] esta Ley se le conceden. 
(1) La Junta para el Retiro de la Policía contará con siete (7) miembros, dos (2) de 

los cuales deben ser miembros [del Negociado] de la Policía de Puerto Rico 
que se hayan acogido al retiro; dos (2) de los cuales sean miembros activos [del 
Negociado] de la Policía de Puerto Rico; dos (2) de los cuales serán escogidos 
por la AAFAF, uno de los cuales servirá como su presidente, y un (1) 
representante escogido por el [Comisionado del Negociado] Superintendente 
de la Policía de Puerto Rico. 

(2) Los miembros de la Junta para el Retiro de la Policía que representan a los 
miembros retirados y activos [del Negociado] de la Policía de Puerto Rico 
serán escogidos mediante votación de los miembros que representan. 

(3) La designación de los miembros de la Junta para el Retiro de la Policía elegidos 
por los miembros retirados y activos [del Negociado] de la Policía de Puerto 
Rico tendrá vigencia de dos (2) años a partir de su juramentación, la cual se 
llevará a cabo en o antes del treinta (30) de enero del año luego de su elección. 

(4) Los candidatos a representar a los miembros activos [del Negociado] de la 
Policía de Puerto Rico deberán tener al menos diez (10) años de servicio en 
dicha dependencia. 

(5) Los miembros escogidos por la AAFAF y el [Comisionado del Negociado] 
Superintendente de la Policía de Puerto Rico deberán gozar de la total 
confianza de las entidades que representan, por lo que podrán ser designados o 
[retirado] removidos a [su gusto] discreción de la entidad que representan. 

(6) … 
(7) … 
(8) …” 

Artículo 6. – Se enmienda la Sección 12 de la Sección 92 de la Ley Núm. 40-2020, según 
enmendada, conocida como la “Ley del Fideicomiso para el Retiro de la Policía”, para que lea como 
sigue: 
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“Sección 12. — Informes. 
El Fideicomiso a través de la Junta rendirá un informe anual el 31 de marzo de cada 

año al Gobernador de Puerto Rico, a la Cámara de Representantes y al Senado de Puerto Rico, 
que relacione la actividad realizada por el Fideicomiso durante el año fiscal anterior, el estado 
de su situación económica y el plan de trabajo para los subsiguientes tres (3) años fiscales. 

Dicho informe deberá incluir, además, una certificación expresa de que los fondos, 
activos, ingresos, rendimientos, sobrantes, donativos, bienes y cualquier otro recurso del 
Fideicomiso fueron utilizados exclusivamente para fines de retiro de los Miembros Elegibles 
y para gastos administrativos fiduciarios estrictamente necesarios, razonables, auditables y 
directamente relacionados con la administración del Fideicomiso, conforme a esta Ley. 

El informe anual deberá incluir, como mínimo: 
(a) el balance inicial y final del Fideicomiso para el año fiscal correspondiente; 
(b) los ingresos recibidos por el Fideicomiso; 
(c) los rendimientos generados; 
(d) las cantidades distribuidas a Miembros Elegibles retirados; 
(e) las aportaciones realizadas a cuentas, planes o beneficios de retiro, si alguna; 
(f) los gastos administrativos incurridos, con una descripción suficiente que 

permita evaluar su razonabilidad, necesidad y relación directa con la 
administración fiduciaria del Fideicomiso; 

(g) una certificación negativa de que no se utilizaron fondos, activos, ingresos, 
rendimientos, sobrantes o cualquier otro recurso del Fideicomiso para el pago 
de horas extras, licencias acumuladas, liquidaciones, nómina, salarios, 
beneficios marginales ordinarios, obligaciones patronales, gastos 
operacionales de la Policía de Puerto Rico, deficiencias presupuestarias o 
cualquier otro concepto prohibido por esta Ley; y 

(h) cualquier otra información necesaria para demostrar el cumplimiento con el 
uso exclusivo de los recursos del Fideicomiso conforme a esta Ley. 

La certificación requerida por esta Sección deberá incluir, además, una expresión 
clara de que la prohibición de utilizar fondos del Fideicomiso para los conceptos aquí 
prohibidos no afecta, limita, reduce, extingue ni menoscaba el derecho de los miembros 
activos o retirados de la Policía de Puerto Rico a reclamar o recibir dichos pagos por las vías 
legales correspondientes y con cargo a los fondos del patrono o de la entidad gubernamental 
responsable. 

La Junta de Retiro del Gobierno de Puerto Rico conservará la documentación de 
apoyo relacionada con las certificaciones, desembolsos, distribuciones, gastos 
administrativos y determinaciones incluidas en el informe anual, de forma que puedan ser 
auditadas o revisadas conforme al ordenamiento jurídico aplicable.” 
Artículo 7 - Reglamentación. 
La Junta de Retiro del Gobierno de Puerto Rico, en coordinación con la Junta para el Retiro 

de la Policía y la AAFAF, revisará y enmendará cualquier reglamento, norma, procedimiento, escritura 
constituyente, política pública, guía administrativa o documento operacional relacionado con el 
Fideicomiso para el Retiro de la Policía, a los fines de atemperarlo a las disposiciones de esta Ley. 

Dicha revisión deberá completarse dentro de un término no mayor de noventa (90) días 
contados a partir de la vigencia de esta Ley. 

Toda reglamentación, norma, procedimiento o documento operacional que se adopte o 
enmiende al amparo de esta Ley deberá incluir una certificación expresa de que los recursos del 
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Fideicomiso no podrán utilizarse para sustituir obligaciones patronales ordinarias, incluyendo, sin 
limitarse a, horas extras, licencias acumuladas, liquidaciones, nómina, salarios o gastos operacionales. 

Artículo 8.- Cláusula de interpretación. 
Las disposiciones de esta Ley se interpretarán de forma liberal a favor de la protección, 

preservación y uso exclusivo de los recursos del Fideicomiso para fines de retiro de los Miembros 
Elegibles de la Policía de Puerto Rico. 

Nada de lo dispuesto en esta Ley se interpretará como una limitación al derecho de un miembro 
activo o retirado de la Policía de Puerto Rico a reclamar, por las vías legales correspondientes y contra 
el patrono responsable, el pago de horas extras, licencias acumuladas, liquidaciones o cualquier otro 
beneficio o compensación que en derecho proceda. No obstante, dichos conceptos no podrán ser 
pagados con recursos del Fideicomiso para el Retiro de la Policía. 

Asimismo, nada de lo dispuesto en esta Ley podrá interpretarse como una autorización para 
que el Gobierno de Puerto Rico, la Policía de Puerto Rico, la Junta de Retiro del Gobierno de Puerto 
Rico, la AAFAF o cualquier otra entidad utilice la existencia del Fideicomiso como justificación para 
dejar de presupuestar, reconocer, procesar o pagar obligaciones patronales que correspondan por ley, 
reglamento, convenio, determinación administrativa, sentencia o cualquier otra fuente de derecho 
aplicable. 

Artículo 9. - Separabilidad 
Si cualquier cláusula, párrafo, artículo, sección, inciso, subinciso o parte de esta Ley fuere 

declarado nulo o inconstitucional por un tribunal con jurisdicción, dicha determinación no afectará, 
menoscabará ni invalidará las restantes disposiciones de esta Ley, las cuales permanecerán en pleno 
vigor y efecto. 

Artículo 10. - Vigencia 
Esta Ley comenzará a regir inmediatamente después de su aprobación.” 

- - - - 
 

Como próximo asunto en el Calendario de Lectura, se lee el texto enrolado del Informe de 
Conferencia del Proyecto del Senado 772, con enmiendas, según el entirillado electrónico que se 
acompaña: 
 

“ENTIRILLADO ELECTRÓNICO 
(P. del S. 772) 
Conferencia 

LEY 
Para enmendar los Artículos 2.04, 2.08, 2.22, 2.23 y añadir los nuevos Artículos 2.02-A, 2.04-

A, 2.26, y 2.27 y 2.28 a la Ley 85-2018, según enmendada, conocida como la “Ley de Reforma 
Educativa de Puerto Rico”, a los fines de establecer una nueva estructura organizacional para el 
Departamento de Educación; crear las posiciones de Subsecretario, Oficial Principal Financiero y 
Oficial Principal de Informática; disponer sus cualificaciones, funciones y deberes; transformar al 
Subsecretario para Asuntos Académicos y Programáticos en el Oficial Principal Académico; 
establecer la coordinación entre estos; y para otros fines relacionados. 
 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 
El Departamento de Educación de Puerto Rico administra el mayor presupuesto de nuestro 

Gobierno, con asignaciones que ya superan los $5,000 millones anuales, provenientes de fondos 
estatales, federales y especiales. La complejidad de este presupuesto exige controles internos robustos, 



Viernes, 19 de junio de 2026  Núm. 44 
 
 

19305 

planificación financiera a largo plazo y mecanismos de transparencia que garanticen confianza pública 
en la administración del proceso enseñanza aprendizaje para nuestros niños y jóvenes. 

Sin embargo, diferentes agencias fiscalizadoras repetidamente han señalado deficiencias en 
controles, atrasos en la presentación de informes y riesgos en la administración de fondos federales. 
Asimismo, informes de auditores federales han advertido sobre la posible pérdida de subvenciones 
por incumplimientos de elegibilidad o de uso de fondos. Esto ha llevado a que, desde 2019, el 
Departamento esté operando bajo la supervisión de un síndico o Third-Party Fiduciary Agreement, 
impuesto por el Departamento de Educación Federal, que impone un costo anual adicional 
multimillonario y añade una capa de burocracia que retrasa las transacciones y compras simples y 
rutinarias y obstaculiza la ejecución ágil de fondos federales. 

A nivel de los estados, se han implantado mecanismos de supervisión financiera exitosos 
mediante la creación del Principal Oficial Financiero o Chief Financial Officer (CFO) o el Chief 
School Finance Officer (CSFO) que han probado ser herramientas efectivas para fortalecer la gestión 
fiscal y asegurar el cumplimiento con la normativa federal. 

Por ejemplo, en Alabama, el CSFO es responsable, por mandato legal, de garantizar el 
cumplimiento financiero de los distritos escolares y de certificar la corrección de los informes 
presupuestarios. En Florida y Iowa, el CFO de los departamentos de educación supervisa directamente 
las áreas de contabilidad, presupuesto, tesorería y administración de fondos federales, sirviendo de 
enlace con auditores estatales y federales. Estos modelos han permitido reducir hallazgos de monitoría 
al establecer controles internos efectivos, acelerar el desembolso de fondos federales al contar con 
sistemas de rastreo y documentación más sólidos, alinear la planificación financiera con metas 
educativas, evitando que los recursos se distribuyan de forma reactiva o improvisada y fortalecer la 
transparencia pública mediante informes periódicos y tableros digitales de acceso ciudadano. 

Ante esta realidad, es deber de esta Administración dotar a nuestro Departamento de 
Educación de una estructura organizacional moderna y responsable, que permita elevar la disciplina 
fiscal y administrativa al nivel de las mejores prácticas en los Estados Unidos, proteger los fondos 
estatales y federales de posibles señalamientos que puedan poner en riesgo su continuidad y asegurar 
que cada dólar invertido en educación pública llegue a los estudiantes, maestros y comunidades 
escolares, que es donde más se necesita. La creación de la figura del Oficial Principal Financiero en 
el Departamento de Educación busca precisamente garantizar el buen manejo de los recursos, 
fortalecer los controles internos, mejorar la planificación presupuestaria, terminar la sindicatura 
federal y establecer un régimen de transparencia financiera.  

Por otro lado, el Departamento de Educación es la agencia con mayor número de empleados y 
beneficiarios en la Isla, y su operación depende cada vez más de sistemas de información, plataformas 
digitales y tecnología educativa. La pandemia del COVID-19 evidenció la importancia de contar con 
infraestructura tecnológica confiable y moderna, tanto para la gestión administrativa como para la 
enseñanza en los salones de clase. 

Sin embargo, el Departamento ha enfrentado grandes retos en el manejo y modernización de 
su infraestructura tecnológica. Informes de la Oficina del Contralor y de monitorías federales han 
señalado problemas con la adquisición y manejo de equipos, deficiencias en la seguridad cibernética, 
falta de estandarización en plataformas y un rezago en la implantación de sistemas unificados de 
información estudiantil y administrativa. 

El Gobierno de Puerto Rico cuenta desde 2019 con la Puerto Rico Innovation and Technology 
Services (PRITS), creada mediante la Ley 75-2019, según enmendada, como la entidad responsable 
de establecer la política pública tecnológica del Estado. No obstante, el Departamento de Educación 
necesita un funcionario de alto nivel que, dentro de la estructura del propio Departamento, coordine 
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directamente con PRITS y tenga autoridad para tomar decisiones estratégicas sobre las inversiones y 
prioridades tecnológicas. 

En diversos estados, la figura del Principal Oficial de Informática o Chief Information Officer 
(CIO) dentro de los departamentos de educación ha permitido estandarizar sistemas de información, 
reforzar la seguridad de datos, agilizar la adquisición de equipos y plataformas digitales, y garantizar 
que la tecnología se utilice para mejorar los resultados académicos y administrativos. 

Por estas razones, esta Administración entiende necesario establecer por ley el cargo de Oficial 
Principal de Informática en el Departamento de Educación, con la responsabilidad de dirigir las 
estrategias de transformación digital, en armonía con la política pública de PRITS y las mejores 
prácticas en seguridad, interoperabilidad y eficiencia tecnológica. Esta legislación persigue establecer 
ambas posiciones dentro del Departamento de Educación, asegurando que operen en coordinación con 
la política pública del Gobierno de Puerto Rico. Además, se institucionaliza un mecanismo de 
coordinación entre ambos oficiales para garantizar que toda inversión tecnológica esté debidamente 
evaluada desde la perspectiva técnica y financiera, evitando duplicidades, desperdicio de fondos y 
promoviendo la transparencia. 

De igual manera, es importante continuar fortaleciendo la estructura del Departamento de 
Educación. El Artículo 172 del Código Político de Puerto Rico dispone que: 

“[e]n caso de muerte, renuncia o separación del jefe de algún departamento, 
oficina o negociado del Gobierno Estatal, o de la incapacidad o ausencia temporal de 
éste, el auxiliar o delegado del respectivo departamento, oficina o negociado, siempre 
que la ley no dispusiere en contrario, ejercerá el cargo de dicho jefe, mientras se nombre 
e instale el respectivo sucesor o cese dicha incapacidad o ausencia”. 
No obstante, la Ley 85-2018, antes citada, no provee un mecanismo o un orden de sucesión 

para que el Departamento de Educación continúe funcionando eficientemente en caso de muerte, 
renuncia, despido o salida del Secretario. La Ley 85-2018 tampoco establece una estructura 
organizacional del Departamento. 

Por tanto, con el propósito de mantener la continuidad de los servicios que ofrece el 
Departamento de Educación, se propone establecer un orden de sucesión ante la salida del Secretario 
del Departamento de Educación. Específicamente, se institucionaliza la estructura organizacional del 
Departamento y la posición del “Subsecretario”, quien quedaría facultado por el Secretario del 
Departamento de Educación para ejercer cualquiera de sus responsabilidades, deberes o funciones. De 
igual manera, sería este Subsecretario, quien, en caso de ausencia, o incapacidad temporera del 
Secretario del Departamento de Educación, le sustituirá y ejercerá todas sus funciones y atribuciones, 
durante dicha ausencia o incapacidad. Asimismo, sería quien, en caso de muerte, renuncia o separación 
del cargo del referido Secretario, ejercería todas sus funciones, hasta tanto se nombre el sucesor en 
propiedad. 

Además, esta Ley propone transformar al Subsecretario de Asuntos Académicos y 
Programáticos en el Oficial Principal Académico o Chief Academic Officer. Esta figura ya existe en 
otros estados como Vermont, Maryland, North Carolina, South Carolina, Mississippi, Tennessee, 
entre otros. El objetivo es de uniformar las principales áreas administrativas y académicas del 
Departamento de Educación y cumplir con la visión de profesionalización del Gobierno de Puerto 
Rico de la Gobernadora Jenniffer González Colón, según aprobada por el Pueblo en nuestro Programa 
de Gobierno. 
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DECRÉTASE POR LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE PUERTO RICO: 

Sección 1.- Se añade un nuevo Artículo 2.02-A a la Ley 85-2018, según enmendada, conocida 
como la “Ley de Reforma Educativa de Puerto Rico”, que se leerá como sigue: 

“Artículo 2.02-A.- Estructura Organizacional. 
La estructura organizacional del Departamento estará compuesta por varias Oficinas, 

cada una liderada por un Director u oficial principal, según corresponda, nombrado por el 
Secretario, cargo que será uno de confianza de conformidad con el Artículo 3.01(g) de esta 
Ley. Las Oficinas incluyen, pero no se limitan a las siguientes: 
a. Oficina del Secretario 
b. Oficina del Subsecretario 
c. Oficina del Oficial Principal Financiero 
d. Oficina del Oficial Principal Académico y sus componentes  
e. Oficina del Oficial Principal de Informática 
f. Oficina de Administración y sus componentes  
g. Oficina de Asuntos Legales y Política Pública 
h. Oficina de Recursos Humanos 
i. Oficina del Programa de Educación Especial y sus componentes  
j. Oficina del Programa de Educación Montessori y sus componentes  
k. Cualquier otra que el Secretario entienda pertinente crearse y sea necesaria para 

implementar los propósitos de esta Ley y de la política pública del Gobierno de Puerto 
Rico.” 

Sección 2.- Se enmienda el Artículo 2.04 de la Ley 85-2018, según enmendada, conocida como 
la “Ley de Reforma Educativa de Puerto Rico”, para que se lea como sigue: 

“Artículo 2.04.- Deberes y Responsabilidades del Secretario de Educación. 
a … 
b … 

1 … 
… 
6. Delegar, conforme a esta Ley u otras leyes y reglamentos aplicables, cualquiera 

de sus responsabilidades, deberes o funciones al Subsecretario del 
Departamento o en otros empleados o funcionarios de la Agencia, así como 
retirar tal delegación. Sin embargo, no será delegable la facultad de aprobar 
ningún reglamento del Departamento. 

7. … 
… 
69. Adjudicar en un término que no excederá de un (1) año natural, si una persona 

empleada sometida al aislamiento o traslado temporero del empleo como 
medida cautelar constituye un peligro para la comunidad escolar. No obstante, 
dicho término podrá extenderse por causa justificada o fuerza mayor, previa 
solicitud debidamente fundamentada ante el Secretario de Educación. 
Cualquier prórroga deberá estar sustentada mediante justificación clara y 
específica, la cual deberá surgir del expediente administrativo del caso 
evaluado. El Secretario podrá requerir evidencia adicional que respalde la 
extensión del término, y emitirá resolución motivada al respecto. Esta 
disposición tiene como fin garantizar el derecho al debido proceso de ley y 
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asegurar que las medidas cautelares no se prolonguen de manera indefinida o 
arbitraria 

70. Diseñar e integrar en el currículo del Programa de Salud Escolar, en todos los 
niveles, actividades escolares, proyectos y módulos electrónicos que entienda 
necesarios y que vayan dirigidos a brindarle al estudiantado la oportunidad de 
adquirir conocimientos, habilidades y destrezas; al igual que recibir 
orientación, sobre las condiciones de salud o trastornos del desarrollo que 
podrían afectar su aprendizaje, como lo son las condiciones de salud crónicas, 
entre otras, y fomentar el apoyo, la aceptación e inclusión de las personas que 
la padecen. 

71. Desarrollar e implementar, en coordinación con la Policía de Puerto Rico, 
programas o currículos dirigidos a estudiantes de escuela superior que tengan 
planes de ingresar a la Academia de la Policía, para que, antes de graduarse, 
puedan comenzar a tomar cursos conducentes a un grado asociado, con el 
propósito de adelantar los créditos universitarios requeridos para ingresar a la 
Policía después de graduarse de la Academia.  

Como parte de los esfuerzos para implementar lo dispuesto en este 
subinciso, el Secretario podrá establecer acuerdos colaborativos con la Policía 
de Puerto Rico, el Departamento de Justicia de Puerto Rico, la Universidad de 
Puerto Rico y otras agencias u organizaciones públicas o privadas con o sin 
fines de lucro y requerir de éstas la cooperación y asesoramiento necesarios 
para la implantación del programa. El Departamento, junto a sus colaboradores, 
deberán asegurarse de que los programas o currículos desarrollados bajo este 
subinciso cumplan con las normas y procedimientos de la Middle States 
Association y/o cualquier otra entidad acreditadora reconocida en Estados 
Unidos de América. El Secretario adoptará los reglamentos que sean necesarios 
para establecer el programa. 

72. Desarrollar e implantar, en colaboración con el Departamento de Justicia, la 
Policía de Puerto Rico y la Puerto Rico Innovation and Technology Service 
(PRITS), campañas educativas anuales en escuelas sobre el uso seguro de la 
Internet, los medios electrónicos y los delitos cibernéticos. 

73. Nombrar un Subsecretario.  
En caso de ausencia, o incapacidad temporal del Secretario, el 

Subsecretario le sustituirá y ejercerá todas las funciones y atribuciones del 
Secretario, como Secretario de Educación Interino, durante dicha ausencia o 
incapacidad. En caso de muerte, renuncia o separación del cargo de Secretario, 
el Subsecretario ejercerá todas las funciones de aquel como Secretario Interino 
hasta tanto se nombre y confirme el nuevo Secretario en propiedad. 

Sección 3.- Se añade un nuevo Artículo 2.04-A a la Ley 85-2018, según enmendada, conocida 
como la “Ley de Reforma Educativa de Puerto Rico”, que se leerá como sigue: 

“Artículo 2.04-A.- Subsecretario de Educación; nombramiento, deberes y responsabilidades. 
El Subsecretario del Departamento de Educación será nombrado por y servirá a 

discreción del Secretario. El Subsecretario deberá poseer un grado de maestría y contar con 
cinco (5) años de experiencia en los campos de educación, o finanzas, o administración, 
preferiblemente una combinación de todas. Serán los deberes y responsabilidades del 
Subsecretario, los siguientes: 
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a. Colaborar en la formulación e implantación de la política pública establecida por el 
Departamento. 

b. Asistir al Secretario en la planificación, coordinación, dirección supervisión y 
evaluación de las actividades administrativas, programáticas, técnicas y operacionales. 

c. Asistir al Secretario en la gerencia de los proyectos del Departamento. 
d. Analizar leyes, reglamentos, proyectos de ley, estudios o trabajos realizados por otros 

funcionarios, entidades del gobierno y por la Asamblea Legislativa de Puerto Rico y 
someter recomendaciones sobre los mismos. 

e. Coordinar, establecer y mantener comunicación continua con otras agencias del 
gobierno, organizaciones cívicas, culturales y empresariales de Puerto Rico y del 
exterior, así como con diversas instituciones de carácter internacional relacionadas con 
su trabajo. 

f. Desarrollar planes y proyecciones a corto y a mediano plazo y hacer recomendaciones 
al Secretario sobre la calidad, eficiencia y resultados esperados de las actividades.  

g. Desarrollar, establecer y evaluar normas, sistemas y procedimientos pertinentes a las 
actividades bajo su supervisión. 

h. Asesorar al Secretario sobre asuntos administrativos, técnicos y programáticos 
relacionados con su trabajo. 

i. Establecer y mantener estándares de ejecución para la medición cuantitativa y 
cualitativa de las actividades. 

j. Asegurar el cumplimiento de las leyes, reglamentos, normas y procedimientos 
federales y estatales aplicables a las funciones bajo su responsabilidad. 

k. Preparar y proveer al Secretario informes de progreso de resultados y estadísticos. 
l. Someter recomendaciones para el diseño de planes estratégicos y desarrollar planes de 

acción a tono con la misión y política pública establecida. 
m. Representar al Secretario en todos los asuntos oficiales que este le requiera. 
n. Realizar otras tareas afines que le sean requeridas por el Secretario de Educación que 

sean necesarias para el buen funcionamiento del Departamento. 
Sección 4.- Se enmienda el inciso (w) del Artículo 2.08 de la Ley 85-2018, según enmendada, 

conocida como la “Ley de Reforma Educativa de Puerto Rico”, para que se lea como sigue: 
“Artículo 2.08.- Deberes y Responsabilidades del Superintendente de la Oficina 

Regional Educativa 
Además de los deberes y responsabilidades que se establezcan mediante reglamento o 

por directrices del Secretario, el Superintendente de cada Oficina Regional Educativa deberá: 
a … 
b … 
… 
w. Coordinará y garantizará, junto al Oficial Principal Académico, la entrega del diploma 

a los estudiantes graduados de duodécimo (12mo.) grado de cada escuela superior, el 
mismo día que se celebre los actos de graduación o no más tarde de 30 días posterior 
de haberse celebrado la misma. De no poder cumplir con tal requerimiento, deberá 
asegurar que la oficina regional educativa correspondiente le emita a cada estudiante 
una certificación de grado.” 

Sección 5.- Se enmienda el inciso (d) del Artículo 2.22 de la Ley 85-2018, según enmendada, 
conocida como la “Ley de Reforma Educativa de Puerto Rico”, para que se lea como sigue: 
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“Artículo 2.22.- Creación de la Comisión para el Estudio y Recomendación de la 
Filosofía Educativa de Puerto Rico (CERFE-PR). 

Se crea la Comisión para el Estudio y Recomendación de la Filosofía Educativa de 
Puerto Rico (CERFE-PR), con el fin de hacer recomendaciones al Secretario para la adopción 
de la filosofía educativa del Sistema de Educación Pública. La Comisión estará compuesta por: 
… 
d) El Oficial Principal Académico del Departamento; 
…”  
Sección 6.- Se enmienda el Artículo 2.23 de la Ley 85-2018, según enmendada, conocida como 

la “Ley de Reforma Educativa de Puerto Rico”, para que se lea como sigue: 
“Artículo 2.23. — Comité Ejecutivo del CERFE-PR.  

Se crea un Comité Ejecutivo del CERFE-PR, compuesto por el Oficial Principal 
Académico del Departamento, quien lo presidirá; tres (3) Directores de Educación de las 
universidades que formen parte del CERFE-PR, seleccionados entre sus pares, estableciendo 
que al menos uno (1) será de la Universidad de Puerto Rico; el Presidente de la Comisión con 
jurisdicción primaria en Educación de la Cámara de Representantes de Puerto Rico; el 
Presidente de la Comisión con jurisdicción primaria en Educación del Senado de Puerto Rico; 
y un (1) exsecretario del Departamento, escogido entre sus pares.” 
Sección 7.- Se añade el Artículo 2.26 de la Ley 85-2018, según enmendada, conocida como 

“Ley de Reforma Educativa de Puerto Rico”, que se leerá como sigue: 
“Artículo 2.26. —  Oficial Principal Financiero. 
(a) Creación del cargo.— Se crea el cargo del Oficial Principal Financiero del 

Departamento de Educación de Puerto Rico, quien será el encargado de supervisar toda 
la gestión financiera del Departamento, lo cual incluye la supervisión de fondos 
estatales, federales y especiales, y mejorar la gobernanza y el manejo fiscal; y quien 
tendrá jerarquía sobre todas las unidades de presupuesto, contabilidad, nómina, 
compras, contratos, administración de fondos federales y monitoria interna del 
Departamento. Este cargo será uno de confianza de conformidad con el Artículo 
3.01(g) de esta Ley, nombrado por el Secretario y responderá directamente al mismo. 

(b) Cualificaciones. — El Oficial Principal Financiero deberá: 
i. Poseer preparación en contabilidad, finanzas, administración pública o 

disciplina relacionada, y al menos cinco (5) años de experiencia profesional en 
contabilidad gubernamental, finanzas públicas, auditoria o administración 
fiscal; 

ii. Tener conocimiento y experiencia en cumplimiento con estándares y requisitos 
aplicables a las finanzas públicas, controles internos y procesos de auditoría, 
administración y cumplimiento de fondos federales;  

iii. Se podrán considerar cualificaciones equivalentes cuando estas evidencien 
competencia profesional en la administración fiscal de entidades públicas o 
privadas de alta complejidad presupuestaria. 

(c) Funciones y deberes. —El Oficial Principal Financiero será el encargado de supervisar 
toda la gestión financiera del Departamento, lo cual incluye la supervisión de fondos 
estatales, federales y especiales, y mejorar la gobernanza y el manejo fiscal. Sus 
funciones incluyen, sin limitarse a:  

i. Supervisar y coordinar todas las operaciones y actividades financieras del 
Departamento y de sus Oficinas; 
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ii. Velar por el buen uso de los fondos asignados al Programa de Educación 
Especial; 

iii. Preparar y administrar el presupuesto del Departamento alineado con las 
prioridades educativas del Gobierno y velar por el uso eficiente de los fondos 
asignados al Departamento; 

iv. Supervisar la contabilidad general y garantizar que todos los estados financieros 
se preparen en conformidad con la Ley Núm. 230 de 23 de julio de 1974, los 
principios de contabilidad gubernamental (GAAP) y las normas emitidas por la 
Oficina de Gerencia y Presupuesto (OGP). 

v. Supervisar las compras y contratos del Departamento y dirigir la administración 
y el desembolso de fondos federales y estatales, asegurando su uso correcto; 
diseñar e intervenir en las unidades contables y financieras del Departamento 
para asegurar el buen manejo de los fondos asignados al Departamento;  

vi. Implementar y supervisar sistemas de control interno y gestión de riesgos 
basadas en las mejores prácticas; implementar medidas correctivas para atender 
problemas financieros; 

vii. Fortalecer los sistemas de monitoria interna para prevenir fraude y duplicidad 
y coordinar monitorias internas y externas; 

viii. Presentar informes financieros periódicos de ejecución presupuestaria, 
contratos y uso de fondos federales al Secretario, a la Asamblea Legislativa y a 
las agencias federales pertinentes; estos informes deberían presentarse por lo 
menos dos (2) veces al año, pero el Secretario del Departamento de Educación 
podrá requerir informes en cualquier otro periodo; 

ix. Buscar nuevas oportunidades de financiamiento del sistema educativo;  
x. Establecer métricas de eficiencia administrativa y financiera alineadas a la 

política pública del Gobierno de Puerto Rico; 
xi. Servir de enlace con la Autoridad de Asesoría Financiera y Agencia Fiscal de 

Puerto Rico, el Departamento de Hacienda, la Oficina de Gerencia y 
Presupuesto, la Oficina del Contralor de Puerto Rico, Oficina del Inspector 
General y agencias federales que otorgan fondos al Departamento; y 

xii. Ejercer las funciones y responsabilidades que le sean delegadas por el 
Secretario.” 

Sección 8.- Se añade el Artículo 2.27 de la Ley 85-2018, según enmendada, conocida como 
“Ley de Reforma Educativa de Puerto Rico”, que se leerá como sigue: 

“Artículo 2.27. —  Oficial Principal de Informática.  
(a) Creación del cargo. – Se crea el cargo de Oficial Principal de Informática del 

Departamento de Educación quien dirigirá la Oficina de Sistemas de Información, y 
será responsable de la gestión informática del Departamento conforme a la política 
pública adoptada en la Ley 75-2019, según enmendada. Este cargo será uno de 
confianza nombrado por el Secretario de conformidad con lo dispuesto en el Artículo 
3.01(g) de esta Ley.   

(b) Cualificaciones. — El Oficial Principal de Informática deberá poseer mínimo un grado 
de Bachillerato en Ciencias de Cómputos, Sistemas de Información, Tecnologías de la 
Información, Ingeniería, o Administración de Empresas con concentración en Sistemas 
de Información, o campos relacionados. Además, deberá haber ocupado posiciones de 
dirección o supervisión en áreas de informática o transformación digital por al menos 
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cinco (5) años. Se considerará un valor añadido que posea certificaciones reconocidas 
en ciberseguridad, gestión de proyectos tecnológicos arquitectura de sistemas, 
gobernanza de datos o informática educativa.  

(c) Funciones y deberes.- El Oficial Principal de Informática será responsable de: 
i. Elaborar e implementar un plan estratégico de informática y digitalización para 

el Departamento, el cual deberá ser sometido a la revisión y aprobación del 
Puerto Rico Innovation and Technology Service (PRITS) antes de su 
implantación; 

ii. Administrar la infraestructura digital, redes, sistemas de información estudiantil 
y administrativos, en conformidad con las normas, políticas y directrices 
establecidas por PRITS; 

iii. Supervisar y certificar la adquisición de equipos, plataformas o licencias 
digitales, asegurando estandarización y cumplimiento con las políticas 
establecidas por el Puerto Rico Innovation and Technology Service (PRITS) y 
someter toda contratación o acuerdo tecnológico a la revisión y aprobación 
previa de PRITS;  

iv. Mantener un inventario actualizado de infraestructura tecnológica del 
Departamento y coordinar con PRITS la evaluación de necesidades 
tecnológicas comunes, con el propósito de promover la planificación y 
coordinación interagencial, conforme a la dirección y supervisión de dicha 
entidad; 

v. En coordinación con PRITS, implementar políticas de ciberseguridad y 
protección de datos y colaborar con PRITS en la ejecución de esas políticas, 
conforme a las disposiciones y directrices establecidas por dicha entidad, la cual 
es responsable de su desarrollo, implantación y fiscalización en todas las 
agencias e instrumentalidades del Gobierno de Puerto Rico;  

vi. Supervisar el desarrollo, consolidación y estandarización de la infraestructura 
informática y de telecomunicaciones del Departamento de acuerdo con las 
guías y estándares aprobados por PRITS; 

vii. Desarrollar programas de capacitación tecnológica para personal docente y 
administrativo, en coordinación con las iniciativas y adiestramientos que 
establezca PRITS;  

viii. Rendir informes anuales sobre avances tecnológicos, seguridad y eficiencia 
digital, cumplimiento con estándares de PRITS, métricas de eficiencia digital e 
inventario tecnológico; y someter cualesquiera otros informes o métricas que 
PRITS requiera.; y 

ix. Ejecutar cualesquiera otras funciones y responsabilidades delegadas por el 
Secretario, siempre que las mismas sean consistentes con las políticas, 
reglamentaciones y determinaciones de PRITS, quien mantendrá autoridad 
supervisora y fiscalizadora sobre las áreas de tecnología e innovación 
gubernamental. 

(d) Coordinación interagencial con PRITS.— La Oficina de Sistemas de Información del 
Departamento de Educación y el Oficial Principal de Informática estarán sujetos a la 
política pública, los estándares, las guías operacionales, los protocolos de seguridad y 
cualesquiera cartas circulares, órdenes administrativas o directrices emitidas por 
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PRITS y/o el Principal Ejecutivo de Innovación e Información del Gobierno (PEIIT), 
al amparo de la Ley 75-2019, según enmendada. En consecuencia: 
i. Ningún proyecto de creación, implantación, modificación, migración o 

actualización de bases de datos, sistemas, plataformas, redes, infraestructura 
digital o soluciones tecnológicas del Departamento, incluyendo iniciativas de 
transformación digital y ciberseguridad, podrá iniciarse, adjudicarse o 
implantarse sin la revisión y comentarios previos de PRITS, y deberá ejecutarse 
conforme a los parámetros y especificaciones que esta establezca. 

ii. Ninguna adquisición, contratación, enmienda contractual, renovación o 
desembolso relativo a tecnologías de información y comunicación, incluyendo 
equipo, licencias, servicios administrados, nube, telecomunicaciones y 
ciberseguridad, podrá otorgarse sin cumplir con los procesos de revisión, 
evaluación y coordinación con PRITS dispuestos en la Ley 75-2019 y los 
reglamentos, guías y estándares adoptados al amparo de esta. 

iii. El Departamento vendrá obligado a proveer a PRITS, en el término que este 
requiera, toda información, datos, documentación, inventarios, métricas y 
acceso operacional necesario para el cumplimiento de la Ley 75-2019, salvo 
prohibición expresa de ley. 

iv. El Oficial Principal de Informática fungirá como enlace oficial del 
Departamento ante PRITS para fines de planificación, estandarización, 
interoperabilidad, seguridad, continuidad operacional y eficiencia tecnológica 
interagencial.”  

Sección 9.- Se añade el Artículo 2.28 de la Ley 85-2018, según enmendada, conocida como 
“Ley de Reforma Educativa de Puerto Rico”, que se leerá como sigue: 

“Artículo 2.28. —  Oficial Principal Académico. 
(a) Creación del cargo. — Se crea el cargo del Oficial Principal Académico del 

Departamento de Educación de Puerto Rico, quien será el responsable de la dirección 
académica. De igual manera debe dirigir, supervisar y evaluar todos los programas y 
servicios educativos del sistema educativo público. Su labor se debe enfocar en 
garantizar la calidad de la enseñanza y el aprovechamiento escolar de los estudiantes.  

Este cargo será uno de confianza de conformidad con el Artículo 3.01(g) de 
esta Ley, nombrado por el Secretario y responderá directamente al mismo. 

(b) Cualificaciones. — El Oficial Principal Académico deberá: 
i. Poseer un doctorado en educación, administración, liderazgo organizacional 

y/o estratégico, o disciplina académica relacionada; 
ii. Tener conocimiento y experiencia profesional de al menos cinco (5) años en 

docencia universitaria o escolar, administración progresiva, en acreditación y 
planificación estratégica, manejo de presupuestos y supervisión de personal; 

iii. Se podrán considerar cualificaciones equivalentes cuando estas evidencien 
competencia profesional en liderazgo, evaluación educativa, diseño curricular, 
legislación y regulación educativa, desarrollo de equipos, gestión 
presupuestaria, planificación institucional y análisis de datos y métricas 

(c) Funciones y deberes. —El Oficial Principal Académico será el encargado de supervisar 
toda la gestión académica del Departamento, lo cual incluye supervisar la gestión 
curricular y programática, brindar apoyo al estudiante y la comunidad escolar, 
cumplimiento y rendición de cuentas. Sus funciones incluyen, sin limitarse a:  
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i. Supervisar el diseño, implementación y evaluación de los currículos 
académicos desde kínder hasta duodécimo grado (K-12); 

ii. Supervisar iniciativas educativas particulares como Educación Montessori, 
Educación Ocupacional y Técnica, Educación Bilingüe, y Educación 
Alternativa o de Adultos; 

iii. Dirigir la Secretaría Auxiliar de Apoyo Integrado para atender las necesidades 
biopsicosociales (salud socioemocional, trabajo social, consejería) que afectan 
el aprendizaje de los alumnos; 

iv. Coordinar el acceso a recursos de información y el uso de tecnologías 
educativas en los planteles; 

v. Administrar la división encargada de la expedición y renovación de los 
certificados de personal docente; 

vi. Establecer estrategias de capacitación y medición de efectividad para los 
directores escolares, superintendentes y maestros; 

vii. Monitorear el progreso académico de las escuelas y establecer metas 
programáticas; 

viii. Colabora con la Oficina de Asuntos Federales y el Departamento de Educación 
Federal en el desarrollo e implementación de iniciativas académicas;  

ix. Liderar procesos de innovación curricular y transformación educativa; 
x. Coordinar procesos de acreditación institucional y programática; 

xi. Impulsar metodologías de enseñanza efectivas y basadas en evidencia; 
xii. Brinda asesoramiento técnico a los Superintendente de Escuelas sobre aspectos 

educativos; 
xiii. Participa y colabora en el desarrollo de monitorias y auditorias educativas y de 

funcionamiento, estatales y federales, relacionadas con las iniciativas 
académicas;  

xiv. Utilizar datos y métricas para la intervención temprana en planteles con bajo 
rendimiento; y  

xv. Ejercer las funciones y responsabilidades que le sean delegadas por el 
Secretario.” 

Sección 10. Cláusula de Cumplimiento 
El Secretario del Departamento de Educación, enmendará y/o aprobará las cartas circulares, 

órdenes administrativas, normas, reglas y reglamentos que sean necesarios para garantizar el 
cumplimiento de lo dispuesto en esta Ley en un periodo de noventa (90) días. 

Sección 11.- Separabilidad. 
Si cualquier parte de esta Ley fuese declarada nula por un Tribunal de jurisdicción competente, 

este fallo no afectará ni invalidará el resto de la Ley y su efecto quedará limitado al aspecto objeto de 
dicho dictamen judicial. 

Sección 12.- Vigencia. 
Esta Ley entrará en vigor inmediatamente después de aprobación.” 

- - - - 
 

SR. MATÍAS ROSARIO: Breve receso en Sala. 
SR. PRESIDENTE: Receso. 

 
 



Viernes, 19 de junio de 2026  Núm. 44 
 
 

19315 

 
RECESO 

 
SR. MATÍAS ROSARIO: Vamos a la discusión del Calendario. 
SR. PRESIDENTE: Adelante. 

 
CALENDARIO DE ÓRDENES ESPECIALES DEL DÍA 

 
Como primer asunto en el Calendario de Órdenes Especiales del Día, se anuncia el Proyecto 

del Senado 1112, titulado: 
 

“Para enmendar el Artículo 81 de la Ley 73-2019, según enmendada, conocida como “Ley de 
la Administración de Servicios Generales para la Centralización de las Compras del Gobierno de 
Puerto Rico de 2019”, a los fines de extender el término mínimo para la realización de 
preintervenciones por parte de la Oficina del Inspector General de Puerto Rico y de auditorías fiscales 
y operacionales por parte de la Oficina del Contralor de Puerto Rico de dos (2) a tres (3) años, y para 
otros fines relacionados.” 
 

SR. MATÍAS ROSARIO: Señor Presidente, la medida viene acompañada con enmiendas del 
informe, proponemos que se apruebe. 

SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción a las enmiendas que contiene el informe del Proyecto 
del Senado 1112, se aprueban. 

SR. MATÍAS ROSARIO: Señor Presidente, hay enmiendas en Sala, proponemos que se lean. 
SR. PRESIDENTE: Adelante. 

 
ENMIENDAS EN SALA 
En la Exposición de Motivos: 
Página 3, párrafo 1, línea 7, antes de “Asamblea” eliminar todo su contenido 

y sustituir por “Esta” 
Página 3, párrafo 2, línea 3, después de “operacionales” añadir “por la 

Oficina del Contralor de Puerto Rico” 
Página 3, párrafo 2, línea 4, después de “años” eliminar todo su contenido y 

sustituir por “.” 
Página 3, párrafo 2, líneas 5 a la 7, eliminar todo su contenido 
 

SR. MATÍAS ROSARIO: Señor Presidente, para que se aprueben las enmiendas en Sala. 
SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, se aprueban. 
SR. MATÍAS ROSARIO: Señor Presidente, para que se apruebe la medida según ha sido 

enmendada. 
SR. PRESIDENTE: Ante la consideración del Cuerpo el Proyecto del Senado 1112, según ha 

sido enmendado, los que estén a favor dirán que sí.  En contra dirán que no.  Aprobado. 
SR. MATÍAS ROSARIO: Señor Presidente, hay enmiendas en el informe al título, 

proponemos que se aprueben. 
SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, se aprueban. 
SR. MATÍAS ROSARIO: Próximo asunto. 

- - - - 
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Como próximo asunto en el Calendario de Órdenes Especiales del Día, se anuncia el Proyecto 

del Senado 1114, titulado: 
 

“Para enmendar el Artículo 10 de la Ley Núm. 13 de 16 de mayo de 1962, según enmendada, 
conocida como la “Ley de la Administración de Terrenos de Puerto Rico”, con el propósito de 
modificar el término mínimo dispuesto para la realización de auditorías por parte de la Oficina del 
Contralor de Puerto Rico; y para otros fines relacionados.” 
 

SR. MATÍAS ROSARIO: Señor Presidente, la medida viene acompañada con enmiendas del 
informe, proponemos que se apruebe. 

SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción a las enmiendas que contiene el informe del Proyecto 
del Senado 1114, se aprueban. 

SR. MATÍAS ROSARIO: Hay enmiendas en Sala, proponemos que se lean. 
SR. PRESIDENTE: Adelante. 

 
ENMIENDA EN SALA 
En la Exposición de Motivos: 
Página 2, párrafo 4, línea 1, después de “Esta” eliminar “medida” y sustituir 

por “Ley” 
 

SR. MATÍAS ROSARIO: Para que se apruebe la enmienda en Sala. 
SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, se aprueba. 
SR. MATÍAS ROSARIO: Señor Presidente, para que se apruebe la medida según ha sido 

enmendada. 
SR. PRESIDENTE: Ante la consideración del Cuerpo el Proyecto del Senado 1114, según ha 

sido enmendado, los que estén a favor dirán que sí.  En contra dirán que no.  Aprobado. 
SR. MATÍAS ROSARIO: Próximo asunto. 
SR. PRESIDENTE: Próximo asunto. 

- - - - 
 

Como próximo asunto en el Calendario de Órdenes Especiales del Día, se anuncia la 
Resolución Conjunta del Senado 164, titulada: 
 

“Para ordenar al Comité de Evaluación y Disposición de Bienes Inmuebles, creado al amparo 
de la Ley Núm. 26-2017, según enmendada, conocida como “Ley de Cumplimiento con el Plan 
Fiscal”, evaluar la posibilidad de transferir al Municipio de Lares, libre de costo o a través de cualquier 
otro negocio jurídico, incluyendo el usufructo, la titularidad autorizar la disposición a favor del 
Municipio de Lares, mediante el negocio jurídico que proceda conforme a la Ley 26-2017, según 
enmendada, incluyendo, sin limitarse a, usufructo, arrendamiento, cesión de uso, compraventa, 
transferencia de titularidad o cualquier otro negocio jurídico permitido del terreno y la estructura de 
la antigua Escuela Piletas Arce, localizada en la Carretera PR-129, Ramal 4453, Km. 2 Hm. 8 de dicho 
municipio, para que sea utilizada por la Asociación Comunitaria Piletas Arce, Inc. en coordinación 
con el Municipio de Lares, como centro comunal; y para proyectos de desarrollo económico, 
educativos, comunitarios y agrícolas en beneficio de la comunidad.” 
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SR. MATÍAS ROSARIO: Señor Presidente, la medida viene acompañada con enmiendas del 

informe, proponemos que se apruebe. 
SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción a las enmiendas que contiene el informe de la 

Resolución Conjunta del Senado 164, se aprueban. 
SR. MATÍAS ROSARIO: Señor Presidente, para que se apruebe la medida según ha sido 

enmendada. 
SR. PRESIDENTE: Ante la consideración del Cuerpo la Resolución Conjunta del Senado 164, 

según ha sido enmendada, los que estén a favor dirán que sí.  En contra dirán que no.  Aprobada. 
SR. MATÍAS ROSARIO: Hay enmiendas del informe al título, proponemos que se aprueben. 
SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, se aprueban. 
Próximo asunto. 
SR. MATÍAS ROSARIO: Próximo asunto. 

- - - - 
 

Como próximo asunto en el Calendario de Órdenes Especiales del Día, se anuncia la 
Resolución del Senado 196, titulada: 
 

“Para ordenar a la Comisión las Comisiones de Salud; y de Asuntos Municipales del Senado 
de Puerto Rico a realizar una investigación exhaustiva sobre la situación actual del área restringida 
del Cementerio Municipal de Lares, incluyendo las acciones tomadas llevadas a cabo por el municipio 
Municipio para la reparación de las facilidades o para la construcción de un nuevo cementerio; 
respecto a los procesos requeridos para la reubicación de restos humanos y su cumplimiento; la 
comunicación con los familiares, la rotulación de advertencia de riesgo, la documentación de 
conservación ambiental y las condiciones de seguridad del terreno, la intervención del Departamento 
de Salud con relación al cierre de la facilidad, incluyendo los planes correctivos requeridos al 
Municipio, permisos expedidos relacionados al manejo y traslado de restos humanos; así como la 
participación y asignación de fondos por parte de la Oficina Central de Recuperación, 
Reconstrucción y Resiliencia (COR3) para atender los daños ocasionados al Cementerio Municipal 
de Lares  a raíz de los deslizamientos y daños provocados por efectos tras el impacto del huracán 
María en 2017; y para otros fines relacionados.” 
 

SR. MATÍAS ROSARIO: Señor Presidente, la medida viene acompañada con enmiendas del 
informe, proponemos que se apruebe. 

SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción a las enmiendas que contiene el informe de la 
Resolución del Senado 196, se aprueban. 

SR. MATÍAS ROSARIO: Señor Presidente, para que se apruebe la medida, según ha sido 
enmendada. 

SR. PRESIDENTE: Ante la consideración del Cuerpo la Resolución del Senado 196, según ha 
sido enmendada, los que estén a favor dirán que sí.  En contra dirán que no.  Aprobado. 

SR. MATÍAS ROSARIO: Hay enmiendas en el informe al título, proponemos que se aprueben. 
SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, se aprueban. 
Próximo asunto. 
SR. MATÍAS ROSARIO: Próximo asunto. 
SR. PRESIDENTE: Próximo asunto. 

- - - - 
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Como próximo asunto en el Calendario de Órdenes Especiales del Día, se anuncia el Proyecto 

de la Cámara 891, titulado: 
 

“Para enmendar el sub-inciso (d) del inciso (1) del Artículo 4.01 de la Ley Núm. 154-2018, 
según enmendada, conocida como “Ley de Reclamaciones Fraudulentas a los Programas, Contratos y 
Servicios del Gobierno de Puerto Rico”, a los fines de aclarar la intención legislativa de incluir como 
violaciones a dicha ley la evasión o disminución de obligaciones de pagar o transmitir dinero o 
propiedad al Gobierno y para atemperarla a las violaciones de esta naturaleza, según definidas y 
reguladas por el False Claims Act, 31 U.S.C. § 3729-3733 y la jurisprudencia federal aplicable; y para 
otros fines relacionados.” 
 

SR. MATÍAS ROSARIO: Señor Presidente, la medida viene acompañada con enmiendas del 
informe, proponemos que se aprueben. 

SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción a las enmiendas incluidas en el informe del Proyecto 
de la Cámara 891, se aprueban. 

SR. MATÍAS ROSARIO: Señor Presidente, hay enmiendas en Sala, proponemos que se lean. 
SR. PRESIDENTE: Adelante. 

 
ENMIENDAS EN SALA 
En la Exposición de Motivos:  
Página 2, párrafo 3, línea 1, antes de “tiene” eliminar todo su contenido y 

sustituir por “Esta Ley” 
Página 3, párrafo 4, línea 3, después de “material”.” eliminar todo su 

contenido 
Página 3, párrafo 4, línea 4, eliminar todo su contenido 
Página 3, párrafo 4, línea 5, antes de “Por” eliminar todo su contenido 
 
En el Decrétase:  
En la última página, línea 18, después de “ ” ” eliminar “.”  
 

SR. MATÍAS ROSARIO: Señor Presidente, para que se aprueben las enmiendas en Sala. 
SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, se aprueban. 
SR. MATÍAS ROSARIO: Señor Presidente, para que se apruebe la medida según ha sido 

enmendada. 
SR. PRESIDENTE: Ante la consideración del Cuerpo el Proyecto de la Cámara 891, según ha 

sido enmendado, los que estén a favor dirán que sí.  En contra dirán que no.  Aprobado. 
SR. MATÍAS ROSARIO: Próximo asunto. 
SR. PRESIDENTE: Próximo asunto. 

- - - - 
 

Como próximo asunto en el Calendario de Órdenes Especiales del Día, se anuncia el Proyecto 
de la Cámara 1062, titulado:  
 

“Para declarar y reconocer a la Sociedad Pro Hospital del Niño, conocida como “Hospital del 
Niño”, como Patrimonio del Pueblo puertorriqueño, por su trayectoria centenaria de servicio continuo, 
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su aportación integral a la salud, el neurodesarrollo y el aprendizaje de la niñez, y su función esencial 
como entidad colaboradora del Estado en Puerto Rico.” 
 

SR. MATÍAS ROSARIO: Señor Presidente, la medida viene acompañada con enmiendas del 
informe, proponemos que se aprueben. 

SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción a las enmiendas que contiene el informe del Proyecto 
de la Cámara 1062, se aprueban. 

SR. MATÍAS ROSARIO: Hay enmiendas en Sala, proponemos que se lean. 
SR. PRESIDENTE: Adelante. 

 
ENMIENDAS EN SALA 
En la Exposición de Motivos:  
Página 1, párrafo 1, línea 1, después de “Niños” eliminar “-” 
Página 1, párrafo 1, línea 2, después de “Niño” eliminar “- -” 
Página 2, párrafo 3, línea 7, después de “incide” añadir “de”; después de “y” 

eliminar “tangibe” y sustituir por “tangible” 
Página 2, párrafo 4, línea 2, antes de “reflexionar” eliminar “impertaivo” y 

sustituir por “imperativo” 
 

SR. MATÍAS ROSARIO: Señor Presidente, para que se aprueben las enmiendas en Sala. 
SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, se aprueban. 
SR. MATÍAS ROSARIO: Señor Presidente, para que se apruebe la medida según ha sido 

enmendada. 
SR. PRESIDENTE: Ante la consideración del Cuerpo el Proyecto de la Cámara 1062, según 

ha sido enmendado, los que estén a favor dirán que sí.  En contra dirán que no.  Aprobado. 
SR. MATÍAS ROSARIO: Hay enmiendas del informe al título, proponemos que se aprueben. 
SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, se aprueban. 
SR. MATÍAS ROSARIO: Próximo asunto. 
SR. PRESIDENTE: Próximo asunto. 

- - - - 
 

Como próximo asunto en el Calendario de Órdenes Especiales del Día, se anuncia el Proyecto 
del Senado 1206, titulado:  
 

“Para enmendar el Artículo 41.050 de la Ley Núm. 77 de 19 de junio de 1957, según 
enmendada, conocida como “Código de Seguros de Puerto Rico”, a los fines fin de extender los límites 
de responsabilidad civil por impericia médico-hospitalaria a los que está sujeto el Gobierno de Puerto 
Rico, al Doctors’ Center Hospital San Fernando de la Carolina, y así como a cualquier otro hospital 
cuyo dueño sea un municipio o el Gobierno de Puerto Rico, sus dependencias o instrumentalidades, 
independientemente de que dichos hospitales sean operados o administrados por una institución 
privada; y para otros fines relacionados.” 
 

SR. MATÍAS ROSARIO: Señor Presidente, la medida viene acompañada con enmiendas del 
informe, proponemos que se aprueben. 

SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción a las enmiendas contenidas en el informe del Proyecto 
del Senado 1206, se aprueban. 
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SR. MATÍAS ROSARIO: Señor Presidente, para que se apruebe la medida según ha sido 
enmendada. 

SR. PRESIDENTE: Ante la consideración del Cuerpo el Proyecto del Senado 1206, según ha 
sido enmendado, los que estén a favor dirán que sí.  En contra dirán que no.  Aprobado. 

SR. MATÍAS ROSARIO: Señor Presidente, hay enmiendas del informe al título, proponemos 
que se aprueben. 

SR. PRESIDENTE: Próximo asunto. 
SR. MATÍAS ROSARIO: Próximo asunto.  

- - - - 
 

Como próximo asunto en el Calendario de Órdenes Especiales del Día, se anuncia la 
Resolución Conjunta del Senado 159, titulada:  
 

“Para designar la Carretera Estatal PR-447, ubicada dentro de la jurisdicción del Municipio de 
San Sebastián, con el nombre de Justo Medina Esteves, en reconocimiento a su destacada trayectoria 
como servidor público, por haber servido y quien sirvió como alcalde del antes mencionado pueblo 
Municipio de San Sebastían, su liderazgo transformador y sus aportaciones al desarrollo social, 
económico y de infraestructura del pueblo de San Sebastián; autorizar la instalación de los rótulos, 
para identificar con su nuevo nombre a la Carretera Estatal PR-447; ordenar proveer para el pareo 
de fondos; y para otros fines relacionados.” 
 

SR. MATÍAS ROSARIO: Señor Presidente, la medida viene acompañada con enmiendas del 
informe, proponemos que se aprueben. 

SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción a las enmiendas que contiene el informe de la 
Resolución Conjunta del Senado 159, se aprueban. 

SR. MATÍAS ROSARIO: Hay enmiendas en Sala, proponemos que se lean. 
SR. PRESIDENTE: Adelante con la enmienda en Sala. 

 
ENMIENDA EN SALA 
En la Exposición de Motivos:  
Página 3, párrafo 3, línea 5, después de “447,” añadir “en el Municipio de 

San Sebastián” 
 

SR. MATÍAS ROSARIO: Señor Presidente, para que se apruebe la enmienda en Sala. 
SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, se aprueba. 
SR. MATÍAS ROSARIO: Señor Presidente, para que se apruebe la medida según ha sido 

enmendada. 
SR. PRESIDENTE: Ante la consideración del Cuerpo la Resolución Conjunta del Senado 159, 

según ha sido enmendada, los que estén a favor dirán que sí.  En contra dirán que no.  Aprobado. 
SR. MATÍAS ROSARIO: Señor Presidente, hay enmiendas del informe al título, proponemos 

que se aprueben. 
SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, se aprueban. 
SR. MATÍAS ROSARIO: Próximo asunto. 

- - - - 
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Como próximo asunto en el Calendario de Órdenes Especiales del Día, se anuncia la 

Resolución Conjunta del Senado 170, titulada:  
 

“Para designar la Carretera Estatal PR-493, sita en el del Barrio Carrizales del Municipio de 
Hatillo, con el nombre de Isidoro “Chiro” Rosa Herrera; y para otros fines relacionados.” 
 

SR. MATÍAS ROSARIO: Señor Presidente, la medida viene acompañada con enmiendas del 
informe, proponemos que se aprueben. 

SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción a las enmiendas que contiene el informe de la 
Resolución Conjunta del Senado 170, se aprueban. 

SR. MATÍAS ROSARIO: Hay enmiendas en Sala, proponemos que se lean. 
SR. PRESIDENTE: Adelante. 

 
ENMIENDAS EN SALA 
En el Resuélvese:  
Página 3, línea 3, después de “Públicas” eliminar “y/o” y sustituir 

por “, en conjunto con” 
Página 3, línea 6, después de “Públicas” eliminar “o” y sustituir 

por “, en conjunto con” 
Página 4, línea 4, después de “Públicas” eliminar “y/o” y sustituir 

por “, en conjunto con” 
 

SR. MATÍAS ROSARIO: Señor Presidente, para que se aprueben las enmiendas en Sala. 
SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, se aprueba. 
SR. MATÍAS ROSARIO: Señor Presidente, para que se apruebe la medida según ha sido 

enmendada. 
SR. PRESIDENTE: Ante la consideración del Cuerpo la Resolución Conjunta del Senado 170, 

según ha sido enmendada, los que estén a favor dirán que sí.  En contra dirán que no.  Aprobado. 
SR. MATÍAS ROSARIO: Señor Presidente, hay enmiendas del informe en el título, 

proponemos que se aprueben. 
SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, se aprueban. 
Próximo asunto.  
SR. MATÍAS ROSARIO: Próximo asunto. 

- - - - 
 

Como próximo asunto en el Calendario de Órdenes Especiales del Día, se anuncia la 
Resolución Conjunta del Senado 171, titulada:  
 

“Para designar la totalidad de la Carretera Estatal PR-686, sita entre los municipios de Vega 
Baja y del Barrio Guayaney del Municipio de Manatí, con el nombre de Leisha María Martínez Pagán, 
Q.E.P.D; y para otros fines relacionados.” 
 

SR. MATÍAS ROSARIO: Señor Presidente, la medida viene acompañada con enmiendas en 
el informe, proponemos que se aprueben. 
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SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción a las enmiendas que contiene el informe a la 
Resolución Conjunta del Senado 171, se aprueban. 

SR. MATÍAS ROSARIO: Hay enmiendas en Sala, proponemos que se lean. 
SR. PRESIDENTE: Adelante. 

 
ENMIENDAS EN SALA  
En el Resuélvese: 
Página 4, línea 4, después de “Públicas” eliminar “y/o” y sustituir 

por “, en conjunto con” 
Página 4, línea 7, después de “Públicas” eliminar “y/o” y sustituir 

por “, en conjunto con” 
Página 4, línea 13, después de “Públicas” eliminar “y/o” y sustituir 

por “, en conjunto con” 
 

SR. MATÍAS ROSARIO: Para que se aprueben las enmiendas en Sala. 
SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, se aprueban. 
SR. MATÍAS ROSARIO: Señor Presidente, para que se apruebe la medida según ha sido 

enmendada. 
SR. PRESIDENTE: Ante la consideración del Cuerpo la Resolución Conjunta del Senado 171, 

según ha sido enmendada, los que estén a favor dirán que sí.  En contra dirán que no.  Aprobado. 
SR. MATÍAS ROSARIO: Señor Presidente, hay enmiendas del informe en el título, 

proponemos que se aprueben. 
SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, se aprueban. 
Próximo asunto.  
SR. MATÍAS ROSARIO: Próximo asunto. 

- - - - 
 

Como próximo asunto en el Calendario de Órdenes Especiales del Día, se anuncia el Proyecto 
de la Cámara 1015, titulado:  
 

“Para añadir un nuevo Artículo 2.003A de a la Ley 107-2020, según enmendada, conocida 
como “Código Municipal de Puerto Rico”, a los fines de requerir un Enlace Municipal de Asuntos de 
la Mujer y Víctimas de Violencia Doméstica en cada municipio de Puerto Rico; y para otros fines 
relacionados.” 
 

SR. MATÍAS ROSARIO: Señor Presidente, la medida viene acompañada con enmiendas en 
el informe, proponemos que se aprueben. 

SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción a las enmiendas que contiene el informe el Proyecto 
de la Cámara 1015, se aprueban. 

SR. MATÍAS ROSARIO: Hay enmiendas en Sala, proponemos que se lean. 
SR. PRESIDENTE: Adelante con las enmiendas en Sala. 

 
ENMIENDAS EN SALA  
En la Exposición de Motivos: 
Página 2, párrafo 2, línea 10, después de “los” eliminar “ocho (8)” 
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En el Decrétase: 
Página 4, línea 11, después de “Ley” añadir “Núm.” 
Página 4, línea 13, después de “Violencia” eliminar “Domestica” y 

sustituir por “Doméstica” 
 

SR. MATÍAS ROSARIO: Señor Presidente, para que se aprueben las enmiendas en Sala. 
SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, se aprueban. 
SR. MATÍAS ROSARIO: Señor Presidente, para que se apruebe la medida según ha sido 

enmendada. 
SR. PRESIDENTE: Ante la consideración del Cuerpo el Proyecto de la Cámara 1015, según 

ha sido enmendado, los que estén a favor dirán que sí.  En contra dirán que no.  Aprobado. 
SR. MATÍAS ROSARIO: Señor Presidente, hay enmiendas del informe en el título, 

proponemos que se aprueben. 
SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, se aprueban. 
SR. MATÍAS ROSARIO: Próximo asunto. 
SR. PRESIDENTE: Próximo asunto. 

- - - - 
 

Como próximo asunto en el Calendario de Órdenes Especiales del Día, se anuncia la 
Resolución del Senado 548, titulado:  
 

“Para ordenar a la Comisión de Innovación, Reforma y Nombramientos del Senado de Puerto 
Rico realizar una investigación exhaustiva sobre las alegaciones contenidas en la querella radicada el 
15 de junio de 2026 por el ex Secretario del Departamento de Desarrollo Económico y Comercio 
(DDEC), Lcdo. Sebastián Negrón Reichard, y remitida al Senado de Puerto Rico, en torno a presunta 
comisión de delito, presuntas intervenciones indebidas, posibles conflictos de interés y otras 
violaciones de ley por parte del Secretario de la Gobernación, Lcdo. Francisco Domenech, la 
Subsecretaria de la Gobernación, Lcda. Itza García, y otros funcionarios e individuos; todo ello en 
relación, además, con los asuntos y la información que permanecen pendientes ante la Comisión Total 
del Senado de Puerto Rico constituida para examinar la conducta del Lcdo. Francisco Domenech; y 
para otros fines relacionados.” 
 

SR. MATÍAS ROSARIO: Para que se apruebe la medida. 
SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción se aprueba la medida. 
SRA. SOTO AGUILÚ: Señor Presidente, un turno para la medida. 
SR. PRESIDENTE: Ya se aprobó la medida, compañera. 
SRA. SOTO AGUILÚ: Señor Presidente, reconsidere porque estaba hablando antes de que 

usted dijera que la medida estaba aprobada. 
SR. PRESIDENTE: Pero el Presidente soy yo. 
Ya se aprobó la medida. 
SRA. SOTO AGUILÚ: No estoy dudando que usted es el Presidente. 
SR. PRESIDENTE: Muy bien, muy bien. 
SR. MATÍAS ROSARIO: Próximo asunto. 
SRA. SOTO AGUILÚ: Es que para récord. Estoy indicando que había solicitado… 
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SR. PRESIDENTE: Muy bien. 
Pues entonces usted puede emitir un voto explicativo. 
SR. MATÍAS ROSARIO: Próximo asunto. 
SRA. SOTO AGUILÚ: ¿Perdón? 
SR. PRESIDENTE: Puede emitir un voto explicativo. Ya se aprobó. 
SRA. SOTO AGUILÚ: ¡Qué conveniente, señor Presidente! 
SR. MATÍAS ROSARIO: Próximo asunto. 
SR. PRESIDENTE: ¡Muy conveniente! Esa es la conveniencia. 
SRA. SOTO AGUILÚ: Para usted es conveniente. 
SR. PRESIDENTE: Y para todo el mundo. 
Y para todo el mundo. Ahí puede escribir, sin ningún problema. 
Próximo asunto. 
SR. MATÍAS ROSARIO: Próximo asunto. 

- - - - 
 
 

Como próximo asunto en el Calendario de Órdenes Especiales del Día, se anuncia el Proyecto 
del Senado 1323, titulado:  
 

“Para enmendar los incisos (h) e (i) de la Sección 2, los incisos (b) y (d) de la Sección 3, el 
inciso (a) de la Sección 4, añadir una nueva Sección 4-A, enmendar el inciso (a) de la Sección 5 y 
enmendar la Sección 12 de la Sección 92 de la Ley Núm. 40-2020, según enmendada, conocida como 
la “Ley del Fideicomiso para el Retiro de la Policía”, a los fines de atemperar sus disposiciones a la 
Ley de la Policía de Puerto Rico; disponer que los recursos del Fideicomiso para el Retiro de la Policía 
sean utilizados exclusivamente para fines de retiro y para gastos administrativos fiduciarios 
estrictamente necesarios, razonables, auditables y directamente relacionados con la administración del 
Fideicomiso; prohibir su uso para el pago de obligaciones patronales ajenas al retiro; aclarar que dicha 
prohibición no menoscaba los derechos de los miembros activos o retirados de la Policía de Puerto 
Rico a reclamar los pagos, beneficios o compensaciones que en derecho correspondan; establecer 
controles, certificaciones, informes, reglamentación y deberes de cumplimiento; y para otros fines 
relacionados.” 
 
 

SR. MATÍAS ROSARIO: Para que se apruebe la medida. 
SR. PRESIDENTE: Ante la consideración del Cuerpo el Proyecto del Senado 1323, sin 

enmiendas, los que estén a favor dirán que sí. En contra dirán que no. Aprobado. 
SR. MATÍAS ROSARIO: Próximo asunto. 
SR. PRESIDENTE: Próximo asunto. 

- - - - 
 
 

Como próximo asunto en el Calendario de Órdenes Especiales del Día, se anuncia el Informe 
de Conferencia del Proyecto del Senado 772: 
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“INFORME DE CONFERENCIA 

 
AL SENADO DE PUERTO RICO Y A LA CÁMARA DE REPRESENTANTES: 

El Comité de Conferencia designado para intervenir en las discrepancias surgidas con relación 
al P. del S. 772 titulado: 

Para enmendar los Artículos 2.04, 2.08, 2.23 y añadir los nuevos Artículos 2.02-A, 2.04-A, 
2.26 y 2.27 a la Ley 85-2018, según enmendada, conocida como la “Ley de Reforma Educativa de 
Puerto Rico”, a los fines de establecer una nueva estructura organizacional para el Departamento de 
Educación; crear las posiciones de Subsecretario, Oficial Principal Financiero y Oficial Principal de 
Informática; disponer sus cualificaciones, funciones y deberes; transformar al Subsecretario para 
Asuntos Académicos y Programáticos en el Oficial Principal Académico; establecer la coordinación 
entre estos; y para otros fines relacionados. 

Tiene el honor de proponer su aprobación tomando como base el texto enrolado con las 
enmiendas contenidas en el entirillado electrónico que le acompaña.  
 
Respetuosamente sometido, 
SENADO DE PUERTO RICO: CÁMARA DE REPRESENTANTES: 
(Fdo.) (Fdo.) 
Hon. Thomas Rivera Schatz Hon. Carlos Méndez Núñez 
(Fdo.) () 
Hon. Marissa Jiménez Santoni  Hon. Yashira Lebrón Rodríguez  
(Fdo.) (Fdo.) 
Hon. Gregorio Matías Rosario Hon. José E. Torres Zamora 
() (Fdo.) 
Hon. Juan O. Morales Rodríguez Hon. Ricardo Ocasio Ramos  
(Fdo.) (Fdo.) 
Hon. Ángel Toledo López Hon. Luis Pérez Ortiz 
(Fdo.) (Fdo.) 
Hon. Wilmer Reyes Berríos Hon. Pedro J. Santiago Guzmán 
() () 
Hon. Luis J. Hernández Ortiz Hon. Héctor E. Ferrer Santiago  
() () 
Hon. María de L. Santiago Negrón Hon. Denis Márquez Lebrón 
(Fdo.) () 
Hon. Joanne Rodríguez Veve Hon. Lisie J. Burgos Muñiz” 

 
 

SR. MATÍAS ROSARIO: Para que se apruebe el Informe de Conferencia. 
SR. PRESIDENTE: Ante la consideración del Cuerpo el Informe de Conferencia del Proyecto 

del Senado 772, los que estén a favor dirán que sí. En contra dirán que no. Aprobado. 
SR. MATÍAS ROSARIO: Próximo asunto. 
SR. PRESIDENTE: Próximo asunto.  
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ASUNTOS PENDIENTES 

CALENDARIO DE ÓRDENES ESPECIALES DEL DÍA 
 

Como primer Asunto Pendiente, en el Calendario de Órdenes Especiales del Día, se anuncia 
la Resolución del Senado 398, titulada: 
 

“Para ordenar a la Comisión de Transportación, Telecomunicaciones, Servicios Públicos y 
Asuntos del Consumidor del Senado de Puerto Rico realizar una investigación exhaustiva sobre la 
reconfiguración de plazas de peaje en expresos y autopistas de Puerto Rico a sistemas bidireccionales, 
incluyendo la metodología de cobro aplicada; determinar si las tarifas vigentes reflejan el cobro 
íntegro en ambas direcciones o una distribución proporcional del costo total por tramo; analizar 
comparativamente los recibos emitidos antes y después de dicha conversión; verificar el cumplimiento 
con los requisitos de rotulación y divulgación del tarifario vigente; y para otros fines relacionados.” 
 

SR. MATÍAS ROSARIO: Señor Presidente, la medida viene acompañada con enmiendas en 
el informe, proponemos que se aprueben. 

SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción a las enmiendas que contiene el informe de la 
Resolución del Senado 398, se aprueban. 

SR. MATÍAS ROSARIO: Señor Presidente, para que se apruebe la medida según ha sido 
enmendada. 

SR. PRESIDENTE: Ante la consideración del Cuerpo la Resolución del Senado 398, según ha 
sido enmendada, los que estén a favor dirán que sí. En contra dirán que no. Aprobado. 

SR. MATÍAS ROSARIO: Próximo asunto. 
SR. PRESIDENTE: Próximo asunto.  

- - - - 
 

Como próximo Asunto Pendiente, en el Calendario de Órdenes Especiales del Día, se anuncia 
el Proyecto de la Cámara 815, titulado:  
 

“Para enmendar los Artículos 4, 6 y 7 de la Ley 133-2024, conocida como “Ley para la 
Prevención y Protección Contra el Acoso y Hostigamiento Sexual en el Deporte en Puerto Rico”, para 
incluir la definición de entidad deportiva; aclarar la definición de Acoso y Hostigamiento; establecer 
que toda persona responsable de acoso y hostigamiento incurrirá en responsabilidad civil; y que toda 
entidad deportiva será responsable de los actos de hostigamiento y acoso hacia sus atletas en el entorno 
deportivo, si sabían o debían de estar enterados de dicha conducta y no tomaron una acción inmediata 
y apropiada para corregir la situación; y para otros fines relacionados.” 
 

SR. MATÍAS ROSARIO: Señor Presidente, la medida viene acompañada con enmiendas en 
el informe, proponemos que se aprueben. 

SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción a las enmiendas que contiene el informe del Proyecto 
de la Cámara 815, se aprueban. 

SR. MATÍAS ROSARIO: Señor Presidente, para que se apruebe la medida según ha sido 
enmendada. 

SR. PRESIDENTE: Ante la consideración del Cuerpo el Proyecto de la Cámara 815, según ha 
sido enmendado, los que estén a favor dirán que sí. En contra dirán que no. Aprobado. 
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SR. MATÍAS ROSARIO: Próximo asunto. 
SR. PRESIDENTE: Próximo asunto. 
SR. MATÍAS ROSARIO: Breve receso. 
SR. PRESIDENTE: Breve receso. 

 
RECESO 

 
SR. PRESIDENTE: Señor Portavoz. 
SR. MATÍAS ROSARIO: Señor Presidente, próximo asunto. 
SR. PRESIDENTE: Próximo asunto. 

- - - - 
 

Como próximo Asunto Pendiente, en el Calendario de Órdenes Especiales del Día, se anuncia 
la Resolución Conjunta de la Cámara 131, titulada:  
 

“Para ordenar al Comité de Evaluación y Disposición de Propiedades Bienes Inmuebles, 
creado por la Ley Núm. 26-2017, según enmendada, mejor conocida como “Ley de Cumplimiento 
con el Plan Fiscal”, evaluar y disponer conforme a las disposiciones de la Ley y el reglamento, la 
transacción propuesta para que se transfiera, venda, arriende, conceda el usufructo o se lleve a cabo la 
transferencia, usufructo o cualquier otro negocio jurídico contemplado en la Ley, Núm. 26-2017, 
según enmendada, el predio de terreno en desuso de la antigua Escuela William Rivera Ponce, ubicada 
en la Urb. Jardines de Caparra, Ave. Ruiz Soler, Sector La Colectora, en el Municipio de Bayamón, a 
la organización sin fines de lucro National Talent Academy, Inc.; y para otros fines relacionados.” 
 

SR. MATÍAS ROSARIO: Señor Presidente, la medida viene acompañada con enmiendas en 
el informe, proponemos que se aprueben. 

SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción a las enmiendas que contiene el informe… 
SR. MATÍAS ROSARIO: Señor Presidente, hubo una equivocación de mi parte.  
Señor Presidente, para que se apruebe la medida según ha sido enmendada. 
SR. PRESIDENTE: ¿La 131? 
SR. MATÍAS ROSARIO: Correcto. 
SR. PRESIDENTE: Ante la consideración del Cuerpo la Resolución Conjunta de la Cámara 

131, según ha sido enmendada, los que estén a favor dirán que sí. En contra dirán que no. Aprobado. 
SR. MATÍAS ROSARIO: Hay enmiendas del informe al título, proponemos que se aprueben. 
SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, se aprueban. 

- - - - 
 

SR. MATÍAS ROSARIO: Señor Presidente, solicitamos un breve receso en lo que 
conformamos un Calendario de Votación Final. 

SR. PRESIDENTE: Calendario de Votación Final. 
 

RECESO 
 

SR. PRESIDENTE: A los compañeros de la Delegación, por favor aproxímense un poco, un 
momento. 
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SR. REYES BERRÍOS: Señor Presidente, para que se conforme un Calendario de Votación 
Final donde se incluyan las siguientes medidas: Proyecto del Senado 627 (concurrencia), Proyecto del 
Senado 716 (concurrencia), Proyecto del Senado 735 (concurrencia), Proyecto del Senado 772 
(informe de conferencia), Proyecto del Senado 773 (concurrencia), Proyecto del Senado 994 
(concurrencia), Proyecto del Senado 1024 (concurrencia), Proyecto del Senado 1030 (concurrencia), 
Proyecto del Senado 1085 (concurrencia), Proyecto del Senado 1112, Proyecto del Senado 1114, 
Proyecto del Senado 1206, Proyecto del Senado 1323; Resolución Conjunta del Senado 27 
(concurrencia), Resolución Conjunta del Senado 32 (concurrencia), Resolución Conjunta del Senado 
43 (concurrencia), Resolución Conjunta del Senado 159, Resolución Conjunta del Senado 164, 
Resolución Conjunta del Senado 170, Resolución Conjunta del Senado 171; Resolución del Senado 
196, Resolución del Senado 398, Resolución del Senado 548, Resolución del Senado 549, Resolución 
del Senado 550, Resolución del Senado 551; Proyecto de la Cámara 815, Proyecto de la Cámara 891, 
Proyecto de la Cámara 1015, Proyecto de la Cámara 1062; Resolución Conjunta de la Cámara 131. 

Señor Presidente, para que la Votación Final se considere… 
Resolución Conjunta de la Cámara 131. 
Señor Presidente, para que la Votación Final se considere como el Pase de Lista Final para 

todos los fines legales pertinentes. 
SR. PRESIDENTE: Votación. 
¿Algún senador o senadora va a abstenerse o emitir voto explicativo? 
Bien. 
SRA. SOTO AGUILÚ: Señor Presidente. 
SR. PRESIDENTE: Sí, señora senadora Soto Aguilú. 
SRA. SOTO AGUILÚ: Sí. Votos explicativos para el PS 1112, PS 1114, PS 1323 y RS 548. 
SR. PRESIDENTE: Que se haga constar. 
SRA. SANTIAGO NEGRÓN: Señor Presidente. 
SR. PRESIDENTE: Compañera Santiago Negrón. 
SRA. SANTIAGO NEGRÓN: Someteremos voto explicativo la Delegación del PIP en torno 

a la Resolución del Senado 548. 
SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, así se acuerda. 
¿Alguien más? 
SRA. GONZÁLEZ HUERTAS: Señor Presidente. 
SR. PRESIDENTE: Señora senadora. 
SRA. GONZÁLEZ HUERTAS: La Delegación del Partido Popular Democrático presente, 

someterá voto explicativo a la Resolución del Senado 548. 
SR. PRESIDENTE: Que se haga constar. 
Ábrase la votación.  
SR. SANTIAGO RIVERA: Señor Presidente. 
SR. PRESIDENTE: Compañero Santiago. 
SR. SANTIAGO RIVERA: Sí, un voto explicativo en el 1112 y en el 1114. 
SR. PRESIDENTE: Que se haga costar. 
Señora Secretaria, haga constar que emitiré un voto en contra, con voto explicativo a la 

Resolución del Senado 196. Voto en contra, con voto explicativo. 
SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, para unirnos a su voto explicativo. 
SR. PRESIDENTE: Compañero vicepresidente, si no hay objeción, así se acuerda. 
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SR. ROSA RAMOS: Señor Presidente. 
SR. PRESIDENTE: Compañero Rosa. 
SR. ROSA RAMOS: Para unirme a su voto explicativo. 
SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, así se acuerda. 
SRA. SOTO TOLENTINO: Señor Presidente, para unirme a su voto explicativo. 
SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, así se acuerda. 
SR. SANTOS ORTIZ: Señor Presidente, para unirme a su voto explicativo. 
SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, así se acuerda. 
SR. SÁNCHEZ ÁLVAREZ: Señor Presidente, para unirme a su voto explicativo. 
SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, así se acuerda. 
SR. MORALES RODRÍGUEZ: Señor Presidente. 
SR. PRESIDENTE: Compañero Morales. 
SR. MORALES RODRÍGUEZ: Para unirnos al voto explicativo del 196. 
SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, así se acuerda. 
SR. GONZÁLEZ LÓPEZ: Señor Presidente. 
SR. PRESIDENTE: Compañero González. 
SR. GONZÁLEZ LÓPEZ: Para unirme a su voto explicativo. 
SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, así se acuerda. 
SRA. JIMÉNEZ SANTONI: Señor Presidente. 
SR. PRESIDENTE: Senadora Jiménez. 
SRA. JIMÉNEZ SANTONI: Para unirme al voto explicativo. 
SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, así se acuerda. 
En el caso del Proyecto del Senado 1112, emitiré un voto en contra, con voto explicativo. 
Al cual va a unirse la Delegación. 
SR. COLÓN LA SANTA: Sí, señor Presidente, para unir a la Delegación. 
SR. PRESIDENTE: Bien. 
SR. REYES BERRÍOS: Señor Presidente. 
SR. PRESIDENTE: Compañero Reyes. 
SR. REYES BERRÍOS: Para unirme a sus votos explicativos. 
SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, así se acuerda. 
SRA. MORAN TRINIDAD: Señor Presidente, para un voto de abstención en el P. del S. 1206; 

R.C.S. 164; R.C.C 131. 
SR. PRESIDENTE: Que se haga constar. 
SRA. PADILLA ALVELO: Señor Presidente. 
SR. PRESIDENTE: Señora senadora Padilla Alvelo. 
SRA. PADILLA ALVELO: Sí. Es para unirme a su voto explicativo en contra de la Resolución 

del Senado 196. 
SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, así se acuerda. 
SRA. BARLUCEA RODRÍGUEZ: Señor Presidente. 
SR. PRESIDENTE: Compañera Barlucea. 
SRA. BARLUCEA RODRÍGUEZ: Para unirme a su voto explicativo en el Proyecto del 

Senado 1112. 
SR. PRESIDENTE: Que se haga constar. 
SR. TOLEDO LÓPEZ: Señor Presidente. 
SR. PRESIDENTE: Compañero Toledo. 
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SR. TOLEDO LÓPEZ: Para unirme al voto explicativo del 1112. 
SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, así se acuerda. 
Todas las personas presentes ya emitieron su voto, todos los senadores presentes. 
Ya todos los senadores presentes emitieron su voto. 
Señora Secretaria, informe el resultado de la votación. 

 
CALENDARIO DE APROBACIÓN FINAL DE PROYECTOS DE LEY Y RESOLUCIONES 
 

Son consideradas en Votación Final las siguientes medidas: 
 

Concurrencia con las enmiendas introducidas  
por la Cámara de Representantes al P. del S. 627 

 
Concurrencia con las enmiendas introducidas  

por la Cámara de Representantes al P. del S. 716 
 

Concurrencia con las enmiendas introducidas  
por la Cámara de Representantes al P. del S. 735 

 
Informe de Conferencia del P. del S. 772 

 
Concurrencia con las enmiendas introducidas  

por la Cámara de Representantes al P. del S. 773 
 

Concurrencia con las enmiendas introducidas  
por la Cámara de Representantes al P. del S. 994 

 
Concurrencia con las enmiendas introducidas  

por la Cámara de Representantes al P. del S. 1024 
 

Concurrencia con las enmiendas introducidas  
por la Cámara de Representantes al P. del S. 1030 

 
Concurrencia con las enmiendas introducidas  

por la Cámara de Representantes al P. del S. 1085 
 

P. del S. 1112 
(Derrotado) 

“Para enmendar el Artículo 81 de la Ley 73-2019, según enmendada, conocida como “Ley de 
la Administración de Servicios Generales para la Centralización de las Compras del Gobierno de 
Puerto Rico de 2019”, a los fines de extender el término mínimo para la realización de 
preintervenciones por parte de la Oficina del Inspector General de Puerto Rico y de auditorías fiscales 
y operacionales por parte de la Oficina del Contralor de Puerto Rico de dos (2) a tres (3) años, y para 
otros fines relacionados.” 
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P. del S. 1114 

“Para enmendar el Artículo 10 de la Ley Núm. 13 de 16 de mayo de 1962, según enmendada, 
conocida como la “Ley de la Administración de Terrenos de Puerto Rico”, con el propósito de 
modificar el término mínimo dispuesto para la realización de auditorías por parte de la Oficina del 
Contralor de Puerto Rico; y para otros fines relacionados.” 
 

P. del S. 1206 
“Para enmendar el Artículo 41.050 de la Ley Núm. 77 de 19 de junio de 1957, según 

enmendada, conocida como “Código de Seguros de Puerto Rico”, a  fin de extender los límites de 
responsabilidad civil por impericia médico-hospitalaria a los que está sujeto el Gobierno de Puerto 
Rico, al Doctors’ Center Hospital San Fernando de la Carolina, así como a cualquier otro hospital 
cuyo dueño sea un municipio o el Gobierno de Puerto Rico, sus dependencias o instrumentalidades, 
independientemente de que dichos hospitales sean operados o administrados por una institución 
privada.” 
 

P. del S. 1323 
“Para enmendar los incisos (h) e (i) de la Sección 2, los incisos (b) y (d) de la Sección 3, el 

inciso (a) de la Sección 4, añadir una nueva Sección 4-A, enmendar el inciso (a) de la Sección 5; y 
enmendar la Sección 12 de la Sección 92 de la Ley Núm. 40-2020, según enmendada, conocida como 
la “Ley del Fideicomiso para el Retiro de la Policía”, a los fines de atemperar sus disposiciones a la 
Ley de la Policía de Puerto Rico; disponer que los recursos del Fideicomiso para el Retiro de la Policía 
sean utilizados exclusivamente para fines de retiro y para gastos administrativos fiduciarios 
estrictamente necesarios, razonables, auditables y directamente relacionados con la administración del 
Fideicomiso; prohibir su uso para el pago de obligaciones patronales ajenas al retiro; aclarar que dicha 
prohibición no menoscaba los derechos de los miembros activos o retirados de la Policía de Puerto 
Rico a reclamar los pagos, beneficios o compensaciones que en derecho correspondan; establecer 
controles, certificaciones, informes, reglamentación y deberes de cumplimiento; y para otros fines 
relacionados.” 
 

Concurrencia con las enmiendas introducidas  
por la Cámara de Representantes a la R.C del S. 27 

 
Concurrencia con las enmiendas introducidas  

por la Cámara de Representantes a la R.C del S. 32 
 

Concurrencia con las enmiendas introducidas  
por la Cámara de Representantes a la R.C del S. 43 

 
R. C. del S. 159 

“Para designar la Carretera Estatal PR-447, ubicada dentro de la jurisdicción del Municipio de 
San Sebastián, con el nombre de Justo Medina Esteves, en reconocimiento a su destacada trayectoria 
como servidor público, y quien sirvió como alcalde del antes mencionado pueblo; autorizar la 
instalación de rótulos, para identificar con su nuevo nombre a la Carretera Estatal PR-447; proveer 
para el pareo de fondos; y para otros fines relacionados.” 
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R. C. del S. 164 

“Para ordenar al Comité de Evaluación y Disposición de Bienes Inmuebles, creado al amparo 
de la Ley 26-2017, según enmendada, conocida como “Ley de Cumplimiento con el Plan Fiscal”, 
evaluar la posibilidad de  autorizar la disposición a favor del Municipio de Lares, mediante el negocio 
jurídico que proceda conforme a la Ley 26-2017, según enmendada, incluyendo, sin limitarse a, 
usufructo, arrendamiento, cesión de uso, compraventa, transferencia de titularidad o cualquier otro 
negocio jurídico permitido del terreno y la estructura de la antigua Escuela Piletas Arce, localizada en 
la Carretera PR-129, Ramal 4453, Km. 2 Hm. 8 de dicho municipio, para que sea utilizada por la 
Asociación Comunitaria Piletas Arce, Inc., en coordinación con el Municipio de Lares, como centro 
comunal; y para proyectos de desarrollo económico, educativos, comunitarios y agrícolas en beneficio 
de la comunidad.” 
 

R. C. del S. 170 
“Para designar la Carretera Estatal PR-493, sita en el Barrio Carrizales del Municipio de 

Hatillo, con el nombre de Isidoro “Chiro” Rosa Herrera; y para otros fines relacionados.” 
 

R. C. del S. 171 
“Para designar la totalidad de la Carretera Estatal PR-686, sita entre los municipios de Vega 

Baja y Manatí, con el nombre de Leisha María Martínez Pagán, Q.E.P.D; y para otros fines 
relacionados.” 
 

R. del S. 196 
(Derrotada) 

“Para ordenar a la Comisión las Comisiones de Salud; y de Asuntos Municipales del Senado 
de Puerto Rico a realizar una investigación exhaustiva sobre la situación actual del área restringida 
del Cementerio Municipal de Lares, incluyendo las acciones tomadas llevadas a cabo por el municipio 
Municipio para la reparación de las facilidades o para la construcción de un nuevo cementerio; 
respecto a los procesos requeridos para la reubicación de restos humanos y su cumplimiento; la 
comunicación con los familiares, la rotulación de advertencia de riesgo, la documentación de 
conservación ambiental y las condiciones de seguridad del terreno, la intervención del Departamento 
de Salud con relación al cierre de la facilidad, incluyendo los planes correctivos requeridos al 
Municipio, permisos expedidos relacionados al manejo y traslado de restos humanos; así como la 
participación y asignación de fondos por parte de la Oficina Central de Recuperación, 
Reconstrucción y Resiliencia (COR3) para atender los daños ocasionados al Cementerio Municipal 
de Lares  a raíz de los deslizamientos y daños provocados por efectos tras el impacto del huracán 
María en 2017; y para otros fines relacionados.” 
 

R. del S. 398 
“Para ordenar a la Comisión de Transportación, Telecomunicaciones, Servicios Públicos y 

Asuntos del Consumidor del Senado de Puerto Rico realizar una investigación exhaustiva sobre la 
reconfiguración de plazas de peaje en expresos y autopistas de Puerto Rico a sistemas bidireccionales, 
incluyendo la metodología de cobro aplicada; determinar si las tarifas vigentes reflejan el cobro 
íntegro en ambas direcciones o una distribución proporcional del costo total por tramo; analizar 
comparativamente los recibos emitidos antes y después de dicha conversión; verificar el cumplimiento 
con los requisitos de rotulación y divulgación del tarifario vigente; y para otros fines relacionados.” 
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R. del S. 548 

“Para ordenar a la Comisión de Innovación, Reforma y Nombramientos del Senado de Puerto 
Rico, realizar una investigación exhaustiva sobre las alegaciones contenidas en la querella radicada el 
15 de junio de 2026 por el ex Secretario del Departamento de Desarrollo Económico y Comercio 
(DDEC), Lcdo. Sebastián Negrón Reichard, y remitida al Senado de Puerto Rico, en torno a presunta 
comisión de delito, presuntas intervenciones indebidas, posibles conflictos de interés y otras 
violaciones de ley por parte del Secretario de la Gobernación, Lcdo. Francisco Domenech, la 
Subsecretaria de la Gobernación, Lcda. Itza García, y otros funcionarios e individuos; todo ello en 
relación, además, con los asuntos y la información que permanecen pendientes ante la Comisión Total 
del Senado de Puerto Rico constituida para examinar la conducta del Lcdo. Francisco Domenech; y 
para otros fines relacionados.” 
 

R. del S. 549 
“Para enmendar la Sección 3 de la R. del S. 383, según aprobada el 26 de marzo de 2026, a los 

fines de extender el término de tiempo de la Comisión de Vivienda y Bienestar Social, para rendir su 
informe final; y para otros fines relacionados.” 
 

R. del S. 550 
“Para enmendar la Sección 3 de la R. del S. 24, según aprobada el 10 de febrero de 2025, a los 

fines de extender el término de tiempo de las Comisiones de Vivienda y Bienestar Social y de 
Gobierno del Senado de Puerto Rico, para rendir su informe final; y para otros fines relacionados.” 
 

R. del S. 551 
“Para enmendar la Sección 3 de la R. del S. 287, según aprobada el 1 de octubre de 2025, a 

los fines de extender el término de tiempo de la Comisión de Vivienda y Bienestar Social, para 
rendir su informe final; y para otros fines relacionados.” 
 

P. de la C. 815 
“Para enmendar los Artículos 4, 6 y 7 de la Ley 133-2024, conocida como “Ley para la 

Prevención y Protección Contra el Acoso y Hostigamiento Sexual en el Deporte en Puerto Rico”, para 
incluir la definición de entidad deportiva; aclarar la definición de Acoso y Hostigamiento; establecer 
que toda persona responsable de acoso y hostigamiento incurrirá en responsabilidad civil; y que toda 
entidad deportiva será responsable de los actos de hostigamiento y acoso hacia sus atletas en el entorno 
deportivo, si sabían o debían de estar enterados de dicha conducta y no tomaron una acción inmediata 
y apropiada para corregir la situación; y para otros fines relacionados.” 
 

P. de la C. 891 
“Para enmendar el sub-inciso (d) del inciso (1) del Artículo 4.01 de la Ley Núm. 154-2018, 

según enmendada, conocida como “Ley de Reclamaciones Fraudulentas a los Programas, Contratos y 
Servicios del Gobierno de Puerto Rico”, a los fines de aclarar la intención legislativa de incluir como 
violaciones a dicha ley la evasión o disminución de obligaciones de pagar o transmitir dinero o 
propiedad al Gobierno y para atemperarla a las violaciones de esta naturaleza, según definidas y 
reguladas por el False Claims Act, 31 U.S.C. § 3729-3733 y la jurisprudencia federal aplicable; y para 
otros fines relacionados.” 
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P. de la C. 1015 

“Para añadir un nuevo Artículo 2.003A de a la Ley 107-2020, según enmendada, conocida 
como “Código Municipal de Puerto Rico”, a los fines de requerir un Enlace Municipal de Asuntos de 
la Mujer y Víctimas de Violencia Doméstica en cada municipio de Puerto Rico; y para otros fines 
relacionados. 
 

P. de la C. 1062 
“Para declarar y reconocer a la Sociedad Pro Hospital del Niño, conocida como “Hospital del 

Niño”, como Patrimonio del Pueblo puertorriqueño, por su trayectoria centenaria de servicio continuo, 
su aportación integral a la salud, el neurodesarrollo y el aprendizaje de la niñez, y su función esencial 
como entidad colaboradora del Estado en Puerto Rico.” 
 

R. C. de la C. 131 
“Para ordenar al Comité de Evaluación y Disposición de Propiedades Bienes Inmuebles, 

creado por la Ley Núm. 26-2017, según enmendada, mejor conocida como “Ley de Cumplimiento 
con el Plan Fiscal”, evaluar y disponer conforme a las disposiciones de la Ley y el reglamento, la 
transacción propuesta para que se transfiera, venda, arriende, conceda el usufructo o se lleve a cabo la 
transferencia, usufructo o cualquier otro negocio jurídico contemplado en la Ley, Núm. 26-2017, 
según enmendada, el predio de terreno en desuso de la antigua Escuela William Rivera Ponce, ubicada 
en la Urb. Jardines de Caparra, Ave. Ruiz Soler, Sector La Colectora, en el Municipio de Bayamón, a 
la organización sin fines de lucro National Talent Academy, Inc.; y para otros fines relacionados.” 
 

VOTACIÓN 
 

Las Concurrencias con las enmiendas introducidas por la Cámara de Representantes a los 
Proyectos del Senado 716, 735, 773, 994, 1030 y 1085; la Concurrencia con las enmiendas introducidas 
por la Cámara de Representantes a la Resolución Conjunta del Senado 32; las Resoluciones del Senado 
398, 550 y 551; y los Proyectos de la Cámara 1015 y 1062, son considerados en Votación Final, la que 
tiene efecto con el siguiente resultado: 
 

VOTOS AFIRMATIVOS 
 
Senadores: 

Ada Álvarez Conde, Jamie Barlucea Rodríguez, Luis Daniel Colón La Santa, José L. Dalmau 
Santiago, Adrián González Costa, Marially González Huertas, Héctor Gabriel González López, 
Marissa Jiménez Santoni, Gregorio B. Matías Rosario, Eliezer Molina Pérez, Juan Oscar Morales 
Rodríguez, Nitza Moran Trinidad, Migdalia Padilla Alvelo, Wilmer Reyes Berríos, Carmelo J. Ríos 
Santiago, Joanne Rodríguez Veve, Karen Michelle Román Rodríguez, Jeison Rosa Ramos, Héctor 
Joaquín Sánchez Álvarez, María de L. Santiago Negrón, José A. Santiago Rivera, Rafael Santos Ortiz, 
Roxanna I. Soto Aguilú, Wanda Soto Tolentino, Ángel Toledo López y Thomas Rivera Schatz, 
Presidente. 
 
Total ..................................................................................................................................................  26 
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VOTOS NEGATIVOS 

 
Total ....................................................................................................................................................  0 
 

VOTOS ABSTENIDOS 
 
Total ....................................................................................................................................................  0 
 

El Proyecto del Senado 1323; y las Resoluciones del Senado 548 y 549, son considerados en 
Votación Final, la que tiene efecto con el siguiente resultado: 
 

VOTOS AFIRMATIVOS 
 
Senadores: 

Ada Álvarez Conde, Jamie Barlucea Rodríguez, Luis Daniel Colón La Santa, José L. Dalmau 
Santiago, Adrián González Costa, Marially González Huertas, Héctor Gabriel González López, 
Marissa Jiménez Santoni, Gregorio B. Matías Rosario, Eliezer Molina Pérez, Juan Oscar Morales 
Rodríguez, Nitza Moran Trinidad, Migdalia Padilla Alvelo, Wilmer Reyes Berríos, Carmelo J. Ríos 
Santiago, Joanne Rodríguez Veve, Karen Michelle Román Rodríguez, Jeison Rosa Ramos, Héctor 
Joaquín Sánchez Álvarez, María de L. Santiago Negrón, José A. Santiago Rivera, Rafael Santos Ortiz, 
Wanda Soto Tolentino, Ángel Toledo López y Thomas Rivera Schatz, Presidente. 
 
Total ..................................................................................................................................................  25 
 

VOTOS NEGATIVOS 
 
Senadora: 

Roxanna I. Soto Aguilú. 
 
Total ....................................................................................................................................................  1 
 

VOTOS ABSTENIDOS 
 
Total ....................................................................................................................................................  0 
 
 

El Proyecto de la Cámara 891 es sometido a Votación Final, es considerado en Votación Final, la 
que tiene efecto con el siguiente resultado: 
 

VOTOS AFIRMATIVOS 
 
Senadores: 

Ada Álvarez Conde, Jamie Barlucea Rodríguez, Luis Daniel Colón La Santa, José L. Dalmau 
Santiago, Adrián González Costa, Marially González Huertas, Héctor Gabriel González López, 
Marissa Jiménez Santoni, Gregorio B. Matías Rosario, Juan Oscar Morales Rodríguez, Nitza Moran 
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Trinidad, Migdalia Padilla Alvelo, Wilmer Reyes Berríos, Carmelo J. Ríos Santiago, Joanne 
Rodríguez Veve, Karen Michelle Román Rodríguez, Jeison Rosa Ramos, Héctor Joaquín Sánchez 
Álvarez, María de L. Santiago Negrón, José A. Santiago Rivera, Rafael Santos Ortiz, Roxanna I. Soto 
Aguilú, Wanda Soto Tolentino, Ángel Toledo López y Thomas Rivera Schatz, Presidente. 
 
Total ..................................................................................................................................................  25 
 

VOTOS NEGATIVOS 
 
Senador:  

Eliezer Molina Pérez. 
 
Total ....................................................................................................................................................  1 
 

VOTOS ABSTENIDOS 
 
Total ....................................................................................................................................................  0 
 
 

La Concurrencia con las enmiendas introducidas por la Cámara de Representantes al Proyecto 
del Senado 627, es considerada en Votación Final, la que tiene efecto con el siguiente resultado: 
 

VOTOS AFIRMATIVOS 
 
Senadores: 

Ada Álvarez Conde, Jamie Barlucea Rodríguez, Luis Daniel Colón La Santa, José L. Dalmau 
Santiago, Marially González Huertas, Héctor Gabriel González López, Marissa Jiménez Santoni, 
Gregorio B. Matías Rosario, Eliezer Molina Pérez, Juan Oscar Morales Rodríguez, Nitza Moran 
Trinidad, Migdalia Padilla Alvelo, Wilmer Reyes Berríos, Carmelo J. Ríos Santiago, Joanne 
Rodríguez Veve, Karen Michelle Román Rodríguez, Jeison Rosa Ramos, Héctor Joaquín Sánchez 
Álvarez, José A. Santiago Rivera, Rafael Santos Ortiz, Roxanna I. Soto Aguilú, Wanda Soto 
Tolentino, Ángel Toledo López y Thomas Rivera Schatz, Presidente. 
 
Total ..................................................................................................................................................  24 
 
 

VOTOS NEGATIVOS 
 
Senadores: 

Adrián González Costa y María de L. Santiago Negrón. 
 
Total ....................................................................................................................................................  2 
 

VOTOS ABSTENIDOS 
 
Total ....................................................................................................................................................  0 
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La Resolución Conjunta del Senado 164, es considerada en Votación Final, la que tiene efecto 

con el siguiente resultado: 
 

VOTOS AFIRMATIVOS 
 
Senadores: 

Ada Álvarez Conde, Jamie Barlucea Rodríguez, Luis Daniel Colón La Santa, José L. Dalmau 
Santiago, Adrián González Costa, Marially González Huertas, Héctor Gabriel González López, 
Marissa Jiménez Santoni, Gregorio B. Matías Rosario, Eliezer Molina Pérez, Juan Oscar Morales 
Rodríguez, Migdalia Padilla Alvelo, Wilmer Reyes Berríos, Carmelo J. Ríos Santiago, Joanne 
Rodríguez Veve, Karen Michelle Román Rodríguez, Jeison Rosa Ramos, Héctor Joaquín Sánchez 
Álvarez, María de L. Santiago Negrón, José A. Santiago Rivera, Rafael Santos Ortiz, Wanda Soto 
Tolentino, Ángel Toledo López y Thomas Rivera Schatz, Presidente. 
 
Total ..................................................................................................................................................  24 
 

VOTOS NEGATIVOS 
 
Senadora:  

Roxanna I. Soto Aguilú. 
 
Total ....................................................................................................................................................  1 
 

VOTOS ABSTENIDOS 
 
Senadora:  

Nitza Moran Trinidad. 
 
Total ....................................................................................................................................................  1 
 
 

La Concurrencia con las enmiendas introducidas por la Cámara de Representantes a la Resolución 
Conjunta del Senado 43; y el Proyecto de la Cámara 815, son considerados en Votación Final, la que 
tiene efecto con el siguiente resultado: 
 
 

VOTOS AFIRMATIVOS 
 
Senadores: 

Ada Álvarez Conde, Jamie Barlucea Rodríguez, Luis Daniel Colón La Santa, Adrián González 
Costa,  Héctor Gabriel González López, Marissa Jiménez Santoni, Gregorio B. Matías Rosario, Eliezer 
Molina Pérez, Juan Oscar Morales Rodríguez, Nitza Moran Trinidad, Migdalia Padilla Alvelo, Wilmer 
Reyes Berríos, Carmelo J. Ríos Santiago, Joanne Rodríguez Veve, Karen Michelle Román Rodríguez, 
Jeison Rosa Ramos, Héctor Joaquín Sánchez Álvarez, María de L. Santiago Negrón, Rafael Santos 
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Ortiz, Roxanna I. Soto Aguilú, Wanda Soto Tolentino, Ángel Toledo López y Thomas Rivera Schatz, 
Presidente. 
 
Total ..................................................................................................................................................  23 
 

VOTOS NEGATIVOS 
 
Senadores: 

José L. Dalmau Santiago, Marially González Huertas y José A. Santiago Rivera. 
 
Total ....................................................................................................................................................  3 
 

VOTOS ABSTENIDOS 
 
Total ....................................................................................................................................................  0 
 
 

La Resolución Conjunta del Senado 170, es considerada en Votación Final, la que tiene efecto 
con el siguiente resultado: 
 

VOTOS AFIRMATIVOS 
 
Senadores: 

Ada Álvarez Conde, Jamie Barlucea Rodríguez, Luis Daniel Colón La Santa, Adrián González 
Costa, Héctor Gabriel González López, Marissa Jiménez Santoni, Gregorio B. Matías Rosario, Eliezer 
Molina Pérez, Juan Oscar Morales Rodríguez, Nitza Moran Trinidad, Migdalia Padilla Alvelo, Wilmer 
Reyes Berríos, Carmelo J. Ríos Santiago, Karen Michelle Román Rodríguez, Jeison Rosa Ramos, 
Héctor Joaquín Sánchez Álvarez, María de L. Santiago Negrón, Rafael Santos Ortiz, Roxanna I. Soto 
Aguilú, Wanda Soto Tolentino, Ángel Toledo López y Thomas Rivera Schatz, Presidente. 
 
Total ..................................................................................................................................................  22 
 
 

VOTOS NEGATIVOS 
 
Senadores: 

José L. Dalmau Santiago, Marially González Huertas, Joanne Rodríguez Veve y José A. 
Santiago Rivera. 
 
Total ....................................................................................................................................................  4 
 
 

VOTOS ABSTENIDOS 
 
Total ....................................................................................................................................................  0 
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La Resolución Conjunta del Senado 171, es considerada en Votación Final, la que tiene efecto 

con el siguiente resultado: 
 

VOTOS AFIRMATIVOS 
 
Senadores: 

Ada Álvarez Conde, Jamie Barlucea Rodríguez, Luis Daniel Colón La Santa, Adrián González 
Costa, Héctor Gabriel González López, Marissa Jiménez Santoni, Gregorio B. Matías Rosario, Eliezer 
Molina Pérez, Juan Oscar Morales Rodríguez, Nitza Moran Trinidad, Migdalia Padilla Alvelo, Wilmer 
Reyes Berríos, Carmelo J. Ríos Santiago, Joanne Rodríguez Veve, Karen Michelle Román Rodríguez, 
Jeison Rosa Ramos, Héctor Joaquín Sánchez Álvarez, María de L. Santiago Negrón, Rafael Santos 
Ortiz, Wanda Soto Tolentino, Ángel Toledo López y Thomas Rivera Schatz, Presidente. 
 
Total ..................................................................................................................................................  22 
 

VOTOS NEGATIVOS 
 
Senadores: 

José L. Dalmau Santiago, Marially González Huertas, José A. Santiago Rivera y Roxanna I. 
Soto Aguilú. 
 
Total ....................................................................................................................................................  4 
 

VOTOS ABSTENIDOS 
 
Total ....................................................................................................................................................  0 
 
 

La Resolución Conjunta de la Cámara 131, es considerada en Votación Final, la que tiene efecto 
con el siguiente resultado: 
 

VOTOS AFIRMATIVOS 
 
Senadores: 

Jamie Barlucea Rodríguez, Luis Daniel Colón La Santa, José L. Dalmau Santiago, Adrián 
González Costa, Marially González Huertas, Héctor Gabriel González López, Marissa Jiménez 
Santoni, Gregorio B. Matías Rosario, Juan Oscar Morales Rodríguez, Migdalia Padilla Alvelo, Wilmer 
Reyes Berríos, Carmelo J. Ríos Santiago, Joanne Rodríguez Veve, Karen Michelle Román Rodríguez, 
Jeison Rosa Ramos, Héctor Joaquín Sánchez Álvarez, María de L. Santiago Negrón, José A. Santiago 
Rivera, Rafael Santos Ortiz, Wanda Soto Tolentino, Ángel Toledo López y Thomas Rivera Schatz, 
Presidente. 
 
Total ..................................................................................................................................................  22 
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VOTOS NEGATIVOS 

 
Senadores: 

Ada Álvarez Conde, Eliezer Molina Pérez y Roxanna I. Soto Aguilú. 
 
Total ....................................................................................................................................................  3 
 

VOTOS ABSTENIDOS 
 
Senadora:  

Nitza Moran Trinidad. 
 
Total ....................................................................................................................................................  1 
 
 

La Resolución Conjunta del Senado 159, es considerada en Votación Final, la que tiene efecto 
con el siguiente resultado: 
 

VOTOS AFIRMATIVOS 
 
Senadores: 

Jamie Barlucea Rodríguez, Luis Daniel Colón La Santa, Adrián González Costa, Héctor 
Gabriel González López, Marissa Jiménez Santoni, Gregorio B. Matías Rosario, Eliezer Molina Pérez, 
Juan Oscar Morales Rodríguez, Nitza Moran Trinidad, Migdalia Padilla Alvelo, Wilmer Reyes 
Berríos, Carmelo J. Ríos Santiago, Karen Michelle Román Rodríguez, Jeison Rosa Ramos, Héctor 
Joaquín Sánchez Álvarez, María de L. Santiago Negrón, Rafael Santos Ortiz, Roxanna I. Soto Aguilú, 
Wanda Soto Tolentino, Ángel Toledo López y Thomas Rivera Schatz, Presidente. 
 
Total ..................................................................................................................................................  21 
 
 

VOTOS NEGATIVOS 
 
Senadores: 

Ada Álvarez Conde, José L. Dalmau Santiago, Marially González Huertas, Joanne Rodríguez 
Veve y José A. Santiago Rivera. 
 
Total ....................................................................................................................................................  5 
 
 

VOTOS ABSTENIDOS 
 
Total ....................................................................................................................................................  0 
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La Concurrencia con las enmiendas introducidas por la Cámara de Representantes al Proyecto 

del Senado 1024; y el Proyecto del Senado 1114, son considerados en Votación Final, la que tiene efecto 
con el siguiente resultado: 
 

VOTOS AFIRMATIVOS 
 
Senadores: 

Jamie Barlucea Rodríguez, Luis Daniel Colón La Santa, Héctor Gabriel González López, 
Marissa Jiménez Santoni, Gregorio B. Matías Rosario, Eliezer Molina Pérez, Juan Oscar Morales 
Rodríguez, Nitza Moran Trinidad, Migdalia Padilla Alvelo, Wilmer Reyes Berríos, Carmelo J. Ríos 
Santiago, Joanne Rodríguez Veve, Karen Michelle Román Rodríguez, Jeison Rosa Ramos, Héctor 
Joaquín Sánchez Álvarez, Rafael Santos Ortiz, Roxanna I. Soto Aguilú, Wanda Soto Tolentino, Ángel 
Toledo López y Thomas Rivera Schatz, Presidente. 
 
Total ..................................................................................................................................................  20 
 

VOTOS NEGATIVOS 
 
Senadores: 

Ada Álvarez Conde, José L. Dalmau Santiago, Adrián González Costa, Marially González 
Huertas, María de L. Santiago Negrón y José A. Santiago Rivera. 
 
Total ....................................................................................................................................................  6 
 

VOTOS ABSTENIDOS 
 
Total ....................................................................................................................................................  0 
 
 

El Proyecto del Senado 1206, es considerado en Votación Final, la que tiene efecto con el 
siguiente resultado: 
 

VOTOS AFIRMATIVOS 
 
Senadores: 

Jamie Barlucea Rodríguez, Luis Daniel Colón La Santa, Héctor Gabriel González López, 
Marissa Jiménez Santoni, Gregorio B. Matías Rosario, Eliezer Molina Pérez, Juan Oscar Morales 
Rodríguez, Migdalia Padilla Alvelo, Wilmer Reyes Berríos, Carmelo J. Ríos Santiago, Joanne 
Rodríguez Veve, Karen Michelle Román Rodríguez, Jeison Rosa Ramos, Héctor Joaquín Sánchez 
Álvarez, Rafael Santos Ortiz, Roxanna I. Soto Aguilú, Wanda Soto Tolentino, Ángel Toledo López y 
Thomas Rivera Schatz, Presidente. 
 
Total ..................................................................................................................................................  19 
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VOTOS NEGATIVOS 

 
Senadores: 

Ada Álvarez Conde, José L. Dalmau Santiago, Adrián González Costa, Marially González 
Huertas, María de L. Santiago Negrón y José A. Santiago Rivera. 
 
Total ....................................................................................................................................................  6 
 

VOTOS ABSTENIDOS 
 
Senadora:  

Nitza Moran Trinidad 
 
Total ....................................................................................................................................................  1 
 
 

El Informe de Conferencia del Proyecto del Senado 772; y la Concurrencia con las enmiendas 
introducidas por la Cámara de Representantes a la Resolución Conjunta del Senado 27, son considerados 
en Votación Final, la que tiene efecto con el siguiente resultado: 
 

VOTOS AFIRMATIVOS 
 
Senadores: 

Jamie Barlucea Rodríguez, Luis Daniel Colón La Santa, Héctor Gabriel González López, 
Marissa Jiménez Santoni, Gregorio B. Matías Rosario, Juan Oscar Morales Rodríguez, Nitza Moran 
Trinidad, Migdalia Padilla Alvelo, Wilmer Reyes Berríos, Carmelo J. Ríos Santiago, Karen Michelle 
Román Rodríguez, Jeison Rosa Ramos, Héctor Joaquín Sánchez Álvarez, Rafael Santos Ortiz, 
Roxanna I. Soto Aguilú, Wanda Soto Tolentino, Ángel Toledo López y Thomas Rivera Schatz, 
Presidente. 
 
Total ..................................................................................................................................................  18 
 

VOTOS NEGATIVOS 
 
Senadores: 

Ada Álvarez Conde, José L. Dalmau Santiago, Adrián González Costa, Marially González 
Huertas, Eliezer Molina Pérez, Joanne Rodríguez Veve, María de L. Santiago Negrón y José A. 
Santiago Rivera. 
 
Total ....................................................................................................................................................  8 
 

VOTOS ABSTENIDOS 
 
Total ....................................................................................................................................................  0 
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La Resolución del Senado 196, es considerada en Votación Final, la que tiene efecto con el 

siguiente resultado: 
 

VOTOS AFIRMATIVOS 
Senadores: 

Jamie Barlucea Rodríguez, Adrián González Costa, Nitza Moran Trinidad, Joanne Rodríguez 
Veve, Karen Michelle Román Rodríguez, María de L. Santiago Negrón y Roxanna I. Soto Aguilú. 
 
Total ....................................................................................................................................................  7 
 

VOTOS NEGATIVOS 
 
Senadores: 

Ada Álvarez Conde, Luis Daniel Colón La Santa, José L. Dalmau Santiago, Marially González 
Huertas, Héctor Gabriel González López, Marissa Jiménez Santoni, Gregorio B. Matías Rosario, 
Eliezer Molina Pérez, Juan Oscar Morales Rodríguez, Migdalia Padilla Alvelo, Wilmer Reyes Berríos, 
Carmelo J. Ríos Santiago, Jeison Rosa Ramos, Héctor Joaquín Sánchez Álvarez, José A. Santiago 
Rivera, Rafael Santos Ortiz, Wanda Soto Tolentino, Ángel Toledo López y Thomas Rivera Schatz, 
Presidente. 
 
Total ..................................................................................................................................................  19 
 

VOTOS ABSTENIDOS 
 
Total ....................................................................................................................................................  0 
 
 

El Proyecto del Senado 1112, es considerado en Votación Final, la que tiene efecto con el 
siguiente resultado: 
 

VOTOS AFIRMATIVOS 
 
Senadoras: 

Joanne Rodríguez Veve y Karen Michelle Román Rodríguez. 
 
Total ....................................................................................................................................................  2 
 

VOTOS NEGATIVOS 
 
Senadores: 

Ada Álvarez Conde, Jamie Barlucea Rodríguez, Luis Daniel Colón La Santa, José L. Dalmau 
Santiago, Adrián González Costa, Marially González Huertas, Héctor Gabriel González López, 
Marissa Jiménez Santoni, Gregorio B. Matías Rosario, Eliezer Molina Pérez, Juan Oscar Morales 
Rodríguez, Nitza Moran Trinidad, Migdalia Padilla Alvelo, Wilmer Reyes Berríos, Carmelo J. Ríos 
Santiago, Jeison Rosa Ramos, Héctor Joaquín Sánchez Álvarez, María de L. Santiago Negrón, José 
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A. Santiago Rivera, Rafael Santos Ortiz, Roxanna I. Soto Aguilú, Wanda Soto Tolentino, Ángel 
Toledo López y Thomas Rivera Schatz, Presidente. 
 
Total ..................................................................................................................................................  24 
 

VOTOS ABSTENIDOS 
 
Total ....................................................................................................................................................  0 
 

SR. PRESIDENTE: Con la excepción del Proyecto del Senado 1112 y la Resolución del 
Senado 196, que no fueron aprobadas, todas las demás medidas fueron aprobadas. 

- - - - 
SR. MATÍAS ROSARIO: Señor Presidente, para excusar a la senadora Pérez Soto. 
SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, se excusa a la compañera. 
SR. MATÍAS ROSARIO: Señor Presidente, para recesar los trabajos del Senado de Puerto 

Rico… 
SR. PRESIDENTE: Antes de eso, antes de recesar, la petición del compañero Portavoz, quiero 

pues, felicitar de antemano a los señores padres, a todos los compañeros que son padres, a todos los 
empleados que son padres en el Senado de Puerto Rico, felicitarlos. 

Recordarles, además, que el próximo lunes es la Vista Pública sobre el designado Secretario 
del Departamento de Desarrollo Económico y Comercio, a las diez de la mañana (10:00 a.m.) en el 
Salón Leopoldo Figueroa de aquí del Senado. 

Y si no hay objeción a la petición de receso que hace nuestro señor Portavoz, el Senado de 
Puerto Rico recesa sus trabajos hoy viernes, 19 de junio, siendo las dos y cincuenta y siete (2:57) hasta 
el próximo lunes, 22 de junio, a la una de la tarde (1:00 p.m.). 

Receso. 
 

“VOTO EXPLICATIVO 
(P. de S. 869) 

 
AL SENADO DE PUERTO RICO: 

En la Sesión celebrada el 11 de junio de 2026, solicité emitir un voto explicativo en contra del 
Proyecto del Senado 869 (en adelante, P. del S. 869). 

Voto en contra del P. del S. 869 porque, si bien reconozco y comparto el propósito de proteger 
la privacidad, la imagen y la seguridad de los estudiantes en los entornos educativos digitales, entiendo 
que las disposiciones que propone la medida ya se encuentran contempladas en la normativa 
administrativa vigente del Departamento de Educación. 

La Carta Circular Núm. 024-2022-2023 del Departamento de Educación, titulada “Política 
Pública sobre Grabaciones en los Planteles Escolares”, establece expresamente el deber del 
Departamento de proteger a los estudiantes y al personal docente y no docente mientras se encuentran 
en las instalaciones escolares. Asimismo, reconoce el derecho de estudiantes, padres, tutores, 
custodios y empleados a la propia imagen como una manifestación de los derechos constitucionales a 
la dignidad y a la intimidad. 

De igual forma, la carta circular dispone que cualquier utilización de la imagen de un estudiante 
requiere el consentimiento previo de su padre, madre, tutor o custodio legal, y advierte que toda 
persona natural o jurídica que utilice la imagen de otra sin autorización responderá conforme a la Ley 



Viernes, 19 de junio de 2026  Núm. 44 
 
 

19345 

Núm. 139-2011, conocida como la “Ley del Derecho sobre la Propia Imagen”, así como a la 
jurisprudencia aplicable. 

La normativa vigente también incorpora formularios oficiales de consentimiento para la toma 
de fotografías, vídeos y el uso de la imagen de estudiantes, los cuales exigen la autorización expresa 
del padre, madre o custodio legal e identifican el propósito específico para el cual se utilizará el 
material audiovisual. 

Por ello, considero que esta medida resulta innecesaria, pues pretende legislar sobre una 
materia que el propio Departamento de Educación ya ha gobernado mediante mecanismos 
administrativos ágiles y flexibles, los cuales pueden adaptarse con mayor rapidez a la evolución 
tecnológica y a las nuevas dinámicas de las redes sociales. 

En lugar de aprobar legislación redundante, estimo más adecuado fortalecer los mecanismos 
existentes de orientación, capacitación y fiscalización para asegurar el estricto cumplimiento de la 
Carta Circular Núm. 024-2022-2023. 

Por las razones antes expuestas, emito este voto explicativo en contra del P. del S. 869. 
 
Respetuosamente sometido,  
(Fdo.) 
Ángel A. Toledo López” 
 
 

“VOTO EXPLICATIVO 
(P. de S. 1116) 

 
AL SENADO DE PUERTO RICO: 

En la Sesión celebrada el 4 de junio de 2026, solicité emitir un voto explicativo a favor del 
Proyecto del Senado 1116 (en adelante, P. del S. 1116), al cual se unieron las senadoras Barlucea 
Rodriguez y Soto Tolentino. 

Voto a favor del Proyecto del Senado 1116, que crea la “Ley de Responsabilidad Parental hacia 
el Ser Humano en Gestación o Nasciturus de Puerto Rico”, por entender que la política pública que 
persigue la medida responde a un interés apremiante del Estado. Esta política publica se cimenta en 
reconocer y hacer exigible la responsabilidad compartida de los progenitores respecto a los gastos 
razonables y necesarios del embarazo. 

Nuestro ordenamiento jurídico vigente reconoce que la obligación alimentaria constituye una 
consecuencia inherente de la patria potestad. Sin embargo, conforme al Código Civil de Puerto Rico, 
la patria potestad surge con el nacimiento del menor. En consecuencia, aunque el ordenamiento 
reconoce deberes parentales una vez ocurre el nacimiento, el P. del S. 1116 adelanta el momento a 
partir del cual se reconoce una responsabilidad económica compartida, extendiéndola al periodo de 
gestación. 

La medida parte de la premisa que los gastos asociados al embarazo y al parto no deben recaer 
exclusivamente sobre la madre gestante. Estamos de acuerdo con eso. La protección de la salud y el 
bienestar del concebido no nacido, así como la promoción de una distribución equitativa de las cargas 
económicas derivadas de la gestación, constituyen objetivos legítimos y consistentes con el 
reconocimiento legislativo del nasciturus como sujeto de derechos. 

No obstante, nuestro voto a favor no debe interpretarse como una aceptación irrestricta del 
texto aprobado. Por el contrario, entendemos necesario dejar constancia de varias preocupaciones que 
ameritan atención legislativa futura o una interpretación judicial ponderada. 
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En primer lugar, la medida autoriza la presentación de la reclamación durante el periodo de 
gestación o dentro del año siguiente al nacimiento del menor. Si bien esta disposición busca garantizar 
un remedio oportuno, también tiene el efecto potencial de trasladar una controversia judicial a una 
etapa particularmente vulnerable desde el punto de vista físico y emocional. La litigación durante el 
embarazo o en los primeros meses posteriores al nacimiento puede incidir negativamente en la salud 
mental de la madre gestante y en la dinámica familiar inicial del recién nacido. Corresponderá a los 
tribunales administrar estos procesos con especial sensibilidad, privilegiando mecanismos expeditos, 
flexibles y orientados a minimizar la confrontación entre las partes. 

En segundo lugar, advertimos una ausencia de claridad en cuanto al momento que deberá 
utilizarse para evaluar la capacidad económica de los progenitores y la proporcionalidad en la 
distribución de los gastos. La medida establece que los gastos deberán ser razonables conforme a las 
circunstancias y capacidad económica de las partes, pero no precisa si dicha evaluación deberá 
realizarse conforme a la situación económica existente al momento en que se incurrieron los gastos 
durante el embarazo o al momento de la presentación de la demanda. Ambas circunstancias podrían 
ser sustancialmente distintas y producir resultados disímiles. Resulta conveniente que la Asamblea 
Legislativa o la reglamentación futura atiendan expresamente este asunto para garantizar uniformidad 
en la aplicación de la ley. 

En tercer lugar, debe reconocerse que las pruebas de paternidad prenatales no invasivas, 
aunque científicamente avanzadas, conllevan costos significativos que podrían representar una barrera 
de acceso para muchas familias. Según información publicada por la American Pregnancy 
Association,46 el costo de estas pruebas suele fluctuar entre novecientos dólares ($900) y dos mil 
dólares ($2,000), dependiendo del laboratorio, la jurisdicción y los servicios incluidos. 

En cuarto lugar, la confiabilidad de las pruebas prenatales depende de múltiples factores que 
deben ser ponderados caso a caso. Aunque las pruebas prenatales no invasivas alcanzan niveles de 
precisión superiores al 99.9 % cuando son realizadas por laboratorios acreditados, su confiabilidad 
puede verse afectada por factores tales como: (1) la edad gestacional al momento de la toma de la 
muestra; (2) la cantidad de ADN fetal circulante disponible; (3) la calidad y acreditación del 
laboratorio que realiza la prueba; (4) la existencia de embarazos múltiples; (5) la presencia de un 
presunto padre con parentesco biológico cercano a otro posible progenitor, particularmente en casos 
de hermanos o gemelos idénticos; y (6) circunstancias médicas excepcionales, tales como 
transfusiones sanguíneas recientes, trasplantes de médula ósea o determinados tratamientos médicos. 

Finalmente, advertimos una aparente contradicción interna en el texto de la medida. El Artículo 
4 dispone expresamente que la causa de acción “únicamente procederá con la presentación de una 
prueba de paternidad positiva”, vinculando al menor con el padre biológico. Sin embargo, el inciso 
(d) del Artículo 7 establece que, aunque la reclamación podrá presentarse durante el embarazo, la 
determinación de filiación se efectuará luego del nacimiento del menor. Esta dualidad normativa 
genera incertidumbre respecto a un elemento esencial de la causa de acción: si la prueba de paternidad 
positiva constituye un requisito jurisdiccional o si, por el contrario, la filiación podrá establecerse 
como parte del procedimiento una vez ocurrido el nacimiento. La armonización de ambas 
disposiciones resultará indispensable para evitar interpretaciones contradictorias y garantizar la 
efectiva implantación de la ley. 

A pesar de estas preocupaciones, entendemos que los beneficios derivados de reconocer 
expresamente la responsabilidad económica mancomunada de ambos progenitores durante el 
embarazo superan las deficiencias identificadas. La medida promueve una distribución más equitativa 

 
46 https://americanpregnancy.org/unplanned-pregnancy/dna-paternity-test/  

https://americanpregnancy.org/unplanned-pregnancy/dna-paternity-test/
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de los gastos prenatales y procura proteger tanto a la madre gestante como al concebido no nacido en 
una etapa particularmente vulnerable. 

Por las razones antes expuestas, emitimos nuestro voto a favor del Proyecto del Senado 1116, 
exhortando a la Asamblea Legislativa, a la Oficina de Administración de los Tribunales y a la 
Administración para el Sustento de Menores a atender, mediante legislación complementaria, 
reglamentación o interpretación judicial, las áreas de ambigüedad identificadas para garantizar una 
implantación justa, uniforme y efectiva de esta política pública. 
 
Respetuosamente sometido,  
(Fdo.) 
Ángel A. Toledo López” 
 
 

“VOTO EXPLICATIVO 
(P. del S. 1140) 

 
AL SENADO DE PUERTO RICO: 

En la sesión legislativa celebrada el 15 de junio de 2026, la Delegación del Partido 
Independentista Puertorriqueño emitió un voto A FAVOR del Proyecto del Senado Número 1140, que 
propone “añadir un nuevo Artículo 73-A en la Ley Núm. 109 de 28 de junio de 1962, según 
enmendada, conocida como “Ley de Servicio Público de Puerto Rico”, con el propósito de integrar en 
esta, las disposiciones contenidas en la Ley Núm. 1 de 16 de mayo de 1972, según enmendada, 
mediante la cual se declara, en su totalidad, la actividad de transporte o carga de agregados por vías 
públicas para fines comerciales e industriales en Puerto Rico, como una actividad de interés público, 
a los fines de lograr y preservar el equilibrio deseable que debe existir entre la fuerza humana dedicada 
a tal actividad y la demanda o necesidad de los agregados para fines comerciales e industriales en 
Puerto Rico; [y] derogar la Ley Núm. 1 de 16 de mayo de 1972, según enmendada”.  

De conformidad con su título, el propósito de la medida de epígrafe es integrar y armonizar lo 
dispuesto en la Ley Núm. 1 de 16 de mayo de 1972, según enmendada, con el cuerpo de la “Ley de 
Servicio Público de Puerto Rico”. Por consiguiente, el nuevo Artículo 73-A propuesto es, en términos 
generales, un calco del texto actual de la ley de 1972 referida. Sin embargo, hay dos asuntos que 
merecen atención especial.  

En primer término, hay una diferencia sustantiva entre el inciso (g) del Artículo 5 de la ley 
vigente y su equivalente en el P. del S. 1140. Mientras que Ley para Reglamentar la Transportación o 
Carga de Agregados fija un tope de $3.00 sobre la cantidad que la Comisión de Servicio Público de 
Puerto Rico puede cobrar para la expedición de un permiso;47 el nuevo Artículo 73-A inciso (d), 
subinciso (7) elimina ese tope. Éste último adjudica al Negociado de Transporte y Otros Servicios 
Públicos la facultad de “[f]ijar los derechos que se cobrarán por concepto de la expedición del 

 
  47 “La Comisión tendrá, sin que se entienda como una limitación, las siguientes facultades y deberes: 

(a) … 
… 

(g) Fijar los derechos que se cobrarán por concepto de la expedición del permiso, los que no deberán exceder de tres 
(3) dólares. 

… 
(i) …”.  

    Ley 1 de 16 de mayo de 1972, según enmendada, Ley para Reglamentar la Transportación o Carga de Agregados, 
Artículo 5 (g). Énfasis suplido. 
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permiso”, sin limitaciones. Nos preocupa que la eliminación de parámetros estatutarios sobre el costo 
de los permisos pueda resultar en un aumento significativo, irracional o desproporcional que, a su vez, 
redunde en un alza del precio de transporte que terminen pagando las consumidoras. 

En segundo lugar, es medular destacar que la pieza sometida a votación no contiene una 
disposición transitoria expresa para que los reglamentos adoptados al amparo de la Ley Núm. 1 de 16 
de mayo de 1972, según enmendada, continúen vigentes, fuere provisional o permanentemente, bajo 
el nuevo ordenamiento. Como efecto de esta omisión, con la derogación de su ley habilitadora,48 los 
reglamentos existentes podrían quedar anulados de forma tácita –generando un vacío, tanto 
operacional como jurídico– y abriendo la puerta para la impugnación de actuaciones administrativas 
potencialmente arbitrarias o ultra vires. 

Hacemos constar las deficiencias identificadas en el P. del S. 1140 con el propósito de alentar 
a la Cámara de Representantes a corregir los detalles que fortalecerían la medida. Con las 
observaciones y recomendaciones antes indicadas, la delegación del Partido Independentista 
Puertorriqueño consigna su voto A FAVOR del P. del S. 1140. 
 
Respetuosamente sometido,  
(Fdo.) (Fdo.) 
María de Lourdes Santiago Negrón Adrián González Costa 
Portavoz Portavoz Alterno” 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
  48 P. del S. 1140, pág. 10, Sección 2. 
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